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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés
--Alvear Valenzuela, Soledad

--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Bianchi Chelech, Carlos
--Cantero Ojeda, Carlos

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo
--Espina Otero, Alberto

--Flores Labra, Fernando

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo
--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos 

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro

--Muñoz Barra, Roberto

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Novoa Vásquez, Jovino

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Victor
--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Sabag Castillo, Hosaín

--Vásquez Úbeda, Guillermo

--Zaldívar Larraín, Adolfo

Concurrieron, además, los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor José Antonio Viera-Gallo Quesney, y Secretario General de Gobierno, señor Francisco Vidal Salinas, y el Subsecretario General de la Presidencia, señor Edgardo Riveros Marín.
Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:18, en presencia de 13 señores Senadores.

El señor ZALDÍVAR , don Adolfo (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ZALDÍVAR , don Adolfo (Presidente).- Las actas de las sesiones 31ª, ordinaria, en 1 de julio; 32ª, especial, y 33ª, ordinaria, ambas en 2 de julio, todas del año en curso, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

IV. CUENTA

El señor ZALDÍVAR , don Adolfo (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Cuatro de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con el primero retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que fortalece y perfecciona la jurisdicción tributaria (boletín N° 3.139-05).



Con los dos siguientes retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre sistema de compensación y liquidación de instrumentos financieros (boletín N° 5.407-05).


2.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.066, de violencia intrafamiliar, y otros cuerpos legales para incluir el maltrato del adulto mayor en la legislación nacional (boletines Nos 5.376-18; 5.142-18; 5.055-18; 4.691-18, y 4.167-18, refundidos).



--Quedan retiradas las urgencias, se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con el último hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto del proyecto de ley que modifica diversos cuerpos legales en materia de modernización municipal (boletín Nº 3.768-06).



--Se tiene presente la urgencia y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios



De Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante el cual comunica que se ausentará del territorio nacional los días 6 a 8 del mes en curso, en visita de Estado a la República Oriental del Uruguay.



Informa, además, que durante su ausencia será subrogada, con el título de Vicepresidente de la República, por el Ministro titular de la Cartera del Interior, señor Edmundo Pérez Yoma.



--Se toma conocimiento.



Cuatro de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero comunica que ha aprobado las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto que modifica la ley N° 18.450, de Fomento de Inversión Privada en Obras de Riego y Drenaje, para permitir que los agricultores arrendatarios postulen a los proyectos de riego (boletín N° 3.336-01).



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.



Con los tres siguientes informa que ha prestado su aprobación a los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código del Trabajo a fin de impedir descuentos indebidos en las remuneraciones de los trabajadores (boletín N° 4.663-13). (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



2.- Proyecto de acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno del Estado de Israel sobre actividades remuneradas para los familiares de una misión diplomática o representación consular (boletín N° 5.757-10). (Véase en los Anexos, documento 2).


3.- Proyecto de acuerdo que aprueba el Tratado de Asistencia Judicial en materia penal entre la República de Chile y la Confederación Suiza, suscrito en Santiago el 24 de noviembre de 2006 (boletín N° 5.796-10). (Véase en los Anexos, documento 3).


--Pasan a la Comisión de Relaciones Exteriores.



Tres del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Con el primero remite copia autorizada de la sentencia dictada con relación al proyecto que extiende la bonificación por retiro voluntario creada por la ley N° 20.209, crea una bonificación adicional para el personal que indica e introduce modificaciones a la ley N° 20.209 (boletín N° 5.922-05).


--Se toma conocimiento y se manda comunicar a Su Excelencia la Presidenta de la República.



Con el segundo remite copia autorizada de la sentencia dictada respecto del proyecto de ley relativo a la recuperación del bosque nativo y fomento forestal (boletín Nº 669-01).



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.


Con el tercero remite copia autorizada de la sentencia recaída en la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad formulada en contra del inciso tercero del artículo 474 del Código del Trabajo.



--Se toma conocimiento.



Dos del señor Contralor General de la República:



Con el primero responde un oficio remitido en nombre del Senador señor Cantero, relativo al rechazo de la acreditación de la Universidad Tecnológica Metropolitana.



Con el segundo da respuesta a un oficio cursado en nombre del Senador señor Horvath, respecto de la apertura de piscinas de uso público en el área de la bahía de Chañaral.



Del señor Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, mediante el cual contesta un acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Honorables señores Navarro, Muñoz Aburto, Ominami y Vásquez, en que se solicitó a esa Secretaría de Estado que estudie y promueva en los distintos Ministerios y servicios públicos mecanismos que garanticen a los ciudadanos el acceso y uso igualitario de sus plataformas tecnológicas (boletín N° S 1.069-12).


Dos de la señora Ministra de Planificación, con los que responde igual número de oficios expedidos en nombre del Senador señor Horvath, referidos a soluciones para los deudores habitacionales y a las necesidades de la comuna de Lago Verde, Undécima Región.



Tres del señor Ministro de Obras Públicas:



Con el primero da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Kuschel, relativo a los mapas de riesgo correspondientes a la Región de Los Lagos y a la factibilidad de acotar el crecimiento de la ciudad de Alerce.



Con el segundo contesta un oficio cursado en nombre del Senador señor Navarro, con relación a proyectos de conectividad entre Lirquén y Quebrada Honda.



Con el tercero responde un oficio remitido en nombre del Senador señor Horvath, respecto de la situación en que se encuentran la provincia de Palena y zonas aledañas por la erupción del volcán Chaitén y a las obras para mejorar la accesibilidad a La Junta desde Puerto Raúl Marín Balmaceda.



Tres de la señora Ministra de Salud:



Con el primero da respuesta a un oficio expedido en nombre de la Senadora señora Matthei, sobre revisión de licencias médicas presentadas por funcionarios de la Ilustre Municipalidad de Coquimbo.



Con el segundo responde un oficio cursado en nombre del Senador señor Coloma, referido a la ejecución del proyecto “Reposición de la Estación Médico Rural de Callejones”, en la comuna de Maule.



Con el tercero contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Navarro, acerca de las condiciones de atención a los habitantes de las caletas Candelaria, Cantera y Puerto Inglés.



De la señora Ministra de Bienes Nacionales, con el que da contestación a un oficio enviado en nombre del Senador señor Horvath, respecto del estado de avance de las peticiones de terrenos para veranadas, formuladas por pobladores de la localidad de Villa Cerro Castillo, comuna de Río Ibáñez.



De la señora Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo, mediante el cual responde un oficio remitido en nombre del Senador señor Frei, referido al proyecto “Habilitación Rodoviario y Centro de Eventos Feriales y Costumbristas, sector Carretera, en la comuna de Lanco”.



Dos del señor Subsecretario de Transportes:



Con el primero contesta un oficio expedido en nombre del Senador señor Horvath, relativo a vehículos privados que se utilizan para trabajar como taxis en la ciudad de Coihaique.



Con el segundo da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Letelier, sobre los medios de transporte de carga que debieran existir en Chile en consideración a sus condiciones geográficas.



De la señora Directora del Trabajo, mediante el cual responde un oficio cursado en nombre del Senador señor Navarro, acerca de los casos de despidos arbitrarios -con violación de las disposiciones sobre protección a la maternidad- registrados en los últimos diez años.



Del señor Director del Instituto Nacional de la Juventud, con el que contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Cantero, relativo a las Segundas Jornadas Internacionales “Agua y Juventud”, que se desarrollarán en Zaragoza, España.



Del señor Gerente General de CorreosChile, por medio del cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Navarro, referido a información en materia de derivación de correspondencia.



Del señor Gerente General de ENAP, con el que contesta un oficio expedido en nombre del Senador señor Navarro, respecto del vertimiento de sustancias tóxicas ocurrido en Ventanas.



Del señor Fiscal Regional del Ministerio Público de La Araucanía, mediante el cual responde un oficio cursado en nombre del Senador señor Espina, relativo a la eventual existencia de delitos en la ejecución de proyectos correspondientes al Fondo Social Presidente de la República, en la población El Retiro, comuna de Angol.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes


Dos de la Comisión de Relaciones Exteriores, recaídos en los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del “Segundo Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos Destinado a Abolir la Pena de Muerte”, adoptado por la Asamblea General de la ONU el 15 de diciembre de 1989 (boletín N° 4.732-10) (con urgencia calificada de “simple”). (Véase en los Anexos, documento 4).


2.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Protocolo de la Convención Americana sobre Derechos Humanos relativo a la Abolición de la Pena de Muerte”, adoptado en Asunción el 8 de junio de 1990, en el Vigésimo Período Ordinario de Sesiones de la Asamblea General de la OEA, y suscrito por Chile el 10 de septiembre de 2001 (boletín N° 4.733-10) (con urgencia calificada de “simple”). (Véase en los Anexos, documento 5).


De la Comisión de Relaciones Exteriores y de la de Hacienda, recaídos en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del “Tratado de Cooperación en Materia de Patentes (PCT), elaborado en Washington el 19 de junio de 1970, enmendado el 28 de septiembre de 1979, modificado el 3 de febrero de 1984 y el 3 de octubre de 2001, y su reglamento anexo” (boletín N° 4.964-10) (con urgencia calificada de “simple”). (Véanse en los Anexos, documentos 6 y 7 ).


Segundo informe de la Comisión de Obras Públicas e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre operación de embalses frente a alertas y emergencias de crecidas, y otras medidas que indica (boletín N° 5.081-15) (con urgencia calificada de “suma”). (Véanse en los Anexos, documentos 8 y 9).


De la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, recaído en el proyecto, iniciado en moción de los Senadores señores Prokurica, Espina, Horvath, Romero y Sabag, que modifica el decreto ley N° 2.695, de 1979, en lo relativo a la posesión y el dominio de la pequeña propiedad raíz (boletín N° 5.417-12). (Véase en los Anexos, documento 10).


--Quedan para Tabla.

Moción



Del Senador señor Pérez Varela, con la que inicia un proyecto de ley que modifica el Código Procesal Penal en materia de interposición de la querella y de formalización de la investigación (boletín N° 5.959-07). (Véase en los Anexos, documento 11).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.

Declaración de inadmisibilidad



Moción de los Senadores señora Alvear y señores Pizarro y Ruiz-Esquide, con la que inician un proyecto de ley que modifica el sistema de subsidios por licencias médicas y por incapacidad laboral.



--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad con lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 65 y en los números 2° y 6° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República. 
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Terminada la Cuenta.



Respecto de la moción declarada inadmisible, el Honorable señor Ruiz-Esquide ha solicitado a la Mesa recabar el asentimiento de la Sala para pedir a la Presidenta de la República que le preste su patrocinio.



--Así se acuerda.
Suspensión de licencia de conducir de menores y creación de nuevas categorías de licencia clase C
El señor HOFFMANN (Secretario General).- Señores Senadores, en cuanto al proyecto, originado en moción del Honorable señor Novoa, que modifica la Ley de Tránsito en lo relativo a la suspensión de la licencia de conducir de menores y a las categorías de licencias clase C, 
transcurrido el plazo para presentar indicaciones, no se formuló ninguna. 



--Los antecedentes sobre el proyecto (5179-15) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley: (moción del Senador señor Novoa).

En primer trámite, sesión 31ª, en 10 de julio de 2007.


Informe de Comisión:


Transportes y Telecomunicaciones, sesión 21ª, en 14 de mayo de 2008.


Discusión:



Sesión 25ª, en 10 de junio de 2008 (se aprueba en general).
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En consecuencia, como ya fue aprobado en general, corresponde, de conformidad con el Reglamento, darlo por aprobado también en particular.



--El proyecto queda aprobado en particular, reglamentariamente, y despachado en este trámite.
)----------(

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Solicito la autorización para que ingrese a la Sala el señor Edgardo Riveros, Subsecretario General de la Presidencia.



--Se accede. 

V. ORDEN DEL DÍA

Reforma constitucional para eliminación
de referencia a número de Diputados
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Corresponde tratar la solicitud de Su Excelencia la Presidenta de la República para pronunciarse, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 68 de la Carta Fundamental, respecto del proyecto que suprime la referencia al número de diputados en la Constitución Política de la República, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes de la solicitud sobre el proyecto de reforma constitucional (4968-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Se da cuenta en sesión 19ª, en 13 de mayo de 2008.


Informe de Comisión:


Constitución, sesión 33ª, en 2 de julio de 2008.


Discusión:



Sesión 33ª, en 2 de julio de 2008 (queda para segunda discusión).
El señor HOFFMANN (Secretario General).- Cabe recordar que este proyecto de reforma constitucional fue rechazado en general por la Honorable Cámara de Diputados, razón por la cual la Jefa de Estado hizo uso del mecanismo previsto en el artículo 68 de la Carta Fundamental y solicitó al Senado pronunciarse al respecto.



El objetivo fundamental de la iniciativa es modificar el artículo 47 de la Constitución Política suprimiendo la referencia al número de 120 diputados.



La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento recomienda aprobar en general el proyecto de reforma constitucional, acuerdo que adoptó por 3 votos a favor (Senadores señores Gómez, Pizarro y Muñoz Aburto) y 2 en contra (Senadores señores Espina y Larraín).



Los fundamentos de voto se consignan en la parte pertinente del informe que Sus Señorías tienen en sus pupitres.



Cabe agregar que el quórum requerido para aprobar esta iniciativa es de 22 votos.



Finalmente, en sesión del día 2 de julio, el Comité del Partido Radical Social Demócrata solicitó segunda discusión para esta iniciativa.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En la segunda discusión, ofrezco la palabra.



Tiene la palabra el señor Ministro. 

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, el sistema político chileno envuelve una enorme paradoja.



Por una parte, es alabado en sedes internacionales por su capacidad para implementar políticas sociales de gran envergadura, con estabilidad y eficacia en el tiempo, y, además, se le valora por los índices de competitividad que alcanza dado su buen funcionamiento. 



Por otro lado, en cambio, presenta claras señales de debilidad que preocupan al Gobierno: urge la modernización de la Administración Pública; se requieren mejores estándares de probidad; se observa un cuerpo electoral envejecido y poco representativo; hay un retraimiento de los ciudadanos, especialmente de los más jóvenes, para participar en la actividad política; existe un juicio negativo sobre las instituciones básicas de la República, y sobre todo -es lo que nos ocupa esta tarde-, tenemos un sistema electoral inapropiado y excluyente.



Hoy nos referiremos solo a este último punto, pero debe entenderse en el marco de un esfuerzo más global del Gobierno tendiente a mejorar la calidad de la política y a modernizar nuestro sistema político en general.



Se trata de evitar la desafección y apatía ciudadanas, especialmente en la juventud. Porque la democracia, antes que en las instituciones, vive en la conciencia de la gente.



El sistema electoral es un punto neurálgico de lo que señalo y, cualquiera que este sea, encierra una enorme paradoja: la dificultad de transformar los sufragios en escaños. Por algo, los pensadores clásicos, cuando se referían a la democracia, hablaban del sorteo como un mecanismo más afín a su espíritu y desconfiaban de los sistemas electorales.



Efectivamente, con ninguno de estos es fácil reflejar de forma cabal la voluntad popular. En el nuestro, que es muy sui géneris en general, la regla de transformar votos en escaños se vuelve arbitraria y produce un sistema político que, en los hechos, resulta excluyente.



Nunca hay que olvidar que este sistema electoral se forjó en el marco de la discusión de la Constitución de 1980, en un período muy distinto al que vive hoy la República, donde imperaba el ahora derogado artículo 8º de la Carta Fundamental, que proscribía una parte significativa de las fuerzas políticas, especialmente de Izquierda.



El profesor Dieter Nohlen, experto en sistemas electorales, señala que el binominal solo existe en las islas Maldivas, con 800 mil habitantes; en la isla micronesia de Nauru, con 13 mil, y en Senegal, que tiene una población de 27 millones, pero que cuenta con 60 partidos políticos. Se suele sostener que tal sistema produce una agrupación de partidos; pues bien, en Senegal hay 60 de ellos.



El binominal escapa a la clásica distinción entre sistemas mayoritarios y proporcionales. A mi juicio, discutir sobre la base de tal diferencia es caer en la trampa del propio sistema. Porque nuestro mecanismo electoral, por su naturaleza, establece umbrales que, en la práctica, lo tornan excluyente.



Hay umbrales legales, pero también, umbrales efectivos que determinan la exclusión.



Con el sistema binominal, si se presentaran diez listas, el umbral sería 9 por ciento. En tal caso, no se puede sostener que ese sea propiamente legal. Sin embargo, en los hechos -y voy a demostrar en su historia que esto siempre se tuvo en cuenta-, al haber solo dos listas, privilegiadas en cuanto al voto, el umbral es de 33 por ciento. En ese mismo momento, el umbral efectivo, el real, se vuelve excluyente.



Tal característica se evidencia durante toda la historia del sistema binominal.



Este comenzó en la Comisión de Estudio de la Nueva Constitución, y luego en el Subcomité del Consejo de Estado y de la Comisión que presidía el ex Senador Sergio Fernández. De aquel Subcomité formaron parte varias personas, todas muy conocidas, más bien afines a la actual Oposición, hoy día formada especialmente por la UDI y no tanto por Renovación Nacional.



Desde un comienzo se descarta el sistema proporcional, por considerárselo causante de parte de la crisis de 1973, por la existencia del pluripartidismo.



Y se desecha el uninominal, como el de Inglaterra, por un motivo claramente político, expresado por don Arturo Marín, en esa época Secretario del Subcomité, quien sostiene: “porque de seguro entregaría por cuatro o más años todos los escaños a la izquierda, implicando un retroceso político”.



¿Por qué se descarta, entonces, el sistema uninominal mayoritario? No por una razón de estabilidad política o porque haya un sistema mejor, sino simplemente porque se pensaba que podía traer consigo una sobrerrepresentación de la Izquierda.



Y Sergio Fernández señala que aquel sistema podría producir un retroceso histórico, de tal manera que desaparecía de la noche a la mañana todo lo construido por el Régimen militar.



Desechado el sistema proporcional, y no siendo el uninominal una opción política válida, poco a poco fue surgiendo en el debate constitucional y legislativo de la época la idea del binominalismo. Se discute acerca de quién fue su padre, pero pareciera ser claro que está entre don Arturo Marín y don Sergio Fernández.



Así, se plantea que con el binominalismo se cumplía el objetivo de impedir que, una vez que Chile retornara a la democracia, se implementaría un “cambio total de todo lo que se había hecho”.



Y al final este sistema se define en 1984, cuando, según palabras de Sergio Fernández, “el comunismo constituía una amenaza”.



La idea del sistema es la exclusión de la Izquierda, a la sazón constituida por los Partidos Socialista y Comunista. Sin embargo, una vez derogado el artículo 8º, y por los mecanismos concretos de alianza, en la práctica esto se tradujo solo en la exclusión del Partido Comunista y de las demás fuerzas que surgieron.



No obstante, resulta importante mencionar que en la Derecha chilena, encabezada principalmente por Gustavo Alessandri, en esa época surgió una dura réplica al sistema binominal. Estamos hablando de 1985. Gustavo Alessandri se oponía públicamente al sistema porque: “1) Podría llegar a provocar un empate en la Cámara de Diputados; 2) Quedarían amplios sectores del electorado sin la adecuada representación, lo que a todas luces conspiraría contra la estabilidad democrática de la nación, y; 3) De acuerdo con el mapa electoral del país, se estaría favoreciendo abiertamente a dos tendencias del espectro político y provocando con ello fatalmente una polarización de fuerzas, fenómeno que nos llevó primero en 1965 y luego en 1973 a los resultados que todos conocemos”. Esto planteaba don Gustavo Alessandri hace ya más de veinte años.



En el debate en la Comisión Fernández el sistema binominal ganó por un voto.



Según el entonces constitucionalista señor Cruz Coke, presentado el sistema al General Pinochet…

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- ¿Necesita más tiempo, señor Ministro?

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Sí, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Le daremos un minuto más.

El señor PIZARRO.- Que sean diez, porque está empezando.
El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, trataré de ser lo más breve que pueda. Pero estimo que lo que estoy señalando resulta interesante. No sé si se dispone de estos antecedentes.



El General Pinochet no manifestó gran entusiasmo por el sistema, pero tampoco lo desechó.



Al final, aquel fue consagrado en 1988, luego de la derrota en el plebiscito. Tal vez ello explique la indiferencia del General Pinochet. Porque él había pensado el sistema electoral para su propia reelección y para un “Parlamento Termal”. Pero, habiendo perdido el plebiscito, le pareció un tema menos atractivo.



Quiero recordar que el señor Sergio Onofre Jarpa…

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Señor Ministro, ¿cuántos minutos más necesita?

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Unos ocho minutos.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Se le concederá ese tiempo, señor Ministro.

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- El señor Jarpa junto al actual Senador señor Allamand enviaron una carta pública en ese mismo año 1988 en la que pedían el establecimiento de los pactos electorales, que el sistema no consideraba en un principio. Entre las razones para esa solicitud se menciona que permitiría sumar los votos de los dos partidos más cercanos al Gobierno de la época, a fin de que no se desperdiciaran.



En al menos siete ocasiones, los Gobiernos de la Concertación han buscado el cambio del sistema electoral hacia uno proporcional corregido, como el de Alemania. Y en todas ellas hemos encontrado la oposición de las fuerzas de la Centroderecha.



Hoy se trata solo de un aspecto parcial del sistema, que consiste en corregir la exclusión que se produce en la práctica por los altos índices que se requieren para llegar a la Cámara Baja o al Senado.



Incluso los partidarios del sistema podrían respaldar esta idea, como  se advierte en el llamado “Informe Prokurica” -lo tengo en mis manos-, donde en distintas partes se señala la voluntad de Renovación Nacional -reiterada por Sebastián Piñera hace poco- de abrir el sistema binominal. Quisiéramos que esa voluntad se tradujese en algo real, efectivo, en votos, para que esto se concrete.



Estas correcciones también se podrían aplicar -en algunos países se ha hecho- al sistema proporcional. Lo que importa es evitar la exclusión.



El propósito del proyecto no es vago, contrariamente a lo que se dice. No se trata de una ley en blanco o de un salto al vacío. Simplemente consiste en abrir la puerta para terminar con la exclusión política, principalmente del Partido Comunista, del Partido Humanista, del llamado Partido Verde, de ChilePrimero -si logra inscribirse- y del Partido Regionalista, que son las tiendas políticas que con el sistema binominal no tienen cabida hoy en el Parlamento.



Entonces, se trata de que en la Cámara de Diputados,  y solo allí -fíjense en lo modesto del cambio-, se permita ampliar el número de sus integrantes para que fuerzas políticas que obtengan más de cinco por ciento de los sufragios puedan contar al menos con tres escaños.



Hay exclusión porque la representación de las minorías depende únicamente de una norma legal que en la práctica se vuelve arbitraria. Y no es admisible sostener que esto se obvia forzando alianzas políticas artificiales. Por lo tanto, lo que se requiere, si por distintas razones no se puede o no se quiere cambiar todo el sistema, es al menos introducir una corrección para establecer un sistema compensatorio que conviva con las normas actuales y permita, entonces, la representación de fuerzas que han quedado excluidas.



La Presidenta de la República ha recurrido al mecanismo excepcional dispuesto en el artículo 68 de la Constitución, y pide al Senado que, con los votos de los dos tercios de sus miembros, fuerce a la Cámara de Diputados a tratar este proyecto y pronunciarse sobre la idea de legislar, al igual como ocurrió una vez con la iniciativa que creó el Consejo de la Cultura y de las Artes.



Solo se pide a los señores Senadores que, por su convicción política, por sus ideales democráticos, den su voto para abrir el camino que ponga fin a la exclusión en el país.



Señor Presidente, dos consideraciones más en los tres minutos que me restan.



En reiteradas ocasiones, Renovación Nacional ha dicho que este cambio supone diversos avances en una cantidad importante de otros proyectos de ley.



Quiero decir con toda claridad esta tarde en la Cámara Alta, y en forma categórica, que en todas esas iniciativas se ha avanzado.



Y si se trata de poner atajo a la llamada intervención electoral, el Gobierno ha presentado indicaciones al proyecto sobre gasto electoral que han sido aprobadas por los Diputados de Renovación Nacional y de la UDI. Y si la Oposición estima necesario poner más reglas, que deberán ser válidas tanto para el Gobierno como para los alcaldes, nada impide que la materia se discuta lealmente.



Respecto del fideicomiso ciego, ingresó a la Cámara de Diputados una iniciativa seria y completa. En cuanto a la inscripción automática y el voto voluntario, se tramita en el Senado un proyecto de reforma constitucional -fue aprobado en general-  y otro en la Cámara de Diputados, respecto del cual se aprobó la idea de legislar.



Por tanto, el Gobierno no se halla en falta en cuanto a otras iniciativas legales como para que los señores Senadores no se puedan pronunciar sobre este asunto.



Para terminar, no parece necesario -como algunos sostienen- que para cambiar una parte del sistema electoral sea preciso innovar en relación con nuestro régimen político. 



Diversos sistemas presidenciales conviven con muy diferentes procedimientos electorales. En Chile también hay varios de ellos, como sucede en las elecciones municipales y  parlamentarias.



El sistema binominal con pactos electorales no favorece la formación de grandes coaliciones, pues mantiene el pluripartidismo detrás de estas. Tampoco propicia ni la formación de mayorías ni, necesariamente, los acuerdos y consensos, que dependen de factores culturales y políticos muy distintos.



Por eso, señor Presidente, el Ejecutivo pide esta tarde el voto de Sus Señorías para poner fin a una injusticia y para abrir paso a una democracia más deliberante, más participativa y más abierta.

)--------------(

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Antes de continuar el debate, queremos saludar a una delegación de Senadores de Bolivia que nos honran hoy con su presencia. Se trata de integrantes de la Comisión de Relaciones Exteriores del Senado de ese país, quienes han asistido tanto a reuniones con la Comisión de Relaciones Exteriores de nuestra Corporación como a encuentros con autoridades de Gobierno.



Se encuentran en tribunas los Honorables Senadores Tito Hoz de Vila Quiroga, Tito Jesús Carrazana Baldiviezo, Carlos D’arlach Lema y Gastón Cornejo Bascopé.



Además, se hallan acompañados por el Cónsul General de Bolivia en Santiago, don Freddy Bersatti Tudela, y por el Cónsul General de Chile en La Paz, don Roberto Ibarra.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- A todos ellos, les damos un caluroso saludo.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

)----------------(

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En seguida, tiene la palabra la Senadora señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, deseo iniciar mis observaciones recordando las palabras de un dirigente político de otra época, pero que a la hora de discutir sobre ética y política recobran plena vigencia.



Me refiero a mi camarada de partido don Radomiro Tomic, un apasionado defensor de la libertad y la democracia.



Al discutirse el proyecto sobre la Ley de Defensa Permanente de la Democracia -llamada “Ley Maldita”- durante su intervención en la Cámara de Diputados, Radomiro Tomic señaló: “Espero ser oído con serenidad y sin prejuicios. No tengo ni la vanidad ni la ilusión de creer que nuestras palabras vayan a cambiar el voto de nadie.



“Pero es preciso que cada cual asuma plenamente sus responsabilidades frente a esta ley que ha de significar, a juicio nuestro, un paso desgraciado para el porvenir de la democracia y la libertad en Chile”.



Me parece que las palabras pronunciadas en el Congreso en mayo del año 1948 recobran plena vigencia 60 años después. Repito: “es preciso que cada cual asuma plenamente sus responsabilidades”.



Estimados colegas, desde el retorno a la democracia, cada Gobierno de la Concertación ha patrocinado distintas iniciativas para modificar el sistema binominal y acabar con la exclusión política que este provoca. Se han presentado reformas constitucionales, enmiendas legales, proyecto de leyes orgánicas, modificaciones al sistema electoral, cambios en el número de parlamentarios, redistritajes, corrección del sistema, sustitución de este por uno proporcional, en fin.



Entonces, señalar que se requiere seguir pensando y estudiando y que con urgencia no se puede aprobar esta iniciativa está fuera de lugar.



Se ha tenido todo el tiempo para legislar y han existido tantas fórmulas como intentos para terminar con la exclusión. Sin embargo, por alguna razón, los parlamentarios de la Alianza por Chile siempre encuentran una excusa para dar la espalda a este perfeccionamiento de nuestra democracia.



Pero ahora debería ser distinto, Honorables colegas. Altos dirigentes políticos comprometieron su palabra.



Durante la pasada campaña presidencial, los candidatos de la Alianza Sebastián Piñera y Joaquín Lavín empeñaron su palabra en terminar las reformas políticas que quedaron pendientes de la última reforma constitucional. Lo manifestaron de manera pública en la campaña electoral.



Más adelante, se avanzó aún más. Dirigentes del Partido Comunista dialogaron directamente con Renovación Nacional. Y cuando se hizo esa declaración conjunta de los Secretarios Generales de la Concertación, el Presidente de Renovación Nacional, don Carlos Larraín, su Vicepresidente, don Baldo Prokurica, y su Secretaria General, doña Lily Pérez, por un lado, y el Presidente del Partido Comunista, don Guillermo Teillier, en compañía de su Secretario General, don Lautaro Carmona, y del dirigente Jorge Inzunza, por el otro, se suscribió un acuerdo, respecto del cual creímos que se estaba haciendo historia.



Dicho acuerdo implicaba varias iniciativas complementarias, como la normativa sobre intervencionismo electoral o la de mayor participación, que harían posible reformar el sistema binominal.



Tal cual escuchamos decir en esta Sala al Ministro señor Viera-Gallo, cada compromiso ha sido honrado por el Ejecutivo y los proyectos se hallan en el Congreso.



Debido a la palabra empeñada por Renovación Nacional, a través de su candidato presidencial Sebastián Piñera y sus dirigentes políticos, esperamos que en esta ocasión se cumpla el compromiso de acabar con la exclusión.



Para quienes creemos en la Concertación y luchamos por la recuperación de la democracia, lo que suceda en esta Sala reviste la mayor gravedad. No hay democracia posible si sectores que la ciudadanía respalda son excluidos del Parlamento; no hay democracia posible si en el Congreso Nacional  no están representadas fuerzas políticas que cuentan con apoyo popular relevante.



Permítanme decir que, en lo personal, no comparto los postulados del Partido Comunista, ni su filosofía ni su posición política; nos separan diferencias en nuestra concepción del Estado y del hombre. 



Recordemos que Voltaire enunció en una famosa carta: “No estoy de acuerdo con tus ideas, pero daría la vida por defender tu derecho a expresarlas”.



Yo quiero plantear, en nombre de la Democracia Cristiana, que estamos llanos a poner a disposición todo nuestro capital político para que algunos dirigentes del Partido Comunista participen no como espectadores, no desde las tribunas, sino para que ocupen un lugar en este Hemiciclo, sean parte del Congreso, como se lo merecen en democracia.



Creo que la actitud de destacados dirigentes políticos, que pretenden representar al país en la más alta magistratura, es seriamente cuestionable si no cumplen su palabra.



¿Hablamos de seriedad política cuando un candidato presidencial señala una cosa para luego borrar con el codo lo que escribió con la mano?



Este proyecto solo se iguala con la situación en que quedó esta Corporación después de la reforma constitucional, que dejó fuera de la Carta y entregó a una ley el número de Senadores.



Tampoco hablamos de cualquier tipo de normativa. Que no se diga que se podrá modificar el número cuando cambie la correlación de fuerzas políticas en el Parlamento. 



Se trata de leyes orgánicas que requieren de quórums exigentes, que necesitan transversales convergencias y no estar sujetas a la voluntad de unos pocos.



El fin es uno solo, y es claro: terminar con la repudiable exclusión que persiste en nuestro sistema político, impuesta por las reglas del binominal y amparada por la Derecha.



Como establece el acuerdo entre Renovación Nacional, el Partido Comunista y la Concertación del 7 de diciembre del 2006: “Se trata de perfeccionar el sistema electoral vigente, a fin de terminar con la exclusión de fuerzas políticas significativas”.



¡Que, entonces, no se busquen excusas!



Señalar que se buscan más cupos para más políticos es una falacia que no resiste la buena fe de los chilenos.



Afirmar -como leí en un documento, al que luego me referiré- que el Gobierno no tiene una propuesta concordada con los Partidos de la Concertación es caer en el absurdo.



Como señalé, se ha propuesto de todo: redistritajes; cambios legales, constitucionales; modificaciones al sistema, etcétera.



¡Propuestas y apoyos en la Concertación sobran! 



El señor Sebastián Piñera difundió ayer un documento llamado “La verdad tiene su hora”, procurando desligar su responsabilidad ante la falta de apoyo de Renovación Nacional al Tratado de Roma y a los proyectos sobre voto de los chilenos en el exterior y cambio del sistema binominal. En un intento vano, expresa que no se habría aprobado lo relativo a la Corte Penal Internacional por razones completamente alejadas de lo que ocurre en la realidad.



Al respecto, debo señalar que Chile tuvo una activa participación en la negociación del Tratado que estableció la Corte Penal Internacional y fue uno de los primeros países en suscribir el Estatuto de Roma, lo que ocurrió el 11 de septiembre de 1988. Una vez suscrito, el Ejecutivo lo remitió a la aprobación del Congreso, e ingresó a la Cámara de Diputados el 5 de enero de 1999.



El Tratado…



Señor Presidente, ¿de cuántos minutos dispongo?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- ¿Cuánto tiempo más necesita, Su Señoría?

La señora ALVEAR.- Cinco minutos.

El señor LARRAÍN.- ¡No es posible otorgar ese tiempo, señor Presidente!

El señor PROKURICA.- Claro, porque, de lo contrario, no podrá intervenir el resto de los señores Senadores.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Se están concediendo siete minutos y medio por orador.

El señor PIZARRO.- Yo cedo mi tiempo a la Honorable colega, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Eso no es posible, Su Señoría.

El señor PIZARRO.- Tengo derecho a usar de la palabra. Por lo tanto, le cedo mi tiempo a la señora Senadora.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Así es. Pero ese derecho es para que hable usted, no para cederlo, por mucho que sea su interés. Yo comprendo su intención, Su Señoría.



En todo caso, la Mesa otorga dos minutos adicionales a la Honorable señora Alvear para que termine su exposición.

La señora ALVEAR.- Gracias, señor Presidente.



El Tratado que estableció la Corte Penal Internacional ingresó el 22 de enero del 2002. Y, pese al compromiso de Sebastián Piñera, solo tres Parlamentarios de Renovación Nacional lo votaron a favor -tengo aquí sus nombres-; luego, se presentó un requerimiento ante el Tribunal Constitucional. Y, con posterioridad, ingresó al Senado un proyecto de reforma a la Carta, sin que se lograra avanzar porque no existían los votos de Renovación Nacional ni de la UDI.



Se ha dicho aquí que la Comisión de Constitución exigió que se legislara sobre los tipos penales. Y en dicho órgano técnico hay ahora precisamente una iniciativa que trata sobre el particular.



Por otra parte, en cuanto al proyecto relativo al sistema binominal, sabemos cuál ha sido su historia en la Cámara de Diputados. 



Al respecto, solo quiero recordar que en la antesala del lecho de enfermo del señor Volodia Teitelboim, en el hospital Clínico de la Universidad Católica, donde él se encontraba inconsciente, el ex Senador Sebastián Piñera se comprometió voluntariamente con el señor Guillermo Teillier a apoyar una reforma al sistema electoral que permitiera terminar con la exclusión.



Deseo expresar a los estimados colegas de Renovación Nacional que hoy tienen una oportunidad para honrar la palabra de su líder y candidato presidencial. ¡Chile lo demanda y de aquí lo observa!



Para concluir, señor Presiente, me gustaría recordar nuevamente lo que dijo Radomiro Tomic: “No tengo ni la vanidad ni la ilusión de creer que nuestras palabras vayan a cambiar el voto de nadie. Pero es preciso que cada cual asuma plenamente sus responsabilidades”.



Honorables colegas, ¡aún podemos cambiar la historia y honrar la palabra empeñada!



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, este es un tema que suscita mucha pasión y mucho debate, toda vez que, en realidad, se trata de un sistema electoral. Estos, por definición, son sistemas instrumentales en los cuales no hay dogmas de fondo ni principios involucrados, sino formas distintas de organizar y de buscar resultados de expresión ciudadana dentro de una democracia.



Por eso, no existen dos países que cuenten con un mismo sistema electoral. Sin embargo, en Chile tenemos cuatro: uno para elegir Presidente de la República, que es un sistema mayoritario, con segunda vuelta; otro similar para alcalde, pero sin segunda vuelta; está el binominal para elegir parlamentarios, que es el que se halla en cuestión hoy día, y uno proporcional para elegir concejales.



Por lo tanto, dogmatizar en esta materia no es lo más sano, ni lo más conveniente, ni corresponde a la realidad internacional ni al Derecho comparado.



Respecto de cuál es el mejor sistema, no hay dogmas -reitero- sobre el particular. Pero me quedo con lo que decía un viejo profesor inglés: “El mejor sistema es el que no cambia”. Porque permite medir con la misma vara distintos momentos, diferentes realidades, que es, por lo demás, lo que ha pasado en Chile. Durante el tiempo que lleva el sistema binominal, han cambiado las mayorías y la composición del Congreso, de acuerdo con esas realidades. 



En consecuencia, creo que es muy importante que en esta materia seamos lo más realista posible…



--(Manifestaciones en tribunas).
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Excúseme, Su Señoría.



Agradecería a quienes se encuentran en las tribunas que, por favor, terminen de exhibir letreros a fin de continuar con la sesión.



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Insisto en que retiren los manifiestos para seguir con la sesión.



--(Manifestaciones en tribunas).
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Pido por última vez a los asistentes a las tribunas que retiren las pancartas. De lo contrario, me veré obligado a solicitar la intervención de la fuerza pública.



--(Manifestaciones en tribunas).
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Señores Senadores, después de haber terminado las manifestaciones en tribunas, vamos a continuar con la sesión.



Prosigue con el uso de la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, es una pena que en democracia no podamos discutir, oír y respetar nuestras diferencias. En eso consiste la tolerancia…

El señor ÁVILA.- ¡La tolerancia tiene un límite…!

El señor LARRAÍN.- ¡No le he dado la palabra!

El señor ÁVILA.- ¡Tiene un límite…!

El señor LARRAÍN.- De manera que seguiremos haciendo un esfuerzo por hablar, a pesar de las intolerancias.



Respecto de los cuestionamientos al sistema binominal, desde el punto de vista de su concepción doctrinaria, no cabe la menor duda -y así lo han reconocido diversos autores y pensadores de la propia Concertación- de que se trata de un sistema legítimo y democrático, que forma parte de la familia de los sistemas mayoritarios y que ha tenido en Chile resultados que dan prueba de su utilidad. 



El sistema binominal le ha dado estabilidad a nuestra democracia y ha servido, incluso, para mantener la unidad política interna de los dos bloques de opinión constituidos en Chile a partir de la vuelta a la democracia: la Concertación y la Alianza. 



Sin perjuicio de que, además, ha permitido el funcionamiento eficaz del Gobierno.



En el caso de la Concertación, estoy seguro de que si no rigiera el sistema binominal, hace rato se habría terminado como bloque político. Prueba de ello lo constituye el hecho de que, pese al sistema proporcional que se emplea para las elecciones de concejales, sus tensiones internas han derivado en la presentación de dos listas. Y me imagino que si se aplicara dicho sistema para las elecciones de parlamentarios habría más de dos, con lo cual no existiría tal unidad política.



Sin embargo, el proyecto en debate no alude específicamente al sistema binominal -aunque la argumentación dada por el Ministro señor Viera-Gallo ha estado centrada en esa línea-, sino que propone eliminar el guarismo “120” contenido en el artículo 47 de nuestra Carta Fundamental, que se refiere a la elección de los miembros de la Cámara de Diputados. Pero no se plantea un mecanismo alternativo. Y a mí eso me parece complejo, porque deja al actual sistema en la incertidumbre. Desde el punto de vista de la técnica legislativa no lo considero adecuado, pues se desconoce por qué será reemplazado. El país no sabe si aquellos que están propiciando la reforma en comento quieren tener 200, 150 ó 180 Diputados. Y creo que Chile merece saber cómo serán elegidos los parlamentarios propuestos por esta vía. 



No hay un acuerdo claro sobre esta materia.



Yo quiero recordarles que en la propia Concertación no ha habido consensos internos respecto de qué sistema debiera reemplazar al binominal. Cuando recién asumió la Presidenta Bachelet, propuso, a través de una comisión presidida por Edgardo Boeninger, estudiar el tema. Dicha instancia elaboró su propuesta y quien primero cuestionó sus planteamientos fue la propia coalición de partidos de Gobierno.



Por consiguiente, lo responsable sería diseñar un sistema alternativo, pero que sea claro y que todo el país sepa exactamente en qué consiste. Porque no es dable deshacer las cosas sin armar procedimientos de reemplazo. Siempre se podrá conversar, pues los sistemas electorales -repito- no son dogmas de fe, sino opciones que persiguen algún objetivo político. 



Los sistemas mayoritarios, por ejemplo, buscan constituir grandes bloques políticos para evitar la dispersión, para impedir la atomización del poder. Por lo demás, hemos conocido en muchas realidades políticas dentro del contexto latinoamericano, que parte del desequilibrio que experimentan algunos países tiene que ver con la inestabilidad del régimen político, producto de un sistema proporcional que fomenta el multipartidismo, que no favorece la democracia, sino la anarquía, la inestabilidad; y, al final, quienes sufren las consecuencias son los países, porque no tienen gobiernos estables ni instituciones duraderas.



Una cuestión muy dolorosa -lo entiendo- es la de la exclusión. Pero los sistemas en sí mismos no son los que excluyen: en último término, los ciudadanos escogen dentro de ellos.



Recuerdo que cuando postulé en la última elección senatorial había seis candidatos. Uno de ellos era del Partido Comunista: no sacó el uno por ciento de los votos. 



Entonces, ¿es el sistema electoral el que de por sí ha estado excluyendo a algunas personas de la posibilidad de llegar al Parlamento?



En consecuencia, no me parece justo el argumento que se utiliza al respecto, pues -como expresé- son los ciudadanos quienes eligen. 



Tanto es así que el propio Partido Comunista, tratándose de elecciones municipales, no solo ha obtenido concejales, sino también alcaldes. Y elegir un alcalde es más difícil que elegir un parlamentario, porque para aquello se requiere una votación muchísimo más alta. 



Así que no ha sido el sistema electoral el que de suyo ha excluido a alguien.



De otra parte, las colectividades pequeñas disponen de opciones dentro del sistema binominal. Lo ha demostrado el Partido Radical, que, con una votación inferior a la del Partido Comunista, tiene Senadores y Diputados.



Por consiguiente, lo que procura el sistema binominal es incentivar las alianzas, precisamente para constituir bloques que le den estabilidad al país.



No es lo que ha ocurrido en la Concertación. Podría decirse que el que ha excluido al Partido Comunista ha sido justamente ese conglomerado. 



Los últimos dos Presidentes de la República que ha tenido Chile lo han sido gracias al apoyo de los Partidos Comunista y Humanista. Si estos no los hubiesen respaldado, Ricardo Lagos y Michelle Bachelet no habrían ganado las elecciones: las habríamos ganado nosotros. Sin embargo, dichas colectividades, a pesar de ese apoyo, no han logrado establecer alianzas para la elección parlamentaria. 



Ahora se habla por primera vez de una alianza a nivel municipal para elegir alcalde. Me parece interesante. Se van sincerando las cosas. Creo que es sano para el país que la alianza que de hecho ha existido para las elecciones presidenciales se vaya consolidando en otros ámbitos, porque eso va a permitir que, si se actúa con sensatez, haya asimismo representantes del Partido Comunista en el Parlamento. Por mi parte, bienvenidos serán, en la medida que cumplan las reglas del juego como todos. 



Quiero finalizar, señor Presidente, manifestando una inquietud que también es justo señalar. 



Se habla muchas veces de corregir el sistema binominal. Pero los sistemas conversados últimamente, que les dan, con cierto porcentaje de votos, una cantidad de parlamentarios a los partidos que cumplan con el mínimo determinado, generan sin embargo un problema adicional. Porque, si hay dos bloques políticos que concentran el mayor respaldo, el entregarles a grupos pequeños la llave del funcionamiento del Congreso Nacional puede ser más grave y más dañino que lo que se cuestiona hoy día al propio sistema binominal, pues se les otorgaría un poder enorme a bloques minoritarios.



No me parece que aquello pueda hacerse precisamente en nombre de la democracia. Considero más razonable, en tal caso, reemplazar el sistema binominal derechamente por uno proporcional, porque ello permite otra articulación de las fuerzas democráticas en juego.



Tal camino es muy legítimo. Constituye otra opción. Yo no lo podría cuestionar. Si el país algún día lo toma, lo asumiremos. Es otra forma de expresión democrática, que respeto y valoro. Pero no creo que sea la mejor para Chile. 



En las últimas décadas, nuestra nación ha sufrido muchos problemas graves en su funcionamiento político, en su funcionamiento democrático. Y pienso que sistemas como el binominal ayudan a privilegiar cierta estabilidad que posibilita darle a la ciudadanía bienestar en el ámbito económico, en el ámbito social. 



Al final, de eso se trata: de mejorar la calidad de vida de la gente. Pero estimo que por la vía propuesta no habría garantías, pues la inestabilidad ha probado ser más dañina para los más humildes. 



He dicho.

-----------------

El señor PIZARRO.- Pido la palabra.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- La tiene, Su Señoría.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, solicito que se consulte a la Sala sobre la factibilidad de abrir un plazo especial para presentar indicaciones al proyecto de ley que crea la Superintendencia de Educación: de siete a diez días, si es posible. El Ejecutivo dice que con una semana tiene de más.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- ¿Qué fecha propone, señor Senador?



¿Le parece bien el 30 de julio próximo?

El señor PIZARRO.- Antes, si es posible.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- No, porque está la semana regional. 

El señor PIZARRO.- Después de ella, entonces: el 30 de julio.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- ¿Se considera adecuado el 30 de julio, a las 12?



--Así se acuerda.
-------------------

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Barra. 

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, quiero expresar mis razones para apoyar toda iniciativa legal que procure la modificación del sistema electoral chileno para eliminar de las elecciones parlamentarias el binominalismo.



En primer término, debo señalar que los análisis comparados de los sistemas electorales en el mundo comprueban que el sistema binominal imperante en nuestro país es uno de los que más distorsionan la voluntad del soberano expresada en el apoyo popular: con solo cerca de un tercio de los votos -¡y que el país escuche esto!-, una coalición política está en condiciones de obtener un escaño, es decir, la mitad de los escaños a disputarse en una circunscripción o en un distrito. 



De esa forma, en más del 90 por ciento de las circunscripciones y distritos la distribución de los escaños implica uno para la Concertación y uno para la Alianza, manifestándose una tendencia al empate no obstante la diferencia de votos existente a favor de la Concertación. 



Esa distorsión de la voluntad del pueblo soberano implica, además de la alteración de la representatividad de la mayoría de los electores, una falta de competitividad en las elecciones de parlamentarios: algunos son elegidos antes de que se efectúen los comicios, porque van en lo que hemos conocido como “sistema de los blindajes”. 

El señor BIANCHI.- ¡Aquí tiene uno que no!

El señor MUÑOZ BARRA.- Y eso, evidentemente, también implica que a un grupo de partidos le sea imposible acceder a una representación política, por más reducida que sea. 



No es sorpresa, entonces, que los efectos del binominalismo influyan en los altos niveles de abstención electoral, que no solo se expresan en los inscritos en los registros electorales que no se presentan a emitir su sufragio, sino también en los votos nulos y blancos, y por sobre todo, en los más de 3 millones de personas que, hallándose en condiciones de inscribirse, no lo hacen.



El sistema electoral binominal constituye una de las causas -y no nos engañemos- que estimulan el poco interés de la gente en la política e incluso en las bondades del sistema democrático. 



Una encuesta señala que casi la mitad de nuestros ciudadanos se declara indiferente ante la posibilidad de un gobierno autoritario, y aun, estima que podría justificarse en ciertas circunstancias. Únicamente el 45 por ciento de los consultados apoya de manera irrestricta la democracia, lo que ubica a Chile entre los países más débiles en este aspecto. 



En segundo lugar, el sistema binominal concentra el espectro político, particularmente diverso en la historia chilena, en dos bloques que, desde la Izquierda y desde la Derecha, alcanzan a representar al Centro, impidiendo la representación política de partidos pequeños pero relevantes en nuestro sistema político, los cuales tienen que buscar diversas formas de expresión, como la que vimos hace algunos minutos en las tribunas de esta Alta Corporación, para hacerse presentes en el sistema democrático.



Cualquier sistema electoral debe optar, para ubicarse en un lugar determinado, al interior de la dicotomía entre la gobernabilidad (comprendida como la formación de mayorías y gobiernos estables) y la representatividad (comprendida como una representación política lo más cercana posible a la preferencia electoral popular).



Algunos países optan por el principio proporcional en la conversión de votos en escaños, pero agregan barreras legales de 3, 5 o hasta 12 por ciento con el fin de disminuir el riesgo de fragmentación del sistema electoral. 



Otros prefieren un principio mayoritario en la conversión de votos en escaños, lo que implica una barrera natural muy alta, debido a que solo puede haber un ganador por circunscripción o distrito. 



En Chile contamos con un sistema binominal que, siendo un mecanismo de tipo proporcional, tiene la mayor barrera natural.



Dicha barrera cercana al 30 por ciento, en la experiencia de los comicios pasados, excluye de facto a cualquier partido que solo o en un pacto electoral obtenga menor apoyo ciudadano.



En otras palabras, de los sistemas que se rigen por el principio proporcional, el nuestro es el menos proporcional y el más excluyente.



Soy partidario de un sistema electoral competitivo, representativo y que genere gobernabilidad; de un sistema electoral que produzca una representación política proporcional al apoyo ciudadano obtenido por los partidos, que ponga término a la exclusión de sectores políticos relevantes y que conceda a cada cual una representación equivalente a su fuerza electoral, sin sobredimensionarla como ocurre en nuestro país.



El sistema electoral de circunscripciones y distritos binominales tiene una fuerte tendencia al empate, por lo que no genera mayorías estables, al contrario de uno de los principales argumentos a favor de un sistema binominal y en contra de uno proporcional. Con más de 90 por ciento de circunscripciones y distritos empatados entre Concertación y Alianza, la mayoría contundente de la preferencia para el conglomerado de Gobierno se traduce en una mayoría frágil en la representación política.



El proyecto de reforma constitucional que estamos debatiendo constituye un paso en la dirección correcta, ya que permite incluir a partidos que, no obstante tener un significativo apoyo electoral, hoy son víctimas de un sistema que distorsiona la voluntad del soberano, poniendo inusualmente altas barreras de votación que les impiden contar aunque sea con una pequeña cantidad de representantes elegidos por la ciudadanía.



En tal sentido, anuncio que votaré a favor de la iniciativa propuesta, pero no sin expresar mi convicción de que se trata de un primer paso que por sí solo sería absolutamente insuficiente, debido a que únicamente busca resolver la exclusión generada por un sistema muy sui géneris con medidas igualmente sui géneris.



De limitarnos a agregar escaños para los partidos o pactos excluidos por la barrera natural del sistema binominal pero que hayan superado la barrera legal del 5 por ciento y de seguir eligiendo los 158 parlamentarios por medio del sistema binominal, no avanzaremos hacia una mayor competitividad ni a una justa representatividad en nuestras elecciones. Por ende, no resolveremos el problema de fondo.



Si queremos avanzar en el sentido planteado por el programa de Gobierno y asegurar la competitividad, la representatividad y la gobernabilidad, más allá de poner término a la exclusión de sectores políticos, debemos caminar hacia un debate en torno al sistema electoral en su conjunto. Y esto incluye las dimensiones de las circunscripciones y distritos; es decir, su tamaño o número de escaños a disputar y su localización. Incorpora asimismo las formas de candidaturas -habitualmente de listas cerradas y bloqueadas en el caso de las parlamentarias- y de votos, y en especial, las fórmulas de conversión de sufragios en escaños.



Adicionalmente, señores Senadores, debemos modificar el régimen de inscripción en los registros electorales, para que sea automático y considere la obligatoriedad del sufragio. De esta manera ayudaremos a crear una cultura de votación electoral, la que hoy es sumamente débil en nuestro país.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ávila.

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, saludo a nuestros hermanos de Nauru, de Micronesia, por compartir con nosotros este estigma democrático que es el sistema binominal.



También rindo honores a Burkina Faso, porque nos asimilamos con ella en un guarismo fatal desde el punto de vista de la justa distribución de la riqueza. ¡Estamos muy cerca en cuanto a la repartición del producto de todos en forma igualitaria…!



Recién escuchaba al Senador Larraín…

El señor LARRAÍN.- ¡No escuchó nada! ¡Solo interrumpió!

El señor ÁVILA.-…en su intento de bajar el perfil a la reacción que naturalmente provoca el hecho de que por tanto tiempo hayamos debido soportar una situación de este tipo.



Él decía que los sistemas electorales son instrumentales.



¡Sí!



¡También era un instrumento la picana eléctrica a los efectos de conseguir información relevante para el Estado…!



En el caso de un sistema democrático, lo que de verdad fortalece a las instituciones es un proceso que amplíe los canales de participación y no los estreche sistemáticamente hasta ahogar el impulso libertario de la gente.



El Senador Larraín expresaba también, en su curioso razonamiento, que “El mejor sistema es el que no cambia”.



¡Obvio! 



Le encuentro toda la razón desde el punto de vista de lo que ellos representan.



¡Si hasta avanzadas horas de la noche del día anterior a la entrega del poder estuvieron afirmando los nudos antidemocráticos para perfeccionar un sistema que preservara de cualquier riesgo de cambio al modelo económico neoliberal!



Hoy el país está pagando el alto precio que significó haber aceptado gobernar con la institucionalidad heredada de la dictadura.



Si se hubiera analizado mínimamente que esta no otorgaba posibilidad alguna de cambio, entonces habríamos comprendido que fuimos involucrados en un fraude. Porque todo lo que contenían los sueños y aspiraciones de quienes nos dieron el triunfo del “No” ha sido abortado de manera sistemática.



¡A esta altura ya cuesta un mundo levantar la esperanza de la inmensa mayoría de los chilenos!



El sistema binominal -digo yo- es la “píldora del día después de un acto democrático”. Y la razón es muy sencilla: porque aborta el poder de las mayorías.



El ejemplo lo hemos tenido a lo largo de todos estos años.



Partieron siendo una minoría estricta que se valió de los nudos autoritarios de la dictadura y de la institucionalidad que los cobijó. Así impusieron los términos de su concepción política, de su forma de gobernar y de concebir la democracia. Pero a lo largo de los años, y dado el desgaste que la vigencia del binominalismo ha producido en quienes aspiramos a los cambios democráticos, nos hemos ido equiparando, pero no porque representemos lo mismo, sino porque hemos sido víctimas de la impotencia que genera dicho sistema.



Se ha producido la más brutal desideologización de la gente. El alejamiento de la política y los partidos se da porque los jóvenes no ven ninguna posibilidad de contar con un instrumento efectivo de cambio. Se acabaron los sueños de construir un mundo mejor.



Todo eso contribuye a que el conjunto de la sociedad vaya buscando inexorablemente otros derroteros.



¡Hoy, ser ciudadano no significa nada! ¡Ser consumidor sí es importante! De ahí que los escenarios democráticos por excelencia del neoliberalismo son las cajas registradoras de los grandes supermercados. Allí se expresan. Pero, en cuanto a las opciones políticas, estas ya no seducen ni encantan, porque todas las que han sido cooptadas por el sistema se ven en la misma tónica y caminando en la misma dirección.



La votación dará un resultado similar al registrado en la Cámara de Diputados. Y será un nuevo golpe a las esperanzas de aquellos que, intentando buenamente contribuir a dar solidez a las instituciones democráticas, recibirán una vez más un portazo en las narices. Estamos empujándolos a expresarse en las calles, en las barricadas, y exaltando los ánimos en las poblaciones.



Después, no nos quejemos de la violencia, porque ella es hija de este sistema injusto.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Varios señores Senadores han pedido abrir la votación.



Si hubiera acuerdo,…



No lo hay.

El señor ÁVILA.- Que se abra, señor Presidente.

El señor VÁSQUEZ.- Siempre que a cada uno se le dé el mismo lapso para intervenir.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Me he visto obligado a conceder más tiempo a algunas intervenciones, como a la del Honorable señor Ávila, a fin de ser…

El señor ESPINA.- ¡No doy mi acuerdo! 

El señor NARANJO.- ¡Suspendamos la hora de Incidentes!

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra a continuación el Senador señor Vásquez, por cinco minutos.



La Mesa será estricta en el control del tiempo.

El señor VÁSQUEZ.- No se ha abierto la votación, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Excúseme, Su Señoría. Usted dispone de siete minutos y medio.

El señor LONGUEIRA.- Que se abra la votación, señor Presidente, y se otorgue a cada Senador el tiempo que usted plantea.

El señor VÁSQUEZ.- Respaldo esa petición, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se abrirá la votación y se otorgarán siete minutos a cada señor Senador para hacer uso de la palabra.



Acordado.



En votación el proyecto.



--(Durante el fundamento de voto).
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Vásquez.

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, quiero llevar la discusión a un terreno realista. Aquí solo se propone eliminar el número “120” en el artículo 47 de la Constitución Política, con lo cual el precepto diría: “La Cámara de Diputados está integrada por miembros elegidos en votación directa.”.



¿Por qué deseo precisar el verdadero sentido del debate?



Porque ni en la Carta Fundamental ni en texto legal alguno se fija expresamente el número de Senadores. ¿De dónde resulta este? Del artículo 181 de la Ley Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, que establece 19 circunscripciones. Y como en cada una de ellas se eligen dos Senadores, se desprende que estos son 38.



La misma razón puede aducirse para sostener que, si se eliminara el guarismo “120” de la Constitución Política, se mantendría el número de Diputados. Ello, porque el artículo 179 de la Ley Orgánica Constitucional citada fija en 60 la cantidad de distritos, y como se eligen dos Diputados por cada uno, seguirían siendo 120.



Daría lo mismo, entonces, que se mantuviera tal guarismo, porque el número de Diputados se puede calcular de igual manera que el de los Senadores.



Ahora bien, lo anterior no significa que el sistema electoral puede ser cambiado por una mera mayoría circunstancial de los miembros presentes en cada Cámara, y ni siquiera por la mayoría absoluta de sus miembros en ejercicio. En efecto, la normativa sobre Votaciones Populares y Escrutinios reviste rango orgánico constitucional, y, en consecuencia, de acuerdo con el artículo 66 de la Carta, para modificar el número de circunscripciones y de distritos -y, por ende, el de Senadores y Diputados-, se requieren las cuatro séptimas partes de los parlamentarios en ejercicio, o sea, 22 Senadores y 69 Diputados. Es decir, no se trata de la enmienda de un cuerpo legal cualquiera, sino de uno que precisa un alto quórum.



¿De qué se trata, en realidad? Lo digo con mucha franqueza: de mostrar un mínimo de generosidad y eliminar el número “120” de la norma constitucional pertinente, porque ello posibilitaría entrar a conversar sobre un sistema electoral cuestionado por una parte del país que calificaría de mayoritaria, pero que, aunque no lo fuera, resulta muy importante.



Por lo tanto, señor Presidente, la supresión solo representaría el primer paso de un camino extraordinariamente largo de negociación política, de presentación de proyectos de ley y de aprobaciones por mayorías importantes en el Congreso Nacional. Luego, no disponerla, por todas las consideraciones que pudieran exponerse, significaría negarse a dar siquiera ese paso.



Cabe preguntarse si, como sistema político, se dan las condiciones para soportar el congelamiento total de la posibilidad de una discusión. Sinceramente, estimo que ese no es el camino correcto en una democracia, porque cerrarse al diálogo implica cerrarse a eventuales soluciones de carácter democrático.



¡Con el proyecto que nos ocupa no estamos cambiando el sistema binominal! ¡Aquí no estamos modificando el número de Diputados ni el de Senadores! ¡Estamos recién entreabriendo una puerta a fin de poder conversar con mayor tranquilidad al interior del Parlamento y con mayor tranquilidad para la sociedad entera!



De ahí que, en función de los argumentos anteriores, que permiten comprobar la existencia de la garantía de que no podrá cambiarse el sistema electoral si no es con el acuerdo real de los diversos sectores políticos, llamo a votar a favor del proyecto en análisis, que solo elimina un número en la Constitución Política de la República. En caso contrario, habremos perdido una gran oportunidad de pacificar más los espíritus, en un proceso que nuestra democracia requiere.



Por ello, voto que sí.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, creo poder expresar alguna palabra autorizada para manifestar mi contento, por lo menos, de que se comience a discutir sobre lo que podría ser en el futuro próximo -así lo espero- una reforma al sistema binominal.



¡Bienvenida al Parlamento toda la diversidad de Chile: el Partido Comunista, el Partido Humanista, los partidos regionalistas, los independientes, ChilePrimero -si logra constituirse- y otros que tal vez, en un tiempo razonable, pueden llegar a conformarse!



¡Esa es la realidad y la diversidad del país, que el Congreso no puede negarse a entender, aceptar y acoger!



Y digo que tengo alguna autoridad en la materia porque soy el único Senador en ejercicio que ha roto el sistema binominal. Eso, señor Presidente, no fue fácil, porque, como todo el mundo sabe, tuvo lugar una contienda desigual, en la que una sola persona debió lidiar contra dos grandes bloques políticos que prohibían expresar la palabra de quienes no militamos en un determinado partido.



Por eso, creo que toda colectividad política, pequeña o grande, que logre la votación necesaria debe ser bienvenida, obviamente, al Congreso Nacional. Y tengo la mejor disposición para apoyar esa posibilidad.



Sin embargo, no es aceptable un proyecto de ley confeccionado como un traje a la medida para un determinado sector. ¡El derecho que nos ocupa se gana en las urnas, voto a voto, y se debe entrar al Parlamento por la puerta ancha, tal como lo hizo el Senador que habla tras haber roto el sistema binominal!



La iniciativa en examen se ha anunciado como el comienzo de un proceso de reforma al mecanismo electoral. Y nuestro país necesita avanzar hacia un modelo electoral y político mucho más inclusivo. Pero el proceso de reforma está muy lejos de iniciarse en forma seria y aún no es posible vislumbrar hacia dónde el Gobierno quiere avanzar efectivamente en la materia.



El sistema binominal les ha servido a los dos grandes bloques políticos. Ha sido un “buen negocio” -por decirlo de alguna manera- para ambos.



Y, tal como manifestó un señor Senador que me antecedió en el uso de la palabra, el Partido Comunista pudo llegar perfectamente a algún acuerdo con la Concertación y estar representado hoy en el Congreso. Eso no ocurrió. Si el día de mañana ello se concreta, me parecerá bien, porque nosotros no somos nadie como para excluir a una determinada fuerza política.



Me preocupan otros aspectos, señor Presidente. Es el caso de la Ley Orgánica Constitucional de los Partidos Políticos, que viene después de todo esto; del hecho de que, en conferencia de prensa de ayer, cuatro jefes de dichas colectividades hayan anunciado drásticas sanciones -y, por eso, uno a veces se pregunta dónde está la verdadera democracia- a los militantes que no voten por los candidatos que ordenen apoyar.



También hemos escuchado la voz del Ministro señor Viera-Gallo en orden a que en dicho cuerpo legal se contemplará que los partidos instruyan y den órdenes respecto de cómo votar.



¡Eso es incomprensible, señor Presidente, y lo repudio y rechazo por completo, ya que es aquí donde debemos dar las mayores muestras de democracia!



Mi preocupación -insisto- estriba en lo dicho ayer, hoy día replicado en todos los medios de comunicación. Los cuatro jefes de los partidos de la Concertación han amedrentado y amenazado a los parlamentarios, los alcaldes, los concejales, los funcionarios públicos que legítimamente militan en una colectividad política, a quienes se les ha dicho: “Si usted no vota por el candidato a alcalde que le indicaremos, vamos a castigarlo y lo sacaremos del partido”.



¿A qué democracia estamos haciendo referencia? ¡Quiero que en el sistema binominal se pueda hablar de verdad!



¡Quiero que se respete el artículo 18 de la Constitución, mediante el cual se consagra la igualdad entre los miembros de partidos y los independientes!



Y ello no lo hace el artículo 11 del Reglamento de esta Corporación, por cuanto permite que un Senador de una colectividad política, por sí solo, constituya un Comité, mientras que se requieren tres o más Senadores independientes para el mismo efecto.



Me parece que lo anterior no es justo ni razonable. 



He presentado proyectos sobre el particular, señor Presidente. Y también los he planteado con miras a que el independiente, al igual que un militante de un partido político, pueda suscribir un pacto electoral; pueda sumar.



¡Y que voto a voto, en las urnas, se ganen las elecciones y se entre al Parlamento por la puerta ancha!



Estoy dispuesto a ser solidario con el Partido Comunista, el Partido Humanista, las minorías sexuales, los partidos regionalistas, los nuevos partidos políticos en creación. Pero también les pido a ellos que sean solidarios con las personas independientes.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ominami.

El señor OMINAMI.- Señor Presidente, escuché con mucha atención la intervención del Senador señor Larraín, la cual me pareció bastante impactante.



Sostener que lo que hoy nos convoca es un asunto puramente técnico; que el sistema en examen es como cualquier otro por el cual se pudiera optar, independientemente de los resultados que provoca, es una argumentación que causa el efecto que señalo. Porque, en los hechos, el mecanismo electoral genera exclusión, apatía y descrédito en la gente, particularmente en los jóvenes; se halla crecientemente en vías de pervertirse, y -lo explicaré en estos breves minutos- está conduciendo a la ingobernabilidad del país.



La exclusión es un hecho ampliamente establecido. Ninguno de los principales partidos políticos podría franquear, por sí mismo, el umbral de 30 por ciento de la votación. Para alcanzarlo se requiere un pacto. Es evidente que un porcentaje de esa magnitud está llamado a operar como una barrera muy difícil de superar.



Desde ese punto de vista, la eliminación del antiguo artículo 8º del texto constitucional fue una suerte de “cheque sin fondos”: se suprimió la exclusión por razones ideológicas, pero, a través del sistema electoral, se consagró, en los hechos, la marginación de distintas fuerzas políticas en el Parlamento.



Y debo expresar, con mucha franqueza, que en materia de “cheques sin fondos”, de compromisos incumplidos, Renovación Nacional lleva la batuta. Creo que también tiene algo de impactante que sea el Senador señor Larraín quien la lleve en la defensa del actual sistema, pero lo cierto es que quienes debieran darle explicaciones al país son los Senadores de dicho partido. Ellos se comprometieron con la Concertación, ya a finales de los años ochenta, a aprobar un conjunto de modificaciones, lo que quedó como palabra incumplida.



En esa trayectoria, pienso que Sebastián Piñera, con sus anuncios no materializados de la última campaña presidencial, viene a ponerle la rúbrica a una historia de “cheques sin fondo”, de promesas no concretadas, de expresiones que finalmente se lleva el viento.



Junto con la exclusión, es evidente que el sistema electoral genera una gran apatía. Todos los estudios e indicadores así lo demuestran.



Y, tal como señalé anteriormente, se encuentra en vías de pervertirse. Si bien se ha intentado establecer un sistema de competencia regulada, en el cual al menos compitan dos fuerzas al interior de una alianza, lo cierto es que hemos terminado con un número creciente de senadores prácticamente designados, respecto de los cuales se sabe de antemano que resultarán electos, porque no son objeto de ningún tipo de competencia al interior de sus propios pactos.


Por lo tanto -reitero-, se observa una fuerte perversión del propio sistema.



El último punto en el que me interesa detenerme se refiere al gran argumento que se da a favor del sistema binominal, cual es el de la estabilidad. Pues bien, creo que ella está conduciendo a una suerte de ingobernabilidad. Se trata de una ingobernabilidad particular, por cierto, no escandalosa: no es este el Parlamento de Taiwán, donde permanentemente se cae en rencillas, en agresión física, sino uno que cada día es más impotente y que, en función de la inexistencia de mayorías y del empate estructural al cual lleva dicho sistema, no tiene posibilidad de resolver sobre nada importante. 



Eso es lo que nos está ocurriendo, y constituye la fuente principal de la apatía ciudadana, de la deslegitimidad.



A mí me llama la atención que la Derecha, que piensa -y con razón- que puede ganar una elección presidencial, no se plantee el problema de constituir mayoría. ¡Porque con este sistema ello no es posible! Esa es la verdad. Y cualquiera que quiera gobernar el país y sacar adelante los compromisos contraídos en una campaña presidencial requiere una mayoría parlamentaria que sea coherente con ellos. Y eso no se está…

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Concluyó su tiempo, señor Senador.

El señor OMINAMI.- ¿Me concede un minuto más, señor Presidente?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Con todo gusto, señor Senador, en forma excepcional.

El señor OMINAMI.- Muchas gracias.



Señor Presidente, termino haciendo un llamado a discutir en serio sobre este tema. El resultado de esta votación era perfectamente anticipable, pero yo quiero destacar el hecho de que, con el sistema  actual, se produce un fuerte elemento de deslegitimación, de ingobernabilidad, que puede jugarle una muy mala pasada a esta joven democracia chilena.



Por esa razón, voto a favor.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, este debe ser uno de los proyectos más demagógicos que se han presentado en el Parlamento desde el año 1990. Y voy a decir por qué el Gobierno lo ha sometido a tramitación: porque, obviamente, como ha quedado de manifiesto en las tribunas y en varias intervenciones, pretende atacar y desacreditar al candidato presidencial de Renovación Nacional, Sebastián Piñera, que lidera todas las encuestas de opinión y que probablemente será el próximo Presidente de Chile.



Como resulta evidente, el objetivo no es llegar a un consenso para perfeccionar el sistema binominal. Para ello, si las cosas se quieren hacer bien, se debió proceder de la forma como se actuó cuando se logró acuerdo en las “Leyes Cumplido”, en la reforma laboral y en la tributaria o, últimamente, en las enmiendas constitucionales y en las iniciativas en materia de educación y de seguridad ciudadana. 



A nadie se le puede pedir aprobar un proyecto de reforma constitucional cuyo contenido de modificación -es decir, el nuevo mecanismo de perfeccionamiento del sistema binominal- se desconoce.



Pero antes quiero referirme a una afirmación que hizo la señora Presidenta del Partido Demócrata Cristiano y que -lo señalo con el mayor respeto- no corresponde a la verdad. 



La ratificación de la Corte Penal Internacional -los cinco miembros de la Comisión de Constitución la acogimos por unanimidad hace dos años y ocho meses- no se ha materializado por dos razones: primero, porque el propio Gobierno de la Concertación la paró por las presiones de Estados Unidos, país que amenazó con aplicar sanciones a Chile si la firmaba, y segundo, porque el Gobierno se comprometió, a través de la Ministra Veloso, a enviar un proyecto de ley que corrigiera el existente en ese momento, presentado por el entonces Senador señor Viera-Gallo, para tipificar en Chile los delitos de genocidio, de lesa humanidad y de crímenes de guerra.



Han pasado más de dos años y no se ha enviado esa iniciativa. Y mientras no se tipifiquen esos delitos, la Corte Penal Internacional, de acuerdo con sus normas de procedimiento, no puede entrar en funcionamiento como régimen subsidiario al chileno.



Por lo tanto, no es cierto -¡no es cierto!- que la Alianza o Sebastián Piñera se haya opuesto a sacar adelante ese proyecto. Y lo menos que puede pedirse a alguien que postula a la Presidencia de la República -lo digo con el mayor respeto- es que diga la verdad en un debate de esta naturaleza.




En segundo lugar, señor Presidente, no es efectivo que el sistema binominal no sea democrático. Estados Unidos e Inglaterra tienen sistemas mayoritarios donde se elige un solo congresal por circunscripción o distrito. O sea, con el 51 por ciento de los votos un partido o coalición se puede quedar con el cien por ciento de los cargos. Y nunca he visto a algunos de nuestros parlamentarios, por lo menos los que viajan a esos países, pararse frente al Capitolio o a las Cámaras londinenses con una bandera para decir que el régimen americano y el inglés no son democráticos.



Son democráticos los regímenes mayoritarios, al igual que los proporcionales. 



Lo que hemos planteado nosotros es que el sistema mayoritario binominal, aunque lo estimamos bueno y prudente para Chile porque permite la formación de grandes coaliciones y da estabilidad política, tiene también, como todos, una debilidad: dificulta que minorías significativas puedan incorporarse al Parlamento. Eso es lo que hemos sostenido, y lo seguimos señalando.



Pero ¿qué ocurre con este proyecto de reforma constitucional? No nos engañemos, señor Presidente. ¡El Gobierno cae en un absurdo: envía una iniciativa en la que suprime el número de Diputados que contempla la Constitución -esto es, 120-, pero no ha sido capaz de presentar un proyecto concreto en materia electoral! ¿Cuántos Diputados más integrarán la Cámara Baja? ¿Mantendrá su número actual? ¿Aquellos se elegirán por distrito o no? ¿Qué ocurrirá con los partidos que vayan en coalición y con los que se presenten solos? ¿Qué pasará con los candidatos independientes? 



En los acuerdos a que se ha llegado en este Parlamento, nunca se había visto -¡nunca!- que se pretendiera avanzar en un asunto de enorme relevancia, como es el sistema electoral, sobre la base de suprimir el número de 120 Diputados, sin decir, lisa y llanamente, qué ocurre después. Si el propósito fuera perfeccionar el sistema binominal, un Gobierno serio presentaría una iniciativa legal consensuada con los partidos que lo respaldan. ¡Pero no la tiene! ¡Porque nunca se han podido poner de acuerdo! 



Cuando en la Comisión se le pregunta al Ministro Viera-Gallo si realmente trae una fórmula concordada con los Presidentes de los partidos de la Concertación, no hay respuesta. Él acompaña una minuta y dice: “Nosotros podríamos estar de acuerdo en este texto o no”. 



Señor Presidente, con ese criterio no habría acuerdo en materia de seguridad ciudadana. Nosotros no dijimos: “Miren, a lo mejor llegaremos a concordar en este asunto”. Trabajamos en una mesa técnica seria e hicimos un esfuerzo importante sobre un problema que agobia al Gobierno, porque en ese ámbito tiene la peor calificación. Y la Alianza demostró su espíritu constructivo al concretar tal acuerdo. De hecho, hoy, después de despachar el proyecto que nos ocupa, deberíamos votar el que crea el Ministerio de Seguridad Pública, que ha sido concordado porque fue trabajado en serio, dado que el objetivo era sacarlo adelante. 



Pero aquí el propósito es distinto: ¡se trata de empezar la guerra sucia contra Sebastián Piñera! ¡Y digámosle al país que eso es lo que quieren hacer!



Se afirma, entre otras tantas cosas, que al cambiar el sistema binominal por uno supuestamente proporcional disminuirían las abstenciones. Eso es absolutamente falso. ¡En las elecciones parlamentarias vota mucha más gente que en las municipales y el sistema municipal es proporcional!



Se sostiene que no se pueden construir mayorías con el binominal. ¡Pero si ustedes eran mayoría en ambas Cámaras! Y la perdieron porque algunos parlamentarios de la Concertación se retiraron o fueron expulsados o simplemente apartados del conglomerado de Gobierno. ¿Por qué? Porque se aburrieron de tener que tolerar actos de corrupción. Y con esto no quiero generalizar. Eso sería injusto e incorrecto, pues, por supuesto, dentro de la Concertación hay gente honesta y decente, como en todas las coaliciones…

El señor LETELIER.- ¡En el barrio de ustedes las cosas están más o menos…! 

El señor ESPINA.- Pero reitero que echaron a esos parlamentarios, y por eso perdieron la mayoría política que tenían. 



No digan que el sistema binominal es el culpable de que no haya mayorías o minorías representadas, ya que en su minuto ustedes controlaron el voto mayoritario tanto en la Cámara de Diputados como en el Senado.



Por lo tanto, no es verdad esa afirmación.



Finalmente, se ha aseverado que Sebastián Piñera y la Alianza no cumplen su compromiso respecto del voto voluntario. ¡Esto lo encuentro fantástico…! ¡Si los que se oponen a que en Chile exista voto voluntario son el Partido Demócrata Cristiano y algunos Senadores socialistas, como el señor Ominami! ¡Y se trata de un compromiso presidencial! ¡La Presidenta Bachelet, señor Ominami, que usted apoyó, se comprometió ante Chile a tener voto voluntario! ¡Pero Su Señoría hoy día dice que no es partidario de ello! Y es un proyecto de la Alianza el que se está discutiendo.



Entonces, sucede que en los tres temas que se han planteado, donde supuestamente la Alianza por Chile no habría actuado en la forma debida, hemos procedido con absoluta coherencia para perfeccionar la democracia.



Además, sabemos que el sistema actual va a continuar en los próximos meses.



Si la intención fuese discutir esta materia en serio, como lo ha sugerido el Senador señor Ominami, se debería establecer un equipo técnico y evaluar las proposiciones. El Gobierno tendría que presentar una propuesta -hasta la fecha no hay ninguna- sobre la cual debatir. Se trata de buscar puntos de coincidencia para ver cómo dar representación a las minorías significativas del país.



Por último, quiero decir que me parece bastante curiosa la actitud del Partido Comunista: por un lado, insulta desde las tribunas a Sebastián Piñera, y por otro, pide tolerancia para participar en el régimen democrático.



¡Esa no es la manera de conquistar espacios en democracia! ¡Ello no se logra insultando y ofendiendo a quienes no comparten sus puntos de vista!



Por lo tanto, frente a un proyecto de esta naturaleza, sin contenido alguno, cualquier parlamentario que desee actuar con responsabilidad debe votar en contra.



Y si el Gobierno quiere llegar a acuerdos con nosotros, no diga que no lo ha hecho. Porque en las materias trascendentes e importantes la Alianza siempre ha puesto sus votos para sacar adelante iniciativas beneficiosas para el país.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Aburto.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, Honorables colegas, asistimos una vez más a un intento por terminar con la exclusión que enfrentan diversos sectores políticos del país. Esta reforma, sin duda, se enmarca en ese objetivo.



La dictadura diseñó un sistema electoral mañoso, destinado a asegurar a la Derecha un piso electoral que, unido a los Senadores designados, le permitiera mantener el poder ajeno a la ciudadanía.


Esas eran las bases de la democracia protegida y autoritaria que Pinochet encargó al grupo de redactores de la Constitución y de sus leyes complementarias.



Los Senadores designados fueron eliminados, junto con otras instituciones antidemocráticas, pero subsiste este sistema perverso, donde 60 es igual a 40, donde se obliga a pertenecer a grandes bloques y donde las fuerzas minoritarias pero significativas no tienen cabida como ha ocurrido históricamente en el país. En definitiva, se privilegia un enorme y eterno empate.



Señor Presidente, no quiero adentrarme en consideraciones ya conocidas por todos acerca de las bondades o deficiencias del sistema binominal, pues se han repetido hasta la saciedad y, además, dependen del prisma con que se mire.



En efecto, si para algunos resulta adecuada la existencia de grandes bloques, para otros ello provoca falta de renovación en el campo de las ideas. Lo que para algunos es estabilidad, para otros constituye un pernicioso inmovilismo. La necesidad de grandes acuerdos, como el ocurrido en educación, sin admitir voces en contrario es vista como una componenda.



En definitiva, todo dependerá del cristal con que se mire. 



Lo único que no admite discusión es que sectores como el Partido Comunista, con un caudal electoral significativo; con una organización nacional; con una histórica y ejemplar presencia en el país; con figuras notables y señeras de nuestra historia patria -como el Premio Nobel de Literatura Pablo Neruda y el científico Alejandro Lipschutz, entre otros-, y, hoy mismo, con alcaldes y concejales, se encuentran excluidos de este Parlamento.



¡Eso es inaceptable para cualquier demócrata!



Se ha dicho, especialmente por la Unión Demócrata Independiente, que esas fuerzas han sido excluidas por carecer de votación y no por el sistema. Se da el ejemplo del Partido Radical, que, con un porcentaje de sufragios similar, sí tiene representación al interior de la Concertación. La misma UDI llegó a este Congreso en 1990 con el 9 por ciento de los votos.



¿Pero por qué vamos a imponer a un partido la pertenencia a una coalición?



Queremos que todos quienes superen cierto umbral puedan acceder al Parlamento sin requerir adhesión a pacto alguno, sino por el solo mérito de contar con un apoyo ciudadano significativo.



Así fue la tradición de Chile. Y no nos engañemos ni cambiemos la historia de nuestra patria. Nuestro país no vivió 150 años de inestabilidad antes de 1973. Hubo sobresaltos, por cierto, como en toda nación; pero hasta el golpe militar nos enorgullecíamos de contar con uno de los Parlamentos con funcionamiento ininterrumpido más antiguos del mundo y con un sistema proporcional que permitía la participación de diversas fuerzas políticas.



El quiebre de 1973 tuvo diversas causas -no es del caso analizarlas ahora- que escapan al sistema electoral. En esa época existían los dos bloques mayoritarios que para algunos parecen ser la panacea.



No cambiemos la historia ni busquemos argumentos donde no los hay.



Los Gobiernos de la Concertación han realizado varios esfuerzos en esta materia, pero se han estrellado una y otra vez contra la oposición de la Derecha. Lo peor es que, tal como sucedió con el voto de los chilenos que residen en el exterior, al ser requeridos cerca de una elección, se manifiestan muy dispuestos a analizar el asunto, a discutir fórmulas, a buscar un acuerdo, pero luego surgen dificultades, imponen condiciones imposibles y, en definitiva, hacen inviable cualquier entendimiento.



Y así hemos pasado ya largos 18 años.



En la última reforma constitucional, recuerdo que una indicación del Honorable señor Horvath abría una puerta en esta materia. Durante esas mismas tratativas surgió una propuesta emanada de Renovación Nacional y encabezada por el Senador señor Prokurica. ¿Qué ocurrió? Que la puerta que se abría era mínima, insuficiente, y, más aún, estaba sujeta a una serie de condiciones que nada tenían que ver con el sistema electoral mismo.



Tal como en el caso del voto de los chilenos en el exterior, los claros mensajes del candidato presidencial de la Alianza por poner fin a la exclusión y asegurar la máxima participación se diluyen y se someten a requisitos que no guardan relación con los principios que se enarbolan.



Señor Presidente, Honorables colegas, el actual sistema electoral le está poniendo una bomba de tiempo a la democracia. El anquilosamiento del padrón electoral y la cada vez menor participación ciudadana muestran que se requieren aires nuevos y que la lógica del binominalismo cumplió un ciclo.



Necesitamos un Parlamento donde todos los que tengan un caudal electoral importante estén representados.



Nuestra democracia es bastante sólida y no requiere este permanente empate para subsistir. España, Francia, Alemania y otras naciones no viven en crisis por el hecho de tener, además de dos fuerzas principales, diversos partidos menores. 



Por ello, creo que aprobar esta reforma resulta imprescindible. Eliminar la referencia a un número fijo de Diputados en la Constitución es abrir caminos para terminar con la exclusión en el país.



Es hora de que la Derecha cumpla sus compromisos. Hace unas semanas llenaba páginas y páginas en la prensa para pedir a la Presidenta de la República respetar la palabra empeñada y que los parlamentarios de la Concertación aprobaran el proyecto de Ley General de Educación. Veamos ahora la consecuencia de la Alianza para cumplir con la palabra empeñada por su candidato.



Voto a favor.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, quiero sumarme a la invitación formulada por algunos señores Senadores para asumir este debate con seriedad, más allá de las consignas con que habitualmente se aborda.



Por lo tanto, me referiré solo a tres aspectos.



En primer lugar, a la reiteración casi majadera de que el sistema binominal es antidemocrático. 



Al respecto, es importante tener presente la opinión de connotados expertos en la materia.



Sin ir más lejos, cito la opinión de don José Auth, Presidente del Partido Por la Democracia, experto electoral indubitado, quien, no obstante declararse crítico del sistema, ha señalado que el nuestro “no es más ni menos democrático que otros aplicados” en distintos países. Exactamente lo mismo ha expresado don Edgardo Boeninger. 



La verdad es que podría hacer una larga lista de las personas que se han pronunciado a ese respecto. De manera que insistir en la majadería de que el sistema binominal es antidemocrático, simplemente, no resiste análisis.

El señor NARANJO.- ¡Es excluyente, lo que es distinto!

El señor ALLAMAND.- En segundo término, echo de menos algo que quizá debió estar presente en el debate.



¿Cuál es la relación que debe existir entre un régimen político y el sistema electoral? Al parecer, en esto no hay más de dos opiniones. 



Quienes han estudiado el tema han señalado reiteradamente que, cuando el régimen es parlamentario, puede operar con un sistema mayoritario, como sucede en Inglaterra, o con uno proporcional, como ocurre en España. Pero la evidencia de la ciencia política es bastante concluyente en términos de que cuando el régimen es presidencial hay que hacerlo funcionar con un sistema mayoritario y no con uno proporcional.



Por lo tanto, discutir sobre un sistema electoral sin hacer referencia al régimen político es, simplemente, una inconsistencia conceptual.



Y, en tercer lugar, quiero traer a colación un argumento que tampoco he oído en el debate. 



Aquí se señala que el sistema binominal exhibe un conjunto de defectos. Sin embargo, no hay duda alguna de que el sistema electoral influye, impacta e interactúa con el de partidos. En consecuencia, si el sistema electoral binominal fuera tan malo, entonces la conclusión debería ser que el de partidos chileno es igualmente malo o que, a lo menos, se halla negativamente influenciado por el primero.



Veamos la evidencia sobre la materia. Para ello, me voy a referir a un estudio del Banco Interamericano de Desarrollo denominado “La política de las políticas públicas”. 



Quienes se han dedicado a analizar el asunto saben que todo sistema de partidos debe ser examinado sobre la base de al menos tres elementos: su grado de institucionalización, su carácter programático y su carácter nacional. 



En pocas palabras, un sistema institucionalizado de partidos es aquel en el cual estos presentan votaciones arraigadas, mecanismos de democracia interna y de selección de sus dirigentes, organizaciones nacionales y, por ende, no están sometidos a una volatilidad que los haga aparecer y desaparecer de un proceso electoral a otro.



¿Qué es un sistema programático? Muy simple. Los partidos tienen un programa -aunque en este último tiempo es un atributo que se puede estar perdiendo- o, simplemente, viven al vaivén de los caudillismos y de los impulsos de algunos líderes ocasionales.



Y, en tercer lugar, los partidos poseen carácter nacional o, por el contrario, son de índole absolutamente sectorial, regionalista, caudillista, sin ningún tipo de visión.



Voy a terminar, señor Presidente, señalando lo siguiente.



De acuerdo con el Banco Interamericano de Desarrollo y la evidencia sobre la materia, entre 18 países de América Latina, Chile figura primero en el aspecto programático -es decir, su sistema de partidos es el más predecible de la región-; cuarto en lo relativo a institucionalización, y segundo en lo concerniente a carácter nacional, en una medición que -repito- abarcó a 18 países.



Entonces, señor Presidente, ¡un mínimo de coherencia!



Si el sistema electoral fuera tan malo y estuviera tan plagado de deficiencias, que alguien explique cómo genera tantos efectos benéficos en el régimen de partidos. Si vamos a debatir este asunto en serio, hay que terminar con la majadería de que nuestro sistema electoral no es democrático y tratar la materia en vinculación con el régimen político y mirar cuál es el efecto que produce en el sistema de partidos. 



Si uno considera esos tres elementos, se da cuenta de que el sistema actual, lejos de tener defectos, presenta muchas virtudes.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, me hubiera gustado un debate más de fondo sobre el asunto que se analiza. 



En mi opinión, estamos discutiendo un texto bastante mínimo. Se persigue eliminar el número “120” de la Constitución para proceder a estudiar un proyecto de ley -conocido, discutido y analizado-, que permite que las fuerzas políticas que logren más del 5 por ciento de una votación a nivel nacional cuenten con 3 Diputados. Por lo tanto, la iniciativa que nos ocupa es bastante modesta. No estamos hablando de cambiar el sistema binominal ni de establecer un sistema proporcional. 



Siempre me pongo en el lugar de quienes ven el canal de televisión del Senado -son muchos- y oyen opiniones que voy a tener que rebatir, porque no me parecen correctas.



Cuando se dice que este es un proyecto demagógico para atacar a Sebastián Piñera, “próximo Presidente de Chile” -aunque soy agnóstico, espero que Dios no lo permita-, me da la impresión de que no estamos hablando en serio. 



Participé en el debate de esta materia en la Comisión de Constitución y en ella se dio todo el tiempo del mundo para discutir y ponerse de acuerdo en el tema de fondo, que no es el cambio del sistema binominal, sino la exclusión.



Al respecto, cabe destacar el llamado “Informe Prokurica” de la Comisión Electoral de Renovación Nacional, de octubre de 2006. En sus conclusiones señala: “La Comisión estima relevante avanzar en el camino destinado a corregir deficiencias a lo menos en las siguientes esferas: 1. La falta de representación de aquellas fuerzas políticas que obtienen votaciones significativas”. Este es un fin loable, amplio, como sostiene el Senador señor Prokurica. Así lo reconozco y por eso estoy pidiendo que ese sea nuestro debate.



En consecuencia, debemos situar la discusión en el real sentido que hoy tiene y no tratar de ampliarla al ámbito político, donde las situaciones se cuentan parcialmente. Y la idea no es esa.



Aquí se ha afirmado que la Concertación o que los presidentes de los partidos que la componen no están de acuerdo en cambiar el sistema binominal. Sin embargo, he discutido el punto con los demás líderes de esas colectividades y puedo decir con claridad que nosotros estamos por un cambio completo, por lo menos al sistema político. Creemos que el régimen de partidos no está bien estructurado y que el sistema político presenta varias deficiencias que deben ser corregidas. 



Pero todo esto implicaría entrar en un debate más amplio.



Señor Presidente, insisto: lo único que estamos discutiendo hoy es la posibilidad de que partidos con una votación significativa a nivel nacional y que no forman parte de ninguna de las dos grandes coaliciones existentes tengan representación parlamentaria, porque lo razonable y lógico es que sea aquí y no en otro lugar donde se debatan los temas políticos y no se excluya a quienes alcancen cierta votación.



En la actualidad se siguen constituyendo partidos. Pero aunque el día de mañana capten determinado nivel de adhesión ciudadana, si no pertenecen a uno de los dos grandes conglomerados políticos, no van a tener representación en el Congreso.



Por eso, me parece que la discusión debe centrarse en lo que ahora estamos analizando, que es una corrección mínima al sistema. Eso, señor Presidente, hay que dejarlo muy claro. 



Cuando se expresa que el presidente del Partido Comunista fue a Renovación Nacional -hay fotos de ese momento- y que en tal oportunidad, frente al timonel de dicha tienda política, Carlos Larraín, el candidato Sebastián Piñera y otros miembros de la misma colectividad, señalaron que se adquiría un compromiso público -no digo de votar favorablemente un proyecto, pero sí de buscar el término de la exclusión-, el cual no se cumple, no se está faltando a la verdad, sino diciendo estrictamente lo que sucedió. Y fue así. Basta ver los documentos, las discusiones y las declaraciones públicas para comprobar claramente que Renovación Nacional se comprometió a buscar una fórmula para acabar con la exclusión. Y este proyecto de ninguna manera consigue ese objetivo; simplemente, elimina el número “120” de la Constitución. La ley que tendría que discutirse es de quórum especial y, por lo tanto, requiere los votos de un alto número de parlamentarios.



Por consiguiente, suprimir el número “120” de la Carta no significa terminar definitivamente con la exclusión. Por ello, hay que decir las cosas con claridad y no hacer un popurrí de declaraciones que al final confunden a la gente, y eso no corresponde. Aquí se está o no se está por evitar la exclusión. Y, en mi opinión, no existe real voluntad en ese sentido.



Podemos efectuar un debate más amplio -lo decía el Senador señor Allamand-, y hablar de todo el sistema político, de cambios profundos, pero hoy día no estamos discutiendo eso. Lo que se está decidiendo ahora es si estamos o no por permitir que quienes logren sobre el 5 por ciento de los votos participen en el Parlamento.



Si uno analiza las elecciones de concejales del año 2004, verá que el “Juntos Podemos” -el Partido Comunista, el Partido Humanista- obtuvo el 9,2 por ciento del total, correspondiente al 37 por ciento de los votos obtenidos por la Alianza y al 24 por ciento de los votos logrados por la Concertación. ¡Y resulta que no puede participar del sistema político! Eso es inentendible, inexplicable. No se trata ni del Partido Comunista ni del Humanista, sino de aquellos chilenos que votan por personas que tienen un pensamiento político distinto al de los que están representados en el Parlamento y que no pueden expresar aquí sus opiniones.



Eso me parece inaceptable. Y es lo que la ciudadanía considera ilógico. Porque lo único que hacemos al seguir con este sistema es mantener un régimen cerrado, apretado, donde resulta imposible evitar que quienes hoy día están en la calle y los que fueron desalojados hace un momento de las tribunas del Senado sigan protestando en las calles o realizando este tipo de actos porque no pueden entregar en el Congreso su opinión política.



Es lo que tendría que hacerse y lo que todos los parlamentarios debiéramos votar, para que, en definitiva, el sistema sea realmente democrático.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Naranjo.

El señor NARANJO.- Señor Presidente, hoy día el Senado tenía una gran oportunidad, la que, a mi juicio, una vez más se va a farrear: construir verdaderamente una democracia integrada, sin ningún tipo de exclusiones.



Por eso, la propuesta del Ejecutivo justamente busca, de alguna forma, terminar con el cerrojo constitucional que nos dejó la dictadura militar, ya que solo con el término de él podremos aspirar a un sistema electoral que de verdad esté de acuerdo con los principios democráticos y la realidad de nuestro país. Es decir, un sistema político y electoral que nos asegure mayor competitividad, gobernabilidad y una representatividad sin exclusiones.



Lamentablemente, por lo que uno ha podido escuchar de parte de los parlamentarios de Derecha, ellos quieren continuar con la exclusión, desean seguir haciendo cálculos políticos, y no avanzar -como todos esperamos- en la integración democrática de Chile.



Para otras cosas la Derecha es muy buena en llegar a acuerdos y no expresar algún tipo de exclusiones. Sin embargo, cuando se trata de cuestiones políticas y de fondo en materia de representación, nos encontramos con que ella es la retrógrada de siempre.



Por eso, estimo necesario precisar algunas cuestiones.



Se ha dado como argumento que se busca solo aprobar una ley para el Partido Comunista. Eso no es así.



Pretendemos que el sistema democrático -que todos queremos- dé cabida, sin  exclusiones de ninguna naturaleza, a organizaciones políticas, a independientes y a las fuerzas minoritarias de nuestro país.



Señores Senadores, fíjense que nuestra nueva democracia ya cumplió 18 años. Es adulta según el tiempo transcurrido desde su reinicio. Sin embargo, está coja. Y seguirá en esa forma mientras haya sectores políticos excluidos del Congreso.



Por otro lado, aquí se ha planteado -como si fuera una de las cosas más fundamentales- que no hay una propuesta clara en relación con cuántos van a ser los integrantes del Parlamento. Esto no es lo principal, señor Presidente. Es una cuestión accesoria. Lo esencial hoy día es señalar si se está o no por la exclusión. Ese es el fondo del debate. No hay otra cosa en juego. No existe otra decisión que tomar.



Por ello, llama profundamente la atención que, una vez más, la Derecha no le haga caso a sus líderes políticos. Ni a Lavín cuando en su momento fue partidario de terminar con la exclusión, ni menos al actual -lo que parece chacota-, pues este dice una cosa y ella va por un camino totalmente distinto. Parodiando a  Piñera -quien utilizó la misma palabra para calificar a algunos jugadores de Colo Colo-, da la impresión de ser un líder fantasma. Porque dice una cosa y sus parlamentarios no lo toman en cuenta ni lo consideran absolutamente para nada. Estamos ante la presencia de un líder fantasma, que sigue avalando el cerrojo constitucional que tenemos hoy en día.



Aquí se han esgrimido muchos argumentos, todos falsos. Por ejemplo, se señala que el sistema binominal dará estabilidad a Chile y que habrá un clima de colaboración y consenso. Pero eso, señor Presidente, depende de la clase política y de la cultura política de los países, no del sistema binominal.



También se ha dicho que el Gobierno no quiere legislar sobre intervención electoral. De hecho -lo recordó el Ministro señor Viera-Gallo- se ha avanzado en la legislación para ese tipo de materias.



Se ha expresado asimismo que el Partido Comunista no está representado en el Congreso por no tener votos para ello. No obstante, en diversas circunstancias tal colectividad ha superado el 20 por ciento de los sufragios, pese a lo cual sigue excluido.



Por otra parte, se ha esgrimido el argumento de que se busca aumentar el número de Diputados y Senadores, para así dejar tranquilas a las diversas fuerzas políticas en su lucha por tener representación en el Parlamento. Nadie ha discutido esto.



Vuelvo a insistir: el debate de fondo hoy consiste en si queremos terminar con el cerrojo constitucional y la exclusión en nuestro medio; si queremos que las fuerzas minoritarias puedan expresarse; si queremos que, de una vez por todas, nuestra democracia sea adulta desde el punto de vista político y electoral, porque, pese al tiempo transcurrido, lamentablemente desde esa perspectiva sigue siendo adolescente.



Desde otro punto de vista, lamento profundamente que, una vez más, la Derecha se oponga a avanzar en la profundización democrática de nuestro país y que de nuevo volvamos a escuchar los mismos argumentos para no permitir la inscripción de los chilenos en el extranjero y, con ello, no evolucionar en el sistema democrático.



Por eso, voto que sí, a favor de la democracia y en contra de la exclusión.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, a decir verdad, casi todos los datos ya han sido entregados.



El Ministro Secretario General de la Presidencia señaló que la reforma que suprime el guarismo “120” tiene la finalidad de establecer que los partidos que en las elecciones nacionales obtengan el 5 por ciento de los sufragios logren tener tres Diputados para llegar hasta 140.



Eso no está escrito en ninguna parte del texto respecto del que tenemos que pronunciarnos esta tarde.



Sin embargo, el señor Ministro también manifestó que el “Informe Prokurica” participaría de esta reforma. En particular, ese documento se refiere a la intervención electoral, a fin de prevenirla como uno de los requisitos previos.



Hace un mes y medio fui invitado en la Región de Aisén a participar de la exhibición de una película sobre la vida rural. Llegué a las 15, hora fijada para ello. Estaban los dirigentes de los distintos sectores rurales. El evento empezó con una ceremonia en homenaje a la tierra y a la fertilidad, lo cual me pareció muy bien. Después hubo una presentación del Servicio Nacional de la Mujer, donde hubo toda suerte de elogios a este servicio del Gobierno y a lo que está haciendo por la mujer. Luego, se ocupó una hora en hacer lo mismo respecto de la Presidenta Michelle Bachelet. Finalmente, después de tener a esas personas concentradas dos días, en 15 minutos se exhibió la película -bastante hermosa- relativa al mundo rural, en que se muestran invernaderos, fabricación de quesos y se dan a conocer los esfuerzos del sector rural.



¡Dos días de trabajo con fondos fiscales casi única y exclusivamente para hacer proselitismo político en favor del Gobierno! 



En este minuto, mientras nosotros trabajamos en el Congreso, en todos los servicios públicos, en cada rincón del país, están haciendo proselitismo político con fondos fiscales. 



A mi juicio, ello es absolutamente inadmisible. Por lo tanto, las condiciones que exige ese informe no están dadas.



Esta reforma, con la que dicen estar dispuestos a evitar el intervencionismo electoral, a reducir el gasto, etcétera, para los efectos señalados no tiene relación con la realidad.



Hoy día tenemos cuatro sistemas electorales en el país. El Presidente de la República se elige directamente en segunda vuelta si nadie logra obtener la primera mayoría, por sobre el 50 por ciento de los votos. Por lo tanto, cualquier persona que cumpla los requisitos, no importando su ideología, puede llegar a ser Jefe de Estado.



Lo propio ocurre con los alcaldes. Por lo tanto, no hay exclusión en tal sentido.



La materia en cuestión va dirigida al Parlamento y, en alguna medida, a los concejales. Sin embargo, quedan pendientes los consejeros regionales. Aquí nadie ha hablado de regionalización.



¿Por qué lo señalo? Porque una persona, ya sea independiente o que pertenezca a algún partido o movimiento, que hoy obtiene el 33,3 por ciento de los votos -esto, en teoría, pues, de haber más candidatos, podría ser un porcentaje menor- llega a ocupar un lugar en el Parlamento.



En tal sentido, yo no veo que se esté poniendo ningún gran obstáculo.



El hecho de que un grupo, cualquiera que sea, logre el 5 por ciento de los votos a nivel nacional, pero no tenga a nadie en un distrito o circunscripción capaz de alcanzar el 33 por ciento de los sufragios, representa una contradicción que debemos revisar. Porque eso significa que se va a decidir a nivel nacional quiénes serán los tres o más Diputados. O sea, de nuevo estamos retrocediendo de modo feroz en lo que se refiere a regionalización.



Ahora, me parece un sinsentido culpar al sistema binominal de todos los problemas políticos que existen hoy en el país. Y no es que lo defienda. Yo creo, sinceramente, que el sistema político en Chile se está cayendo por una falta de coherencia entre lo que se dice y lo que se hace, y por una falta de confianza. El problema marcha por este lado.



La cita a que se ha hecho referencia en cuanto a las reformas que presenté antes, va en el sentido de que la Cámara de Diputados es una Cámara de representantes, y por ende, debe tener proporcionalidad no solo con las ideas políticas sino también con la población. El Senado, en consecuencia, ha de contar con una representación respecto a la territorialidad, cosa que no se está dando y no se plantea en la reforma.



Por último, aquí hay un evidente intento político -se ha dicho claramente, tanto en la Sala cuanto en las tribunas- de menoscabar la figura de Sebastián Piñera. Ello no lo van a lograr ahora ni tampoco en el futuro, dado el escenario que se viene por delante.



Voto en contra.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, esta discusión es bastante aleccionadora porque permite saber, finalmente, la sinceridad de las expresiones públicas de los diferentes actores. 



Se han buscado diversas excusas para llegar al mismo resultado: el rechazo a la posibilidad de abrir un camino que permita terminar con la exclusión. Ese es el propósito, concreto y limitado, del proyecto de ley.



El Senador Espina, con su locuacidad habitual, señaló que aquí se ha abierto una guerra sucia contra Sebastián Piñera. Nosotros, en la Izquierda, hemos sufrido los efectos de ella y la Derecha sabe perfectamente bien como se hace una guerra sucia. Entonces, él tendrá que explicar sus dichos, pues por algo lo señala y, probablemente, sabe a que se refiere. 



Desde los tiempos en que en el país se llevó a cabo una guerra sucia, con el propósito de eliminar a la Oposición, luchamos por terminar con la odiosa discriminación de una parte del sistema político nacional. Y así, en primer lugar, se consiguió eliminar el artículo 8º de la Constitución, que prohibía la existencia de organizaciones políticas por razones ideológicas. 



Ahora, el propósito es eliminar la prohibición de que las organizaciones políticas, por razones ideológicas, queden fuera del Congreso Nacional.



Lo que aquí tenemos es una reminiscencia del artículo 8º de la Constitución. Es una expresión material de dicho precepto, en el sentido de actuar institucionalmente para que un sector de opinión no tenga representación en el Parlamento. Ese es el punto.



Se sostiene que se ha instrumentalizado la discusión con el propósito exclusivo de desprestigiar a Sebastián Piñera. Sin embargo, él se desprestigia solo. 



¡Nosotros no le hemos pedido a Sebastián Piñera hacer tales o cuales afirmaciones! ¡No le solicitamos que se comprometiera a eliminar el sistema binominal! ¡No le pedimos concurrir al hospital en el momento en que se producía el deceso de Volodia Teiltelboim! ¡No le solicitamos que fuera a manifestar sentimientos de pesar y a señalar que estaba por terminar con el sistema binominal! ¡No le hemos pedido ese comportamiento hipócrita! ¡Ese comportamiento hipócrita es de Sebastián Piñera! ¡No le solicitamos que en reiteradas oportunidades realice la misma afirmación!



Aquí se ha abusado de una frase al decir: “Mire, estos señores lo único que quieren es desprestigiar a Piñera”. Las afirmaciones corresponden a él, son de su exclusiva y completa responsabilidad. 



Por lo tanto, no busquemos por esa vía eliminar la responsabilidad política que nos corresponde a quienes estamos en el Congreso. 



La importancia que la Derecha le brinda a este debate se refleja en el hecho de que solamente dos de sus actuales parlamentarios se encuentran en la Sala.



Agradezco a los Senadores Coloma y Orpis que no se hayan ausentado. Y quiero aprovechar la presencia del nuevo y flamante Presidente de la UDI, organización que hasta ahora se ha opuesto al cambio del sistema binominal, porque de lo contrario Renovación Nacional no hubiese tenido la misma posición.



Aquí ha quedado claro que en cuanto a estas materias la UDI manda en la Derecha. Renovación Nacional había afirmado que estaba por cambiar el sistema binominal. La UDI dijo que no y Renovación Nacional cambió su postura.



Debo manifestar públicamente al Senador Coloma que el problema no es el número. El gran argumento del Senador Larraín es que se va a modificar el número de 120 Diputados y no se sabe cuál será la cantidad futura de parlamentarios.



Yo invito al Senador Coloma a que sostengamos una conversación al respecto. Modifiquemos el sistema binominal con el mismo número de Diputados: 120. Cambiemos el número de parlamentarios por distrito a la cifra que Su Señoría disponga: 4, 5, 6, 7. Lo que guste. Pero aseguremos un sistema que termine con la exclusión. Dejemos el mismo número de Senadores, no alteremos la cantidad de 38 representantes en la Cámara Alta. Dejémosla igual. Pero modifiquemos la manera de ser elegidos. Cambiemos la elección por circunscripción, de manera que todas las fuerzas políticas tengan representación en el Congreso. 



El tema acá no es el número “120”. 



¿Por qué se busca eliminar el guarismo “120” de la Constitución? Porque esta no especifica el número de Senadores. Eso lo establece la Ley Orgánica respectiva. Entonces, para concretar este proyecto limitado, cuyo propósito es que aquella fuerza que supere un determinado umbral, ya sea de 5 o de 6 por ciento, pueda llegar a tener dos, tres o cinco     parlamentarios, hay que eliminar de la Carta Fundamental el número “120”.



El problema no es dicho guarismo. No engañemos a la opinión pública con una discusión falaz. El debate de fondo es cómo resolvemos el problema de la exclusión. 



Si la Derecha quiere mantener los 120 Diputados, solucionemos el asunto sobre la base de esa cifra. Pero -reitero-, cambiemos el número de electos por distrito, la cantidad que se elige por circunscripción. Pero no busquemos una excusa, porque, en definitiva, la idea de reemplazar el número de 120 Diputados tiene su origen en algo que aquí, lamentablemente, ocultó de manera sistemática el Senador Espina: que el Presidente de su Partido, el señor Carlos Larraín, le dio la mano al Presidente del Partido Comunista, Guillermo Teillier, para encontrar una solución de este tipo, cual es eliminar dicho numeral, a fin de que a partir de cierto umbral dicha colectividad política tenga representación. 



Hoy día, Renovación Nacional se desdice de la palabra que empeñó su Presidente. El señor Carlos Larraín podrá vestir ropa cara, pero no es un caballero. Ha roto su palabra y eso también lo ha hecho, una vez más, lo que no es nada nuevo, Sebastián Piñera.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, es importante en debates como el que nos ocupa, que son resabios del pasado, precisar las profundas razones de la Oposición para sustentar su mirada.



A mi juicio, nuestro país tiene estrecheces, estenosis, que se hallan en la génesis de la crisis que vivimos. 



El sistema político vigente nos queda chico, es necesario un cambio. El centralismo de Chile es un resabio del pasado que no nos permite avanzar. Hay elementos, como un Estado anacrónico, que también impiden progresar a nuestro país.



Sin embargo, me parece que existe un elemento en el centro de este debate, pero que no se señala.



En definitiva, lo que hace la Derecha al defender el sistema binominal es impedir que haya cambios, sobre todo en instrumentos fundamentales para el desenvolvimiento de Chile. Lo que defiende la Derecha con la mantención del actual sistema es, como lo ha dicho varias veces el Presidente del Senado, la voluntad de no modificar un modelo de desarrollo absolutamente regresivo, con una concentración económica brutal y una distribución del ingreso dramática. Finalmente, están defendiendo instituciones que se generaron a la luz de una dictadura, como las isapres, las AFP, una legislación laboral del todo injusta, la propiedad privada de los derechos de agua, que solo existe en Chile. Eso se encuentra defendiendo la Derecha, desde una visión fáctica. Por eso no quieren cambiar el sistema político; y tampoco desean mantener el actual sistema electoral.



Quiero refutar al Senador Espina respecto a las opiniones de Pepe Auth, quien siempre ha planteado que a nivel mundial existen sistemas mayoritarios y proporcionales.



Los mayoritarios favorecen a la mayoría. Por eso, por ejemplo, en Inglaterra los Conservadores con 37 por ciento de los votos obtienen mayoría absoluta. Ese sistema permite que la primera fuerza política sea gobierno, y de mayoría; hace posible que se exprese la mayoría de una sociedad.



Los sistemas proporcionales, en cambio, buscan que todas las fuerzas políticas se encuentren representadas, que se refleje la diversidad. En tal sentido, me sorprenden las opiniones del Senador Larraín respecto a tales sistemas. Me recuerdan -lo comentábamos hace un momento con quienes están en las tribunas- ciertos dichos del General Pinochet, quien sostenía que la democracia era el caldo de cultivo de los comunistas. El señor Senador acaba de manifestar que los sistemas proporcionales               -instrumento electoral en muchos países democráticos- generan anarquía, crisis. Pienso que constituye una visión absolutamente arcaica.



Pero el sistema binominal no es ni lo uno ni lo otro.



No permite la expresión de la mayoría. Así, durante mucho tiempo la Derecha, con 30 por ciento de los votos, usó esta muleta -como dice el Presidente del Partido Por la Democracia, Pepe Auth- para lograr casi la mitad de la representación electoral, que no le correspondía. Y estos sistemas propenden justamente al empate, para que las mayorías no se puedan expresar.



Además, este engendro del binominal, que casi no existe en el planeta, porque no es ni mayoritario ni proporcional, permite la exclusión de una minoría, como el Partido Comunista, que no lo es tanto, pues representa el 10 por ciento del electorado. Constituye una suerte de “Ley Maldita”. Significa la mantención de un resabio de la dictadura, que al final pone de manifiesto los valores y principios de la Derecha respecto a sus creencias democráticas.



Entonces, me parece que estamos discutiendo un tema de fondo, sustantivo.



Estimo que el actual debate devela que existe una Derecha que quiere mantener un modelo de desarrollo injusto, inequitativo, que no desea cambiar las instituciones, que quiere preservar isapres, AFP, leyes laborales, porque sabe que corren riesgo si se reemplaza el sistema electoral.



También se evidencian las creencias profundas de la Derecha acerca de la democracia. Dicho conglomerado no tiene ningún problema para excluir a personeros que se encuentran en las tribunas, cuyas tiendas han obtenido 10 por ciento de los votos y que no cuentan con un solo Diputado, con un solo Senador, habiendo sido parte relevante de la historia democrática de Chile.



Pienso que quienes de verdad estamos por la democracia, por terminar con la estenosis, las estrecheces del país para alcanzar un verdadero desarrollo, armónico, justo, evidentemente debemos votar por más democracia y contra la exclusión.



Por lo anterior, voto a favor del proyecto, que, aunque insuficiente, constituye un síntoma, una señal, un símbolo en el sentido de que algunos por lo menos queremos avanzar en la profundización de la democracia y deseamos terminar con estas “leyes malditas”, herencias de la dictadura todavía presentes en nuestra democracia.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, lo que se encuentra en discusión no es el sistema electoral de nuestro país. ¿Por qué? Por una razón obvia: la Oposición no lo quiere modificar. Nosotros hace tiempo deseamos hacerlo; la Derecha, no. Le ha puesto un cerrojo. Incluso, el debate habido durante el último año y medio en ningún momento ha abierto un cauce para terminar con el sistema binominal.



En consecuencia, lo que está en discusión es romper con la exclusión.



El Senador Bianchi señalaba que él conocía lo que era ir contra el sistema binominal. Algunos de nosotros, también, cuando fuimos electos fuera del pacto de la Concertación, por la lista del Partido Amplio de Izquierda Socialista. Claro, se puede romper el sistema. Pero es muy difícil. Este es distorsionador de la voluntad ciudadana.



En todo caso, hoy la discusión no radica en si rompemos el sistema binominal. No obstante, es algo que se debería hacer.



Estoy seguro de que el abuelo del Senador Coloma, cuando compartía en el Hemiciclo del Senado con hombres destacados del Partido Comunista o de diferentes tendencias, contribuía de forma positiva a la historia de la República, la que somos todos, y no algunos. Lo que está en debate hoy es si la República que se construye en el siglo XXI considera que “somos todos” o “somos algunos”.



El proyecto en discusión es muy sencillo: saca de la Constitución la referencia al número de Diputados que se eligen, a fin de abrir una puerta para terminar con la exclusión.



Pero hay algo que me molesta mucho.



En la actividad de la cual formamos parte lo que más valor tiene es nuestra palabra, son nuestros compromisos. La Derecha, en el último tiempo -lamento la ausencia del Senador Allamand-, ha sido insistente en este concepto cuando se refiere al tema de la educación. Sin embargo, Renovación Nacional fue parte de un acuerdo para terminar con la exclusión y hoy seremos testigos de como de nuevo sus representantes dicen una cosa y hacen otra. O sea, los invade la hipocresía para tratar de quedar bien ante la opinión pública, pero en el momento de votar mantienen su opción por la exclusión.



Si estuviera vivo Pablo Neruda, escucharíamos que los del frente siguen optando por excluirlos, por evitar que se encuentren presentes corrientes de opinión que aportan al país desde su perspectiva. Y vemos como algunos creen que lo que importa es una selección elitista de quienes deben llegar al Parlamento, impidiendo que esa selección la haga la gente.



Votaré a favor, para poner fin a la exclusión y para construir un país donde la República seamos todos.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gazmuri.

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, deseo dejar de manifiesto mi opinión. Ya se han emitido muchas, pero no quisiera guardar silencio en esta ocasión.



En verdad, considero que esta es una tarde muy triste para la salud de la democracia en nuestro país, para la convivencia civil y política entre nosotros y, de alguna u otra manera, para nuestro futuro.



Nos encontramos frente a un proyecto muy modesto en sus alcances. Solo pretende, como se ha dicho aquí, abrir una oportunidad para terminar con una exclusión política irritantemente injusta y que a todas luces es dañina para la democracia.



Nadie puede negar que la democracia se fortalece con la diversidad, con la inclusión, con la representatividad en los cuerpos colegiados de todas las expresiones culturales y políticas de la nación.



Nadie puede desconocer tampoco que, desde su fundación, el Partido Comunista de Chile ha hecho una gran contribución al desarrollo de nuestra república: fortalecimiento del movimiento obrero; derechos para los trabajadores; lucha por las libertades públicas; gran aporte en el campo de la cultura.



En todos los planos, los comunistas que han honrado y enriquecido a este país son innumerables. No es posible dar la lista aquí en este momento. Por eso, solo nombro a dos, quizá los más grandes: Pablo Neruda y Violeta Parra.



Y el Partido Comunista sigue teniendo un apoyo electoral considerable, junto con otras fuerzas que no participan en ninguna de las dos coaliciones surgidas en el período de transición democrática.



Que esas fuerzas nacionales, sociales, políticas y culturales no tengan expresión daña, amputa a nuestra democracia, que ya tiene problemas, como muchas de las democracias del mundo.



Entonces, creo que este es un día muy triste para nuestra democracia, pues, por la tozudez de la Oposición, este pequeño paso, que no constituye una gran reforma a nuestro sistema político -no es aquello por lo que hemos luchado y seguiremos luchando hasta conseguirlo-, será derrotado (ya conocemos el resultado de la votación del proyecto en este Hemiciclo), con el agravante de que Renovación Nacional, una de las colectividades políticas relevantes del país, cuyo candidato -a mayor abundamiento- pretende encabezar el próximo Gobierno de Chile, ha faltado a su palabra -reiterada una y otra vez- sobre este asunto.



Ha habido compromisos persistentes, desde hace más de diez años, con Renovación Nacional, que ha manifestado en distintas oportunidades su disposición, no a eliminar, sino a corregir el sistema binominal.



Me ha tocado participar en algunas de las negociaciones. Y, como dije, no son solo las de 2008: vienen desde hace muchos años.



Sebastián Piñera lo señaló ya como candidato la vez anterior. Se comprometió ante el país. Lo expresó hasta hace dos semanas.



Entonces, no vengan con la majadería de que aquí hay una campaña contra Piñera. Porque el pedir consecuencia sobre los dichos públicos forma parte del ejercicio democrático.



No se trata, pues, de una campaña contra nadie. No es mi odiosidad la que me hace decir esto, sino la constatación elemental de que una de las dos fuerzas políticas de la Derecha persistentemente ha comprometido su voluntad de terminar por lo menos con la exclusión y, persistentemente también, llegada la hora de la verdad, con cualquier excusa -algunas, hasta triviales y ridículas-, no concurre con sus votos.



La opinión pública debe calibrar aquello. Porque los políticos nos debemos a ella y, asimismo, tenemos la obligación de debatir entre nosotros.



Yo hago aquí, una vez más, un emplazamiento a Piñera. Porque no se trata de un personaje cualquiera. Él aspira a conducir nuestro país. Tiene derecho a hacerlo. Pero a uno también le asiste derecho a exigir una mínima consecuencia con lo comprometido. Y esa palabra ha sido violada hoy aquí.



Resulta evidente -solo dedicaré un párrafo al punto- que el sistema binominal, como es obvio, favorece a la Derecha, por las razones aquí señaladas: porque permite el empate cuando no hay empate en la sociedad. Y la regla democrática es la de que gobierna la mayoría. Y ello también debe replicarse en los parlamentos.



Es de la esencia de la democracia que las diferencias sean resueltas por la mayoría. Si no, no hay parlamento democrático.



No existe un mecanismo electoral perfecto. Pero todos los sistemas favorecen la constitución de mayorías, menos el binominal, que, por tanto, está construido para que un elemento central del juego democrático no ocurra.



En los últimos años hemos ganado elecciones una y otra vez, pero sin conseguir mayorías parlamentarias. La última vez perdimos la que habíamos logrado, pero fue por accidentes de la política y por el cambio de opinión y de bando de algunos Senadores elegidos en la Concertación.



El binominal -reitero- es el único sistema que no permite, no facilita, no favorece la conformación de mayorías. Es el único que favorece de manera absoluta a la primera minoría. Y, además, excluye a las minorías.



En tal sentido, se trata de un sistema perverso desde el punto de vista democrático.



Hay algunos sistemas, como el uninominal, que favorecen al extremo la conformación de mayorías -es el caso del inglés-, pero dificultan, también a veces al extremo, la representación de las minorías.



Voto que sí.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Cantero.

El señor CANTERO.- Señor Presidente, las cosas son lo que son y no lo que decimos que son.



Desde 1990 hasta 2008 venimos hablando de la necesidad de modificar el sistema electoral binominal, pero lo concreto es que hasta ahora no existe ni la más mínima modificación y estamos ante un sistema que, con el devenir del tiempo, demuestra cada vez con mayor fuerza lo aberrante que es. Aberrante, porque se funda en la exclusión; aberrante, porque tiene la lógica de la polaridad, es decir, la existencia de dos grandes coaliciones.



¿Y por qué quiero marcar esos dos puntos?



Yo soy de los que creen que ni en la Alianza ni en la Concertación hay interés real en cambiar el sistema electoral. ¿Y por qué? Porque les conviene, los beneficia, pues no solo margina a ciertos sectores políticos, sino que además desprecia de la forma más brutal, y en mi opinión contra los principios constitucionales, la situación en que se hallan las grandes mayorías de independientes que, queriendo participar en un acto electoral, no lo pueden hacer porque quedan en una condición por completo desmedrada.



Esta debe de ser una de las razones que dan cuenta del grado de desafección y descrédito de la política a niveles francamente grotescos, lo que a cualquier demócrata mínimamente interesado tendría que llamar a alarma. Sin embargo, en Chile pareciera no interesarle a nadie. De hecho, la Sala del Senado nunca ha efectuado una sesión de análisis respecto del desprecio que nos expresa la ciudadanía en cada una de las consultas que se le formulan.



Seguramente, esto se debe a que, en la lógica semántica, la gente quiere coherencia entre lo que se dice y lo que se hace. Y lo concreto es que desde 1990 hasta 2008 se ha votado prenda de que se desea modificar el sistema, pero nada cambia.



De otra parte, estamos frente a una democracia débil, porque no representa la voluntad popular. La proporción de votos no se refleja en la cantidad de escaños. En consecuencia, eso justifica plenamente la necesidad de avanzar en reformas y perfeccionamientos al sistema binominal.



Pero -repito- yo observo que hay calculadora en mano. Lo he visto en un lado, pero también en el otro.



Únicamente como hecho anecdótico, he de puntualizar que no solo en la Concertación se ha empujado hacia afuera a algunos parlamentarios.



Para beneficio de inventario, debo señalar que soy expresión de aquellos que han sido empujados hacia  afuera. Y lo  fui por un acto -por expresarlo de algún modo- de autoridad excesiva de ciertos miembros de la mesa o, mejor dicho -para ser más justo-, del presidente del partido al que yo adscribía.



Por consiguiente, esos actos de autoritarismo y la actitud hegemónica de las cúpulas partidistas se expresan de diversas formas y en las coaliciones políticas de Gobierno y Oposición.



Ahora, la reforma electoral, latamente comprometida por diversos sectores, no solo involucra al sistema binominal.



¿Cuántas veces hemos escuchado plantear la necesidad de cambiar el sistema de partidos políticos? ¿Cuántas veces hemos visto la actitud hipócrita que significa exigir a los que se inscriben el cumplimiento de la titánica tarea de verificar quiénes están y quiénes no?



Lo que ha pasado hoy día con ChilePrimero, por ejemplo, es la manifestación más evidente de la corrupción de un mecanismo que no responde a ninguna lógica y que demuestra de modo fehaciente que prácticamente no se puede participar en política si no es a través de los dos grandes “clubes” que hoy día tiene nuestro país en este ámbito.



¡Y qué hablar del sistema electoral! 



En cuanto a la posición de los independientes, daba cuenta el Senador señor Bianchi de la gigantesca tarea que implica representar a una zona cuando un candidato debe vencer no solo a toda una coalición, sino además a dos postulantes que suman sus votos.



¡El sistema es francamente aberrante!



¿Hasta cuándo seguiremos con la promesa de inscripción y voto voluntario sin que ello se transforme de una vez por todas en un proyecto que sea aprobado por ambas Cámaras?



Es cierto que hay un grotesco intervencionismo electoral. Y, por tanto, se justifican las demandas, las críticas.



Al respecto, debo decir lo que pienso, señor Presidente.



Creo que no solo hay intervencionismo electoral: paralelamente a él, avanza la corrupción en el sistema administrativo de nuestro país, y particularmente en las municipalidades, que en general ya huelen a corruptas y demandan una acción fiscalizadora mayor.



Hago memoria de cuánto se me ha criticado porque permití la elección directa y separada de alcaldes. La mejor expresión de mi postura era que el sistema anterior resultaba más aberrante, porque había que tener monigotes de concejales para concentrar la votación en el alcalde. Se miraba el interés partidista, no el interés de Chile.



Hoy estaríamos en una podredumbre si no hubiéramos posibilitado que postulantes con mayor fuerza y personalidad participaran y fueran elegidos alcaldes por la voluntad ciudadana. 



Ese fue un acto de consecuencia de mi parte, del que he dado cuenta políticamente en reiteradas ocasiones.



Yo siento -repito- que la Concertación y la Alianza son socias que no quieren avanzar en la modificación del sistema electoral. Y hacen parodias, montan escenas frente al país para tratar de justificar que sí lo desean. Pero lo concreto es que -como señalé al inicio de mi intervención- las cosas son lo que son y no lo que decimos que son: estamos en el año 2008 y no existe ningún avance en la materia.



Alguna razón debe de haber.



El Gobierno sabía que le faltaba un voto para conseguir la aprobación de este proyecto. Pudo buscar acuerdos, entendimientos. Pero, en mi opinión, no se hicieron los esfuerzos necesarios para lograrlos.



Finalmente, debo decir que esto no es más que un gesto de petición a la Cámara de Diputados, porque lo que quiere la autoridad es no tener que esperar un año más.



Por tales razones, voto entusiastamente a favor, como un acto de consecuencia política.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, como “flamante Presidente de la UDI” -así lo señaló el varias veces flamante Presidente del Partido Socialista, quien lamentablemente, luego de su intervención, salió de la Sala; así que no sé cómo contestarle-, quiero hacerme cargo de algunas de las cosas que se han planteado.



En primer lugar, de la necesidad o no de tener excusas para hacer referencia a la materia.



Sus Señorías me conocen…

El señor VÁSQUEZ.- ¡Ahí está!

El señor COLOMA.- Viene llegando don Camilo Escalona, el varias veces “flamante Presidente del Partido Socialista”.



Señor Presidente, yo no necesito excusas -reitero- para hablar sobre la materia; tengo mis reflexiones personales, pero nadie puede sostener en esta Sala que he dicho algo distinto de un tiempo a otro. Puedo estar equivocado -lo juzgará la ciudadanía-; sin embargo, he sido consistente en mi actuar. Y lo he sido en plantear tres elementos centrales respecto del asunto en debate.



En primer lugar, esta es una discusión superdifícil. Y sobre el particular quiero ser humilde. No creo sabérmelas todas ni tener la verdad final. No obstante, he visto cómo muchos aquí parecen tenerla y hablan con gran convicción acerca de los buenos o de los malos.



No sé si este asunto es de los buenos o de los malos, pero pienso que es de la esencia de lo más opinable que puede haber en un sistema político.



Acá no estamos hablando de bases institucionales, de nacionalidad y ciudadanía o de derechos y deberes constitucionales -allí sí pueden hallarse envueltos principios de un profundo efecto dentro de la lógica doctrinaria de un país-, sino de un sistema electoral que por esencia es discutible, pues por algo adquiere distinta forma según el país o lugar donde se aplique. Y el debate es difícil porque juegan en él dos objetivos de una sociedad: buscar más estabilidad y procurar más diversidad.



Incluso, me voy a aventurar a decir algo: puede que lo correcto sea hoy buscar más estabilidad, y mañana, más diversidad. Eso tiene que ver directamente con el grado de evolución de las sociedades, con el tipo de acuerdos que se suscriban, con la manera de enfrentar los problemas más acuciantes, como el de la pobreza.



Para mí -perdón, pero no quiero ser naif-, eso tiene que ver con la búsqueda de acuerdos de la mayor profundidad posible para superar esquemas degradantes de pobreza. Y, en esa lógica, siempre he tendido a buscar el sistema que dé más estabilidad. 



Esa es la razón por la cual he creído en el mecanismo en comento, que obedece más a los sistemas mayoritarios que a los minoritarios.



¿Quiere decir eso que quien plantea un sistema minoritario está equivocado? No: busca otro efecto, cual es producir mayor diversidad.



Así que ese es mi acercamiento primario al tema, señor Presidente.



En segundo término, he dicho: “A mi Partido no le conviene dentro de la Alianza”. Y hemos probado mil veces -en las tribunas hay analistas que han hecho los cálculos- cuáles son para nosotros los efectos negativos -en general; alguna vez podemos habernos visto beneficiados- dentro de ella.



Eso es parte de las reglas del juego y de la forma como entendemos la actividad política, donde no solo hay que efectuar adaptaciones conforme a lo que a uno le pueda convenir, sino además buscar la lógica del país donde se está inserto.



Y en tercer lugar, señor Presidente, creo que en este caso los vasos comunicantes no son tan automáticos; tienen que ver con la capacidad de diferenciación de los partidos dentro de la sociedad.



Estuve leyendo hace pocos días el caso de Italia (aquí hay expertos en las cuestiones italianas; entre ellos, el Ministro Viera-Gallo). Y se podrá coincidir conmigo en que el sistema de dicho país es ultraproporcional.

El señor GAZMURI.- Era.

El señor COLOMA.- Sin embargo, acaban de terminar los comicios y no fue elegido ningún miembro del Partido Comunista. Y ello, no porque los dirigentes de esta colectividad sean malos, ni porque hayan perdido la brújula, ni porque estén completamente desfasados del mundo, sino porque sacaron menos del 3 por ciento y se identificaron mucho más con el socialismo, que en ese momento marcaba la diferencia al candidato Berlusconi.



Temo que en Chile pase lo mismo, señor Presidente. Y quiero ser muy franco.



Hablé con gente del Partido Comunista hace algunos días. Yo no tengo ningún problema en debatir y en seguir haciéndolo, porque creo que el tema no está cerrado. Siempre se encontrará sujeto a discusión. No es un problema de principios, sino de efectos.



Mi reflexión última es que, mientras el Partido Comunista no entienda que al final solo es un vaso comunicante con la Concertación en la segunda vuelta, nunca se va a diferenciar. 



Esa es mi visión, que expongo con absoluta franqueza.



Muchos de los colegas de enfrente saben que cuentan con el Partido Comunista en segunda vuelta. Y la gente entiende que, en último término, hay una especie de parentesco, medio lejano a ratos, pero muy cercano o amistoso en período electoral; es casi una relación turbulenta.



Eso es parte de lo que está ocurriendo, señor Presidente. 



Mientras el Partido Comunista, que tiene todo el derecho a expresarse, esté al alero del oficialismo y este sepa que cuenta con él, no tendrá capacidad de diferenciarse.



Es lo mismo que le pasó en Italia: fue disminuyendo en forma progresiva, siendo una colectividad política respetable, con mucha tradición, con bastantes dirigentes talentosos.



Aquí se repite esa historia.



Entonces, no cabe pensar que la cuestión radica en un cambio en el sistema electoral. El Senador señor Larraín ya observó que en nuestro país existen cuatro mecanismos distintos: para alcaldes, para concejales, para Primer Mandatario y para parlamentarios.



Y uno podría decir que en cierto momento, cuando las cosas son distintas, existe determinada expresión. Pero algo pasa, señor Presidente, que lleva a que los niveles de votación de esa expresión legítima de la sociedad se encuentren más bien estancados.



Por ello, invito a reflexionar en esta segunda óptica: la de carácter político.



Y haré una afirmación final. En esta oportunidad no estoy de acuerdo con el proyecto; pero el Partido Comunista, mientras siga al alero de la Concertación, no va a registrar una manifestación ciudadana importante.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Orpis, último inscrito.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, aquí se ha debatido ampliamente sobre los distintos sistemas electorales.



En una primera aproximación, creo que el asunto que nos ocupa no puede analizarse en términos de coyuntura, sino de mediano y largo plazos. Y resulta perfectamente legítimo y democrático privilegiar ciertos valores en una sociedad. En mi caso, al igual que el Senador señor Coloma, deseo ser absolutamente coherente y asumir la cuestión. Siempre he expresado -y también quiero hacerlo ahora- que no votaré por un sistema distinto al binominal, porque me interesa privilegiar la estabilidad.



A este país le costó muchísimo encontrarla, y es un elemento que ha sido el gran secreto para poder progresar. Y me pregunto: ¿cuál es el sentido de hipotecarla? Cuando se inician procesos de esta naturaleza es muy difícil volver atrás. Ese es el efecto que se plantearía tras embarcarse en sistemas electorales proporcionales, donde se hace tremendamente complicado gobernar.



Y reconozco que Chile posee una cultura más bien propia de un sistema proporcional que de uno binominal. Eso resulta evidente. Pero son los sistemas mayoritarios los que dan estabilidad a los países. Y la estabilidad es la condición del desarrollo.



Al respecto, debo decir que no tengo prejuicio alguno contra el Partido Comunista ni contra ningún otro.



La pregunta que habría que formularse es cómo se expresan la diversidad y la diferencia en un sistema binominal. En realidad, deberían manifestarse al interior de las propias colectividades políticas, que es lo que falta. Es algo que se ve poco. Si al final vamos legitimando un sistema electoral de esa naturaleza, tales efectos deberían observarse en el ámbito señalado.



En los países con sistemas mayoritarios existen grandes diferencias al interior de las coaliciones. No es lo mismo que vaya un determinado candidato que otro. Y se aprecian competencias feroces dentro de los propios partidos, producto de posiciones distintas, muy significativas, dentro de los conglomerados.



Lo que quiero demostrar es que un sistema binominal, con la estructuración de grandes alianzas, no impide la diversidad, porque ella debería darse al interior de las mismas coaliciones políticas. 



Estimo que ese elemento es determinante para no avanzar en un sistema proporcional.



Hago presente que el sistema binominal no obsta para la conformación de mayorías. Si la Concertación, hasta hace poco tiempo, contaba con la mayoría en la Cámara de Diputados y en el Senado. Y hoy -no históricamente ni para la reflexión, sino en términos absolutamente reales- la perdió por circunstancias políticas.



Ahora bien, resulta evidente que en un sistema unipersonal se excluye prácticamente a la mitad de un país. En cambio, en el binominal ese fenómeno se halla muchísimo más neutralizado. De modo que, en aras de la estabilidad, señor Presidente, es obvio que optaré por un sistema mayoritario.



Y creo que la diversidad debe darse al interior de las propias coaliciones. Esa es la cultura que debe empezar a generarse en Chile.



Voto que no.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se rechaza el proyecto por no haberse reunido el quórum constitucional requerido (20 votos a favor y 15 en contra).



Votaron por la afirmativa la señora Alvear y los señores Ávila, Bianchi, Cantero, Escalona, Flores, Frei, Gazmuri, Girardi, Gómez, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Núñez, Ominami, Pizarro, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Votaron por la negativa la señora Matthei y los señores Allamand, Arancibia, Coloma, Espina, García, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Romero.
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, seré muy breve. Solo quiero expresar que la decisión que se acaba de adoptar es una mala noticia para el país. 



El Gobierno agradece a las señoras y señores Senadores que votaron a favor, en especial a los cuatro independientes y, como es obvio, a los pertenecientes a la Concertación.



Lamentamos, en particular, que los integrantes de la bancada de Renovación Nacional no hayan honrado con su sufragio lo prometido de palabra por algunos de sus dirigentes. 



Deseo agregar que el Gobierno hizo todo lo que pudo para reunir el quórum que se requería. Sin embargo, no por el fracaso de hoy día en la tarde desmayará nuestra voluntad de cambio. En este país, las transformaciones se han hecho con perseverancia y en la medida en que la conciencia ciudadana se encuentra reflejada en el Congreso Nacional.



Ya vendrán elecciones presidenciales y parlamentarias, y corresponderá a la voluntad y capacidad de los partidos políticos el planteamiento de las diferencias ante la ciudadanía, de manera que una persona, al momento de votar, sepa cuál es la posición de cada candidato. Y este último podrá explicar por qué está a favor de un sistema que excluye, o bien, por el cambio.



Reitero que el Gobierno repondrá en 2009 la discusión del proyecto, al cumplirse justo un año de no haberse reunido el quórum necesario en la Cámara de Diputados. Y esperamos que entonces haya mayor sensibilidad que la expresada hoy.



Muchas gracias.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Por haberse cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 19:22.








Manuel Ocaña Vergara,
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Con motivo de la Moción e Informe que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:
“Artículo único.- Agrégase el siguiente inciso cuarto en el artículo 58 del Código del Trabajo:

“Asimismo, no podrá deducir, retener o compensar suma alguna por el no pago de documentos mercantiles aceptados por el empleador como medio de pago.”.”.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): GUILLERMO CERONI FUENTES, Primer Vicepresidente de la Cámara de Diputados.- CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados

2

PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL ACUERDO ENTRE CHILE E ISRAEL SOBRE ACTIVIDADES REMUNERADAS PARA FAMILIARES DE UNA MISIÓN DIPLOMÁTICA O REPRESENTACIÓN CONSULAR
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Con motivo del Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:


“Artículo único.- Apruébase el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno del Estado de Israel sobre Actividades Remuneradas para los Familiares de Funcionarios de una Misión Diplomática o Representación Consular”, suscrito en Israel el 1 de noviembre de 2007.”.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): GUILLERMO CERONI FUENTES, Primer Vicepresidente de la Cámara de Diputados.- CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados

3

PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL TRATADO DE ASISTENCIA JUDICIAL EN MATERIA PENAL ENTRE CHILE Y SUIZA

(5796-10)





Con motivo del Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:


“Artículo único.- Apruébase el “Tratado de Asistencia Judicial en Materia Penal entre la República de Chile y la Confederación Suiza”, suscrito en Santiago, el 24 de noviembre de 2006.”.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): GUILLERMO CERONI FUENTES, Primer Vicepresidente de la Cámara de Diputados.- CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados

4

INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL SEGUNDO PROTOCOLO FACULTATIVO DEL PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS CIVILES Y POLÍTICOS DESTINADO A ABOLIR LA PENA DE MUERTE

(4732-10)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, de fecha 17 de julio de 2006, con urgencia calificada de “simple”.




Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 8 de enero de 2008, donde se dispuso su estudio por la Comisión de Relaciones Exteriores.




A las sesiones en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, asistieron, especialmente invitados, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: el Subsecretario, señor Edgardo Riveros; la Asesora de la División Jurídica, señora Valeria Lübbert y el Asesor, señor Marcos Opazo. Asimismo, concurrió el Director Jurídico del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Claudio Troncoso.
- - -





Cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.
- - -

ANTECEDENTES GENERALES





1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:





a) Constitución Política de la República. En su artículo 54, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".





b) Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 5 de mayo de 1981, y publicado en el Diario Oficial de 22 de junio de 1981.




c) Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, promulgado por decreto supremo Nº 788, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 30 de noviembre de 1976, y publicado en el Diario Oficial de 24 de abril de 1989.




d) Ley N° 19.734, que deroga la pena de muerte.




e) Ley N° 19.804, que modifica el N° 1 del artículo 17 del decreto ley N° 2.400, de 1979, Ley Orgánica de la Dirección de Investigaciones de Chile.





2.- Mensaje de S.E. la Presidenta de la República.- Hace presente el Mensaje, que el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos fue aprobado por la Asamblea General de las Naciones Unidas (ONU) el 16 de diciembre de 1966. Añade que nuestro país lo suscribió el 16 de septiembre de 1971 y lo ratificó el día 10 de febrero de 1972. Fue promulgado por decreto supremo Nº 788, de 30 de noviembre de 1976, del Ministerio de Relaciones Exteriores, y publicado en el Diario Oficial de 24 de abril de 1989.





El Ejecutivo indica que en la misma fecha de la aprobación por la Asamblea General de la ONU del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, se aprobó el Protocolo Facultativo a dicho Pacto (Protocolo Facultativo de 1966), por el cual se reconoce la competencia del Comité de Derechos Humanos para recibir y considerar comunicaciones de individuos que aleguen ser víctimas de violación, de cualquiera de los derechos enunciados en el Pacto, por el Estado Parte bajo cuya jurisdicción se halle.




Añade que Chile adhirió a este Protocolo y el instrumento respectivo se depositó ante el Secretario General de la ONU el 27 de mayo de 1992, con la siguiente declaración: "La competencia que el Gobierno de Chile reconoce al Comité de Derechos Humanos para recibir y considerar comunicaciones de individuos se entiende conferida respecto a hechos posteriores a la entrada en vigencia del Protocolo Facultativo para este Estado o, en todo caso, a hechos cuyo principio de ejecución sea posterior al 11 de marzo de 1990.".




El Protocolo fue promulgado por decreto supremo Nº 747, de 15 de junio de 1992, del Ministerio de Relaciones Exteriores, y publicado en el Diario Oficial de 20 de agosto de 1992.





Hace presente el Mensaje que el Segundo Protocolo Adicional del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos Destinado a Abolir la Pena de Muerte, aprobado por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 15 de diciembre de 1989, viene a culminar un largo proceso de deliberaciones, declaraciones y decisiones emitidas sobre la abolición de la pena de muerte.





Entre ellas menciona, primeramente, la Declaración Universal de los Derechos Humanos, adoptada el 10 de diciembre de 1948, cuyo artículo 3 expresa que "Todo individuo tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de su persona.".





Posteriormente, la cuestión de la pena capital ha continuado siendo objeto de estudio en los órganos y organismos de la ONU. Así, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, en su artículo 6, consagra el derecho a la vida, al disponer que "el derecho a la vida es inherente a la persona humana" y que "nadie podrá ser privado de la vida arbitrariamente". Enseguida, expresa que la pena de muerte sólo podrá imponerse por los más graves delitos y de conformidad con las leyes vigentes en el momento de su comisión.





Por otra parte, debe destacarse que en las Resoluciones del Consejo de Seguridad Nº 827, de 25 de mayo de 1993, y N° 955, de 8 de noviembre de 1994, sobre el establecimiento de jurisdicciones penales internacionales para la ex Yugoslavia y Ruanda, respectivamente, quedó excluida la pena de muerte, al tiempo que se disponía que la única condena que habrían de imponer esos tribunales por delitos de genocidio y crímenes de lesa humanidad era la privativa de libertad.





Lo mismo ocurrió en la adopción del Estatuto de Roma, que crea la Corte Penal Internacional, de 17 de julio de 1998.





A su vez, la Comisión de Derechos Humanos de las Naciones Unidas ha considerado permanentemente en su programa el tema de la abolición de la pena de muerte, y en sus resoluciones ha solicitado a los Estados que todavía la mantienen, que limiten progresivamente el número de delitos por los que se impone; que consideren la posibilidad de suspender las ejecuciones con miras a abolir completamente la pena de muerte; y que pongan a disposición de la población la información relativa a la imposición de dicha sanción.




Indica el Mensaje que la Unión Europea apoya plenamente la lucha contra los delitos violentos, pero a su juicio, hay sobradas pruebas de que las ejecuciones no garantizan que las sociedades sean menos violentas. Añade que la pena de muerte y su aplicación tienden más bien a promover la brutalización y a incrementar los conflictos sociales, lo que disminuye el respeto esencial por los derechos y la dignidad humanos.




Añade que en la Segunda Reunión de la Cumbre de Jefes de Estado y de Gobierno del Consejo de Europa, celebrada en Estrasburgo, en octubre de 1997, los Jefes de Gobierno, incluidos los de todos los Estados miembros de la Unión Europea, pidieron la abolición universal de la pena capital. Los nuevos Estados miembros del Consejo de Europa también se han comprometido a considerar la posibilidad de suspender la pena de muerte y ratificar el Protocolo Nº 6 del Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y las Libertades Fundamentales.




Por último, menciona el Ejecutivo que la Unión Europea decidió, como parte integrante de su política de derechos humanos, intensificar sus actividades internacionales encaminadas a la abolición de la pena de muerte.




Igualmente, la Convención Americana sobre Derechos Humanos, de la que Chile es Parte, constituye un instrumento internacional importante, pues consulta las normas pertinentes para dar cumplimiento a su objetivo primordial: "consolidar en el Continente Americano, dentro del cuadro de las instituciones democráticas, un régimen de libertad personal y de justicia social, fundado en el respeto de los derechos esenciales del hombre;".




Para este efecto, prosigue el Mensaje, los Estados Partes se comprometen a respetar los derechos o libertades reconocidos en la Convención y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a jurisdicción, sin discriminación alguna, y si estos derechos y libertades no estuvieren ya garantizados por disposiciones legislativas o de otro carácter, los Estados Partes se comprometen a adoptar las medidas que fueren necesarias para hacer efectivos tales derechos y libertades.




En este aspecto, el Gobierno destaca especialmente la cláusula del artículo 4, que no permite extender la pena de muerte a delitos que actualmente no sean castigados con esa pena y que prohíbe el restablecimiento de la pena de muerte en los Estados que la han abolido.




Asimismo, es de similar relevancia su Protocolo Facultativo sobre la abolición de la pena de muerte, suscrito por Chile el 10 de septiembre de 2001.




El Mensaje señala que la consagración de uno de los postulados más relevantes del Estado de Derecho en nuestro país, cual es el respeto y promoción de los derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana, se encuentra en el artículo 19 Nº 1° de la Constitución Política de 1980, según el cual la Constitución asegura a todas las personas “el derecho a la vida y a la integridad física y psíquica de las persona.".





En este mismo sentido, expresa el Ejecutivo, la ley Nº 19.734, publicada en el Diario Oficial de 5 de junio de 2001, derogó la pena de muerte en nuestra legislación penal común y especial, quedando ahora contemplada sólo para determinados delitos cometidos en tiempo de guerra.





El Ejecutivo indica que el artículo 1 del Protocolo establece la prohibición de ejecutar a ninguna persona sometida a la jurisdicción de un Estado Parte en el Protocolo, para lo cual cada uno de los Estados Partes adoptará las medidas necesarias para abolir la pena de muerte en su jurisdicción.




Indica el Mensaje que la ley Nº 19.734 impone una pena de presidio perpetuo real para aquellos delitos en los cuales se contemplaba la pena capital, con lo cual se obtiene una respuesta eficiente y proporcional a los delitos de mayor gravedad. Además, regula un régimen de acceso a la libertad condicional verdaderamente excepcional, que sólo procede en aquellos casos en que el condenado haya demostrado efectivamente idoneidad para la reintegración en la sociedad y haya cumplido al menos 40 años de presidio efectivo, siendo necesario, además, que el máximo Tribunal, reunido en sesión plenaria, lo haya considerado procedente mediante el voto conforme de la mayoría de sus miembros en ejercicio.





En este contexto, afirma el Ejecutivo, la aprobación del presente Protocolo constituiría para nuestro país una reafirmación de la situación existente en materia de pena de muerte, la cual subsiste, como se señaló, sólo para determinados delitos cometidos en tiempo de guerra, al haber sido derogada en la legislación penal común y especial mediante las leyes N° 19.734 y Nº 19.804, no pudiendo extenderse a otras figuras penales en conformidad al artículo 4, Nº 2, de la Convención Americana de Derechos Humanos.





En consecuencia, señala el Mensaje, quedaría pendiente, en todo caso, la obligación establecida en el párrafo 2 del artículo 1, esto es, la adopción de todas las medidas necesarias para abolir la pena de muerte aplicable a determinados delitos perpetrados en tiempo de guerra y respecto de la cual será necesario por ahora, como se indica a continuación, formular la correspondiente reserva.




Luego, el artículo 2 consagra la regla general de que no se admitirá ninguna reserva al presente Protocolo, con excepción de una que prevea la aplicación de la pena de muerte en tiempos de guerra.





Al respecto, expresa el Mensaje que la pena de muerte en tiempos de guerra queda subsistente en nuestro país para los delitos descritos en el Código de Justicia Militar con esta sanción, con la excepción de los artículos 351 y 416, numeral 1º, del mismo Código, siendo común a todos estos tipos penales la existencia de un estado de guerra.





En consecuencia, expresa el Ejecutivo que, en tanto nuestra legislación a este respecto no sea modificada, será necesario recurrir a la reserva establecida en este mismo artículo.




Enseguida, el artículo 3 establece la obligación de los Estados Partes de incluir en los informes periódicos que presenten al Comité de Derechos Humanos, información sobre las medidas que han adoptado para dar cumplimiento al Protocolo.




A su vez, el artículo 4, por su parte, se refiere a la declaración que un Estado Parte hubiese hecho en virtud del artículo 41 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.




Al respecto, el Mensaje aclara que Chile no hizo declaración alguna en lo que se refiere a la competencia del Comité de Derechos Humanos para recibir y considerar comunicaciones en las que un Estado Parte alegue que otro Estado Parte no cumple con las disposiciones del Pacto.





Por su parte, el artículo 5 se refiere a la competencia del Comité de Derechos Humanos para recibir y considerar comunicaciones de personas que están sujetas a su jurisdicción en el caso de los Estados Partes en el Primer Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, a menos que el Estado Parte interesado haya hecho una declaración en el sentido contrario.




Esta segunda norma, en todo caso, resulta aplicable a nuestro país por cuanto, como se expresó anteriormente, cuando Chile depositó el instrumento de adhesión al Protocolo Facultativo de 1966, formuló la declaración por la cual reconoce la competencia del Comité de Derechos Humanos para recibir y considerar comunicaciones de individuos respeto de hechos posteriores a la entrada en vigencia de este instrumento para el país, o en todo caso, hechos cuyo principio de ejecución sea posterior al 11 de marzo de 1990.





Finalmente, los artículos 7, 8, 9, 10 y 11 contemplan las cláusulas usuales relativas a la ratificación, adhesión y entrada en vigor del Protocolo.





3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial, en sesión de la Honorable Cámara de Diputados, el 19 de diciembre de 2006, donde se dispuso su análisis por parte de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana.




La Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana, estudió la materia en sesiones efectuadas los días 23 de enero y 20 de noviembre de 2007, aprobando el proyecto en estudio por siete votos a favor y una abstención.





Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 2 de enero de 2008, aprobó el proyecto, en general y en particular, con setenta y tres votos a favor, ocho en contra y trece abstenciones.




4.- Instrumento Internacional.- El presente Protocolo se estructura sobre la base de un Preámbulo y de once artículos, cuyo texto es el siguiente:
“Segundo Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles v Políticos destinado a abolir la pena de muerte.





Los Estados Partes en el presente Protocolo:





Considerando que la abolición de la pena de muerte contribuye a elevar la dignidad humana y desarrollar progresivamente los derechos humanos,





Recordando el artículo 3 de la Declaración Universal de Derechos Humanos aprobada el 10 de diciembre de 1948 y el artículo 6 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, aprobado el 16 de diciembre de 1966,





Observando que el artículo 6 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos se refiere a la abolición de la pena de muerte en términos que indican claramente que dicha abolición es deseable,





Convencidos de que todas las medidas de abolición de la pena de muerte deberían ser consideradas un adelanto en el goce del derecho a la vida,





Deseosos de contraer por el presente Protocolo un compromiso internacional para abolir la pena de muerte,





Han convenido en lo siguiente:

Artículo 1





1. No se ejecutará a ninguna persona sometida a la jurisdicción de un Estado Parte en el presente Protocolo.





2. Cada uno de los Estados Partes adoptará todas las medidas necesarias para abolir la pena de muerte en su jurisdicción.

Artículo 2





1. No se admitirá ninguna reserva al presente Protocolo, con excepción de una reserva formulada en el momento de la ratificación o la adhesión en la que se prevea la aplicación de la pena de muerte en tiempo de guerra como consecuencia de una condena por un delito sumamente grave de carácter militar cometido en tiempo de guerra.





2. El Estado Parte que formule esa reserva deberá comunicar al Secretario General de las Naciones Unidas, en el momento de la ratificación o la adhesión, las disposiciones pertinentes de su legislación nacional aplicables en tiempo de guerra.





3. El Estado Parte que haya formulado esa reserva notificará al Secretario General de las Naciones Unidas de todo comienzo o fin de un estado de guerra aplicable a su territorio.

Artículo 3





Los Estados Partes en el presente Protocolo deberán incluir en los informes que presenten al Comité de Derechos Humanos, en virtud del artículo 40 del Pacto, información sobre las medidas que han adoptado para poner en vigor el presente Protocolo.
Artículo 4





Respecto de los Estados Partes en el Pacto que hayan hecho una declaración en virtud del artículo 41, la competencia del Comité de Derechos Humanos para recibir y considerar comunicaciones en las que un Estado Parte alegue que otro Estado Parte no cumple con sus obligaciones se hará extensiva a las disposiciones del presente Protocolo, a menos que el Estado Parte interesado haya hecho una declaración en sentido contrario en el momento de la ratificación o la adhesión.

Artículo 5





Respecto de los Estados Partes en el primer Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, aprobado el 16 de diciembre de 1966, la competencia del Comité de Derechos Humanos para recibir y considerar comunicaciones de personas que estén sujetas a su jurisdicción se hará extensiva a las disposiciones del presente Protocolo, a menos que el Estado Parte interesado haya hecho una declaración en sentido contrario en el momento de la ratificación o la adhesión.

Artículo 6





1. Las disposiciones del presente Protocolo serán aplicables en carácter de disposiciones adicionales del Pacto.





2. Sin perjuicio de la posibilidad de formular una reserva con arreglo al artículo 2 del presente Protocolo, el derecho garantizado en el párrafo 1 del artículo 1 del presente Protocolo no estará sometido a ninguna suspensión en virtud del artículo 4 del Pacto.

Artículo 7





1. El presente Protocolo está abierto a la firma de cualquier Estado que haya firmado el Pacto.





2. El presente Protocolo está sujeto a ratificación por cualquier Estado que haya ratificado el Pacto o se haya adherido a él.  Los instrumentos de ratificación se depositarán en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.





3. El presente Protocolo quedará abierto a la adhesión de cualquier Estado que haya ratificado el Pacto o se haya adherido a él.





4. La adhesión se efectuará mediante el depósito del instrumento correspondiente en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.





5. El Secretario General de las Naciones Unidas informará a todos los Estados que hayan firmado el presente Protocolo, o se hayan adherido a él, del depósito de cada uno de los instrumentos de ratificación o adhesión.

Artículo 8





1. El presente Protocolo entrará en vigor transcurridos tres meses a partir de la fecha en que haya sido depositado el décimo instrumento de ratificación o de adhesión en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.





2. Respecto de cada Estado que ratifique el presente Protocolo o se adhiera a él después de haber sido depositado el décimo instrumento de ratificación o de adhesión, el presente Protocolo entrará en vigor una vez transcurridos tres meses a partir de la fecha en que tal Estado haya depositado su propio instrumento de ratificación o de adhesión.

Artículo 9





Las disposiciones del presente Protocolo serán aplicables a todas las partes componentes de los Estados federales, sin limitación ni excepción alguna.

Artículo 10





El Secretario General de las Naciones Unidas comunicará a todos los Estados mencionados en el párrafo 1 del artículo 48 del Pacto:





a) Las reservas, comunicaciones y notificaciones conforme a lo dispuesto en el artículo 2 del presente Protocolo;





b) Las declaraciones hechas conforme a lo dispuesto en los artículos 4 ó 5 del presente Protocolo;





c) Las firmas, ratificaciones y adhesiones conformes a lo dispuesto en el artículo 7 del presente Protocolo;





d) La fecha en que entre en vigor el presente Protocolo conforme a lo dispuesto en el artículo 8 del mismo.

Artículo 11





1. El Presente Protocolo, cuyos textos en árabe, chino, español, francés, inglés y ruso son igualmente auténticos, será depositado en los archivos de las Naciones Unidas.





2. El Secretario General de las Naciones Unidas enviará copias certificadas del presente Protocolo a todos los Estados mencionados en el artículo 48 del Pacto.”.
- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Gazmuri, colocó en discusión el proyecto. 




El Director Jurídico de la Cancillería, señor Claudio Troncoso, señaló que esta Convención viene a consolidar la abolición de la pena de muerte, ya adoptada en nuestro país para los tiempos de paz, con la dictación de la ley N° 19.734. Añadió que el Tratado contempla la posibilidad de establecer una reserva para mantener dicha pena en aquellos casos en que se considera tal sanción en el Código de Justicia Militar en ciertos delitos de especial gravedad cometidos en tiempos de guerra.





Recordó que existe un proyecto de ley, en actual trámite en el Senado
, que propone derogar la pena de muerte en los casos existentes.





Sin embargo, manifestó que la idea de la Cancillería es actuar en armonía con nuestra legislación vigente, y mientras se mantenga la situación actual deberá plantearse la reserva contemplada en el Protocolo.





Reiteró que el proyecto no hace sino explicitar a nivel internacional nuestra actual normativa interna, es decir, que se encuentra abolida, salvo para algunos casos establecidos en el Código de Justicia Militar. Añadió que no se innova en la materia.





El Honorable Senador señor Romero consultó acerca de si el Gobierno está dispuesto a presentar la reserva que anunció en el Mensaje.





El Subsecretario de la Secretaría General de la Presidencia, señor Edgardo Riveros, indicó que sí. Aclaró que sólo si se modifica nuestra legislación, con el objeto de abolir la pena de muerte en los delitos militares, la reserva podría ser retirada.





A continuación, el señor Troncoso procedió a hacer entrega de la reserva a la Comisión, cuyo texto es el siguiente:





“El Estado de Chile formula la reserva autorizada por el Artículo 2 párrafo 1 del Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, destinado a Abolir la Pena de Muerte, en el sentido de que podrá aplicar la pena de muerte en tiempo de guerra como consecuencia de una condena por un delito sumamente grave de carácter militar cometido en tiempo de guerra.”.





La Comisión se mostró conforme con el Protocolo en la medida que se haga la reserva anunciada por S.E. la Presidenta de la República en el punto II. 2. del Mensaje con que acompañó el instrumento internacional, de tal forma que se permite la aplicación de la pena de muerte en tiempo de guerra para los delitos que actualmente la consideran en el Código de Justicia Militar.





El Subsecretario de la Secretaría General de la Presidencia, señor Edgardo Riveros, manifestó el compromiso del Gobierno para presentar la reserva.





Con el compromiso antes señalado, el proyecto de acuerdo fue aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Gazmuri, Larraín, Muñoz Barra y Romero.

- - -





En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:





"Artículo único.- Apruébase el "Segundo Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos Destinado a Abolir la Pena de Muerte", adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas en su Resolución 44/128, de 15 de diciembre de 1989, y suscrito por la República de Chile el 15 de diciembre de 2001.".

- - -





Acordado en sesiones celebradas los días 11 de marzo y 1 de julio de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Jaime Gazmuri Mujica (Presidente), Hernán Larraín Fernández, Roberto Muñoz Barra, y Sergio Romero Pizarro.




Sala de la Comisión, a 1 de julio de 2008.
(Fdo.): JULIO CÁMARA OYARZO, Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL PROTOCOLO DE LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS RELATIVO A ABOLICIÓN DE LA PENA DE MUERTE

(4733-10)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, de fecha 17 de julio de 2006, con urgencia calificada de “simple”.




Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 8 de enero de 2008, donde se dispuso su estudio por la Comisión de Relaciones Exteriores.




A las sesiones en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, asistieron, especialmente invitados, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: el Subsecretario, señor Edgardo Riveros; la Asesora de la División Jurídica, señora Valeria Lübbert y el Asesor, señor Marcos Opazo. Asimismo, concurrió el Director Jurídico del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Claudio Troncoso.
- - -





Cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.
- - -

ANTECEDENTES GENERALES





1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:





a) Constitución Política de la República. En su artículo 54, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".





b) Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 5 de mayo de 1981, y publicado en el Diario Oficial de 22 de junio de 1981.




c) Convención Americana sobre Derechos Humanos, promulgada por el decreto supremo Nº 873, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 23 de agosto de 1990, y publicada en el Diario Oficial de 5 de enero de 1991.





d) Ley N° 19.734, que deroga la pena de muerte.




e) Ley N° 19.804, que modifica el N° 1 del artículo 17 del decreto ley N° 2.400, de 1979, Ley Orgánica de la Dirección de Investigaciones de Chile.





2.- Mensaje de S.E. la Presidenta de la República.- Hace presente el Mensaje, que la Convención Americana sobre Derechos Humanos fue aprobada por la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos (OEA) el 22 de noviembre de 1969. Añade que en Chile fue promulgada por el decreto supremo Nº 873, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 23 de agosto de 1990, y publicada en el Diario Oficial de 5 de enero de 1991.





El Ejecutivo señala que esta Convención, acorde con los postulados de la Carta de la OEA, contempla las normas pertinentes para dar cumplimiento a su objetivo primordial: "consolidar en el Continente Americano dentro del cuadro de las instituciones democráticas, un régimen de libertad personal y de justicia social, fundado en el respeto de los derechos esenciales del hombre;".





Para este efecto, los Estados Partes se comprometen a respetar los derechos o libertades reconocidos en la Convención y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna.




Agrega el Mensaje que si estos derechos y libertades no estuvieren ya garantizados por disposiciones legales o de otro carácter, los Estados Partes se comprometen a adoptar las medidas que fueren necesarias para hacer efectivos tales derechos y libertades.




En este último aspecto, destaca la cláusula del artículo 4, que no permite extender la pena de muerte a delitos que actualmente no sean castigados con esa pena y prohíbe el establecimiento de la pena de muerte en los Estados que la han abolido.




Enseguida, el Ejecutivo hace presente los diversos instrumentos internacionales que han consagrado expresamente el derecho a la vida.





Así, la Declaración Universal de los Derechos Humanos, adoptada el 10 de diciembre de 1948, en su artículo 3 expresa textualmente que "Todo individuo tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de su persona.".





Posteriormente, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, en el primer párrafo de su artículo 6, dispone que "el derecho a la vida es inherente a la persona humana" y que "nadie podrá ser privado de la vida arbitrariamente". Su segundo párrafo agrega que la pena de muerte sólo podrá imponerse por los más graves delitos y de conformidad con las leyes vigentes en el momento de su comisión.





Por otra parte, el Segundo Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos Destinado a Abolir la Pena de Muerte, aprobado por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 15 de diciembre de 1989, establece en el numeral 1 de su artículo 1 la prohibición de ejecutar a ninguna persona sometida a la jurisdicción de un Estado Parte en el Protocolo.





Luego, debe destacarse que en las Resoluciones del Consejo de Seguridad Nº 827, de 25 de mayo de 1993, y N° 955, de 8 de noviembre de 1994, sobre el establecimiento de jurisdicciones penales internacionales para la ex Yugoslavia y Ruanda, respectivamente, quedó excluida la pena de muerte, al tiempo que se disponía que la única condena que habrían de imponer esos tribunales por delitos de genocidio y crímenes de lesa humanidad, era la privativa de libertad.





Igualmente, expresa el Mensaje que la Unión Europea expresó su apoyo a la abolición universal de la pena capital en la Segunda Reunión Cumbre de Jefes de Estado y de Gobierno del Consejo de Europa, celebrada en Estrasburgo, en octubre de 1997. Asimismo, los nuevos Estados Miembros del Consejo de Europa se han comprometido a considerar la posibilidad de suspender la pena de muerte y de ratificar el Protocolo Nº 6 del Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y las Libertades Fundamentales.





Finalmente, el Ejecutivo señala que la consagración de uno de los postulados más relevantes del Estado de Derecho en nuestro país, cual es el respeto y promoción de los derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana, se encuentra en el artículo 19, Nº 1°, de la Constitución Política de 1980, según el cual la Constitución asegura a todas las personas “el derecho a la vida y a la integridad física y psíquica de la persona", así como en la ley Nº 19.734, que derogó la pena de muerte en nuestra legislación penal común y especial, quedando ahora contemplada sólo para determinados delitos cometidos en tiempo de guerra. A lo anterior debe agregarse la ley N° 19.804, que derogó la pena capital para el saldo de los delitos.





El Mensaje expresa que el artículo 1 establece la prohibición de aplicar la pena de muerte a toda persona sometida a la jurisdicción de un Estado Parte en el Protocolo.




En relación a este punto, el Mensaje hace presente que en nuestro país, mediante la ley Nº 19.734, se instauró una pena de presidio perpetuo calificado para aquellos delitos en los cuales se contemplaba la pena capital, con lo cual se obtiene una respuesta eficiente y proporcional a los delitos de mayor gravedad.




Adicionalmente, indica que se reguló un régimen de acceso a la libertad condicional verdaderamente excepcional, que sólo procede en aquellos casos en que el condenado haya demostrado efectivamente idoneidad para su reintegración a la sociedad y haya cumplido al menos 40 años de presidio efectivo, requiriéndose, además, que el máximo Tribunal, reunido en sesión plenaria, lo haya considerado procedente mediante el voto conforme de la mayoría de sus miembros en ejercicio.





En este contexto, el Ejecutivo señala que la aprobación del presente Protocolo constituiría para nuestro país una reafirmación de la situación existente en materia de pena de muerte, la cual subsiste, como se señaló, sólo para determinados delitos cometidos en tiempo de guerra, al haber sido derogada en la legislación penal común y especial mediante las leyes N° 19.734 y Nº 19.804, no pudiendo extenderse a otras figuras penales en conformidad al artículo 4, Nº 2, de la Convención Americana de Derechos Humanos.





El Mensaje señala que, en consecuencia, quedará pendiente la obligación de no aplicar la pena de muerte dentro del territorio nacional a ninguna persona sometida a la jurisdicción del Estado de Chile, incluidos aquellos casos excepcionales en que todavía está vigente y respecto de los cuales será necesario, por ahora, como se indica a continuación, formular la correspondiente reserva.





A continuación, el Ejecutivo indica que el artículo 2 del Protocolo establece la regla general de que no se admitirá ninguna reserva, con excepción de una reserva que prevea la aplicación de la pena de muerte en tiempo de guerra.




El Ejecutivo expresa que en nuestro país, la pena de muerte en tiempo de guerra queda subsistente para los delitos descritos en el Código de Justicia Militar con esta pena, con la excepción de los artículos 351, inciso segundo, y 416, numeral 1º, del mismo Código, siendo común a todos estos tipos penales la existencia de un estado de guerra.





En consecuencia, el Gobierno señala que, en tanto nuestra legislación a este respecto no sea modificada, será necesario formular la reserva establecida en este mismo artículo.





Finalmente, el Ejecutivo indica que los artículos 3 y 4 contemplan las cláusulas usuales en este tipo de instrumentos internacionales, relativas a su ratificación o adhesión y a su entrada en vigor internacional.





3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial, en sesión de la Honorable Cámara de Diputados, el 19 de diciembre de 2006, donde se dispuso su análisis por parte de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana.





La Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana, estudió la materia en sesiones efectuadas los días 23 de enero y 20 de noviembre de 2007, aprobando el proyecto en estudio por siete votos a favor y una abstención.





Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 2 de enero de 2008, aprobó el proyecto, en general y en particular, por setenta y tres votos a favor, ocho en contra y trece abstenciones.




4.- Instrumento Internacional.-  El presente Protocolo consta de un Preámbulo y cuatro artículos, cuyo texto es el siguiente:
“PROTOCOLO A LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS RELATIVO A LA ABOLICIÓN DE LA PENA DE MUERTE





PREÁMBULO





LOS ESTADOS PARTES EN EL PRESENTE PROTOCOLO;





CONSIDERANDO





Que el Artículo 4 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos reconoce el derecho a la vida y restringe la aplicación de la pena de muerte;





Que toda persona tiene el derecho inalienable a que se le respete su vida sin que este derecho pueda ser suspendido por ninguna causa;





Que la tendencia en los Estados americanos es favorable a la abolición de la pena de muerte;





Que la aplicación de la pena de muerte produce consecuencias irreparables que impiden subsanar el error judicial y eliminar toda posibilidad de enmienda y rehabilitación del procesado;





Que la abolición de la pena de muerte contribuye a asegurar una protección efectiva del derecho a la vida;





Que es necesario alcanzar un acuerdo internacional que signifique un desarrollo progresivo de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, y





Que Estados Partes en la Convención Americana de Derechos Humanos han expresado su propósito de comprometerse mediante un acuerdo internacional, con el fin de consolidar la práctica de la no aplicación de la pena de muerte dentro del continente americano.

HAN CONVENIDO

en suscribir el siguiente

PROTOCOLO A LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS RELATIVO A LA ABOLICIÓN DE LA PENA DE  MUERTE

ARTÍCULO 1





Los Estados Partes en el presente Protocolo no aplicarán en su territorio la pena de muerte a ninguna persona sometida a su jurisdicción.

ARTICULO 2





1. No se admitirá ninguna reserva al presente Protocolo. No obstante, en el momento de la ratificación o adhesión, los Estados Partes en este instrumento podrán declarar que se reservan el derecho de aplicar la pena de muerte en tiempo de guerra conforme al Derecho Internacional por delitos sumamente graves de carácter militar.





2. El Estado Parte que formule esa reserva deberá comunicar al Secretario General de la Organización de los Estados Americanos, en el momento de la ratificación o la adhesión las disposiciones pertinentes de su legislación nacional aplicables en tiempo de guerra a la que se refiere el párrafo anterior.





3. Dicho Estado Parte notificará al Secretario General de la Organización de los Estados Americanos de todo comienzo o fin de un estado de guerra aplicable a su territorio.

ARTÍCULO 3





El presente Protocolo queda abierto a la firma y la ratificación o adhesión de todo Estado Parte en la Convención Americana sobre Derechos Humanos.





La ratificación de este Protocolo o la adhesión al mismo se efectuará mediante el depósito de un instrumento de ratificación o de adhesión en la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos.

ARTÍCULO 4





El presente Protocolo entrará en vigencia, para los Estados que lo ratifiquen o se adhieren a él, a partir del depósito del correspondiente instrumento de ratificación o de adhesión en la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos (OEA).”.
DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Gazmuri, colocó en discusión el proyecto. 




El Director Jurídico de la Cancillería, señor Claudio Troncoso, señaló que esta Convención viene a consolidar la abolición de la pena de muerte, ya adoptada en nuestro país para los tiempos de paz, con la dictación de la ley N° 19.734. Añadió que el Tratado contempla la posibilidad de establecer una reserva para mantener dicha pena en aquellos casos en que se considera tal sanción en el Código de Justicia Militar en ciertos delitos de especial gravedad cometidos en tiempos de guerra.





Recordó que existe un proyecto de ley, en actual trámite en el Senado
, que propone derogar la pena de muerte en los casos existentes.





Sin embargo, manifestó que la idea de la Cancillería es actuar en armonía con nuestra legislación vigente, y mientras se mantenga la situación actual deberá plantearse la reserva contemplada en el Protocolo.





Reiteró que el proyecto no hace sino explicitar a nivel internacional nuestra actual normativa a nivel interno, es decir, que se encuentra abolida, salvo para algunos casos establecidos en el Código de Justicia Militar. Añadió que no se innova en la materia.





El Honorable Senador señor Romero consultó acerca de si el Gobierno está dispuesto a presentar la reserva que anunció en el Mensaje.





El Subsecretario de la Secretaría General de la Presidencia, señor Edgardo Riveros, indicó que sí. Aclaró que sólo si se modifica nuestra legislación, con el objeto de abolir la pena de muerte en los delitos militares, la reserva podría ser retirada.





A continuación, el señor Troncoso procedió a hacer entrega de la reserva a la Comisión, cuyo texto es el siguiente:





“El Estado de Chile formula la reserva autorizada por el Artículo 2 párrafo 1 del Protocolo a la Convención Interamericana de Derechos Humanos relativo a la Abolición de la Pena de Muerte, en el sentido de que podrá aplicar la pena de muerte en tiempo de guerra conforme al Derecho Internacional por delitos sumamente graves de carácter militar.”.





La Comisión se mostró conforme con el Protocolo en la medida que se haga la reserva anunciada por S.E. la Presidenta de la República en el punto II. 2. del Mensaje con que acompañó el instrumento internacional, de tal forma que se permite la aplicación de la pena de muerte en tiempo de guerra para los delitos que actualmente la consideran en el Código de Justicia Militar.





El Subsecretario de la Secretaría General de la Presidencia, señor Edgardo Riveros, manifestó el compromiso del Gobierno para presentar la reserva.





Con el compromiso antes señalado, el proyecto de acuerdo fue aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Gazmuri, Larraín, Muñoz Barra y Romero.

- - -





En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:





"Artículo único.- Apruébase el "Protocolo a la Convención Americana sobre Derechos Humanos Relativo a la Abolición de la Pena de Muerte", adoptado en Asunción el 8 de junio de 1990, en el Vigésimo Período Ordinario de Sesiones de la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos, y suscrito por la República de Chile el 10 de septiembre de 2001.".
- - -





Acordado en sesiones celebradas los días 11 de marzo y 1 de julio de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Jaime Gazmuri Mujica (Presidente), Hernán Larraín Fernández, Roberto Muñoz Barra, y Sergio Romero Pizarro.




Sala de la Comisión, a 1 de julio de 2008.
(Fdo.): JULIO CÁMARA OYARZO, Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL TRATADO DE COOPERACIÓN EN MATERIA DE PATENTES

(4964-10)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, de fecha 21 de diciembre de 2006, con urgencia calificada de “simple”.





Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 5 de diciembre de 2007, donde se dispuso su estudio por las Comisiones de Relaciones Exteriores y por la de Hacienda.
- - -





Hacemos presente que, en opinión de la Comisión, el proyecto de acuerdo debe aprobarse con quórum calificado, en virtud de lo dispuesto en el N° 1) del artículo 54 y del inciso segundo del artículo 8°, en relación con el inciso tercero del artículo 66, todos de la Constitución Política de la República. Ello, porque el N° 2), letra a), del artículo 21 del Tratado dispone que las solicitudes de protección sólo pueden hacerse públicas una vez transcurrido el plazo de 18 meses de prioridad.
- - -





Cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.
- - -





A algunas de las sesiones en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe asistieron, en representación del Ministerio de Relaciones Exteriores, el Director del Área Jurídica, señor Claudio Troncoso, y el Director subrogante de la misma, señor Álvaro Arévalo. Asimismo, participaron de la Dirección de Relaciones Económicas de la Cancillería (DIRECON), el Director de Asuntos Multilaterales, señor Igor Garafulic; la Jefa del Departamento de Propiedad Industrial, señora Carolina Belmar, y los Asesores, señores Andrés Guggiana y Patricio Balmaceda.




Asimismo, estuvieron presentes en representación del Ministerio de Economía, la Jefa del Departamento de Propiedad Industrial, señora Bernardita Escobar, y los Asesores Jurídicos, señores Adán González y Carlos Rubio.





Concurrieron también, especialmente invitados:





De la Asociación Chilena de la Propiedad Industrial, ACHIPI, el Presidente, señor Andrés Melossi; el Director Secretario, señor Marcos Morales, y el ex Presidente, señor Sergio Amenábar.





De la Asociación Industrial de Laboratorios Farmacéuticos, ASILFA A.G., el Asesor, señor Jaime Palma.





Del Estudio Jurídico Porzio, Ríos & Asociados, el abogado, señor Marino Porzio.





De Empresas Geintec S.A., el Presidente, señor José Miguel Flores, y el abogado, señor Patricio Acevedo.
- - -
ANTECEDENTES GENERALES





1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:





a) Constitución Política de la República. En su artículo 54, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".





b) Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, del Ministerio de Relaciones Exteriores, del 22 de junio de 1981.





c) Ley N° 19.039, que establece normas aplicables a los privilegios industriales y protección de los derechos de propiedad industrial.





d) Convenio de París para la Protección de la Propiedad Industrial, de 20 de marzo de 1883, revisado en Bruselas el 14 de diciembre de 1900, en Washington el 2 de junio de 1911, en La Haya el 6 de noviembre de 1925, en Londres el 2 de junio de 1934, en Lisboa el 31 de octubre de 1958, en Estocolmo el 14 de julio de 1967 y enmendado el 28 de septiembre de 1979. Promulgado por decreto supremo N° 425, del Ministerio de Relaciones Exteriores, del 8 de abril del año 1991, y publicado en el Diario Oficial de 30 de septiembre de 1991.




2.- Mensaje de S.E. el Presidente de la República.- Hace presente el Mensaje que el Tratado de Cooperación en Materia de Patentes (PCT) ha sido suscrito por más de 130 países. Añade que es un acuerdo internacional administrado por la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual (OMPI).





Indica el Ejecutivo que, desde su creación en 1970, el PCT se ha convertido en una herramienta que ha facilitado tanto a inventores como a empresas la obtención de patentes en varios países, evitando las dificultades propias de requerir la protección de la invención en cada país de forma particular.




Su principal objetivo es simplificar y hacer más económica, para creadores y titulares de invenciones, su protección simultánea en varios países.




Señala el Mensaje que el PCT crea una unión para la cooperación en la presentación, búsqueda y examen de las solicitudes de protección de invenciones, que permite a los nacionales o a los residentes de los Estados que son parte del acuerdo, solicitar la protección de una invención simultáneamente en la totalidad o en algunos de los Estados contratantes.




Añade que el PCT facilita la tramitación de solicitudes, estableciendo un sistema por el que la presentación de una solicitud única produce los mismos efectos que si dicha petición hubiera sido presentada en cada uno de los países designados por los interesados.




Indica el Ejecutivo que no se trata de un procedimiento de concesión de patentes ni tampoco sustituye los registros nacionales, sino que es un sistema de unificación de la tramitación previa a la concesión, que cambia la tramitación país por país y abarata costos.





En consecuencia, agrega, la competencia del Departamento de Propiedad Industrial nacional no se ve afectada, pues la decisión de conceder o denegar el registro solicitado, mediante la vía internacional del PCT, continúa radicada en cada una de las oficinas nacionales.




Expresa el Gobierno que el sistema PCT ha sido concebido para los casos en que se desee obtener patentes en varios países. En consecuencia, sólo es ventajoso en términos económicos cuando se pretenden patentes en una pluralidad de territorios. En los demás casos, la opción de solicitar el registro de acuerdo al procedimiento del sistema nacional de patentes continúa siendo más ventajosa. Por lo tanto, es un sistema complementario al sistema nacional de propiedad industrial establecido en la ley N° 19.039.




Agrega que, desde sus inicios, el PCT ha contado con una gran aceptación. A julio del año 2006, ciento treinta y tres de los ciento ochenta y dos miembros de la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual, son parte contratantes del Acuerdo. Esto significa que más de un setenta y tres por ciento de los miembros de esta agencia especializada de Naciones Unidas han habilitado este sistema para el registro de patentes.




En el contexto latinoamericano, el PCT ha sido suscrito por Argentina, Brasil, Colombia, Costa Rica, Cuba, Ecuador, El Salvador, Guatemala, Honduras, México y Nicaragua.




Explica el Mensaje que nuestros principales socios comerciales, Estados Unidos, la mayor parte de los miembros de la Unión Europea y China, han adherido al PCT. Asimismo, destaca que países con desarrollos tan diversos como Australia, Nueva Zelanda, Canadá, Sudáfrica, Singapur, Nigeria, Egipto, Japón, Malasia e India son parte del mismo.




De acuerdo a la reseña anual, año 2005, del Tratado de Cooperación en Materia de Patentes, los principales usuarios del sistema del PCT son residentes o nacionales de países desarrollados. Sin embargo, reseña que han aumentado los usuarios en los países en desarrollo, en particular, de India, China y de la República de Corea.





Señala el Mensaje que de forma consistente con el desarrollo y la importancia que ha adquirido la protección de los derechos de propiedad intelectual a nivel internacional, los Tratados de Libre Comercio y Acuerdos de Asociación que Chile ha suscrito en los últimos años, contienen una amplia gama de disposiciones en materia de propiedad intelectual e industrial.




Añade que, en términos generales, estas disposiciones tienden a nivelar la legislación chilena con los más altos estándares internacionales de propiedad intelectual, manteniendo el necesario balance entre los legítimos intereses de los titulares de derechos de propiedad intelectual y los legítimos intereses de consumidores y usuarios.





Indica el Ejecutivo que el Tratado de Libre Comercio con los Estados Unidos de Norteamérica, el Tratado de Libre Comercio con la Asociación Europea de Libre Comercio (EFTA, por su sigla en inglés) y el Acuerdo de Asociación entre Chile y la Unión Europea incorporan Capítulos de propiedad intelectual en los que se establecen compromisos en esta materia, y específicamente compromisos respecto a la adhesión o incorporación en la legislación nacional del Tratado de Cooperación en Materia de Patentes.





Respecto al Tratado de Libre Comercio Chile-Estados Unidos, expresa que en las Disposiciones Generales del Capítulo 17 de Propiedad Intelectual, las Partes se han comprometido a ratificar o adherir a diversos Tratados multilaterales de Propiedad Intelectual, señalando en cada caso la fecha específica en que dicha ratificación o adhesión debe realizarse.




De esta forma, Chile se ha obligado a ratificar o adherir, entre otros, a los siguientes tratados: Convención Internacional sobre la Protección de Nuevas Variedades Vegetales (1991); Tratado sobre Derechos de Marcas (1994); Convenio sobre la Distribución de Señales Portadoras de Programas Transmitidas por Satélite (1974), y Tratado de Cooperación en Materia de Patentes. Respecto a este último, Chile y Estados Unidos acordaron que su ratificación o adhesión debía realizarse antes del 1º de Enero de 2007.




En cuanto al Tratado de Libre Comercio Chile-EFTA, el Gobierno señala que las Partes han reafirmado sus obligaciones en virtud de los Tratados de Propiedad Intelectual en que ambos son Parte, por ejemplo, el Acuerdo sobre los Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual relacionados con el Comercio de la OMC y el Convenio de París para la Protección de la Propiedad Industrial, y se han comprometido a realizar esfuerzos para hacerse Parte de determinados tratados internacionales de los que no sean. En particular, el compromiso de hacerse parte del PCT, antes del 1º de Enero de 2007.





Sobre el Acuerdo de Asociación Chile - Unión Europea, de conformidad a su Titulo VI, “Derechos de Propiedad Intelectual”, ambas Partes se comprometen a asegurar una ejecución adecuada y efectiva de las obligaciones contenidas en el Tratado de Cooperación en Materia de Patentes antes del 1º de Enero de 2007.





Refiere el Mensaje, en cuanto a las ventajas del sistema de solicitud internacional vía PCT, que el inventor puede retrasar el comienzo de la tramitación de su solicitud en cada una de las oficinas designadas hasta por un plazo adicional de 18 meses. Durante este plazo, el solicitante puede valorar con mayor certeza la trascendencia económica y comercial de su invención, nombrar agentes y representantes locales, preparar las traducciones.




Señala el Ejecutivo que supone un ahorro sustancial de los costos, en la medida que la solicitud internacional produce los efectos de una solicitud nacional en los Estados designados, el solicitante no tiene necesidad de incurrir en los gastos derivados de la preparación y presentación de una solicitud por cada Estado en que se desea obtener protección. Del mismo modo, no precisa modificar su solicitud internacional a objeto de cumplir con los requisitos formales específicos de cada legislación nacional.




Añade que, como cada solicitud internacional se publica junto con un informe de búsqueda internacional, cualquier tercero está en mejores condiciones de formarse una opinión fundada sobre la posible patentabilidad y preparar adecuadamente eventuales posteriores oposiciones.




Además, aliviana y fortalece la labor de búsqueda y examen de las oficinas nacionales de patentes gracias al informe de búsqueda internacional, el dictamen escrito y, cuando proceda, el informe de examen preliminar sobre la patentabilidad que acompañan a la solicitud internacional.




Finalmente, agrega el Mensaje, favorece la creación de una base de datos de invenciones y nuevos desarrollos, fácilmente accesible y catalogada, en beneficio del público en general y estimula el fortalecimiento del dominio público.




Por otra parte, el sistema del PCT favorece la estandarización internacional de los requisitos formales que las oficinas nacionales de patentes pueden solicitar y contempla una publicación internacional.




En este sentido, la ley nacional no puede exigir que la solicitud internacional cumpla en cuanto a su forma o contenido con requisitos diferentes de los previstos en el Tratado o en su Reglamento o con requisitos adicionales a éstos.




Otra ventaja del PCT, expresa el Ejecutivo, es que establece la posibilidad de sanear los errores, indicando que en ningún caso puede ser rechazada una solicitud internacional por el motivo de que no cumple con los requisitos del PCT o su Reglamento o con la legislación nacional sin antes dar oportunidad al solicitante de corregir dicha solicitud, en la medida y de conformidad con lo previsto por la ley nacional para situaciones idénticas que se presenten en la tramitación de solicitudes nacionales.




El Mensaje deja constancia que, al tenor del artículo 64 del Tratado de Cooperación en Materia de Patentes, se ha decidido formular reservas a dicho instrumento internacional, las que serían informadas al Congreso Nacional oportunamente. Al respecto, cabe señalar que mediante oficio N° 701, de fecha 15 de mayo de 2007, S. E. la señora Presidenta de la República hizo llegar a la Cámara de Diputados el texto de la anunciada reserva que es del siguiente tenor:





“La República de Chile formula reserva a lo previsto en el Artículo 59, sobre Controversias, por lo cual declara no reconocer ni declararse obligado al procedimiento de solución de controversia entre dos o más Estados contratantes allí establecido, el que considera inaplicable a su respecto, de acuerdo a lo señalado en el N° 5 del Artículo 64.”.





3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial, en sesión de la Honorable Cámara de Diputados, el día 10 de abril de 2007, donde se dispuso su análisis por parte de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana. Posteriormente se incluyó también a la Comisión de Hacienda.




La Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana, estudió la materia en sesiones de los días 8 y 15 de mayo, 5, 12 y 19 de junio y 7 y 14 de agosto del año 2007, acordando, por unanimidad, abstenerse de recomendar su aprobación o rechazo, en tanto no se dilucidaren las observaciones de constitucionalidad planteadas.





Consultada la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia sobre la posibilidad de un pronunciamiento del Tribunal Constitucional, en sesión de 17 de julio de 2007, acordó oficiar a la Sala indicando que “las normas del artículo 93 de la Constitución Política de la República son claras en torno a la forma en que proceden los requerimientos ante el Tribunal Constitucional. Sin perjuicio de lo cual si se requiere alguna opinión acerca del Tratado de Cooperación en Materia de Patentes (PCT), (Boletín N° 4.964-10) y sus características de constitucionalidad o inconstitucionalidad resulta necesario que se tramite en esta Comisión el fondo del citado tratado.”.




La Comisión de Hacienda por su parte, conoció el proyecto en sesiones de 4 y 11 de septiembre de 2007, aprobándolo por unanimidad.




Posteriormente, y teniendo en cuenta el pronunciamiento de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana, emitió un informe complementario, en sesión efectuada el día 16 de octubre de 2007, en el que recomienda por unanimidad aprobar el proyecto en estudio.




Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 4 de diciembre de 2007, aprobó el proyecto, en general y en particular, con 99 votos a favor, ninguno en contra y cuatro abstenciones.




4.- Instrumento Internacional.- Este Tratado se estructura sobre la base de sesenta y nueve artículos, agrupados en ocho Capítulos, y un Reglamento anexo, cuyo contenido se reseña a continuación:





Procedimiento de Otorgamiento de la Patente Regulado en el PCT.





Para el otorgamiento de patentes vía PCT, intervienen tres instituciones distintas. Una oficina receptora de la solicitud, que recibe la solicitud, otorga fecha de presentación internacional y examina los aspectos formales de la documentación; la oficina internacional de la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual; y la administración encargada de la búsqueda internacional para el correspondiente informe sobre las anterioridades que afecten a la solicitud.




El procedimiento que establece el PCT consta de dos fases fundamentales:




- Fase Internacional, que se lleva a cabo ante la oficina receptora, la oficina internacional de la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual y la administración encargada de la búsqueda internacional y del examen preliminar internacional.




A la vista del informe, el solicitante podrá continuar la tramitación en las oficinas nacionales de cada Estado designado en la solicitud.




- Fase Nacional, que tiene lugar ante las oficinas nacionales designadas.





Fase Internacional.




El Capitulo I del PCT regula la presentación de la solicitud y la búsqueda internacional.




Todas las solicitudes pueden ser presentadas tanto en papel como en formato electrónico, vía e mail o mediante soportes digitales. La presentación de solicitudes en formato electrónico conlleva la reducción en el importe de la tasa internacional. Los programas computacionales para la presentación en formato digital de las solicitudes de patentes utilizando el PCT son proporcionados de forma gratuita por la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual.





Chile, como todos los países que son miembros de la Unión PCT, estará habilitado para actuar como oficina receptora de solicitudes de patentes PCT. Recibida la solicitud, la oficina receptora otorga una fecha de presentación y comprueba si ella cumple con los requisitos del Tratado y su Reglamento. Tras ello remite el original a la oficina internacional de la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual y la copia de búsqueda a la administración de búsqueda internacional.





Cada Estado miembro del PCT determina cuál es la oficina receptora competente. La solicitud debe redactarse en castellano en el caso de Chile. Asimismo, la publicación de la solicitud del informe de búsqueda internacional se realizará en castellano. La cobertura geográfica de la solicitud dependerá de los Estados en que se desee obtener la protección.





Los solicitantes PCT generalmente pagan tres tipos de tasas: una tasa de presentación internacional, una tasa de búsqueda, y una pequeña tasa de transmisión que varía en función de la oficina receptora. Estas tasas abarcan la presentación, la búsqueda y la publicación de la solicitud internacional, y se deben abonar en la moneda aceptada por la oficina receptora.





La administración de búsqueda realiza un informe, llamado de “búsqueda internacional”, que tiene por objeto descubrir documentos existentes en el estado de la técnica que pudieran ser relevantes para determinar la novedad y actividad inventiva de la invención objeto de una solicitud internacional. Ésta se realiza sobre la documentación mínima recogida en la regla treinta y cuatro del PCT que comprende más de veinte millones de documentos de literatura de patente y no patente.





Este informe puede ser realizado por alguna de las siguientes oficinas nacionales designadas por los Estados contratantes del PCT, que actualmente son: Australia, Austria, Canadá, China, España, Estados Unidos de América, la Federación Rusa, Finlandia, Japón, la República de Corea y Suecia, y la Oficina Europea de Patentes. La disponibilidad de una administración encargada de la búsqueda internacional viene determinada por la oficina receptora de la solicitud. Algunas oficinas receptoras ofrecen más de una opción.





Al mismo tiempo que elabora el informe de búsqueda internacional, la administración encargada de la búsqueda formula un dictamen escrito preliminar y no vinculante sobre si la invención parece cumplir los criterios de patentabilidad teniendo en cuenta los resultados de la búsqueda. Ese dictamen se envía al solicitante y a la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual junto con el informe de búsqueda internacional. Los solicitantes pueden responder este dictamen.





Si el solicitante no pide que se lleve a cabo el examen preliminar internacional, este dictamen escrito sirve de base al informe preliminar internacional sobre la patentabilidad que la oficina internacional de la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual comunicará a todas las oficinas de patentes de los Estados contratantes del PCT que lo soliciten. Este informe se pone a disposición del público una vez transcurridos treinta meses contados desde la fecha de prioridad.





La publicación internacional, por su parte, tiene por objeto divulgar internacionalmente la solicitud presentada junto con el informe de búsqueda internacional. Esta publicación ocurre poco después de transcurridos dieciocho meses desde la fecha de prioridad; si bien el solicitante puede pedir que su solicitud sea publicada en cualquier momento antes de la expiración de dicho plazo. Los idiomas de publicación son el alemán, chino, español, francés, inglés, japonés y ruso.





El Capitulo II del PCT regula el examen preliminar internacional que se elabora por las oficinas autorizadas para hacer este análisis y cuyo resultado es un “informe preliminar internacional sobre patentabilidad”. Las oficinas autorizadas son las mismas que han sido autorizadas para hacer los informes de búsqueda internacional.





Este examen es una segunda evaluación de la posible patentabilidad de la invención. Consiste en un dictamen sobre el cumplimiento de los criterios de patentabilidad, que debe ser considerado por las oficinas pero no resulta vinculante sobre el alcance de la invención reivindicada en cuanto a su novedad, nivel inventivo y aplicabilidad industrial.





Se trata de una etapa facultativa y no obligatoria dentro del PCT. Por lo tanto, la solicitud de este examen es una decisión que queda entregada al solicitante y está sujeta al pago de dos tasas: la tasa de tramitación y la tasa de examen preliminar. La ventaja de solicitar este examen es que le permite posponer la entrada nacional hasta los treinta meses, que de otro modo debería ocurrir hasta el mes veinte contado desde la fecha de prioridad. Ello siempre y cuando la decisión de solicitar el examen preliminar sea informada antes de que transcurran los primeros diecinueve meses.





La utilidad de este informe radica en que sirve para dar una indicación certera de la viabilidad de la invención que se desea patentar. En caso que el informe sea desfavorable, el solicitante tiene la oportunidad de modificar las reivindicaciones e, incluso, puede decidir no continuar con los procedimientos nacionales ante las oficinas designadas en la solicitud, con lo que evita costos de preparación de copias, con su traducción para iniciar los correspondientes procedimientos ante las oficinas nacionales.




Fase Nacional





En esta etapa, cada una de las oficinas nacionales designadas pasa a analizar la concesión de la patente. Para ello previamente el solicitante, a la vista del informe de búsqueda internacional y del examen preliminar, si fue solicitado, deberá dar inicio a la fase nacional.





Esta fase se inicia después que el solicitante haya decidido si desea continuar la tramitación de la solicitud, mediante las siguientes actuaciones: presentación en cada una de las oficinas nacionales designadas en las que se desee perseverar, de una traducción de la solicitud internacional en el idioma del Estado; abono de la tasa correspondiente establecida por cada oficina para una solicitud nacional; y dar cumplimiento a las normas que cada Estado tenga establecidas sobre representación o nombramiento de un mandatario.





En la mayoría de las oficinas de patentes, esas operaciones deben realizarse antes de finalizar el trigésimo mes contado a partir de la fecha de prioridad, de lo contrario cesarán los efectos, lo cual equivaldría a una retirada de la solicitud por la parte solicitante.





Durante la fase nacional, el proceso por el cual se tramitará la solicitud internacional es el procedimiento ordinario aplicable a las solicitudes nacionales previsto en nuestra ley N° 19.039, de Propiedad Industrial. Esta legislación determina el estado anterior de la técnica, nivel inventivo, aplicabilidad industrial y demás requisitos de patentabilidad. Asimismo, puede establecer la exigencia de una serie de requisitos de orden formal respecto de las solicitudes PCT (exigencia de actuar mediante mandatario, proporcionar la identidad del inventor, etc.). Por lo que respecta al plazo para cumplimentar las exigencias derivadas de la ley nacional, el Tratado PCT no contempla el plazo que debe ser otorgado al solicitante, pero establece que deberá ser, en todo caso razonable.




Reglamento.




El Tratado contiene un Reglamento Anexo, el cual, según el artículo 58, consigna todas las cuestiones o procedimientos administrativos necesarios para la ejecución de las disposiciones del Tratado.
- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Gazmuri, ofreció la palabra al Director de Asuntos Multilaterales de la DIRECON, señor Igor Garafulic, quien señaló que el 10 de abril de 2007 el Gobierno envió al Congreso el proyecto de acuerdo aprobatorio del Tratado de Cooperación en Materia de Patentes (PCT, por sus siglas en inglés). Añadió que este proyecto fue aprobado en la Honorable Cámara de Diputados con el voto favorable de 99 diputados de 119 en ejercicio.





Manifestó que el Tratado de Cooperación en Materia de Patentes, como su nombre lo indica, busca promover la cooperación entre los países a fin de facilitar los procedimientos conducentes para el reconocimiento de las creaciones del intelecto en diversos Estados, ya que, como es sabido, las invenciones se protegen mediante patentes.





Indicó que este Acuerdo entró en vigor el año 1970 y que actualmente cuenta con 139 países miembros. Añadió que en la región latinoamericana y el Caribe son parte de este Tratado 18 de sus 33 países: Antigua y Barbuda, Barbados, Belice, Brasil, Colombia, Perú, Costa Rica, Cuba, República Dominicana, Dominica, Ecuador, El Salvador, Guatemala, Honduras, México, Nicaragua, Saint Kitts and Nevis, y Saint Vincent and the Grenadines. Agregó que el PCT es administrado por la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual (OMPI).




Explicó que el PCT es un sistema que facilita la tramitación de patentes pero no regula la concesión de las mismas, ya que la decisión queda radicada exclusivamente en la ley y en las autoridades de cada país. Señaló que este sistema consta de dos fases: una fase internacional, de solicitud; búsqueda internacional; informe sobre el estado del arte respecto de la invención que se quiere patentar, y de publicación internacional; y una fase nacional, que se rige exclusivamente por las normas internas de cada país para el registro de invenciones.




Enfatizó que, en consecuencia, el sistema PCT es complementario al sistema de solicitud y registro nacional de patentes que actualmente administra el Departamento de Propiedad Industrial de la Subsecretaría de Economía (futuro Instituto de Propiedad Industrial).




Destacó que las principales ventajas del PCT dicen relación con el abaratamiento de los costos de solicitud y registro para los inventores nacionales y con el acceso a bases de datos con información de los desarrollos innovadores que se están registrando mediante este sistema, de forma de determinar la viabilidad, más allá de las fronteras nacionales, de una invención de aparente alcance mundial.




Además, resaltó que el PCT es una herramienta adicional para los inventores nacionales, pues es un sistema alternativo a la presentación de solicitudes de patentes país por país, que es lo que tienen hoy en día los inventores chilenos. En la situación actual los inventores chilenos que desean proteger sus invenciones en mercados como Estados Unidos, Japón o la Unión Europea deben presentar distintas solicitudes en cada uno de los países en los que desean proteger su invención, pagando traducciones según la nación en que se solicita y, además, honorarios a los abogados locales a través de los cuales están obligados a actuar, pues los formularios y regulaciones varían según cada Estado, sin tener certeza de si en definitiva obtendrán o no el registro de su patente. Añadió que lo anterior obliga a los solicitantes a incurrir en importantes gastos que muchas veces inhiben el registro de patentes en los principales destinos de las exportaciones chilenas.





Indicó que mediante una presentación de solicitud internacional única se reducen los costos de tramitación para los usuarios, lo que se traduce en ahorro en honorarios de abogados, traducción y tasas iniciales.




Asimismo, agregó que el procedimiento PCT otorga mayor tiempo, treinta meses, en vez de los doce meses con que cuentan hoy en día, luego de presentada una primera petición, para presentar solicitudes en los demás países, y una mayor información para evaluar en cuáles de los 139 países del PCT solicitará finalmente protección.




Aclaró que la tendencia en el uso de este sistema internacional va en aumento, sobre todo en los países en desarrollo. Así, en el año 2007 las solicitudes PCT de países en desarrollo aumentaron aproximadamente un 23,4%, respecto del año 2006. Añadió que México incrementó las solicitudes PCT, pasando de 167 en el año 2006 a 182 en el año 2007; Colombia, por su parte, durante los mismos periodos aumentó de 29 a 45 solicitudes, y China, desde el año 2003 al 2007, ha pasado de 1.295 a 3.945 solicitudes de patentes vía PCT. Asimismo, destacó que durante el año 2007, fueron presentadas 17 solicitudes PCT por parte de inventores chilenos, los que debieron usar vías indirectas para poder beneficiarse del sistema.




Finalmente señaló que la adhesión al PCT es un compromiso expresamente asumido por Chile a través de los Tratados de Libre Comercio firmados con 3 de nuestros principales socios comerciales: Estados Unidos, Unión Europea y la Asociación Europea de Libre Comercio (EFTA), que debió implementarse a enero del año 2007, por lo que urgió su pronta aprobación.





Posteriormente, la Comisión, en la siguiente sesión, recibió en audiencia a la Asociación Chilena de la Propiedad Industrial (ACHIPI), a la Asociación Industrial de Laboratorios Farmacéuticos (ASILFA), al abogado experto en Propiedad Industrial, señor Marino Porzio, y al Presidente de Empresas Geintec S.A., señor José Miguel Flores.




El Presidente de la Asociación Chilena de la Propiedad Industrial (ACHIPI), señor Andrés Melossi, señaló que el Tratado de Cooperación en Materia de Patentes regula el derecho a la propiedad sobre patentes de invención. Añadió que las citadas patentes constituyen un derecho de exclusiva, desde el punto de vista jurídico, o un monopolio, desde el punto de vista económico, respecto de la tecnología que cumpla con los requisitos de novedad, altura inventiva y aplicación industrial.





Explicó que esta característica se relaciona con el artículo 19, Nº 23°, de la Constitución Política de la República que reconoce la libertad para adquirir todo tipo de bienes, entre los cuales se encuentran los derechos que recaen sobre invenciones susceptibles de ser patentadas.





Advirtió que nuestro país, en su opinión, no estaría obligado a aprobar el Convenio en estudio, porque el compromiso del Estado de Chile, tanto al suscribir el Tratado de Libre Comercio con Estados Unidos de América como el Acuerdo de Asociación con la Unión Europea, se circunscribiría a una versión del PCT que no tendría vigencia en la actualidad.





Agregó que los dos principales efectos del PCT son: primero, que una solicitud internacional recibida en cualquiera oficina receptora de un Estado parte produce los mismos efectos que una solicitud nacional en todos los países miembros, y, segundo, que se conceden treinta meses para iniciar la fase nacional. Puntualizó que actualmente el plazo es de doce meses, según está establecido desde 1883 por el Convenio de París sobre Protección de Propiedad Industrial.





Explicó que el efecto particular del PCT permite entonces que cualquier solicitante de una patente de invención, no solo el titular de una patente concedida, pueda ejercer acciones penales y civiles para impedir que otra persona comercialice o use con fines comerciales de cualquier tipo, el producto o proceso en vías de patentarse, según lo establecen los artículos 52, letra d, y 106 y siguientes de la ley N° 19.039.





Durante ese período, añadió, constituiría un ilícito el uso de la tecnología en cuestión, a pesar de que pudiere no traducirse posteriormente en una solicitud de patente de invención en fase nacional. Lo anterior dice directa relación con importantes garantías consagradas en la Constitución Política de la República. A saber, la del artículo 19, Nº 21°, que consagra la libertad para desarrollar cualquier actividad económica lícita, la del artículo 19, Nº 23°, que regula el derecho para adquirir todo tipo de bienes, y la del artículo 19, Nº 24°, que establece el derecho de propiedad.





Lo anterior, opinó, bloquea el desarrollo de tecnología. Agregó que del total de solicitudes mundiales PCT, sólo un porcentaje menor ingresa a fase nacional, como lo demuestran los casos de Brasil y México, menores al 10%.





A continuación, analizó la constitucionalidad del PCT a la luz de las normas anteriores, en consideración a que, de acuerdo con las cifras oficiales de la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual, el 93,7% de las solicitudes PCT proviene de los países desarrollados y la estimación de uso del sistema por parte de chilenos fue de 0,0055%. En otras palabras, expresó que del universo de solicitudes PCT presentadas el año 2006 (145.300), sólo 8 serían chilenas, según cifras oficiales de mayo de 2007.




Señaló que también debe analizarse la constitucionalidad de ese precepto del PCT en consideración a que el 100% de las solicitudes internacionales PCT no se traducen en fases nacionales en los países de nivel de desarrollo como el de Chile, siendo sólo un porcentaje que fluctúa entre 10% a 15% el que se concreta como solicitudes nacionales. O sea, el 90% o el 85% de la tecnología patentable no podría ser utilizada por chilenos durante treinta meses, es decir, dieciocho meses más de lo que establece el Convenio de París, cuestión que para muchos crea incertidumbre para el desarrollo y emprendimiento en todo tipo de actividades económicas a las que pudieren referirse dichas solicitudes de patente de invención en fase internacional. Este beneficio, por el tiempo señalado, queda establecido aun cuando no se concrete la fase nacional chilena.





Ello se traduce en que también se vean afectadas las garantías constitucionales del derecho a la propiedad y de propiedad, ya que dentro del plazo del PCT no sería lícito el uso, fabricación o comercialización de cualquier tipo de los objetos materia del invento o proceso correspondiente a la solicitud de patente en fase internacional.





En tercer lugar, indicó que el Tratado PCT crea una Unión, la que es gobernada por una Asamblea que tiene potestad normativa para modificar el Tratado y su Reglamento en algunas materias. Añadió que dichas modificaciones se adoptan con quórum determinados, por lo que serían vinculantes para Chile, aún con su voto en contra.





En su opinión, muchos de esos asuntos en los que recae la potestad normativa, son materias de ley de acuerdo con la Constitución Política de la República. Por lo tanto, el PCT produciría una externalización de la soberanía de Chile en dos aspectos: respecto del funcionamiento de órganos que forman parte de la Administración del Estado de Chile y respecto de ciertas potestades legislativas.





Hizo notar que las delegaciones de soberanía mencionadas en la discusión parlamentaria que dio origen a la última reforma de la Constitución Política de la República se referían a materias jurisdiccionales como el reconocimiento de mecanismos de solución de controversias –jueces árbitros internacionales-, así como a la consagración y respeto de los Derechos Humanos, pero nada se habló respecto de la asignación de derechos de propiedad sobre tecnología a favor de particulares.





Entre las materias del Reglamento del PCT que podría modificar la Asamblea y que serían materias de ley de acuerdo con la Constitución Política de la República de Chile señaló las siguientes: establecimiento de requisitos que deben cumplir la Administración encargada de la búsqueda internacional; procedimiento ante la Administración encargada de la búsqueda internacional, establecimiento de tasas y destino de fondos de las mismas; traducción e idioma de las búsquedas internacionales; publicación, oportunidad e idioma; imposibilidad de establecer otros requisitos de forma y contenido de las solicitudes, por los Estados parte; modificación de plazo y detalles del procedimiento; creación de órgano interno – Comité de Asistencia Técnica-; atribución consistente en el establecimiento de exigencias a las oficinas nacionales; establecimiento de la cuantía de las contribuciones de cada Estado miembro; facultades generales para modificar el Reglamento y establecimiento de quórum.




Indicó, entre otras materias del Tratado PCT que pueden ser modificadas por la Asamblea, las siguientes: el quórum para el funcionamiento de la Asamblea; la facultad para crear un Comité Ejecutivo y la oportunidad en que sesiona la Asamblea; el funcionamiento del Comité Ejecutivo de la Asamblea; las demás tareas que correspondan a la Secretaría Internacional; la facultad para crear un Comité de Cooperación Técnica y sus funciones, y las disposiciones sobre finanzas.





Hizo presente que todos los preceptos anteriores deben ser estudiados a la luz de las normas de la Carta Fundamental, en especial, los relativos a: garantías constitucionales de derecho a la propiedad y libertad para emprender; externalización de funciones propias de órganos de la Administración Central del Estado; externalización de funciones propias del Congreso Nacional, y situación de asimetría en el control constitucional de normas de un mismo rango legal, ya que algunas serían materia de leyes de quórum.





Concluyó señalando que su Asociación busca el establecimiento de un sistema de patentes de invención moderno, que no sea objeto de cuestionamientos en virtud del principio de la supremacía constitucional, a efecto de que la concesión de derechos de patentes de invención otorgue a sus titulares la seguridad jurídica propia de un sistema eficaz.





Por último, agregó que ACHIPI ha podido manifestar sus puntos de vista ante el Congreso Nacional con ocasión de la tramitación de los Tratados de Libre Comercio, oportunidad en la que el Honorable Congreso solicitó al Gobierno la formulación de una reserva o declaración interpretativa a sus contrapartes con el fin de hacer valer el principio de supremacía constitucional antes mencionado. Por ello, solicitó que se revise constitucionalmente el Tratado de Cooperación en Materia de Patentes por el organismo pertinente.





A continuación, el asesor de la Asociación Industrial de Laboratorios Farmacéuticos (ASILFA), señor Jaime Palma señaló que el Tratado de Libre Comercio con los Estados Unidos de Norteamérica y el Acuerdo de Asociación entre Chile y la Unión Europea establecen como condición obligatoria que Chile suscriba y ratifique el PCT, antes del 1 de enero de 2007.




Señaló que el rubro farmacéutico se ha adaptado a las reformas que ha sufrido la ley sobre propiedad intelectual en los años 1991, 2005 y 2007.





Agregó que no tienen objeciones de constitucionalidad, por cuanto el Tratado regula solamente el registro, y no modifica la necesidad de tramitar la patente en Chile.





Hizo presente que el plazo de treinta meses es excesivamente amplio, habida consideración que el 92% de las patentes solicitadas no llegan nunca a inscribirse en Chile.




Agregó que el PCT tiene dos Capítulos importantes, el Nº I, que regula la presentación de la solicitud y la búsqueda internacional, y el Nº II, que reglamenta el examen preliminar internacional, que se elabora por las oficinas autorizadas para hacer este análisis y cuyo resultado es un informe preliminar internacional sobre patentabilidad.





Recordó que los países contratantes del PCT pueden, de acuerdo al artículo 64 del texto, realizar reservas al Tratado, con el fin de no obligar a dicho Estado a cumplir con determinado tipo de obligaciones, caso que podría ocurrir con el Nº 1) del artículo 64, mediante el cual un Estado contratante podría eximirse de la aplicación del Capítulo II del PCT, referido al examen preliminar internacional.





Señaló que el Ejecutivo, en atención a lo señalado en el Mensaje, ha realizado la siguiente reserva:





“La República de Chile formula reserva a lo previsto en el artículo 59 sobre Controversias, por lo cual declara no reconocer ni declararse obligado al procedimiento de solución de controversias entre dos o más Estados contratantes allí establecido, el que considera inaplicable a su respecto, de acuerdo a lo señalado en el Nº 5 del artículo 64.”.





Añadió que, si bien la reserva planteada por el Ejecutivo es positiva, ella resulta insuficiente, ya que no considera la posibilidad de excluir la aplicación del Capítulo II del PCT, sobre examen preliminar internacional, que estuvo en la voluntad política de las autoridades chilenas que formaron parte del equipo negociador, tanto del TLC Chile-USA como en el caso del Acuerdo con la Unión Europea.





Por lo expuesto, estimó conveniente que a la reserva planteada por el Gobierno, se adicione lo referido al número 1), letras a) y b), del artículo 64, en el sentido que el Capítulo II del PCT, sobre el informe preliminar internacional, no sea aplicable a nuestro país, lo cual se lograría con una redacción del siguiente tipo:





“La República de Chile declara que se acoge a las reservas contenidas en los números 1) y 5) del artículo 64 del PCT, en cuanto a no aplicar el Capítulo II del mismo y a lo previsto en el artículo 59 sobre Controversias, determinando no reconocer ni obligarse al procedimiento de solución de controversias entre dos o más Estados contratantes allí establecido.”.





Concluyó que la reserva así planteada, conlleva las siguientes ventajas:





En primer lugar, disminuye la posibilidad de incurrir en aspectos no constitucionales que puede acarrear la adhesión al PCT, según lo planteado por algunos sectores como ACHIPI, lo cual no es menor.




En segundo término, al excluir la aplicación del Capítulo II del PCT evita la duplicación de costos (uno de los objetivos incluidos en el Mensaje del Ejecutivo), ya que no cancela las tasas del informe preliminar internacional, toda vez que igual se deben pagar los honorarios periciales del examen de fondo en la fase nacional.





Por último, se tiene una mayor libertad para determinar la patentabilidad de ciertas invenciones conforme a criterios de novedad, nivel inventivo y aplicación industrial que son propios de nuestra realidad.




Luego, el abogado experto en propiedad industrial, señor Marino Porzio, señaló que pretende consignar su opinión, a título personal, acerca de la realidad actual del Tratado de Cooperación en Materia de Patentes (PCT) y sobre algunos aspectos más relevantes del mismo. Sin embargo, advirtió que no se referirá a la temática de la constitucionalidad del Tratado, que ha sido objeto de debate, y sobre la cual opinó que existen opiniones más autorizadas.




Indicó que el Tratado PCT fue adoptado por la Conferencia Diplomática de Washington, convocada por la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual (OMPI), el 19 de junio de 1970. Añadió que ha sido objeto de dos modificaciones: el 2 de octubre de 1979 y el 3 de febrero de 1984. Agregó que el Tratado PCT entró en vigor en 1978, y que, a la fecha, 139 países son miembros del mismo, es decir, la gran mayoría de los 184 miembros de la OMPI.





Recordó que el Gobierno de Chile se comprometió a materializar su adhesión al Tratado PCT antes del 1º de enero del año 2007. Tal compromiso se contiene en el Tratado de Libre Comercio con los Estados Unidos de América de 2004, en el Acuerdo de Complementación Económica con la Unión Europea de 2003, y en el Tratado de Libre Comercio con los Estados EFTA de 2004.





Añadió que en América Latina son miembros del PCT, Brasil, Colombia, Costa Rica, Cuba, Ecuador, El Salvador, Guatemala, Honduras, México, Nicaragua y la República Dominicana. En tanto, indicó que no son parte Argentina, Bolivia, Chile, Haití, Panamá, Paraguay, Perú, Uruguay y Venezuela.




Señaló que el PCT es un Tratado de tipo instrumental o procesal y no constitutivo de derechos. Añadió que las obligaciones que establece para sus miembros dicen relación directa con el funcionamiento del sistema que establece.





Explicó que el PCT nace en un momento del desarrollo del sistema internacional de patentes en que se hacía necesario buscar una fórmula para simplificar y abaratar la obtención de la misma en varios países. Explicó que el gran desarrollo de la tecnología, asociado al desarrollo económico e industrial, resultó en un incremento importante de invenciones en sectores claves y, en consecuencia, en la necesidad de obtener patentes para utilizar dichos descubrimientos en la industria del mayor número posible de países dentro de un marco de seguridad legal. Añadió que la globalización, por su parte, amplió considerablemente el número de países en que resultaba conveniente o indispensable contar con una patente, a fin de obtener un alcance geográfico de protección que permitiera a las empresas dueñas de tales inscripciones utilizarlas sin problemas en la industria y en el comercio internacional.





Agregó que la obtención de tales patentes llevaba necesariamente a iniciar procesos de patentamiento en cada uno de los países que interesaban al dueño de la invención, debiendo en cada uno de ellos someterse naturalmente al proceso legal existente para comprobarla. Añadió que cada uno de estos procesos implicaba repetir operaciones muy similares en cada uno de ellos, lo que resultaba en una duplicidad sin mayor interés práctico, pero además, onerosa, incrementando de manera importante el costo asociado a la explotación de una tecnología determinada. Agregó que estas operaciones se refieren principalmente a la búsqueda sobre el estado de la técnica y al examen para comprobar la existencia de los requisitos principales de patentabilidad de una invención, como son, la novedad y la altura inventiva.





Manifestó que, en estas circunstancias, en el seno de la OMPI en Ginebra, comenzó a gestarse la idea de un acuerdo internacional que ofreciera la simplificación de los trámites y la disminución de los costos del patentamiento internacional, mediante la centralización de algunas tareas que serían efectuadas inicialmente una sola vez y, posteriormente, de ser necesario, podrían repetirse o ampliarse.





Así, el Acuerdo establece una fase internacional de tramitación que comienza con el ingreso de una solicitud de patente única (solicitud internacional) que tiene, en principio, validez para todos los países miembros del Tratado. Para la tramitación de tal solicitud, se establece la centralización de las tareas de búsqueda internacional necesarias para comprobar la novedad de la invención. Agregó que tal búsqueda internacional es efectuada por un número reducido de oficinas, sujetas a un mismo reglamento, que se encargan de efectuar la búsqueda de manera idéntica, una sola vez, con validez para todos. Hizo presente que estas búsquedas consisten en una tarea absolutamente objetiva, de identificación de documentos, en las que la importancia reside en contar o tener acceso a todos los documentos publicados sobre la materia objeto de la invención de que se trata, a fin de que la autoridad nacional que más tarde se encargará del otorgamiento de la patente, pueda tener una base sólida para determinar si la invención que se pretende patentar ha sido ya anticipada de manera importante, lo cual haría imposible el otorgamiento de la patente.





Indicó que resulta poco práctico, y bastante costoso, practicar tal búsqueda en diez, veinte o treinta países, cuando todos revisarán exactamente los mismos documentos, sólo que desde lugares diferentes.





Relató que una situación similar acontecía con el examen de las invenciones, por lo que se incluyó también en el PCT, pero en este caso de manera voluntaria, para aquellos países a quienes podía interesar.




Explicó que, por lo menos originalmente, se trataba de facilitar y abaratar el proceso para los inventores, ya que, dada la importancia tecnológica y económica de sus invenciones, tenían interés en patentarlas en un gran número de países. Observó que, no obstante, con el correr de los años, el sistema se ha hecho útil también en otros casos.





Señaló que, en definitiva, una solicitud tramitada vía PCT producirá un informe de búsqueda internacional y, en algunos casos, también un informe de examen de patentabilidad, que permitirán al inventor planificar los pasos siguientes y decidir, teniendo a su disposición un plazo determinado, en cuales países miembros del Tratado PCT le interesa tramitar su solicitud con miras a obtener una patente nacional. Agregó que tal fase nacional se tramita individualmente en cada uno de los países que interesan al dueño de la patente, cuyas autoridades tendrán también a su disposición los informes de búsqueda y, en algunos casos, de examen, que no siendo en absoluto obligatorios, las orientarán y les evitarán repetir completamente una operación idéntica, limitándose a considerar los aspectos técnicos de mayor interés para el país y comprobar, si la solicitud y los resultados de los exámenes practicados, se ajustan en cada caso particular, a las disposiciones legales del país para decidir el otorgamiento o la denegación de la patente.




Informó que el Tratado PCT, al momento de su entrada en vigencia, en 1978, contaba con 20 Estados miembros, en 1980 con 30, en 1990 con 45, en el año 2000 con 108 y, a la fecha, con 139. Agregó que las solicitudes de patentes de diferentes países, procesadas por el sistema PCT, fueron 20.000 en 1990; 40.000 en 1995; 60.000 en 1997; 80.000 en 1999; 100.000 en 2001; 120.000 en 2004 y 160.000 en 2007.





Reflexionó que resulta interesante constatar que de la cifra de 160.000 para 2007, 53.000 solicitudes corresponden a los Estados Unidos de América, 28.000 a Japón, 18.000 a Alemania, 7.000 a la República de Corea, 6.500 a Francia, 5,600 al Reino Unido, 5.500 a China, 4.000 a los Países Bajos, 3.700 a Suiza, 3.600 a Suecia, 2.900 a Italia, 2,800 a Canadá y 2.000 a Australia. Observó que en cada uno de estos países se presenta cada año un número muy superior de solicitudes y que, aparentemente, están usando el sistema PCT sólo para tramitar algunas de ellas.





Agregó que otro dato interesante que refleja la tendencia del patentamiento mundial, indica que el número más grande de solicitudes de patente tramitadas mediante el sistema PCT corresponde al sector eléctrico y electrónico; el segundo grupo, al sector de instrumentos, entre ellos, semiconductores, instrumental óptico, instrumental de mediciones, instrumental médico y el de ingeniería nuclear; el tercer grupo más numeroso corresponde a invenciones en el sector químico y de materiales; el cuarto, al sector farmacéutico y de biotecnología; el quinto, a ingeniería de procesos; el sexto, a maquinarias, mecánica y transporte y el séptimo, a bienes de consumo e ingeniería civil.





Señaló que las cifras anteriores vienen a demostrar que el Tratado PCT, en sus treinta años de vigencia se ha transformado en un instrumento activo del sistema de patentes en la gran mayoría de los países del mundo.





Concluyó que un examen adecuado del PCT debería determinar, entre otras cosas, si el sistema que instituye el Convenio puede o no resultar útil para los inventores interesados en obtener patentes en Chile y además, para innovadores chilenos interesados también en patentar en muchos países. Añadió que, de la misma manera, sería interesante determinar si el sistema del Tratado puede resultar útil para las autoridades chilenas encargadas de la tramitación de tales patentes, teniendo presente, sin embargo, que la tramitación nacional y por ende, el otorgamiento o denegación de la patente que se solicita en Chile, se ajustará exclusivamente a la ley chilena.





Precisó que, para la autoridad chilena, el Departamento de Propiedad Industrial, el informe internacional de búsqueda no le será obligatorio. Añadió que el Estado verá si acepta o no una patente, independientemente del informe.





Finalmente, manifestó que nuestro país ha usado muy poco este sistema.




A continuación, en representación de GEINTEC, concurrió su Presidente señor José Miguel Flores, quien manifestó que tiene una vasta experiencia en estudios de patentabilidad, financieros y comerciales, contribuyendo en su momento a la creación de la Unidad de Propiedad Industrial de la Universidad de Concepción.





Señaló que el PCT regula aspectos de forma y no de fondo de la patentabilidad, al mismo tiempo que facilita y simplifica la tramitación internacional de solicitudes de patente de invención. Enfatizó que la decisión sobre requisitos de patentamiento es soberana de cada país miembro. Agregó que es un sistema complementario y opcional al Convenio de París y complementa el sistema nacional, pero no lo modifica.





Añadió que experiencias similares en otras naciones han traído como consecuencia un aumento significativo de la tramitación de patentes en dichos países. Además el PCT mejora sustancialmente el acceso a la información tecnológica.





Enfatizó que no afecta el derecho de propiedad, por cuanto no regula la adquisición, la pérdida o el ejercicio del mismo, los cuales se rigen por las leyes de cada país. Indicó que la única modificación es que amplía el derecho de prioridad en 18 meses, lo que beneficia esencialmente a los pequeños innovadores, ya que no incrementa los costos de tramitación internacional, por cuanto abarata sustancialmente los gastos por corresponsalía.





Estimó finalmente que esta herramienta es consecuente con la política de incentivar la innovación, porque facilita el acceso a más y mejores fuentes de creación, permite a los innovadores chilenos aumentar el espectro de países en los cuales pueden obtener protección a través de una sola solicitud y aumenta el plazo para la planificación del negocio y la transferencia tecnológica, lo que les da tiempo para el desarrollo del plan, la búsqueda de inversionistas y mercados y la valorización de la innovación.





Finalmente, relató que ellos han debido usar corresponsales extranjeros, colombianos, para solicitar patentes vía la normativa PCT.





Seguidamente, el Honorable Senador señor Muñoz Barra consultó acerca de las reservas que se proponen plantear.





Por su parte, el Honorable Senador señor Larraín señaló que los compromisos asumidos por Chile en Tratados anteriores, no obstan a pronunciarse acerca de las dudas surgidas durante el debate, como las de constitucionalidad, y sobre las reservas y la conveniencia de formularlas.





Respecto de lo primero, manifestó que, a su juicio, no se han profundizado suficientemente los análisis, porque el planteamiento acerca de la intervención de entes externos, es necesario fundamentarla, por cuanto siempre, en todo Tratado, intervienen dichos órganos. Asimismo, en cuanto al planteamiento de que primarían criterios externos, señaló que éstos también operan en el Convenio de París.





En cuanto a las reservas, expresó que el Ejecutivo ya planteó una, referida a la solución de controversias. Añadió que aquí se ha planteado otra, acerca del informe previo, la que será necesario revisar en su mérito y respecto de la cual solicitó la opinión del Ejecutivo.





Reiteró que, según se ha planteado en el debate, los criterios de aprobación en Chile son los que establece la legislación interna.





Acotó el Honorable Senador señor Gazmuri, que hay que considerar que existe un compromiso del Estado de Chile, por cuanto esta discusión ya se realizó en los Tratados de Libre Comercio aprobados con anterioridad. En cuanto a las reservas, manifestó que puede haber puntos de vista diferentes.





También pidió más antecedentes acerca de la ampliación del plazo, de doce a treinta meses, en especial, de sus efectos.





El Honorable Senador señor Romero coincidió con el análisis de quienes lo antecedieron en el uso de la palabra, y recordó que en los Tratados de Libre Comercio se acordó concurrir a la aprobación de estos Convenios teniendo presente su mérito, el cual se está analizando en esta oportunidad. En cuanto a las reservas, añadió que éstas pueden surgir en la discusión y que perfectamente pueden efectuarse de acuerdo a nuestra Constitución. Añadió que le parece atendible estudiar la reserva planteada por el representante de ASILFA.





Por su parte, el señor Troncoso señaló que este Tratado se puede enfocar desde dos perspectivas: defensivamente, pensando en las patentes que vienen desde el exterior o, proactivamente, viendo sus ventajas para los innovadores chilenos. Añadió que esta última actitud es la que quiere impulsar el Gobierno.





Enfatizó que el PCT es un Tratado formal, que crea una “ventanilla única” de ingreso de la solicitud, quedando la resolución del fondo entregada a la legislación interna de cada país, por lo que no pueden caber dudas de constitucionalidad. En cuanto a las reservas, expresó que quedan limitadas a las admitidas en el derecho internacional.





Por su parte, el señor Palma manifestó que la reserva que se propone al Capítulo II obedece, entre otros aspectos, a que los examinadores chilenos se capacitan en Europa y podrían, eventualmente, seguir los criterios del examen preliminar internacional.





Explicó que muchas patentes que se presentan en el exterior no tienen peso alguno, por ejemplo, en fármacos no son más de diez en el año las que trascienden y tienen novedad. Añadió que las demás patentes que se presentan sólo son usadas para bloquear a la competencia.





Agregó que no comparte la afirmación de que puedan haber problemas de constitucionalidad, pues el ente externo que actúa, la Asamblea, podrá cambiar conceptos de análisis de la novedad, fechas de prioridad, bajar estándares de exigencia, pero lo que en definitiva prima es nuestra legislación interna. Por último, reiteró la solicitud para que el Capítulo II sea objeto de reserva.





A su vez, el señor Flores por su parte, expresó que el aumento de doce a treinta meses incide en el derecho a pedir protección en otros países.





Explicó que, desde el punto de vista del innovador chileno, se tiene más plazo para analizar el negocio.





Consultado por el Honorable Senador señor Gazmuri si por ello pierde derechos la competencia, señaló que en ese plazo de prioridad los terceros no pueden pedir protección.





Manifestó que para el innovador chileno los treinta meses son vitales, porque en doce meses no alcanza a proteger su invento, al menos, en los países más importantes. Añadió que no le preocupa la búsqueda internacional porque en Chile los proyectos son evaluados exhaustivamente. Agregó que muchos desarrollos que vienen aprobados del exterior no pasan el examen en nuestro país.





Indicó que las dudas de constitucionalidad que se han planteado supuestamente afectarían el derecho de propiedad. Al respecto, afirmó que el Tratado no afecta ni la adquisición, ni el goce, ni la extinción de derechos, los cuales se rigen por la ley interna de cada país. En cuanto a la Asamblea, señaló que en ella también participará Chile, con derecho a voz y voto.





Luego, el señor Melossi objetó que las dudas constitucionales sean limitadas a aspectos meramente procedimentales.





Agregó que, por el contrario, sus objeciones constitucionales apuntan a dos aspectos de fondo: en primer lugar, los treinta meses no son lo mismo que en el Convenio de París, en el que no se entiende como solicitud nacional sino como derecho de prioridad.




Explicó que en el PCT el efecto de la solicitud internacional es igual que si se presenta en el país, por eso se dice que pueden ser ejercidos por el solicitante, en esos treinta meses, acciones civiles, penales y de oposición, para impedir que otro comercialice o use con fines comerciales de cualquier tipo, el producto o proceso en vía de patentarse. Añadió que no tienen ninguna carga legal y con una baja tasa puede ser llevado a fase nacional.





En segundo término, indicó que la Asamblea tiene potestad normativa en cuanto a plazos, podría aumentar por mayoría el plazo de los treinta meses, contribuciones del Estado, modificación de reglamentos, etc.





Sobre lo anterior, observó el señor Troncoso que en casi todos los instrumentos internacionales multilaterales existen Asambleas, comenzando por la de las Naciones Unidas, y nadie ha sostenido que sean inconstitucionales.





El señor Porzio no coincidió con los efectos que se le atribuyen al Tratado, por cuanto éste es meramente instrumental o procesal y no constitutivo de derechos.





En cuanto a una reserva sobre el examen de búsqueda y patentabilidad, el primero no da derecho alguno y solamente informa acerca de los que hay en otros países, es un listado objetivo.





Distinto es el caso del examen preliminar en que si se cumple con criterios de patentabilidad, de novedad, de aplicación, etc. Destacó que, en todo caso, dicho examen no es vinculante.





En cuanto a la reserva propuesta por el ejecutivo, señaló que la compartía, porque ahora la mayoría de los conflictos se resuelven por la vía de la OMC.





Luego de escuchar a los invitados, el Honorable Senador señor Larraín expresó que subsisten dos dudas que es conveniente aclarar antes de llevar el proyecto a la Sala. La primera de ellas, dice relación con las posibles inconstitucionalidades planteadas por una de las entidades invitadas, y la segunda, es la posible reserva al Capítulo II, que propusiera ASILFA.





Respecto del primer punto, la señora Belmar señaló que, en opinión del Ejecutivo, el Tratado no vulnera nuestra Constitución. Hizo presente, además, que la propia Asociación que planteó este tema (ACHIPI) está dividida en sus planteamientos.





Recordó que las impugnaciones apuntan principalmente en dos direcciones. Explicó que la primera objeción se relaciona con que la presentación de una solicitud PCT internacional en cualquiera de los países del Tratado produce el mismo efecto que si se hubiera presentado en todos ellos, según lo previsto en el artículo 22 del PCT, que confiere a los titulares de solicitudes de patente un plazo de treinta meses para iniciar las respectivas fases nacionales, siendo que hoy el plazo es de doce meses, según está establecido desde 1883 por el Convenio de París sobre Protección de Propiedad Industrial, y que esta modificación afectaría las garantías consagradas en la Constitución Política de la República. A saber, la del artículo 19, Nº 21°, que consagra la libertad para desarrollar cualquier actividad económica lícita; la del artículo 19, Nº 23°, que regula el derecho para adquirir todo tipo de bienes, y la del artículo 19, Nº 24°, que establece el derecho de propiedad.





Explicó que la opinión del Ministerio ante esta objeción, es que el derecho de prioridad que establece el PCT no difiere en esencia de aquel establecido en el Convenio de París para la Protección de la Propiedad Industrial (1967), que se encuentra íntegramente recogido por la legislación chilena a través del artículo 34 de la ley N° 19.039, de Propiedad Industrial. A la fecha, ciento setenta y un países son parte del Convenio de Paris.




Agregó que el efecto del derecho de prioridad es la inoponibilidad al titular de la primera solicitud de las solicitudes que se hubieren presentado con posterioridad, en el plazo de un año, en otros países miembros del Convenio. En otras palabras, se otorga al titular de la primera solicitud el plazo de un año para presentar su solicitud de protección en terceros países.




Explicó que el PCT extiende este plazo en dieciocho meses, lo que hace un total de treinta, de forma que el inventor disponga de un tiempo razonable para tomar la decisión comercial acerca de los países en que continuará con la tramitación de la solicitud de patentes. Añadió que en aquellos países respecto de los cuales decida no entrar a fase nacional, la información relativa a la patente y la patente misma pasarán a ser de libre acceso al público. Agregó que este plazo establecido en el PCT no es indefinido, sino que es un plazo que cuenta con una fecha de término claramente determinada y, si bien existe una extensión del plazo de prioridad, que en Chile está claramente reconocido, tiene el beneficio que todas las solicitudes se encuentran en una base de datos digitalizada, de acceso gratuito y administrada por una agencia de Naciones Unidas.




Señaló que, en aquellos países donde el solicitante vía PCT decida no perseverar en la fase nacional, una vez que venza el periodo de protección, estas invenciones serán fácil y gratuitamente accesibles por el público en general. Esto constituye un importante avance en el acceso al conocimiento y a los avances de la ciencia y la tecnología, pues hoy en día la mayor parte de las bases de datos no están digitalizadas, no están en línea y las que existen son de acceso restringido y a muy altos precios.




Manifestó, dentro de este mismo punto, que se cuestionan los supuestos “efectos extraterritoriales” que tendría la solicitud internacional establecida por el PCT ya que “la fecha de presentación de una solicitud de patente en un estado miembro será la fecha de presentación efectiva en cada estado designado en la solicitud”. Este cuestionamiento carece de fundamentos ya que el “efecto extraterritorial” que se critica está ya previsto en el Convenio de París y en la propia legislación chilena que expresamente reconoce un derecho de prioridad al titular de una solicitud presentada en el extranjero, es decir, en cualquier parte del mundo.




Agregó que si se analizan las disposiciones del Convenio de París y de la ley N° 19.039, de Propiedad Industrial, es posible apreciar que los efectos de estas disposiciones con relación a los derechos constitucionales que se consideran afectados son exactamente los mismos que tendría el derecho de prioridad que establece el PCT, sin que por ello se planteen dudas de constitucionalidad respecto del Convenio de Paris ni de la ley N° 19.039.




Enfatizó que los fundamentos que se entregan para dudar de la constitucionalidad del derecho de prioridad establecido en el PCT son igualmente aplicables a la normativa actualmente en vigor en Chile, incluido el Convenio de París. En efecto, tanto en el caso del PCT como del Convenio de París la presentación de una solicitud en un territorio extranjero permite al titular de dicha solicitud reclamar un derecho de prioridad en caso que desee solicitar dicha patente en otro país, en este caso, en Chile. El correlato de esto es que la prioridad de aquellas solicitudes presentadas en Chile, será a su vez reconocida en los demás miembros del Convenio de París y del PCT respectivamente.




La única diferencia entre el derecho de prioridad vigente actualmente en Chile y el que establece el PCT es la extensión del plazo. De los doce meses que actualmente se establecen se pasaría a un máximo de treinta meses.





Señaló que el segundo punto objetado se refiere a la potestad normativa que tendrá la Asamblea para modificar el Tratado y su Reglamento en algunas materias. Dichas modificaciones se adoptan con quórum determinados, por lo que serían vinculantes para el Estado de Chile, aún con su voto en contra, en asuntos que son materias de ley de acuerdo con la Constitución Política de la República. Por lo tanto, el PCT produciría una externalización de la soberanía de Chile respecto del funcionamiento de órganos que forman parte de la administración del Estado de Chile, y respecto de ciertas potestades legislativas.





Lo anterior por cuanto, por un lado, las revisiones del PCT se realizan mediante conferencias especiales de los Estados contratantes o mediante la Asamblea General del PCT, en la que participan cada uno de los países miembros del Convenio.





Sobre la misma materia, el Asesor de DIRECON, señor Andrés Guggiana, señaló que de ser aprobada por el Congreso la adhesión de Chile al PCT, nuestro país, en cuanto parte contratante de este Tratado, participará tanto en las Asambleas Generales como en las conferencias especiales con derecho a voz y voto. Precisó que las negociaciones serán conducidas por el Presidente de la Republica, a través del Ministerio de Relaciones Exteriores, que es el órgano que ejecuta la política exterior de Chile y en quien se delega la facultad de conducir las relaciones internacionales tanto ante organismos internacionales como con otros Estados soberanos.




Agregó que, por tanto, Chile, en cuanto adquiera la calidad de miembro del PCT, tendrá la oportunidad y la obligación de participar de la negociación y elaboración de las eventuales modificaciones al PCT y tendrá, asimismo, la oportunidad de expresar su apoyo o rechazo a esas eventuales reformas, por lo que desde el punto de vista de las facultades del Presidente de la República, los artículos 60 y 61 del PCT no lesionan dicha facultad.




Indicó que las normas del PCT tampoco afectan las facultades constitucionales del Congreso, toda vez que las modificaciones que la Asamblea del PCT puede realizar se refieren exclusivamente a las disposiciones administrativas, entre las que se incluyen la formación y representaciones ante la Asamblea; integración del Comité Ejecutivo; tareas administrativas de la Oficina Internacional, y funciones del Comité de Cooperación Técnica. Por tanto, en su opinión, no corresponden a materias de ley.




Finalmente, señaló que, de los 139 países que han suscrito el Tratado, ninguno tiene una reserva vigente al Capítulo II. Añadió que sólo España presentó una, que posteriormente retiró.




Agregó, la señora Belmar, que el PCT es complementario y no afecta el sistema nacional de patentes. Tal y como fuera informado en el Mensaje por el que se somete a aprobación el PCT, el objeto de este Tratado es facilitar la tramitación de solicitudes de patentes, estableciendo un sistema mediante el cual la presentación de una solicitud única produce los mismos efectos que si dicha solicitud hubiera sido presentada en cada uno de los países designados por los interesados pero que, no obstante, no sustituye las facultades y atribuciones del registro nacional de patentes que, en la fase nacional, conocerá y resolverá de acuerdo con las leyes nacionales. La única excepción es que no podrá rechazar esta solicitud fundada en requisitos de forma distintos de los señalados en el PCT respecto de la solicitud por la cual se inicia el procedimiento de registro.





Finalmente, sin perjuicio de lo antecedentes antes expresados cabe destacar que el PCT desde su entrada en vigencia ha tenido sólo 3 modificaciones, todas ellas aprobadas por la unanimidad de sus miembros. Añadió que es preciso considerar, además, que si se hace reserva al examen previo será imposible que los inventores chilenos se sirvan de este instrumento, que tiene gran utilidad, pues se les permite en base a las observaciones del informe, ajustar las peticiones originales.




Por su parte, la Jefa del Departamento de Propiedad Industrial, señora Bernardita Escobar, complementó esta respuesta. Al respecto, indicó que la generación de estos órganos externos no afectan en caso alguno las facultades del Conservador de Patentes, porque incluso hoy día los documentos que producen esos órganos pueden también ser aportados por los interesados, así pues no cambia la característica de documentos no vinculantes por la suscripción del Tratado y tampoco cambia la esencia del Convenio de París.





Agregó que las aprensiones sobre el examen previo no se justifican, porque también es posible actualmente entregar esos exámenes como antecedentes sin carga vinculante. Indicó que El Conservador de Patentes estudia el fondo del asunto, por tanto, es una decisión sobre el mérito propio, y lo que acompaña el interesado es meramente ilustrativo.





Asimismo, desestimo cualquier aprensión que se pueda tener respecto al personal del Departamento de Propiedad Industrial, por su formación internacional. Aclaró que el hecho de que el personal sea formado en el extranjero no significa que la decisión final sea tomada, eventualmente, de forma similar al examen preliminar internacional.





Por último, opinó que no aparece atendible una reserva al Capítulo II, relativo al examen preliminar internacional, por cuanto no es vinculante para los organismos chilenos. Precisó que sólo constituye un antecedente.





El señor Troncoso recordó que en estos organismos, se acostumbra que las enmiendas se produzcan por consenso, es muy raro que se produzca una votación. Hizo presente que el Tratado lleva vigente treinta y ocho años y no ha tenido enmiendas sustanciales y las que han tenido lo han sido por unanimidad.





A su vez, el Honorable Senador señor Gazmuri señaló que los temas constitucionales, que fueron planteados como dudas y no como objeciones concretas, aparecen aclarados con las intervenciones precedentes, toda vez que el Tratado solamente fija normas de procedimiento.




Señaló, respecto de las reservas solicitadas, que han quedado expresadas las opiniones del Ejecutivo y de los Honorables Senadores de la Comisión.





Además, opinó que de no aprobarse el Tratado se estaría afectando seriamente a los innovadores nacionales, por cuanto les privaría de un medio más moderno para impetrar sus derechos.





El Honorable Senador señor Romero fundamentó su voto diciendo que lo aprueba porque es un Tratado importante, que entrega muchas herramientas para agilizar las patentes internacionales. Sin embargo, manifestó que mantiene una inquietud respecto al Capítulo II, por las razones expuestas durante el debate.





Por lo anterior, planteó al Ejecutivo que analice exhaustivamente la conveniencia de formular una segunda reserva, referida al Capítulo II. Al respecto, pidió que en la Sala el Ejecutivo ilustre detalladamente sobre esta solicitud.





El Honorable Senador señor Larraín indicó que votaría a favor por estimar que, en general, se han dado buenas razones para aprobar el Tratado.





Manifestó que durante la discusión han quedado aclaradas algunas inquietudes que tenía, por ejemplo, el tema del plazo. Sin embargo, se reservó el derecho de plantear objeciones, por cuanto mantiene ciertas dudas, en relación a los temas tratados, que espera el Ejecutivo aclare en la Sala.





Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Gazmuri, Larraín, Muñoz Barra, Pizarro y Romero.
- - -





En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:





“Artículo único.- Apruébanse el “Tratado de Cooperación en Materia de Patentes” (PCT), elaborado en Washington el 19 de junio de 1970, enmendado el 28 de septiembre de 1979, modificado el 3 de febrero de 1984 y el 3 de octubre de 2001; y su Reglamento anexo.".
- - -





Acordado en sesiones celebradas los días 20 de mayo, y 3 y 10 de junio de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Jaime Gazmuri Mujica (Presidente), Hernán Larraín Fernández, Roberto Muñoz Barra, Jorge Pizarro Soto y Sergio Romero Pizarro.




Sala de la Comisión, a 17 de junio de 2008.

 (Fdo.): JULIO CÁMARA OYARZO, Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL TRATADO DE COOPERACIÓN EN MATERIA DE PATENTES

(4964-10)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S. E. la Presidenta de la República, con urgencia calificada de “simple”.

- - -





La Comisión de Relaciones Exteriores hizo presente que, en su opinión, el proyecto de acuerdo debe aprobarse con quórum calificado, en virtud de lo dispuesto en el N° 1) del artículo 54 y del inciso segundo del artículo 8°, en relación con el inciso tercero del artículo 66, todos de la Constitución Política de la República. Ello, porque el N° 2), letra a), del artículo 21 del Tratado dispone que las solicitudes de protección sólo pueden hacerse públicas una vez transcurrido el plazo de 18 meses de prioridad.
- - -





Cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, la Comisión de Relaciones Exteriores propone discutirlo en general y en particular a la vez.
- - -





A la sesión en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe asistieron, en representación del Ministerio de Relaciones Exteriores, el Director del Área Jurídica, señor Claudio Troncoso. Asimismo, participaron de la Dirección de Relaciones Económicas de la Cancillería (DIRECON), la Jefa del Departamento de Propiedad Industrial, señora Carolina Belmar, y los Asesores, señores Diego Pardow y Patricio Balmaceda.




Asimismo, estuvieron presentes en representación del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, los Asesores Jurídicos, señores Adán González y Carlos Rubio.
- - -

OBJETIVOS FUNDAMENTALES DEL PROYECTO

Simplificar y hacer más económica, para creadores y titulares de invenciones, su protección simultánea en varios países.

- - -
ANTECEDENTES 

Para la cabal comprensión de esta iniciativa de ley, se ha tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS





- Constitución Política de la República. En su artículo 54, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".





- Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, del Ministerio de Relaciones Exteriores, del 22 de junio de 1981.





- Ley N° 19.039, que establece normas aplicables a los privilegios industriales y protección de los derechos de propiedad industrial.





- Convenio de París para la Protección de la Propiedad Industrial, de 20 de marzo de 1883, revisado en Bruselas el 14 de diciembre de 1900, en Washington el 2 de junio de 1911, en La Haya el 6 de noviembre de 1925, en Londres el 2 de junio de 1934, en Lisboa el 31 de octubre de 1958, en Estocolmo el 14 de julio de 1967 y enmendado el 28 de septiembre de 1979. Promulgado por decreto supremo N° 425, del Ministerio de Relaciones Exteriores, del 8 de abril del año 1991, y publicado en el Diario Oficial de 30 de septiembre de 1991.




B.- ANTECEDENTES DE HECHO 
El Mensaje expresa que el Tratado de Cooperación en Materia de Patentes (PCT) ha sido suscrito por más de 130 países. Añade que es un acuerdo internacional administrado por la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual (OMPI).





Indica el Ejecutivo que, desde su creación en 1970, el PCT se ha convertido en una herramienta que ha facilitado tanto a inventores como a empresas la obtención de patentes en varios países, evitando las dificultades propias de requerir la protección de la invención en cada país de forma particular.




Su principal objetivo es simplificar y hacer más económica, para creadores y titulares de invenciones, su protección simultánea en varios países.




Señala el Mensaje que el PCT crea una unión para la cooperación en la presentación, búsqueda y examen de las solicitudes de protección de invenciones, que permite a los nacionales o a los residentes de los Estados que son parte del acuerdo, solicitar la protección de una invención simultáneamente en la totalidad o en algunos de los Estados contratantes.




Añade que el PCT facilita la tramitación de solicitudes, estableciendo un sistema por el que la presentación de una solicitud única produce los mismos efectos que si dicha petición hubiera sido presentada en cada uno de los países designados por los interesados.




Indica el Ejecutivo que no se trata de un procedimiento de concesión de patentes ni tampoco sustituye los registros nacionales, sino que es un sistema de unificación de la tramitación previa a la concesión, que cambia la tramitación país por país y abarata costos.





En consecuencia, agrega, la competencia del Departamento de Propiedad Industrial nacional no se ve afectada, pues la decisión de conceder o denegar el registro solicitado, mediante la vía internacional del PCT, continúa radicada en cada una de las oficinas nacionales.




Expresa el Gobierno que el sistema PCT ha sido concebido para los casos en que se desee obtener patentes en varios países. En consecuencia, sólo es ventajoso en términos económicos cuando se pretenden patentes en una pluralidad de territorios. En los demás casos, la opción de solicitar el registro de acuerdo al procedimiento del sistema nacional de patentes continúa siendo más ventajosa. Por lo tanto, es un sistema complementario al sistema nacional de propiedad industrial establecido en la ley N° 19.039.




Agrega que, desde sus inicios, el PCT ha contado con una gran aceptación. A julio del año 2006, ciento treinta y tres de los ciento ochenta y dos miembros de la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual, son parte contratantes del Acuerdo. Esto significa que más de un setenta y tres por ciento de los miembros de esta agencia especializada de Naciones Unidas han habilitado este sistema para el registro de patentes.




En el contexto latinoamericano, el PCT ha sido suscrito por Argentina, Brasil, Colombia, Costa Rica, Cuba, Ecuador, El Salvador, Guatemala, Honduras, México y Nicaragua.




Finalmente, agrega el Mensaje, favorece la creación de una base de datos de invenciones y nuevos desarrollos, fácilmente accesible y catalogada, en beneficio del público en general y estimula el fortalecimiento del dominio público.




Por otra parte, el sistema del PCT favorece la estandarización internacional de los requisitos formales que las oficinas nacionales de patentes pueden solicitar y contempla una publicación internacional.




En este sentido, la ley nacional no puede exigir que la solicitud internacional cumpla en cuanto a su forma o contenido con requisitos diferentes de los previstos en el Tratado o en su Reglamento o con requisitos adicionales a éstos.




Otra ventaja del PCT, expresa el Ejecutivo, es que establece la posibilidad de sanear los errores, indicando que en ningún caso puede ser rechazada una solicitud internacional por el motivo de que no cumple con los requisitos del PCT o su Reglamento o con la legislación nacional sin antes dar oportunidad al solicitante de corregir dicha solicitud, en la medida y de conformidad con lo previsto por la ley nacional para situaciones idénticas que se presenten en la tramitación de solicitudes nacionales.




El Mensaje deja constancia que, al tenor del artículo 64 del Tratado de Cooperación en Materia de Patentes, se ha decidido formular reservas a dicho instrumento internacional, las que serían informadas al Congreso Nacional oportunamente. Al respecto, cabe señalar que mediante oficio N° 701, de fecha 15 de mayo de 2007, S. E. la señora Presidenta de la República hizo llegar a la Cámara de Diputados el texto de la anunciada reserva que es del siguiente tenor:





“La República de Chile formula reserva a lo previsto en el Artículo 59, sobre Controversias, por lo cual declara no reconocer ni declararse obligado al procedimiento de solución de controversia entre dos o más Estados contratantes allí establecido, el que considera inaplicable a su respecto, de acuerdo a lo señalado en el N° 5 del Artículo 64.”.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR

El Asesor Jurídico del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, señor Rubio, expuso que el Acuerdo en discusión es el fruto del compromiso que adquirió nuestro país con motivo del Tratado de Libre Comercio con Estados Unidos, a fin de pasar a formar parte de un sistema internacional de patentamiento en el que participan 139 países, que beneficie a los inventores nacionales que quieran patentar internacionalmente sus productos y a los extranjeros que quieran patentar sus creaciones en nuestro país, sin afectar el fondo de la normativa relativa al patentamiento que seguirá siendo otorgado conforme al derecho interno de cada Estado miembro.

Agregó que el informe financiero de la Dirección de Presupuestos indica que el acuerdo no implica gasto fiscal.

El Honorable Senador señor Frei comentó que S. E. la Presidenta de la República formuló una reserva respecto del Acuerdo y consultó en qué consiste y cuál es el motivo que explica la mencionada reserva.

La Jefa del Departamento de Propiedad Industrial de la DIRECON, señora Belmar, manifestó que se trata de una de las cinco posibles reservas contempladas en el mismo Acuerdo y se refiere a la resolución de los conflictos por la aplicación e interpretación del Acuerdo ante la Corte Internacional de Justicia, frente a lo cual nuestro país consideró que es mejor recurrir a los Tribunales de Justicia chilenos para resolver controversias que tienen su origen dentro de nuestro territorio, más por tratarse de normas que benefician a privados.

El Honorable Senador señor García expresó que hace unos años en la Comisión de Economía del Senado se despachó un proyecto que apuntaba a adecuar la legislación chilena a las normas aprobadas por el país a propósito de tratados internacionales, y que contenía algunas disposiciones sobre patentes y propiedad intelectual e industrial.

En virtud de lo anteriormente expuesto, señaló que esta iniciativa debiera ser analizada por la Comisión de Economía a la luz de la referida adecuación normativa a los tratados correspondientes, más aun por tratarse de una materia propia de la competencia de la mencionada Comisión.

La Comisión, por la unanimidad de sus miembros estimó pertinente la referida petición, en orden a que el Acuerdo en discusión sea conocido por la Comisión de Economía.
El Director del Área Jurídica del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Troncoso, sostuvo que el Acuerdo se refiere a materias formales o adjetivas destinadas a establecer un ingreso único o ventanilla única para las solicitudes de patentes, que sea efectivo tanto en el país en el que se presenta como en el resto de los países asociados, pero que en el fondo o en lo sustantivo del proceso de patentamiento las solicitudes seguirán ajustándose a la normativa interna del país.

El Asesor Jurídico, señor Rubio, indicó que el Tratado de Libre Comercio con Estados Unidos obliga a efectuar adecuaciones en el derecho interno en dos fases, la primera, en que se modifica la ley de propiedad industrial y, la segunda, en que se modifican las sanciones penales ligadas a la infracción de la normativa sobre estas materias.

Por otra parte, señaló que el presente Acuerdo no tiene que ver con ninguna de las dos fases mencionadas, porque no regula cuestiones sustantivas, debido a que sólo otorga la posibilidad de registrar en Chile y, al mismo tiempo, en los demás países asociados, las creaciones a las que se refiere, pasando Chile a formar parte de un sistema internacional, y es por esto que no se consideró necesario que el proyecto pasara por la Comisión de Economía.




Puesto en votación, el proyecto de Acuerdo fue aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, García y Ominami.
- - -

FINANCIAMIENTO


El informe financiero de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 3 de septiembre de 2007, señala, de modo textual:

“El proyecto de acuerdo que se somete a consideración, viene a aprobar el Tratado de Cooperación en Materia de Patentes (PCT), acuerdo internacional administrado por la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual (OMPI).

El PCT crea la Unión Internacional de Cooperación en materia de Patentes, que permite a los nacionales o residentes de los Estados parte solicitar la protección de una invención simultáneamente en la totalidad o en algunos de los Estados contratantes, simplificando y haciendo más económica, para creadores y titulares de invenciones, su protección simultánea en varios países. 

Este tratado no irroga gasto fiscal, ya que el presupuesto de la Unión se financia con recursos distintos a contribuciones que deban efectuar los Estados contratantes. Sólo en el caso que un ejercicio presupuestario de la Unión cerrase con déficit, la Asamblea de la Unión podría solicitar a los Estados contratantes pagar contribuciones con el fin de cubrir el déficit o bien decidir saldarlo por otros medios.

En la medida en que ocurra la doble eventualidad de situación deficitaria de la Unión y decisión de su Asamblea de solicitar a los Estados contratantes el pago de contribuciones, éstas se financiarán con cargo a los recursos que se contemplen en los presupuestos anuales del organismo ejecutor, correspondiente al Departamento de Propiedad Industrial del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, o el organismo que lo reemplace. ”.
En consecuencia, el Acuerdo en referencia no producirá desequilibrios macroeconómicos ni incidirá negativamente en la economía del país.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO




En consecuencia, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Comisión de Relaciones Exteriores, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:





“Artículo único.- Apruébanse el “Tratado de Cooperación en Materia de Patentes” (PCT), elaborado en Washington el 19 de junio de 1970, enmendado el 28 de septiembre de 1979, modificado el 3 de febrero de 1984 y el 3 de octubre de 2001; y su Reglamento anexo.".
- - -





Acordado en sesión celebrada el día 2 de julio de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Eduardo Frei Ruiz-Tagle (Presidente), Camilo Escalona Medina, José García Ruminot y Carlos Ominami Pascual.




Sala de la Comisión, a 2 de julio de 2008.

ROBERTO BUSTOS LATORRE

Secretario de la Comisión

RESUMEN EJECUTIVO

INFORME DE LA COMISION DE HACIENDA, recaído en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del Tratado de Cooperación en Materia de Patentes, elaborado en Washington el 19 de junio de 1970, enmendado el 28 de septiembre de 1979, modificado el 3 de febrero de 1984 y el 3 de octubre de 2001, y su Reglamento anexo.
(Boletín Nº 4.964-10)

I.
PRINCIPAL OBJETIVO DEL PROYECTO PROPUESTO POR LA COMISIÓN: simplificar y hacer más económica, para creadores y titulares de invenciones, su protección simultánea en varios países.

II.
ACUERDO: aprobado en general y en particular por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión (4x0).

III.
ESTRUCTURA DEL PROYECTO APROBADO POR LA COMISIÓN: artículo único que aprueba el Convenio que, a su vez, tiene sesenta y nueve artículos, agrupados en ocho Capítulos, y un Reglamento anexo.
IV.
NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL: en opinión de la Comisión de Relaciones Exteriores debe aprobarse con quórum calificado, en virtud de los artículos 54, N° 1), y 8°, inciso segundo, en relación con el inciso tercero del artículo 66, todos de la Carta Fundamental. Ello, porque el N° 2), letra a), del artículo 21 del Tratado dispone que las solicitudes de protección se publicarán una vez transcurridos 18 meses.
V.
URGENCIA: simple.

VI.
ORIGEN INICIATIVA: Mensaje de S. E. la señora Presidenta de la República.

VII.
TRÁMITE CONSTITUCIONAL: segundo.

VIII.
APROBACIÓN POR LA CÁMARA DE DIPUTADOS: en general y en particular, por 99 votos a favor, ninguno en contra y 4 abstenciones.
IX.
INICIO TRAMITACIÓN EN EL SENADO: 5 de diciembre de 2007.

X.
TRÁMITE REGLAMENTARIO: informe de la Comisión de Hacienda.
XI.
LEYES QUE SE MODIFICAN O QUE SE RELACIONAN CON LA MATERIA: 
- Ley N° 19.039, que establece normas aplicables a los privilegios industriales y protección de los derechos de propiedad industrial.

- Convenio de París para la Protección de la Propiedad Industrial, de 20 de marzo de 1883, revisado en Bruselas el 14 de diciembre de 1900, en Washington el 2 de junio de 1911, en La Haya el 6 de noviembre de 1925, en Londres el 2 de junio de 1934, en Lisboa el 31 de octubre de 1958, en Estocolmo el 14 de julio de 1967 y enmendado el 28 de septiembre de 1979. Promulgado por decreto supremo N° 425, del Ministerio de Relaciones Exteriores, del 8 de abril del año 1991, y publicado en el Diario Oficial de 30 de septiembre de 1991.
                             Valparaíso, a 2 de julio de 2008.
                                        ROBERTO BUSTOS LATORRE

Secretario de la Comisión
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE OBRAS PÚBLICAS RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS SOBRE OPERACIÓN DE EMBALSES FRENTE A ALERTAS Y EMERGENCIAS DE CRECIDAS, Y OTRAS MEDIDAS QUE INDICA

(5081-15)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Obras Públicas tiene el honor de informaros, en trámite de segundo informe, el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, enunciado en el rubro, originado en un Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, con urgencia calificada de “simple”, el 13 de mayo de 2008. 

- - - - - -

NORMAS DE RANGO ORGÁNICO CONSTITUCIONAL O DE QUÓRUM CALIFICADO



Para los efectos constitucionales y reglamentarios pertinentes al quórum, dejamos constancia de que los artículo 4°, 11, 12, 13, 15, 16 y 17 del proyecto de ley en estudio, son de carácter orgánico constitucional y requerirán para su aprobación, de acuerdo con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental,  del voto favorable de las cuatro séptimas partes de los Senadores en ejercicio, por recaer sobre materias que se relacionan con la organización y atribuciones de los Tribunales de Justicia.



En virtud de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 77 de la Constitución Política de la República y del artículo 16 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, estas normas fueron consultadas, durante el primer trámite constitucional, por la Honorable Cámara de Diputados a la Excma. Corte Suprema la que tomó conocimiento y se pronunció sobre estos preceptos, mediante oficio Nº 252, de fecha 23 de julio de 2007.

- - - - - - -

ARTÍCULOS QUE DEBEN SER CONOCIDOS POR LA COMISIÓN DE HACIENDA PORQUE INCIDEN EN MATERIA PRESUPUESTARIA Y FINANCIERA



Hacemos presente que en cumplimiento de lo dispuesto en los artículos 17 y 21 de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, del inciso cuarto y sexto del artículo 27 del Reglamento y del acuerdo de Comités del 18 de marzo de 2003, consideramos que por recaer sobre materias propias de su competencia, deberán ser conocidos, por la Comisión de Hacienda, los artículos Nºs 1, 3º, 4º, 6º, 11, 12, 17, 19 y 21  permanentes y el artículo transitorio del proyecto.

- - - - - - -


Durante el estudio de este proyecto de ley vuestra Comisión contó con la participación y colaboración del Ministro de Obras Públicas, señor Sergio Bitar; del Subsecretario de Obras Públicas, señor Juan Eduardo Saldivia; del Director de la Dirección General de Aguas, señor Rodrigo Weisner; del Asesor del Ministro de Obras Públicas, señor José Antonio Ramírez; de la Asesora del Ministro de Obras Públicas, señora Cristina Holuigue; del Asesor del Subsecretario de Obras Públicas, señor Enrique Canales; del Jefe del Departamento Legal de la Dirección General de Aguas, señor Fernando Valdés; de la Abogado del Departamento Legal de la Dirección General de Aguas, señora Trinidad Prieto; del Abogado del Departamento Legal de la Dirección General de Aguas, señor Francisco Puelma y del Jefe de la Unidad de Pasivos Contingentes y Garantías de la Dirección de Presupuestos, señor David Duarte.



Además, fueron especialmente invitados, el Presidente de la Cámara Chilena de la Construcción, señor Luis Nario; el Gerente de Medio Ambiente y Operaciones de la Sociedad De Fomento Fabril (SOFOFA), señor Jaime Dinamarca; el Gerente de Asuntos Corporativos de Colbún, señor Carlos Urenda; el Gerente Legal de Colbún, señor Rodrigo Pérez; el Ingeniero de Colbún, señor Juan Salinas; el Gerente General de Endesa Chile, señor Rafael Mateo; el Gerente Generación Chile de Endesa Chile, señor Claudio Iglesis; el Fiscal de Endesa Chile, señor Carlos Martín; el Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Energía (CNE), señor Rodrigo Iglesias; el Jefe (S) del Área Eléctrica de la Comisión Nacional de Energía (CNE), señor Iván Saavedra; el Director de Operación y Peajes del Centro de Despacho Económico de Cargo del Sistema Interconectado Central (CDEC-SIC), señor Eduardo Ricke; la Directora Nacional de la Oficina Nacional de Emergencia, señora Carmen Fernández y el Jefe del Centro de Alerta Temprana de la Oficina Nacional de Emergencia, señor Rodrigo Jerez. 

- - - - - - 

Exposiciones


Previo a la discusión en particular de esta iniciativa legal, vuestra Comisión de Obras Públicas acordó escuchar los planteamientos de las siguientes instituciones:

1.- DIRECCIÓN GENERAL DE AGUAS (DGA)


El Director General de Aguas, señor Rodrigo Weisner, expresó que el proyecto de ley no pretende evitar las inundaciones, sino que mitigarlas. El manejo de las expectativas en esta materia es muy importante porque la comunidad puede entender que mediante esta iniciativa legal las inundaciones se terminarán, pero ello no sucederá en esa forma, no existe ley en el mundo que pueda evitar las inundaciones y controlar la naturaleza.


El proyecto de ley no establece sistemas de funcionamiento permanente o, cuotas mínimas permanentes, que pudieran poner en riesgo un activo energético. El proyecto propone operaciones y análisis en cada caso para que cuando se produzcan las crecidas se puedan adoptar las medidas pertinentes tendientes a mitigarlas.


Afirmó que el proyecto de ley no establece presunciones de derecho de responsabilidad en materia de indemnización. Sólo propone invertir el peso de la prueba frente al incumplimiento de las normas de la autoridad, estableciendo una presunción simplemente legal, en virtud de la cual la empresa tiene la responsabilidad si existe la relación de causa a efecto respecto de esa responsabilidad. Cuando se han presentado problemas por operación de embalses, como ocurrió en la Cuenca de Rapel, los ciudadanos deben probar la existencia del vertimiento sobre el caudal y una relación de causa a efecto entre el daño y el caudal mayor vertido en un determinado momento.


Las exigencias anteriores para un ciudadano común resultan imposibles de cumplir con lo cual a la fecha ninguna demanda ha tenido éxito en esta materia ante los Tribunales de Justicia. De esta forma, la iniciativa legal sólo invierte el peso de la prueba otorgando la posibilidad a la empresa de poder acreditar el cumplimiento de las normas.


Expresó que los embalses no fueron establecidos para mitigar las crecidas, como tampoco lo fueron los embalses de riego y demás embalses que existen en el país.


La iniciativa legal en estudio, sólo pretende imponer la capacidad de mitigación de crecida, que en algunos casos puede ser mayor o menor y se impone una obligación adicional a los embalses de contribuir a la mitigación de crecida en una cuenca. Para lo anterior, existe un fundamento político puesto que los embalses siempre han sido vistos como obras que sólo producen costos para la comunidad y que los beneficios se los lleva el resto del país. Los impactos ambientales son conocidos, se generan en la respectiva cuenca y los beneficios son muy reducidos.


De este modo, se intenta generar una externalidad positiva con la idea de que frente a operaciones normales, incluso frente a determinadas crecidas, el operador pueda disponer de cierta capacidad de amortiguación, de manera que con la operación normal que hoy existe de los embalses, se pueda generar esa capacidad.


En la actualidad, los embalses están obligados a efectuar proyecciones de crecidas de los ríos, tienen la obligación de operar con seguridad para que no puedan verse enfrentados a una crecida extraordinaria que signifique un riesgo. Para operar con seguridad los embalses cuentan con pronósticos que los operan en forma adecuada. Así, en la cuenca del BíoBío, las Centrales de Ralco y Pangue no han generado un solo centímetro cúbico adicional que los aumentos de los peak, lo mismo sucede con la energía en que los embalses tienen construidos disipadores de energía que les permiten mantener el volumen y la velocidad de las aguas que entran al embalse. La Dirección General de Aguas tiene gráficos que demuestran que en el caso de Ralco y Pangue han sido absolutamente neutros desde el punto de vista de la generación de caudales adicionales, es más, las estadísticas de los últimos 15 años demuestran que los embalses han producido una amortiguación.


Finalmente, informó que mediante esta iniciativa legal se pretende señalar que existe una oportunidad que en el caso de que la autoridad decida establecer obligaciones adicionales anexas al plan de contingencia, se compensen en forma adecuada.

2.- COMISIÓN NACIONAL DE ENERGÍA (CNE)


El Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Energía, señor Rodrigo Iglesias, expresó que este proyecto de ley emana del Ejecutivo y cuenta con el apoyo de diversos organismos estatales, entre ellos, la Comisión Nacional de Energía. Esta iniciativa legal viene a regular la falta de normativa legal, ante las crecidas de embalses, que han causado diversos impactos y en las cuales no ha sido posible establecer con claridad las responsabilidades involucradas.


Asimismo, en dichas situaciones ha quedado la sensación de que el evento se podría haber evitado, con lo cual el proyecto de ley suple un vacío en esa materia, en forma adecuada, dentro de las posibilidades de la infraestructura disponible. En el caso de la energía, existe conciencia de que la infraestructura está destinada a otros fines, sin embargo, en una situación de crecida puede colaborar para evitar un costo mayor.


La Comisión Nacional de Energía no tiene grandes observaciones a esta iniciativa legal, por el contrario, hay satisfacción por el contenido del proyecto, sin perjuicio de que pueda ser perfeccionado.


Desde el punto de vista energético, es necesario entender que el fenómeno que se discute ocurre antes de la etapa de generación, tiene más que ver con la administración de un recurso primario y se ubica dentro del ámbito de la administración de recursos hídricos. En el abastecimiento energético estas crecidas, o los fenómenos que se pretenden prever y administrar de manera adecuada, siempre se darán en condiciones de abundancia hidrológica y las decisiones que se puedan tomar respecto de un desembalse no debieran tener un gran impacto en el abastecimiento de energía eléctrica. Descartó que una administración incorrecta de estos fenómenos de crecidas puedan tener algún impacto en la estabilidad de la operación del sistema eléctrico.


Concluyó expresando que esta iniciativa legal no tendrá mayores costos, sino que más bien beneficios eventuales; tampoco significará impactos a largo plazo, en el sentido de generar un cambio en el sector de desarrollo de generación eléctrica, sólo se trata de regular situaciones eventuales, con impactos acotados desde el punto de vista  económico. Se producen en situaciones en que el precio de la energía de corto plazo es bajo, por lo tanto, no debería significar un gran impacto.


El proyecto de ley, sólo implica una mejor administración de una situación en que las empresas han demostrado un comportamiento riguroso y consciente. Las empresas han adoptado decisiones en la orientación que esta iniciativa legal pretende alcanzar como consecuencia de la responsabilidad empresarial, respecto del contexto en que se ubican, con lo cual tampoco se genera un quiebre con las empresas. 

3.- SOCIEDAD DE FOMENTO FABRIL (SOFOFA)


El Gerente de Medio Ambiente y Operaciones de la SOFOFA, señor Jaime Dinamarca, formuló su opinión en relación a dos aspectos de esta iniciativa legal:
1.- El proyecto de ley no elimina la posibilidad de que se produzcan nuevas inundaciones en el futuro.

Esta iniciativa legal busca prevenir o aminorar los efectos adversos producidos por fenómenos climáticos extremos, “en el entendido que nunca se podrá eliminar completamente la posibilidad de una crecida, así como sus efectos”. Por lo tanto, para la historia fidedigna de la ley es fundamental subrayar el verdadero sentido y alcance de esta iniciativa legal, a fin de no generar falsas expectativas de “seguridad” en la población, ni lecturas erróneas acerca de las responsabilidades que este proyecto de ley asigna a los operadores de los “embalses de control”.

2.- Se debe procurar conciliar los objetivos de esta iniciativa legal con la actividad de generación hidroeléctrica del país


En relación a esta materia, informó que en la exposición realizada ante la Comisión de Obras Públicas de la Cámara de Diputados los representantes del Ejecutivo señalaron haber considerado especialmente la opinión de las autoridades sectoriales relacionadas con el tema energético “dada la posibilidad de que con las acciones desarrolladas a partir de este proyecto se pudiera afectar la capacidad de generación de energía”. De este modo, y como consecuencia de la preocupación exhibida por los representantes del Ejecutivo, es posible perfeccionar la normativa que impone a los operadores de los denominados “embalses de control” la exigencia de elaborar un Manual de Operación y someterlo a la aprobación de la DGA. 


La iniciativa legal no precisa cuál el es el objetivo de dicho Manual, qué materias deberá contener, ni los criterios de aprobación o rechazo por parte de la DGA, quedando abierta la posibilidad de que a través del Manual de Operación se pudiese obligar al operador a mantener el embalse de control con una cota mínima, a fin de potenciar su capacidad para regular eventuales crecidas en el período invernal correspondiente, comprometiendo con ello la capacidad de generación hidroeléctrica asociada a esos embalses. 


Tal como fue aprobado el proyecto de ley en la Cámara de Diputados, es factible que la ley pudiese ser aplicada con ese criterio, máxime si se considera que la iniciativa legal no contempla indemnizar los daños que pudieren derivarse de la aplicación de las medidas contempladas en el Manual de Operación. 


Desde esta perspectiva de análisis, expresó que resultan positivas las indicaciones que sobre esta materia han formulado algunos señores Senadores, con el objeto de precisar aspectos esenciales del Manual de Operación y dejar a salvo el derecho a indemnización por los daños derivados de la aplicación del referido Manual. 

4.- EMPRESA COLBUN



El Gerente de Asuntos Corporativos de Colbún, señor Carlos Urenda, manifestó que esta iniciativa legal al imponer a los embalses chilenos la función de controlar crecidas, debe tenerse cuidado de no desconocer la realidad de éstos, ya que tienen una capacidad muy limitada para realizar este control.  Es más, no fueron construidos para esto, sino para generación eléctrica y/o riego.  Por lo tanto, se corre el riesgo de que la iniciativa genere expectativas que después podrían resultar incumplidas.


Por otra parte, al imponérseles a los embalses la función de controlar crecidas, se debe ser cauteloso en no impedirles cumplir adecuadamente con sus funciones principales y originales (generación eléctrica y/o riego). De esto pueden surgir perjuicios para el país respecto de la provisión de electricidad, tanto en su cantidad como en su precio. Por ejemplo, la pérdida de agua embalsada puede obligar a producir electricidad con un combustible más caro (como el diesel), subiendo los costos, así como los precios a los consumidores.  


En teoría, el proyecto de ley establece un mecanismo indemnizatorio; pero en la práctica, será muy poco probable que los operadores puedan recurrir a éste puesto que se vulnera su derecho de propiedad sobre el embalse, su forma de operación y los derechos de agua.


La iniciativa legal en estudio propone establecer facultades muy discrecionales para organismos públicos; así como obligaciones y multas onerosas a los operadores de embalses.


En seguida, señaló que los aspectos generales anteriores se explicitan en las normas siguientes, sobre las que formuló las siguientes observaciones:


1.- Se obliga a los operadores de embalses de control a instalar y mantener sistemas de monitoreo de sus caudales de afluentes y efluentes, que deberán, a lo menos, realizar pronósticos de caudales. (Artículo 4°)


La realización de pronósticos de caudales es difícil e incierta.  De hecho, en el país no existe un organismo con tecnología suficiente para efectuar con exactitud esta tarea.  


Por lo demás, no corresponde que los operadores privados sean obligados a realizar pronósticos de caudales, sino que es una función de utilidad pública que debe realizar el Estado.  


2.- Se faculta a la Dirección General de Aguas (DGA) para imponer limitaciones a la operación de los embalses de control, destinadas al control de las crecidas. (Se deduce de los artículos 2° letra f, 6° y 11 inciso 1°)


Entre estas limitaciones, resulta especialmente preocupante la facultad de la DGA para obligar al operador a evacuar aguas para controlar crecidas.  Como ya se dijo, al hacer esto se desconoce la realidad de los embalses chilenos, los que no tienen capacidad para hacer esta operación de manera efectiva.  


En Chile, en la mayoría de los casos, cuando una ciudad o poblado sufre inundaciones a raíz de las crecidas, tenemos que gran parte de los caudales son aportados por afluentes aguas arriba de la ciudad o poblado y aguas abajo de los embalses.  Es decir, la regulación que pudieran hacer los embalses es poco lo que aportará.


Por otra parte, los embalses tienen que evacuar grandes cantidades de agua para lograr disminuir sólo en una pequeña parte los caudales que deben verter.


La situación anterior la ilustró con el caso de la última gran crecida que hubo en la cuenca del Maule, la del 12 de julio de 2006.
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En este gráfico se señalan las estaciones Maule Longitudinal, que mide el caudal del río Maule aguas abajo del embalse Colbún, y Maule Forel, que mide el caudal del mismo río aguas arriba de la ciudad de Constitución.


Durante la crecida del 12 de julio de 2006, los caudales en Maule Forel alcanzaron un máximo de 15.700 m3/s, de los cuales sólo 2.900 m3/s fueron aportados por el embalse Colbún, es decir, sólo un 18%.  Las diferencias son explicadas por los ríos Claro y Loncomilla, más los aportes de la hoya intermedia.


El día previo a la crecida el Embalse Colbún se encontraba en la cota 430 msnm (7 mt bajo la cota máxima).  El vertimiento acumulado de éste entre los días 11, 12 y 13 de julio de 2007 equivale a 174 millones de m3, que representa el 16% del volumen máximo que puede almacenar.  Si no se hubieran querido verter, el embalse debía haber estado en la cota 425.  En este caso, el caudal medido en Forel sólo habría bajado a 12.000 m3/s, lo que igualmente es muy alto.


En resumen, como se ha dicho, la capacidad de control de crecidas de los embalses chilenos es muy limitada.  Ejercerla, puede significar perder agua que podría ser utilizada para generar energía, produciendo costos innecesarios a las empresas generadoras, los que se podrían traducir en  incrementos de los precios a los consumidores.


Por lo anterior, no estima conveniente que la DGA pueda establecer, en especial, en forma permanente, cotas máximas de operación a los embalses, con el fin de controlar crecidas.


3.- Declarado el estado de alerta de crecidas por la ONEMI, la DGA podrá ordenar nuevas medidas además de las ya autorizadas en el plan de contingencia del operador, las que formarán parte de dicho plan. (Artículo 10 inciso 1°)  


Para este caso, reiteró que son válidas las mismas aprehensiones formuladas respecto del punto anterior.


Resulta peligroso para las personas y las instalaciones el que se puedan agregar estas medidas, sin haber sido estudiadas con tiempo.  Una razonable previsión haría posible establecerlas en el plan de contingencia original.


En todo caso, la DGA debiera al menos escuchar a la Comisión Nacional de Energía cuando ordene medidas adicionales.


4.- Se establece la obligación de la DGA de indemnizar perjuicios al operador por evacuaciones de agua que éste realice, sin que el embalse recupere el nivel de aguas que tenía antes, sólo cuando la evacuación haya sido producto del cumplimiento de las nuevas medidas dispuestas por la DGA. (Artículo 11 inciso 1°)


Lo óptimo sería que la DGA no pudiere aplicar estas restricciones y en el caso que lo pudiera hacer, también debiera indemnizarse cuando se cumpla con una norma del plan de contingencia original; en especial, debido a que el incentivo de la DGA estará en establecer las restricciones importantes en éste.


Un sistema indemnizatorio irreal, como éste, podría implicar infracciones al derecho de propiedad de los operadores de embalses.


5.- Para acreditar el incumplimiento de las normas e instrucciones en relación a terceros sobre esta materia, bastará con un informe emitido por la DGA. (Artículo 14 inciso 2°)


Los operadores quedarían muy desprotegidos ante demandas de este tipo.


Este informe debiera ser uno de los medios de prueba a tener en cuenta, pero no el único.  En el peor de los casos, podría ser una presunción simplemente legal (que admite prueba en contrario).  


6.- Se establecen multas muy altas por diversas infracciones. (Artículos 4° inciso 2°, 6° inciso 1°, 12 y 17)


Debieran establecerse topes bastante más bajos, más acordes con la naturaleza de las materias infringidas.

5.- EMPRESA ENDESA CHILE


El Gerente General de Endesa Chile, señor Rafael Mateo, inició su presentación señalando que tanto los embalses de riego como hidroeléctricos intentan regular el régimen natural del río, para utilizar el agua en los momentos en que es más requerida. De este modo, almacenan cuando hay abundancia, cuando hay crecidas, y las utilizan o desembalsan cuando hay escasez.


Ante un anuncio de crecida, el embalse hidroeléctrico, aumenta su generación para esperar la crecida con más capacidad (“caja”), de modo de evitar verter (botar agua sin generarla) durante la crecida.


Cuando un embalse abre sus compuertas durante una crecida (vierte o bota el agua sin utilizarla), lo hace porque no puede contener o almacenar más. Y siempre intentatará contener la mayor parte del recurso, aunque su objetivo directo no sea mitigar la crecida.


Por lo mismo, durante una crecida el embalse no eroga más agua que la que recibe. Es decir, sólo si la crecida no puede ser totalmente contenida, pasa a ser NEUTRA, por lo que no empeora la situación.


En relación a los embalses con fines de riego o hidroeléctricidad que colaboran con el manejo de crecidas en la actualidad, señaló que la ubicación y tamaño de los embalses se proyectó para otros usos, por lo que, en general, manejan una porción pequeña de los afluentes a la cuenca (cabecera de la cuenca, donde el área embalsada es menor y la altura de caída mayor).


El proyecto de ley, en debate, propone para mejorar la coordinación, información y alertas durante los eventos de crecida obligar a las empresas a contar con planes de contingencia con estándares determinados, sin embargo, la empresa que representa tiene planes de contingencia particulares que se pueden coordinar con planes nacionales o regionales de emergencia.


Los entes especializados y otros interesados como ONEMI, Intendencia y Municipios, se coordinan con operadores de embalses y el CDEC, a través de la DGA y la CNE. Eventualmente, haciendo un uso más conservador de la capacidad de embalse (erogando mayores caudales con anticipación a la crecida) se podría aumentar parcialmente la capacidad de mitigación.


No obstante, se puede mejorar la mitigación al imponerla como un uso adicional, pero con mayores costos y algún riesgo adicional.

En relación a la impredecibilidad, que es un riesgo adicional, manifestó que podrían erogarse caudales mayores a los entrantes, con el riesgo de agravar la crecida real si ésta es menor a la pronosticada.


Dado que hay un criterio adicional para erogar caudales, se impone una restricción adicional al uso original, impidiendo que el agua se use cuando es más escasa (criterio original de oportunidad). Por ejemplo: generar más hidráulico cuando los precios son bajos, obligando a generar con combustibles fósiles en otros períodos (más costo, precio más alto y más contaminación).


En el límite, se puede perder agua que deja de utilizarse (para riego o hidroelectricidad) al impedir almacenarla para tener más capacidad libre de embalse para mitigación. Por ejemplo: verter (abrir compuertas) antes de la crecida, para tener más caja aún cuando la crecida no se produzca o sea menor, sin poder generar esa agua.


A pesar de ser obras existentes, se genera un costo para el propietario del embalse y para el país: será más caro producir electricidad y/o regar

Para minimizar este costo, propuso establecer criterios en la ley y reglamentos que individualicen, reconozcan y focalicen adecuadamente los costos involucrados. Para ello se requiere transparentar y asignar adecuadamente los costos. El Estado toma la decisión de mitigar y debería soportar los costos.


Se requiere involucrar a la Comisión Nacional de Energía (CNE) en las normas (reglamento y manuales de operación) y decisiones. Se debe compensar a los propietarios, la totalidad de los costos ocasionados por la aplicación de la ley, evitando que las medidas sean de índole permanente, durante todo el invierno, por el alto costo que representaría y sólo deben implementarse ante una emergencia real.


Para lograr el éxito y eficiencia de la ley, es preciso no sobredimensionar la capacidad de mitigación de crecidas de los embalses, manejar las expectativas, ya que embalses pueden ser sólo un aporte muy parcial a la solución del problema. Regulan un volumen muy acotado de la crecida, muchas veces en la cabecera de las cuencas.


Debe focalizarse la búsqueda de otras acciones mitigadoras más relevantes, complementarias y alternativas (relocalización, alarmas, nuevas obras)


Los costos de las medidas deben ser transparentes, bien dimensionados y focalizados, de modo que se preserve la efectividad en el uso compartido de los recursos (regulación de caudales para todos sus usos: eléctrico, riego, mitigador de crecidas, etc…)


La autoridad debe reconocer todos los costos para tomar una decisión adecuada para el país (Indemnizaciones). No sólo debería intervenir la DGA, sino también la CNE y otros. Los operadores deben visualizar los costos de transgredir la norma, como será el pago de multas e indemnizaciones, pero con atribuciones y responsabilidades equilibradas.


En relación al Manual de Operación, señaló que el texto actual del proyecto de ley habilita para que se impongan restricciones para su uso original (hidroelectricidad o riego) y por tanto costos, a través de disposiciones que aprueba la DGA (art.6).


Ese costo no es indemnizado por la DGA y debe ser soportado por el propietario. Sólo se indemniza el costo de medidas adicionales al Manual, solicitadas por la DGA durante la emergencia (art10 y 11).


De esta forma, es expropiatorio el imponer restricciones al derecho del propietario sin indemnización, es inconsistente que algunas medidas se indemnicen y otras no (indemnización en un caso particular pero no en general).


La iniciativa legal no reconoce costos derivados del uso para mitigación, lo cual atenta directamente contra la eficiencia de la ley y contra el principio rector señalado: “Quien toma la decisión de mitigar debe soportar los costos, para asegurar la adecuada ponderación de costos y beneficios”.


En su opinión, deben reformularse los artículos 6° y 11, para que todos los costos derivados de la función mitigadora, sean transparentados y bien focalizados, es decir, los propietarios sean indemnizados.

Se debe establecer un sistema de responsabilidad civil extracontractual subjetiva o aquiliana para el operador del embalse, toda vez que el sistema de responsabilidad objetiva planteada en el proyecto de ley, es un régimen de excepción para asegurar el riesgo y de fuente exclusivamente legal. En este caso, no concurren los elementos configuradores de una responsabilidad objetiva o de una obligación legal compensatoria. 


Asimismo, no parece razonable que el sólo informe de la DGA acredite el incumplimiento de las normas y, por tanto, la responsabilidad de los operadores ante daños de terceros.

El proyecto de ley debe establecer plazos y recursos administrativos y jurisdiccionales, que permitan impugnar los actos administrativos previstos en la ley, que a juicio de la empresa no sean dictados conforme a derecho. La recurribilidad de tales actos es una manifestación efectiva del principio de legalidad del Estado de Derecho. 


Contemplar en caso de sanción, por infracción a la ley, rangos de multas proporcionales, adecuadas y razonables entre el mínimo y el máximo.

Finalmente, expresó que la acción mitigadora actual de los embalses puede ser mejorada, pero deben manejarse las expectativas, entendiendo que este es sólo un aporte parcial a un problema mayor.


La introducción de un nuevo objetivo de operación en los embalses existentes, genera costos adicionales para los operadores y el país.


Estos costos deben ser minimizados optimizando los impactos conjuntos en generación, riego y control de crecidas. Todos los costos deben ser claramente establecidos y reconocidos.


Esta máxima es esencial para lograr la eficiencia de esta ley y no se está cumpliendo en el texto actual.

6.- CAMARA CHILENA DE LA CONSTRUCCIÓN


El Presidente de la Cámara Chilena de la Construcción, señor Luis Nario, expresó que este proyecto de ley tiene sus principales alcances en las siguientes materias:


1.- Regula la operación de los embalses y en particular el régimen de manejo de descargas.

2.- Esta nueva regulación afectará a las Centrales Hidroeléctricas en operación.

3.- Las concesiones de obras públicas en que operan embalses, actualmente vigentes, no se ven afectadas por este proyecto de ley, toda vez que su "ley" es el "contrato" y es en éste y en las Bases de Licitación donde se establece el Plan de Operación y Manejo de Descargas, y es a estas disposiciones a las que se ha obligado la empresa concesionaria. Cualquier modificación que se le introduzca a éstas debiera gatillar la correlativa modificación del contrato, con sus correspondientes cláusulas de compensación.

Como consecuencia de lo anterior, solicitó que se revisen las anteriores disposiciones, porque aun cuando este proyecto de ley no afecta directamente la actividad del gremio de la construcción es posible apreciar que introduce ineficiencias económicas y provocará mayores costos, los que en definitiva afectarán a toda la actividad económica nacional.

7.- El Director de Operación y Peajes del Centro de Despacho Económico de Cargo del Sistema Interconectado Central, señor Eduardo Ricke, expresó que en la actualidad la operación de los embalses contribuyen a mitigar las crecidas. Su función es intentar regular los ríos, para guardar agua en los períodos de abundancia y gastarla en períodos más secos.


La generación de los embalses hidroeléctricos es coordinada por el Centro de Despacho Económico de Cargo del Sistema Interconectado Central y se representa en los modelos que se usan para la planificación de la operación del sistema eléctrico. Los embalses son operados por personal especializado de cada empresa.


En general, los embalses de generación hidroeléctrica y de riego, no han sido diseñados para tener un control de crecidas específico, pero ayudan a mitigar los efectos de éstas. Cuando se acerca una crecida los embalses empiezan a generar más energía, existe una fórmula denominada “Condición Especial de Operación” y opera cuando ocurre una crecida y el generador informa que se encuentra en condición de vertimiento evitable, lo que significa que dentro de las próximas 72 horas podría entrar en vertimiento, por lo tanto, la CDEC le entrega la mayor colocación posible y se saca a otras centrales, con lo cual esos embalses empiezan a generar a plena carga. 



La operación anticrecida de los embalses está regida por normas técnicas muy estrictas, confeccionadas por especialistas durante la elaboración del proyecto de la respectiva central hidroeléctrica.


Los embalses tratan de aguantar la crecida hasta que su capacidad lo permita. En cotas bajas durante una crecida importante el embalse puede estar acumulando agua pero si llega a cotas más altas puede ser necesario además verter, lo que se realiza gradualmente, no se evacua más agua que la que le llega porque las normas de operación están establecidas en ese sentido; jamás amplificar la crecida, en el peor de los casos se debe dejar pasar el agua que viene por el río, pero no más allá de lo que trae el río, de hecho el embalse en una crecida siempre sube, lo que significa que el agua que llega por el río está embalsándose y cuando llega el momento en que pasa todo el embalse se transforma en neutro para efectos de la crecida.


El vertedero contribuye a reducir la energía que trae el agua aminorando los efectos aguas abajo de la presa, con lo cual se contribuye a que sea menos pernicioso. El vertedero es siempre un canal abierto por los costados de la presa y el principio básico es reducir la energía potencial del agua que es muy grande a cierta altura, por lo tanto es necesario que la presa esté bien diseñada y la recepción del agua debe estar considerada para no afectar a la presa.


Se puede lograr una mejor mitigación con una coordinación importante, tanto antes como cuando ocurre la crecida. Esa coordinación parte de la predicción del fenómeno meteorológico, que es bastante difícil. En la actualidad, no existen métodos muy exactos para prever la precipitación y la transformación de ésta en flujo de agua por el río, que no es tan inmediato y dependerá de muchas variables, entre ellas, de la situación del terreno, porque si llega una lluvia muy fuerte en el mes de marzo el embalse sube 2 metros porque la tierra está seca y filtra gran cantidad de agua. Si la misma lluvia ocurre en junio, cuando la tierra está saturada, se produce una gran crecida, es decir, esta situación es muy dependiente de las condiciones previas.


Previo a la crecida se puede hacer un espacio mediante la evacuación gradual y limitada o aumento de generación fuera del orden económico, es decir, que las centrales adelanten la generación, sin embargo, es necesario ser muy preciso en los pronósticos porque puede existir el riesgo de sobreevacuar, con lo cual se perderá agua que estaba destinada a la generación de energía, de esta forma se reduce la oferta de energía con un impacto en el precio.


Asimismo, existen otras medidas complementarias para mitigar el impacto de los embalses como puede ser la reubicación de las poblaciones, que en muchos casos se instalan en lugares aledaños a los ríos y cuando los ríos se desbordan se producen los daños y luego se procede a la instalación de defensas fluviales.


La mitigación tiene costos para el país en el sentido de que cuando se restringe a los embalses se reduce la oferta de energía, sube el costo marginal y finalmente los precios de la electricidad. También tiene costos para el propietario del embalse que si pierde el agua que debió evacuar o generar a menor precio o se le impide usar todo el volumen de regulación para mantener cotas bajas, se le producirá una pérdida, y los costos de la implementación y mantención de un  sistema de monitoreo eficiente.


Las posibilidades de mitigar son limitadas, en el sentido de que los embalses están proyectados para usos de generación o de riego, no para el control de las crecidas, lo que se refleja en que el volumen de la crecida, en algunas ocasiones es muy grande respecto del volumen disponible. Cuando el embalse está en estado de cota inicial muy baja puede ser eficaz.


Las crecidas invernales son muy rápidas, por lo que según el estado inicial podría no ser posible “hacer caja suficiente” suficiente. Una lluvia de 100 milímetros en 12 horas puede causar 5.000 a 6.000 metros cúbicos por segundo de afluente en la zona del Maule.


En la zona baja de Constitución se debe tener presente que al aporte del Embalse Colbún por el Río Maule se deben agregar otros ríos, como Loncomilla, que aportan caudales similares, con lo cual lo que viene del Embalse Colbún es un tercio de lo que llega por otros cauces a la ciudad, y se agrega el problema de marea alta que agrava la situación, por lo tanto, es importante contar con una adecuada coordinación en la evacuación, el estado de los ríos y la marea. 


Esta iniciativa legal será de utilidad, en la medida en que las regulaciones que se establezcan sean claras y el manual de operación incluya el Plan de Contingencia de Crecidas, que es complementario a las actuales normas de operación de crecidas de los embalses, puesto que pretende una mitigación mayor.


El Plan de Contingencia requiere que se detallen las condiciones y los objetivos que el operador del embalse debe tomar cuando se declare una alerta de crecida para lo cual se requiere una serie de estudios técnicos, análisis de escenarios, estadísticas e historia de la operación de los embalses. Asimismo, es fundamental que la participación de la DGA incluya la opinión de la Comisión Nacional de Energía, puesto que son los dos entes relacionados en el recurso hídrico.


Un elemento muy importante en esta materia es que la declaración y la duración del estado de alerta sea preciso; es necesario tener claridad cuándo es necesario partir con el Plan de Contingencia y hasta cuándo porque ello definirá el costo de la mitigación. Si el estado de alerta se prolonga en forma innecesaria se producirán costos excesivos.


Debe existir claridad en la definición de los criterios para establecer los costos originados por estas medidas de mitigación que incluye el Plan de Contingencia y su adecuada asignación. Este Plan de Contingencia debe activarse sólo ante contingencias extremas, hay muchas crecidas que no presentan riesgos bastando su manejo con la norma actual para lograr una mitigación efectiva.


Se debe establecer un mecanismo eficaz para compensar los costos a los operadores de los embalses y para la solución de las posibles controversias. Los costos que imponen las medidas deben ser transparentes y cuidar la efectividad en el uso compartido de los recursos eléctricos, riego y mitigador de crecidas.


Finalmente, señaló que debe existir un procedimiento de análisis ex –post del manejo de la crecida, con un mecanismo para definir responsabilidades y eventuales sanciones proporcionales a las infracciones cometidas. En su opinión, las sanciones que propone la iniciativa legal resultan excesivas.

8.- OFICINA NACIONAL DE EMERGENCIA (ONEMI)



La Directora de la Oficina Nacional de Emergencia (ONEMI), señora Carmen Fernández, expresó que el objetivo del proyecto de ley en estudio, es regular la operación de los embalses de control, ante la crecida inminente de caudales de agua, que por su magnitud o cercanía a lugares habitados, presenten un peligro para la vida, salud y bienes de la población. Constituye un efectivo instrumento de coordinación para las acciones de mitigación en zonas de alta pluviometría.


Este proyecto de ley, originado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República en el año 2006, fue aprobado por unanimidad en la Honorable Cámara de Diputados, apunta a establecer, por primera vez, facultades y procedimientos para la mitigación de impactos en las zonas de mayor precipitación en el país, en función de las operaciones de embalses de control, según pronósticos meteorológicos factibles, de acuerdo a las capacidades técnicas y humanas disponibles.


La iniciativa legal establece que todo embalse y su operador respectivo se debe registrar ante la Dirección General de Aguas, DGA, entidad que calificará cuáles de ellos cumplen la función de control. A partir de eso, los operadores de los embalses de control deberán cumplir con ciertas obligaciones, tales como presentar un manual de operación ante la DGA que incluirá planes de contingencia ante crecidas, instalar y mantener sistemas de monitoreo para prevenir oportunamente sobre crecidas, entre otras materias.


Del mismo modo, el cuerpo legal otorga nuevas facultades a la DGA, las que tienen relación con la aprobación de los manuales, administración de un registro público de las obras y embalses, exigencia de instalación de los sistemas de monitoreo, disposición de medidas adicionales, una vez decretado el Estado de Alerta de Crecidas, requerimiento de la aplicación de sanciones al tribunal competente en caso de incumplimiento de los operadores una vez decretado el Estado de Alerta de Crecidas y fiscalización permanente del cumplimiento de las normas de operación.


Asimismo, el proyecto establece la responsabilidad de los operadores de las centrales, quienes deberán indemnizar cuando corresponda por los perjuicios causados a terceros en el caso de incumplimiento de las normas contenidas en la ley. El incumplimiento de estas normas contempla multas que van desde 200 hasta las 10.000 unidades tributarias anuales (UTA).


Además, obliga a la determinación de un procedimiento para declarar el Estado de Alerta de Crecidas, a cargo de la Oficina Nacional de Emergencia del Ministerio del Interior, ONEMI, en el marco del Sistema Nacional de Alerta Temprana instituido mediante el Plan Nacional de Protección Civil (D.S. de Interior Nº156 del 12/03/2002), activándose los procedimientos obligatorios para los operadores y la coordinación entre ONEMI, el respectivo Intendente regional, la o las municipalidades respectivas, la DGA, la Dirección de Obras Hidráulicas, DOH. la Comisión Nacional de Energía, la Dirección Meteorológica de Chile, entre otras entidades involucradas.


Expresó que en la elaboración de esta iniciativa legal participaron distintos servicios públicos, entre ellos la Dirección General de Aguas, la Dirección de Obras Hidráulicas, la Oficina Nacional de Emergencia del Ministerio del Interior y la Comisión Nacional de Energía y se pretende contar con la más adecuada estructura de coordinación en resguardo de la calidad de vida de las personas, en función de la misión de los órganos involucrados.


Respecto del procedimiento de Declaración de Alerta de Crecidas, que está elaborando ONEMI, informó que busca definir claramente los roles y las consecuentes funciones de cada instancia involucrada, tanto para el análisis y evaluación de factores que motiven la declaración, como para las líneas de información de esa declaración y operaciones necesarias, a fin de cubrir el nivel local y correspondientes comunidades vulnerables con el máximo de oportunidad.


Se debe tener en cuenta que la gestión del riesgo obliga a procesos de ponderación de las distintas variables y sus respectivos factores incidentales, caso a caso, con los adecuados soportes normativos generales que enriquezcan las labores de prevención y mitigación. 


En este ámbito es en el que se sitúa el proyecto de ley, en estudio, como igualmente las estrategias de ordenamiento territorial que ha estado impulsando ONEMI desde 2007, destinadas a contar con políticas más precisas en cuanto a crecimiento urbano planificado y uso adecuado de los recursos naturales, reduciendo la exposición de la población ante amenazas de origen natural o antrópico.


La comunidad en su conjunto – aportando desde su específico rol – debe ser sensibilizada para que acepte por convicción, las tareas que le son propias en una misión que nos compete a todos, evitando, por ejemplo, en la medida de lo posible el asentamiento en áreas delimitadas bajo amenaza para mitigar los efectos de un posible desastre o bien, como se establece en esta iniciativa legal, cada organización o empresa debe contar con sus respectivos planes de contingencia, tanto para la protección de su recurso humano, como para la población expuesta a sus labores, a partir de sus respectivas potencialidades. 


La sociedad debe asumir que el evitar un daño considerable de las estructuras y patrones de producción, es tan importante como disponer de recursos para el restablecimiento de la normalidad de las vidas de las personas y su producción una vez ocurrido un desastre.


La fórmula no es seguir incrementando el aparataje del Estado y los recursos para el cumplimiento de tareas por parte de nuevas instituciones, ni menos aún atomizar las responsabilidades, con el riesgo de redundar esfuerzos o diluir los ámbitos de gestión al grado de hacerlos desaparecer.


Chile cuenta con los organismos competentes, restando sólo el trabajar de manera más resuelta y sostenida en reforzar sus capacidades, ampliar sus facultades y, por sobre todo, potenciar los instrumentos de coordinación entre cada uno de ellos.

- - - - - - 


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:


I.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: 5º, 10, 13, 16, 18, 19 y 20.

II.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones:  1 a, 3, 3 bis, 3 ter, 4, 4 bis, 4 ter, 5, 5 bis, 9 bis, 13 bis, 14 ter, 17 bis, 21 bis, 21 a, 22 y 22 a.

III.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: 1, 2, 2 bis, 5, 6, 6 bis, 8 bis, 11 bis, 12 a, 12 b,15 bis y 19 b.

IV.- Indicaciones rechazadas: 1 bis, 10, 10 bis, 11, 16,  16 a,  16 bis,  16 ter, 18, 19 a,  19 bis, 19 ter,  21 ter ,21 quáter y 21 b. 


V.- Indicaciones retiradas: 8, 9, 12, 13, 14, 15, 17, 19, 20 y 21. 


VI.- Indicaciones declaradas inadmisibles: 7, 12 bis, 12 ter, 13 ter, 14 bis y 22 bis. 

- - - - - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


La Comisión se abocó al estudio de las 59 indicaciones presentadas al texto del proyecto de ley, aprobado en general por el Honorable Senado, dejando constancia de las disposiciones en que ellas inciden y de los acuerdos adoptados sobre las mismas.


La iniciativa legal en estudio aprobada en general por el Honorable Senado consta de 20 artículos permanentes distribuidos en siete títulos y un artículo transitorio.

ARTÍCULO 1º


El proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, señala que la presente ley regula la operación de los embalses de control ante la crecida inminente de caudales de agua que, por su magnitud o por su cercanía a lugares habitados, pongan en peligro la vida, salud o bienes de la población, junto con otros derechos y obligaciones que indica.


A este artículo se presentaron dos indicaciones signadas con los Nos 1 y 1 a.
Indicación Nº 1


1.- De los Honorables Senadores señores Kuschel y Romero, para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 1º.- La presente ley regula la operación de los embalses de control que, por su tamaño o por su cercanía a lugares habitados, permita, en casos de crecidas extraordinarias e inminentes de caudales de agua, evitar o mitigar los riesgos para la vida, la salud o los bienes públicos y privados.”.

Indicación Nº 1 a.


1 a.- De S.E. la Presidenta de la República, para sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 1°.- La presente ley regula la operación de los embalses de control que, por su capacidad de regulación o por su cercanía a lugares habitados, permita, en casos de crecidas inminentes de caudales de agua, evitar o mitigar los riesgos para la vida, la salud o los bienes públicos y privados, junto con otros derechos y obligaciones que indica.”.

La Comisión analizó en conjunto estas indicaciones y durante su discusión se formularon los siguientes planteamientos:


El Subsecretario de Obras Públicas, señor Juan Eduardo Saldivia, explicó que la indicación del Ejecutivo difiere de la indicación presentada por los Honorables Senadores señores Kuschel y Romero, en que esta última propone que para determinar los embalses de control se considere como un elemento de diferenciación el tamaño de los mismos y agregan un concepto nuevo que son las crecidas extraordinarias.


La indicación del Ejecutivo acepta la idea de que el embalse de control tenga un tamaño determinado, considerándolo dentro de la expresión “capacidad de regulación”, pero no el concepto de las crecidas extraordinarias. 


Agregó que la indicación de los Honorables Senadores señores Kuschel y Romero, introduce el concepto del tamaño o de la capacidad de regulación del embalse, limitándolo a los casos de crecidas extraordinarias.

El Honorable Senador señor Kuschel expresó que en materia de pluviometría existe el denominado “año normal” que se mide en cada cuenca hidrográfica. La crecida extraordinaria puede ser una que exceda un 10% sobre el agua caída en un año normal y concentrado en un período de tiempo. De este modo, se puede establecer un criterio más previsible.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, señaló que esta iniciativa legal se puede abordar desde dos perspectivas: uno, regular sólo en caso de situaciones extraordinarias, y dos, establecer otros mecanismos regulatorios respecto del manejo de embalses. En su opinión, el Ejecutivo está proponiendo que se realicen las dos actividades y, en cuanto a la primera situación, entiende que se trata de contar con las facultades extraordinarias para actuar frente a fenómenos naturales inesperados que pueden generar peligros en lugares habitados que puede que no estén muy cerca de los embalses.


El Subsecretario de Obras Públicas, señor Juan Eduardo Saldivia, afirmó que el proyecto de ley pretende aprovechar una capacidad ociosa de infraestructura que existe en el país y que en el futuro se incrementará en la medida que se construyan más embalses. En la actualidad, existe una capacidad que bien utilizada puede ser beneficiosa para las comunidades que viven aguas abajo de un embalse.


La capacidad ociosa se entiende frente a fenómenos que tienen cierta recurrencia cuando existe una precipitación torrencial que hace que los caudales de los ríos crezcan, sea porque llovió más arriba de la línea de la nieve, o llovió intempestivamente. La casuística es muy extensa, pero existe una lluvia torrencial que hace que los caudales de los ríos crezcan de manera intempestiva y dadas las características de la geografía del país sea muy torrentosa, lo cual provoca daños aguas abajo.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, señaló que de acuerdo a las explicaciones entregadas por el señor Subsecretario se debe entender que la indicación del Ejecutivo pretende actuar antes que el peligro ocurra, por ello se emplea la expresión “crecidas inminentes” y la indicación de los Honorables Senadores señores Kuschel y Romero, señala que se debe actuar cuando ocurran crecidas extraordinarias.


El Subsecretario de Obras Públicas, señor Juan Eduardo Saldivia, precisó que la ley desarrolla un mecanismo ante una crecida inminente. A partir de ello, debe existir una información meteorológica, ciertas condiciones naturales y la ONEMI emite una alerta de crecida. La alerta de crecida puede ser ordinaria o extraordinaria y para el Ejecutivo interesa considerar que en un río que existe un embalse bien operado, para estos efectos, pueda amortiguar una crecida aguas abajo.


Si a un embalse se le avisa con 48 horas de anticipación que deben desembalsar agua y generar una capacidad de aguantar la crecida y si existe una equivocación en esa información el Estado deberá pagar los daños.


El Honorable Senador señor Romero manifestó que estos embalses controlan una parte menor de las aguas que caen a una hoya hidrográfica, por lo que no se debe atribuir a esa medida una decisión definitiva porque en la práctica se ha demostrado que los embalses no tienen una incidencia tan directa, como se estimó en un comienzo, y de alguna manera pueden colaborar. En ese sentido, señaló que comparte el criterio del MOP de entregar las herramientas que solicitan. Considera razonable la indicación del Ejecutivo.


El Honorable Senador señor Ruiz Esquide recordó que el objetivo de esta iniciativa legal es que los embalses significan una contención no menor. En el caso del Alto Bío Bío, en Trenque se maneja el 80% de las aguas que vienen del río, y quedó claro que cuando se produjo la emergencia en el año 2006 no se cumplieron las condiciones para hacer que las personas conocieran en forma adecuada lo que sucedería. Los lugareños de Quilaco sabían que el río se desbordaría y se hicieron algunas intervenciones locales y ENDESA abrió las compuertas inundándose río abajo. 


Como consecuencia del planteamiento anterior, anunció su preferencia por el texto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados, eliminando la frase “o por su cercanía a lugares habitados” porque será muy largo de discutir y probar en los tribunales de justicia esa circunstancia.


El Director General de Aguas, señor Rodrigo Weisner, expresó que el término “capacidad de regulación” resulta más adecuado desde el punto de vista del comportamiento de las cuencas. Esta iniciativa legal regula a los embalses de generación hidroeléctrica y a los de riego y en las cuencas del norte del país pueden haber lluvias menores, desde el punto de vista de la magnitud, pero el embalse por su capacidad de retención es importante que esté considerado en esta ley.


Respecto de la “cercanía a lugares habitados” informó que se determinó incluir esta expresión porque la Empresa de Servicios Sanitarias de la VIII Región tiene unos tranques pequeños en la parte alta de la cuenca, Estero Lonquen y con una lluvia que no es de mucha magnitud, pero como se trata de tranques muy antiguos y con una mala operación provocaron problemas en poblaciones cercanas.


Los daños se pueden producir porque puede existir una pequeña obra cerca de un lugar o población que requiere ser cuidada, o una gran obra en la parte alta de la cuenca que tiene impacto en la parte baja.


Finalmente se explicó que la indicación presentada por los Honorables Senadores señores Kuschel y Romero, tiene por objetivo una corrección semántica puesto que el texto aprobado en general por el Senado, emplea los conceptos “por su magnitud o por su cercanía” que deben entenderse en relación a los embalses de control, sin embargo, en la forma en que está redactada se entiende que se refieren a la crecida inminente. De esta forma, la indicación sólo pretende ordenar los conceptos anteriores.


El Honorable Senador señor Ruiz Esquide informó que en los temporales de julio de 2006 los mayores problemas afectaron a la ciudad de Laja, que está situada a 40 kilómetros del Alto Bío Bío.



- En votación la indicación Nº 1a.-, fue aprobada en los mismos términos que venía formulada, con los votos favorables de los Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier y Romero y con la abstención del Honorable Senador señor Ruiz Esquide. 


- La indicación Nº 1, fue aprobada con modificaciones quedando subsumida en la indicación Nº 1 a, con la misma votación anterior.

ARTÍCULO 2º


El proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, indica que para todos los efectos de esta ley, se entenderá por:


a) Crecida: aumento significativo de los caudales de los cauces que puede provocar su desborde.


b) Embalse: es toda obra que tenga un muro por sobre el nivel del terreno y que acopie aguas.


c) Embalse de Control: es todo embalse que contribuya a la regulación de las crecidas, declarado como tal por la Dirección General de Aguas, en adelante DGA.


d) Emergencia: grave alteración de las condiciones de vida de un colectivo social determinado, que pueda dañar los bienes físicos o ambiente, provocado por un fenómeno natural o acción humana, voluntaria o involuntaria, susceptible de ser controlado con los medios previstos en el territorio, espacio o colectivo social afectado.


e) Estado de alerta de crecidas: conjunto de disposiciones, medidas y acciones destinadas a establecer un estado de vigilancia sobre las condiciones y situaciones de riesgo, que se activan por la autoridad correspondiente para prevenir, mitigar o mejor controlar y reducir los impactos de emergencias, producto del aumento significativo, actual o futuro, de los caudales de los cauces que puede provocar su desborde.


f) Manual de operación: conjunto de normas técnicas que regulan la operación de cada embalse de control, elaboradas por el operador y autorizadas por la DGA, conforme al procedimiento que establezca el reglamento.


g) Operación de control: procedimiento regulado en las normas legales, reglamentarias y en el respectivo manual de operación, mediante el cual el embalse de control deberá ajustar sus actuaciones en estados de alertas de crecidas.


h) Operador: toda persona natural o jurídica, de derecho público o privado, que bajo cualquier título administre un embalse.


i) Plan de contingencia: procedimientos operativos específicos de coordinación, movilización y respuesta, que el operador de un embalse de control deberá implementar ante la declaración del estado de alerta de crecidas, que estarán comprendidos en el respectivo Manual de Operación.


j) Reglamento: el dictado para la ejecución de esta ley, conforme a su artículo 18.



A este artículo se presentaron ocho indicaciones signadas con los Nos 1 bis, 2, 2 bis, 3, 3 bis, 3 ter, 4 y 4 bis.

Letra a)

Indicación Nº 1 bis


1 bis.- Del Honorable Senador señor Horvath, para reemplazar la letra a), por la siguiente:


“a) Crecida: aumento significativo de los caudales que puede provocar su desborde.”.



El Subsecretario de Obras Públicas, señor Juan Eduardo Saldivia, explicó que el Ejecutivo no formulará indicación en esta materia y la diferencia se produce porque la crecida es un aumento significativo de los caudales de los cauces. La indicación presentada elimina la idea de los cauces.


- En votación esta indicación, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Romero y Ruiz Esquide.

Letra c)


Define embalse de control como todo aquél que contribuya a la regulación de las crecidas, declarado como tal por la Dirección General de Aguas


Se previene que al analizarse el inciso segundo del artículo 3º se acordó complementar esta definición con la contemplada en esa norma y evitar definir en dos artículos distintos estas obras lo que podría motivar en el futuro una discusión jurídica sobre esta materia.


Por consiguiente, se acordó, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide, reemplazar la letra c), por la siguiente:


“c) Embalse de control: es todo embalse que contribuya a la regulación de las crecidas, declarado como tal por la Dirección General de Aguas, en adelante DGA. Para calificarlo como de control, la DGA deberá considerar, entre otras características, el volumen de regulación del respectivo embalse y la localización de éste respecto de la cuenca hidrográfica y  que aquél, permita regular las crecidas de los caudales de agua, con el objetivo de evitar o mitigar las situaciones de peligro para la vida, la salud o los bienes de la población.”.

Letra f)

Indicación Nº 2

2.- De los Honorables Senadores señores Kuschel y Romero, para sustituir la frase “elaboradas por el operador y autorizadas por la DGA” por “las que deberán velar por la seguridad de las presas y buenas prácticas tanto en la ingeniería de las obras civiles como en su operación, dictadas por la DGA”.

Indicación Nº 2 bis


2 bis.- De S.E. la Presidenta de la República, para agregar a continuación de la frase “elaboradas por el operador y autorizadas por la DGA,” la siguiente expresión: “las que deberán velar, entre otras, por la seguridad de las presas y buenas prácticas tanto en la ingeniería de las obras civiles como en su operación.”.


La Comisión analizó en conjunto estas indicaciones y durante su discusión se formularon las siguientes observaciones:


El Subsecretario de Obras Públicas, señor Juan Eduardo Saldivia, expresó que siguiendo la lógica del proyecto de ley en una crecida inminente está definido que hay un embalse de regulación que debe actuar de acuerdo a las normas del Manual de Operación y se está proponiendo que dicho Manual contenga un plan de contingencia. Frente a la inminencia de crecida se debe aplicar el plan de contingencia contenido en el Manual de Operaciones.


El Ejecutivo propone que el Manual de Operaciones sea propuesto y elaborado por el operador y aprobado por la DGA. La indicación presentada propone que el Manual sea elaborado y aprobado por la DGA.


En su opinión, los conocimientos específicos de cada embalse en términos de proponer el Manual, están en poder del operador, la DGA no tiene la competencia para ello.


El Honorable Senador señor Romero señaló que el Manual debe elaborarse por el operador y autorizarse por la DGA, cuando se señala la necesidad de contar con un Manual de Operación debe definirse para qué se necesita, no puede ser sin definición y la idea contenida en la indicación presentada es que este Manual de Operación debe velar por la seguridad de las presas y de las buenas prácticas, tanto en la ingeniería de las obras civiles como en su operación, elaboradas por el operador y autorizadas por la DGA.


Se pretende incluir el concepto de seguridad y las buenas prácticas en la ley, puesto que de otra manera puede existir un concepto que quede sólo entregado al operador, en circunstancias que hay buenas prácticas que son mundiales, debiendo velarse por la seguridad de la presa.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, señaló que la indicación de los Honorables Senadores señores Kuschel y Romero, es complementaria con la indicación formulada por el Ejecutivo, por lo que deben establecerse algunos criterios para guiar a la DGA, en el sentido de considerar conceptos de seguridad y buenas prácticas en la ingeniería y en la operación de un embalse.


La Comisión estuvo de acuerdo en que el operador elabore el Manual y se autorice por la DGA y en que estas normas técnicas deberán velar, entre otras, por la seguridad de las presas y buenas prácticas tanto en la ingeniería de las obras civiles como en su operación. Asimismo, acordó consultar en un párrafo segundo de la letra f) la opinión de la Comisión Nacional de Energía, porque corresponde a un caso excepcional de los embalse de control de generación hidroeléctrica.


El Honorable Senador señor Romero hizo presente que a través de la indicación presentada se quiere evitar que el Manual de Operación se confunda con un plan de contingencia de crecidas.


El Director de Aguas, señor Rodrigo Weisner, expresó su conformidad con la proposición de que cada operador elabore el Manual de Operación, puesto que cada uno conoce cómo funciona su presa, su estructura y a la DGA correspondería evaluar la seguridad de la estructura y de la operación. 


Cuando la DGA revisa una obra existen otros criterios además de la seguridad de las presas y su operación, como caudales ecológicos, seguridad de la población aguas abajo, por lo que propuso no limitar sólo a la seguridad de las presas. 


- En votación estas indicaciones fueron aprobadas con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

Indicaciones Nos 3 y 3 bis

3.- De los Honorables Senadores señores Kuschel y Romero, y 3 bis.- De S.E. la Presidenta de la República, para agregarle la oración “El mencionado manual de Operación deberá contener un Plan de Contingencia de Crecidas.”.


El Honorable Senador señor Longueira consultó la razón por la cual se incorpora esta oración puesto que está considerada en la definición del Plan de Contingencia.


El Honorable Senador señor Romero señaló que se pretende establecer de manera imperativa que el Manual de Operación deberá contener un Plan de Contingencia de Crecidas, que se señale en forma expresa. No obstante, indicó que será necesario modificar la letra i) que se refiere a esta materia.


- En votación estas indicaciones, fueron aprobadas sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

Indicación Nº 3 ter


3 ter.- De S.E. la Presidenta de la República, para agregar el siguiente inciso segundo nuevo: “En los casos en que se trate de un embalse de control de generación hidroeléctrica, se requerirá la opinión previa de la Comisión Nacional de Energía, la que deberá ser emitida por ésta, dentro del plazo de treinta días contado desde la fecha en que reciba la solicitud. Dicha opinión no será vinculante para los efectos de la aprobación del Manual de Operación.”.

El Subsecretario de Obras Públicas, señor Juan Eduardo Saldivia, explicó que esta indicación pretende que en estos casos particulares no sólo se tengan en consideración los criterios técnicos de la DGA asociados a los caudales de los ríos sino que también los efectos que pudieran generar el Manual de Operación, principalmente, el Plan de Contingencia respecto de la disponibilidad de generación hidroelétrica, por lo que se considera conveniente tener la opinión de una autoridad competente en la materia. 


Esta opinión no es vinculante porque priman los objetivos del proyecto de ley, que son la protección de la vida, la seguridad de las personas, los bienes aguas abajo y los embalses en los casos de operación. 


El Honorable Senador señor Romero expresó su conformidad con la explicación entregada en la medida en que se entienda que hay embalses que tienen generación incluida y otros no la tienen. En una adecuada coordinación para prever situaciones lamentables parece conveniente conocer la opinión no vinculante de la Comisión Nacional de Energía.


El Honorable Senador señor Longueira anunció su voto a favor de esta indicación haciendo presente su conformidad con el hecho de que esta opinión no sea vinculante porque el objetivo de este proyecto de ley es cuidar los efectos de las crecidas, con lo cual la opinión de la Comisión Nacional de Energía se considerará, sin embargo, la normativa apunta al control de la seguridad ciudadana, la salud de las personas, etc.

· - En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

Letra g)

Indicaciones Nos 4 y 4 bis

4.- De los Honorables Senadores señores Kuschel y Romero, y 4 bis.- De S.E. la Presidenta de la República, para suprimirla


- En votación estas indicaciones, fueron aprobadas, sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

Letra i)


El Honorable Senador señor Longueira reiteró la necesidad de suprimir la frase final de la letra i) del artículo 2º, que señala: “que estarán comprendidos en el respectivo Manual de Operación”.


La Comisión acordó, en mérito al debate anterior, suprimir esta frase final, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Longueira, Romero y Ruiz Esquide, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento.

ARTÍCULO 3º


El proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, señala que todo embalse y su respectivo operador, deberán registrarse en el Inventario Público de Obras Hidráulicas perteneciente al Catastro Público de Aguas, establecido en el artículo 122 del Código de Aguas. El registro deberá solicitarse a la DGA, dentro del plazo de 10 días, contado desde la notificación de la resolución que aprueba las obras a que se refiere el artículo 294 del Código de Aguas y, respecto de las demás obras, desde que comience el acopio de aguas.


Una vez registrado un embalse y su operador en el Inventario Público de Obras Hidráulicas, la DGA calificará mediante resolución, si corresponde a un embalse de control. Para esta calificación, se entenderá que un embalse cumple una función de control cuando permite regular las crecidas de los caudales de agua, con el objeto de evitar o mitigar las situaciones de peligro para la vida, la salud o los bienes de la población.


A este artículo se presentaron cinco indicaciones signadas con los Nos 4 ter, 5, 5 bis, 6 y 6 bis.

Indicación Nº 4 ter


4 ter.- De S.E. la Presidenta de la República, para sustituir en su inciso primero, la expresión “10 días” por “30 días”.

- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

Indicaciones Nos 5 y 5 bis

5.- De los Honorables Senadores señores Kuschel y Romero, y 5 bis.- De S.E. la Presidenta de la República, para intercalar, en la primera oración de su inciso segundo, a continuación de la frase “la DGA calificará”, las palabras “en el plazo de 30 días”.


Se señaló que estas indicaciones son concordantes con la indicación 4 ter, aprobada.


- En votación estas indicaciones, fueron aprobadas sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

Indicaciones Nos 6 y 6 bis

6.- De los Honorables Senadores señores Kuschel y Romero, y 6 bis.- De S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar la segunda oración de su inciso segundo por la siguiente: “Para efectuar esta calificación, la DGA deberá considerar, entre otras características, el volumen de regulación del respectivo embalse y la localización de éste respecto de la cuenca hidrográfica y que aquél, permita regular las crecidas de los caudales de agua, con el objeto de evitar o mitigar las situaciones de peligro para la vida, la salud o los bienes de la población.”.


El Honorable Senador señor Longueira hizo presente que el artículo 3º contiene la definición esencial del proyecto de ley para determinar a quiénes se aplicarán estas normas. Este artículo define si un embalse se califica de embalse de control con lo cual se le aplica esta ley.


El inciso segundo del artículo 3º define nuevamente lo que debe entenderse por embalse de control, sin perjuicio de la definición contenida en el artículo 2º, letra c), de esta iniciativa, por lo que consultó el motivo de esta reiteración.


Agregó que consultar esta definición en dos artículos podría motivar en el futuro una discusión jurídica sobre esta materia.


El Director General de Aguas, señor Rodrigo Weisner, propuso considerar esta definición en la letra c) del artículo 2º y en el artículo 3º señalar que corresponde a un embalse de control calificado de conformidad a la letra c) del artículo 2º.


El Honorable Senador señor Longueira señaló que se debe precisar que el artículo 3º está definiendo un procedimiento y una resolución que recae en la DGA. Por su parte, el artículo 2º, letra c) debe indicar las razones por las cuales se está definiendo un embalse de control, con la finalidad de regular las crecidas para evitar y mitigar las situaciones de peligro para la vida.



La Comisión acordó incorporar en la letra c) del artículo 2º, que para calificarlo como de control, la DGA deberá considerar, entre otras características, el volumen de regulación del respectivo embalse y la localización de éste respecto de la cuenca hidrográfica y que aquél, permita regular las crecidas de los caudales de agua, con el objetivo de evitar o mitigar las situaciones de peligro para la vida, la salud o los bienes de la población. 



- En votación estas indicaciones, fueron aprobadas con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

ARTÍCULO 4°


El proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, indica que los operadores de embalses de control deberán instalar y mantener sistemas de monitoreo de sus caudales de afluentes y efluentes, según los estándares establecidos por la DGA para la construcción y operación de estaciones de redes hidrométricas. Dichos sistemas deberán, a lo menos, medir caudales y niveles de cotas, realizar pronósticos de caudales y generar sistemas normalizados de avisos y alertas; sin perjuicio de los requerimientos específicos que para cada caso la DGA determine, en la resolución en que se califique al respectivo embalse como de control, conforme al inciso segundo del artículo 3°. 


En caso que exista incumplimiento de la obligación señalada en el inciso anterior, la DGA pondrá los antecedentes en conocimiento del Juez de Letras respectivo, quien podrá imponer una multa a beneficio fiscal, a modo de apremio, desde 50 hasta 1.000 unidades tributarias anuales. En caso de reincidencia, el juez reiterará el apremio, tantas veces como sea necesario, hasta que se dé pleno cumplimiento a la resolución referida en el inciso precedente.


A este artículo se presentaron nueve indicaciones signadas con los Nos 7, 8, 8 bis, 9, 9 bis 10, 10 bis 11 y 11 bis.

Indicación Nº 7

7.- Del Honorable Senador señor Coloma, para intercalar, en la primera oración de su inciso primero, a continuación de las palabras “embalses de control”, la expresión “y la DGA”, y para sustituir el pronombre “sus” por “los”.



El Honorable Senador señor Romero expresó que esta indicación es muy interesante porque trata de definir o determinar responsabilidades. El hecho de predecir y anticipar las situaciones de riesgo no sólo corresponde al operador sino que también a la DGA, lo cual otorga un elemento de mayor certeza en la evaluación de la situación, porque si fuera sólo el operador a quien corresponde determinar esta situación podría suceder que tenga un criterio distinto a la DGA, en cambio, si existen ambas posibilidades se producirá una confrontación de ideas y de responsabilidades que son más razonables para una situación de emergencia de esta naturaleza.


En seguida, el señor Senador manifestó que esta indicación dice relación con una atribución de un servicio público, por lo tanto, es inadmisible y debería ser patrocinada por el Ejecutivo, si lo considera conveniente.


El Subsecretario de Obras Públicas, señor Juan Eduardo Saldivia, señaló estar de acuerdo en el principio de que lo relevante es que exista una confrontación de opiniones a partir de la medición de datos constatables.


El embalse que es de propiedad privada embalsa derechos de agua del mismo propietario del embalse, si se trata de un embalse hidroeléctrico de ENDESA, ésta embalsa los derechos no consuntivos que tiene para generar electricidad en un punto de captación determinado. Si el embalse es multipropósito podrá tener derechos de agua de riego, de generación.


En la práctica, siempre se embalsan derechos propios.


El Honorable Senador señor Ruiz Esquide, consultó si el último embalse del Alto Bío Bío que sólo embalsa aguas propias significaría que todas las aguas del Bío Bío aguas arriba son de propiedad de ENDESA. 


El Subsecretario de Obras Públicas, señor Juan Eduardo Saldivia, respondió que ENDESA tiene un derecho constituido de determinados metros cúbicos por segundo en un punto de captación. Si el río trae más agua, ENDESA sólo debe sacar los metros cúbicos a que tiene derecho y el resto fluye; por el contrario, si el río trae menos agua, ENDESA saca lo que le corresponde y el río se seca. En un evento de crecidas, el caudal del río es muy superior a los derechos constituidos, con lo cual existe agua, que en estricto rigor no tiene dueño privado, pero por el efecto de la crecida volverá al mar y nunca tendrá un propietario.


En relación al artículo en análisis manifestó que la discusión se refiere a los caudales que ingresan y que salen para los efectos de determinar cómo se comporta el embalse y qué hacer en el momento de la crecida. Lo importante es tener un conocimiento exacto respecto del agua que entra y de la que sale.


La discusión en relación a la indicación presentada es si los equipos de medición sólo son instalados por los operadores de los embalses conforme a la ley, según los estándares establecidos por la DGA para la operación de las redes hidrométricas y la indicación del Honorable Senador señor Coloma agrega que además la DGA deberá contar con sus propios equipos, lo que es inadmisible.


El Director General de Aguas, señor Rodrigo Weisner, señaló que esta norma pretende evitar la discusión que existió en el invierno del año 2006 en el sentido de si los embalses están generando más caudal del que ingresaba, por lo tanto, la situación se agravaba. La norma propuesta obliga a que todos los embalses midan el agua que entra y la que sale, para saber cuándo el embalse está generando más daño. 


La indicación del Honorable Senador señor Coloma propone reemplazar “sus” por “los”, lo que parece razonable. Sin embargo, la otra parte de la indicación tiene por objetivo agregar una nueva obligación a la DGA.


La información que entregan los servicios hidrométricos debe ser factible de comprobarse y es por eso que el Ejecutivo considera que la instalación de los equipos se realicen de acuerdo a los estándares establecidos por el DGA, con lo cual tendrán un sistema de mantención y cumplirán con ciertas características técnicas. El operador de control no cumple con su obligación instalando cualquier equipo que pudiera ser no útil al no poder entregar la información con la precisión que se requiere de acuerdo al desarrollo tecnológico actual.


La DGA debe definir los estándares que deben cumplir los equipos, si se trata del mismo equipo que cumple con los mismos estándares debería ser transparente para el Estado y para el regulador.


En caso que existan dos equipos, uno instalado por el operador con una determinada tecnología y entrega una medida distinta a la del equipo de la DGA, se producirá un constante enfrentamiento por un tema tecnológico. Por ello, se propone contar con una sola tecnología de acuerdo a los estándares definidos por la DGA y una sola inversión, puede suceder que los montos no sean tan significativos, pero no existe razón para duplicar inversiones si se puede acordar la tecnología, la forma de medición y el resultado no podrá ser discutido.


El Honorable Senador señor Romero destacó que los embalses no fueron construidos para evitar crecidas, sino que con otros objetivos, por lo tanto, cuando se percibe que hay ciertos efectos no todos son atribuibles al tema del embalse. Está demostrado que la mayor cantidad de agua viene por otro concepto, por lo que hay que tener cuidado en establecer mayores regulaciones para los embalses existentes. 


Es necesario comprender que los embalses no fueron construidos para contener crecidas.


El Presidente accidental de la Comisión, Honorable Senador señor Ruiz Esquide, concordó con el planteamiento anterior, en el sentido de que los embalses no fueron construidos para contener crecidas, sin embargo, los grandes conflictos que se han producido como consecuencia de la crecida del río Bío Bío justifica que en 2 años consecutivos la crecida que se produce después de la instalación del embalse suele ser más grande que lo que habría sucedido sin embalse, porque se acumula más agua y ha salido bruscamente lo que probablemente con una crecida sin embalse habría tenido un flujo menor.


Otra consecuencia, es que a raíz de los embalses y de las garantías que se dieron en su momento, se produjo el efecto de que las personas creyeron que siempre los embalses contendrían las crecidas y se instalaron casas cercanas al río.


Agregó que está de acuerdo con la indicación del Honorable Senador señor Coloma en el sentido de colocar “y la DGA” y a reemplazar “sus” por “los”. En el Alto Bío Bío no hay eferentes, efluentes ni tampoco hay otros afluentes, es decir, esa represa maneja toda el agua del Bío Bío. 


En su opinión, debe existir un control ejercido por la DGA que es el órgano que controla.


El Honorable Senador señor Longueira señaló que esta indicación duplicará esfuerzos que llevarán sólo a conflictos. Los instrumentos deben estar en poder de los operadores y la autoridad debe exigir que estos instrumentos sean de determinada calidad. En lugar de duplicar esta función, es preferible que estén en poder del operador, que además los ocupará para decisiones propias, no es lógico que tanto el operador como la DGA efectúen las mismas mediciones.


El Subsecretario de Obras Públicas, señor Juan Eduardo Saldivia, señaló que hay experiencia de redes hidrométricas realizadas por empresas privadas, tanto sanitarias como hidroeléctricas con equipos que son convenidos y autorizados por la DGA que tienen normas de procedimiento.


El Honorable Senador señor Romero señaló que a través de esta norma se está asignando, una vez más, a los operadores una obligación que tiene una justificación desde el punto de vista del bien común. No obstante, no sólo se refiere al problema del caudal de afluente sino que al analizar el artículo resulta que tiene que hacer pronósticos de caudales, medir lluvias y otros que resultan imposible de medir, como la isoterma 0 que es un aspecto que se describió como clave en el aumento al triple del aporte del agua de las crecidas del Bío Bío en el año 2006.


De este modo, el operador tendrá que hacer no sólo la medición de los caudales, sino que tendrá que hacer un pronóstico que es responsabilidad de la DGA y no del operador, puesto que los embalses no se hicieron para contener las crecidas. 


Además, existe una responsabilidad del Estado que dice relación con el bien común que son los pronósticos que tiene que hacerlos la DGA y no el operador. 


El Director General de Aguas, señor Rodrigo Weisner, informó que la DGA fue creada en el año 1969 y es el único servicio que opera y mantiene el servicio hidrométrico nacional, que es el organismo que mide el caudal de los ríos en régimen natural. En todas las construcciones de embalses para riego, para fines hidroeléctrico o de agua potable se les ha impuesto, en las normas de operación y de aprobación de las obras hidráulicas, la obligación de monitorear, así, la Empresa Aguas Andinas monitorea el Embalse El Yeso. Ralco, Pangue y Colbún también miden sus cotas y el caudal que entra y que sale.


La inversión en medición de isoterma 0, cantidad de lluvia y cota, no excede de $ 10.000.000 y el embalse cuesta alrededor de 400 (millones de dólares), con lo cual la inversión es marginal. En la práctica, la DGA una vez que el operador construye el embalse, aporta esa información, que se mide con un instrumento denominado “Data Lawyer”, que indica la cantidad de agua que está en el río y emite una señal satelital que se envía a una base de datos de la DGA que la publica en Internet.


De este modo, la DGA puede tener exacto conocimiento del agua que está desembalsando un embalse, pero no del agua que está entrando al embalse, porque no existe una norma que obligue a instalar esta medición.


La norma propuesta obliga a los operadores a instalar estos sistemas, el operador los opera y la señal la mantiene la DGA y la entrega al público de manera transparente.


El Subsecretario de Obras Públicas, señor Juan Eduardo Saldivia, señaló que la indicación del Honorable Senador señor Coloma determina si la DGA es la responsable de la instalación de estaciones hidrométricas o corresponde al operador. 


El Ejecutivo propuso que estos sistemas de mediciones sean instalados por los operadores de acuerdo a los estándares establecidos por la DGA. Lo importante es contar con información confiable.


El hecho de que estos equipos los instalen los operadores y la DGA es una duplicidad de inversiones innecesaria en la medida en que los equipos sean estándares y entreguen garantías de que la información es suficiente. 


El Honorable Senador señor Romero señaló que tiene que haber una especie de concurso entre el operador del embalse y la DGA porque esta normativa es para evitar situaciones de riesgo para las personas que viven aguas abajo. De este modo, establecer obligaciones sólo para los particulares no resulta justo, deben ser compartidas entre el operador y la DGA. Informó que entiende que no hay inconvenientes para que los operadores instalen estos sistemas de mediciones y que la DGA participe para poder comprobar la exactitud del sistema.


El Subsecretario de Obras Públicas, señor Juan Eduardo Saldivia, reiteró que esta indicación es inadmisible.


El Honorable Senador señor Longueira señaló que este punto ha sido parte de la discusión y en su opinión estos equipos deben instalarlos los operadores, o la DGA, pero en ningún caso ambos, porque cuando se produzca un conflicto existirá discusión respecto de la forma en que se realizó la medición. El costo de estos equipos no representan una gran carga económica para los operadores y basta con la existencia de una normativa apropiada para que estos equipos funcionen en forma adecuada.


En cierto modo, los operadores están obligados a contar con estos equipos para realizar sus propias mediciones.


El Honorable Senador señor Romero señaló que los parámetros y estándares deben ser establecidos por la DGA. 

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, declaró inadmisible esta indicación, en virtud de lo dispuesto en el artículo 131 del Reglamento.

Indicación Nº 8

8.- De los Honorables Senadores señores Kuschel y Romero, para suprimir, en la primera oración de su inciso primero, la frase “, según los estándares establecidos por la DGA para la construcción y operación de estaciones de redes hidrométricas”, y para reemplazar, a continuación del punto seguido el texto que sigue por el siguiente: “Dichos sistemas deberán medir caudales afluentes a los embalses y niveles de cota”.

- Esta indicación fue retirada por sus autores.

Indicación Nº 8 bis


8 bis.- De S.E. la Presidenta de la República, para sustituir en su inciso primero la frase “realizar pronósticos de caudales y generar sistemas normalizados de avisos y alertas”, por la siguiente: “realizar pronósticos de caudales y generar sistemas de información que permitan a la autoridad respectiva adoptar las medidas contempladas en los artículos 8 y siguientes de la presente ley”.


El Honorable Senador señor Romero hizo presente que es muy difícil obligar a los operadores a hacer pronósticos puesto que son imprevisibles. El operador debe realizar mediciones de afluentes que otro ente pueda interpretar y hacer los pronósticos, que son muy complejos. Debe existir un sistema de información que permita a las autoridades hacer pronósticos en relación a esta materia.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, señaló que los pronósticos los hacen las personas y no los sistemas que entregan datos. La DGA deberá evaluar las acciones que se adoptarán a partir de estas mediciones.


El Director General de Aguas, señor Rodrigo Weisner, informó que en la actualidad, las empresas hidroeléctricas, en base a los pronósticos de precipitaciones tienen un sistema de operación de los embalses, bajando las cotas para que cumplan la obligación de que el caudal que sale, en el momento peak de la crecida, no sea superior al caudal en régimen natural agravando la situación del río. Esta iniciativa legal sólo agrega que ese mismo pronóstico que se hace para no agravar la situación del río se realice para tratar de amortiguar la crecida, es importante establecer en la ley la obligación de la empresa de realizar pronósticos y la autoridad en base a ese pronóstico que hace la empresa determine si se cumple el Plan de Contingencia o le exige medidas adicionales. 


La empresa debe hacer el pronóstico porque es la que maneja la central hidroeléctrica. No puede la autoridad hacer un pronóstico certero frente al comportamiento de la represa. La empresa maneja las compuertas, las horas que despachan y el riesgo de vertimento.


El Subsecretario de Obras Públicas, señor Juan Eduardo Saldivia, señaló que existe un problema de redacción, en estricto rigor, no son los sistemas los que hacen los pronósticos, sino que la empresa o la DGA. 


En opinión del Ejecutivo, el operador está en la cuenca, conoce las variaciones de los afluentes y efluentes, la realidad material, física y, por lo tanto, le correspondería a éste la realización del pronóstico. Mediante esta norma se pretende establecer la obligación del operador para hacer operativa esta ley.


Finalmente el Honorable Senador señor Romero propuso modificar la indicación redactando esta oración en los siguientes términos: “Asimismo deberán, a lo menos, medir caudales y niveles de cotas y generar sistemas de información que permitan a la autoridad respectiva adoptar las medidas contempladas en los artículos 8 y siguientes de la presente ley;”.


El Director General de Aguas, señor Rodrigo Weisner solicitó dejar constancia para la historia de la ley que la expresión “sistemas de información” incluyen los pronósticos de crecida.


- En votación esta indicación, fue aprobada con modificaciones por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

Indicación Nº 9

9.- De los Honorables Senadores señores Kuschel y Romero, para sustituir su inciso segundo por el siguiente:


“En caso que exista incumplimiento de la obligación señalada en el inciso anterior, la DGA denunciará la infracción ante el Juez de Letras respectivo, quien, en su caso, podrá imponer una multa a beneficio fiscal por un monto de 50 hasta 500 unidades tributarias anuales y señalará al sancionado un plazo perentorio para el cumplimiento de la obligación, vencido el cual ordenará la instalación por parte de la DGA a costa del infractor.”.


- Esta indicación fue retirada por sus autores.

Indicación Nº 9 bis


9 bis.- De S.E. la Presidenta de la República, para sustituir su inciso segundo, por el siguiente: 


“En caso de incumplimiento de la obligación señalada en el inciso anterior, la DGA denunciará la infracción ante el juez de letras respectivo, quien deberá requerir el cumplimiento dentro del plazo de 15 días hábiles, contado desde la fecha de la notificación, bajo apercibimiento de imponer multa a beneficio fiscal por un monto de 50 hasta 500 unidades tributarias anuales. En caso de reincidencia, el juez reiterará el apremio, tantas veces como sea necesario, hasta que se dé pleno cumplimiento a la resolución referida en el inciso precedente.”.


El Honorable Senador señor Longueira solicitó que se precisen los incumplimientos.


Se informó que las obligaciones son: 


- Instalar los sistemas según los estándares;


- Mantener los sistemas según los estándares, y


- Operarlos para generar la información.


Se explicó que se bajó el monto de las multas para establecer una relación entre el monto de la inversión y la multa.


- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

Indicación Nº 10

10.- Del Honorable Senador señor Coloma, para reemplazar la frase inicial de su inciso segundo “En caso que exista incumplimiento de la obligación señalada en el inciso anterior” por la siguiente: “En caso de incumplimiento de esta obligación por parte de los operadores de embalses de control”.


- En votación esta indicación, fue rechazada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Letelier, Longueira y Romero.

Indicación Nº 10 bis


10 bis.- Del Honorable Senador señor Naranjo, para reemplazar en su inciso segundo, la palabra “podrá” por “deberá”, y para intercalar, a continuación de la frase “el juez reiterará el apremio”, las palabras “en su grado máximo”.


- En votación esta indicación, fue rechazada por la unanimidad, de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Letelier, Longueira y Romero.

Indicación Nº 11

11.- Del Honorable Senador señor Coloma, para agregarle el siguiente inciso nuevo:


“En caso de fallas de cualquier naturaleza de los sistemas de monitoreo de los caudales de afluentes y efluentes que mantenga la DGA, los operadores de embalses de control podrán requerir ante el Juez a que se refiere el artículo 15, la aplicación de la sanción de suspensión del empleo sin goce de remuneración por un lapso de tres meses a un año, según la gravedad de la falla, a las autoridades y funcionarios de la DGA responsables del mantenimiento de dichos sistemas.”.


- En votación esta indicación, fue rechazada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Letelier, Longueira y Romero.

Indicación Nº 11 bis


11 bis.- De S.E. la Presidenta de la República, para agregar el siguiente inciso tercero, nuevo:


“Para los efectos de lo señalado en el inciso primero de este artículo, el operador deberá instalar los referidos sistemas dentro del plazo de 30 días contados desde la notificación de la resolución que califica el embalse de control.”.

La Comisión acordó aumentar el plazo para instalar los sistemas a 60 días, en consideración a que algunas partes de estos sistemas, como son los “data lawyer”, deben importarse. Asimismo, se señaló que el plazo de 30 días puede ser muy breve para un embalse que se deba construir o que se declare embalse de control.


- En votación esta indicación, fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Letelier, Longueira y Romero.

ARTÍCULO 6º


El proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, señala que desde la fecha en que la DGA dicte la resolución señalada en el inciso segundo del artículo 3°, los operadores de los embalses de control tendrán un plazo de 90 días para presentar su respectivo manual de operación. La DGA lo aprobará u observará, indicando las enmiendas pertinentes para su aprobación, las que deberán efectuarse dentro del plazo de 20 días, contados desde la fecha de su notificación. En caso de no presentar el manual de operación o de no efectuar las enmiendas indicadas por la DGA de conformidad con el inciso anterior, el operador será sancionado conforme al procedimiento del Título V de la presente ley, con una multa a beneficio fiscal, desde 30 hasta 300 unidades tributarias anuales.


El reglamento establecerá el contenido mínimo del manual de operación.


A este artículo se presentaron dos indicaciones signadas con los Nos 12 y 12 a.

Indicación Nº 12

12.- De los Honorables Senadores señores Kuschel y Romero, para sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 6º.- Desde la fecha en que la DGA dicte la resolución señalada en el inciso segundo del artículo 3°, los operadores de los embalses de control deberán en un plazo de 90 días, presentar a dicha Dirección una propuesta de manual de operación de los embalses. La DGA podrá requerir a los operadores la presentación de antecedentes adicionales o de propuestas complementarias, señalándoles un plazo a tal efecto. La DGA, en el plazo de 30 días de recibida la propuesta o los antecedentes adicionales y con informe previo de la Comisión Nacional de Energía, en el caso de embalses de control con aptitud hidroeléctrica, elaborará el manual y dictará la resolución que lo aprueba.


En caso de no presentarse los antecedentes requeridos, el operador podrá ser sancionado conforme al procedimiento del Título V de la presente ley, con una multa a beneficio fiscal, desde 30 hasta 300 unidades tributarias anuales.


El Reglamento establecerá el contenido del manual de operación, el cual deberá enmarcarse dentro de una modelación que optimice, considerando la seguridad del embalse, la utilización del embalse desde un punto de vista social tomando en consideración los impactos de generación, riego y control de crecidas.


El contenido de dicho manual considerará, realizando el mínimo movimiento de compuertas posible según los rangos y secuencias de operación que se establecerán al efecto, una evacuación de aguas que no altere las características naturales del afluente al embalse en el efluente, así como el retorno a la cota que el embalse determinado está autorizado a operar por las normas técnicas, reglamentarias y regulatorias vigentes, en el menor tiempo posible.


Por su parte, el plan de contingencia de dicho manual deberá establecer criterios de evacuación y embalse, considerando la aplicación de los caudales de regulación máximos y mínimos que correspondan, así como escalones de operación del vertedero, para las distintas cotas que pudiera exhibir la obra de ocurrir un evento de crecidas, cuyas magnitud y punto de término deberán recoger la práctica registrada en años anteriores a la publicación de esta ley por la DGA, sobre la operación de embalses con aptitud hidroeléctrica, que dé cuenta de la no alteración de las características naturales del afluente al embalse en el efluente, frente a esta clase de eventos.


De decretarse medidas de amortiguación fuera del ámbito del plan de contingencia, ellas obedecerán a lo señalado en el inciso séptimo y en el artículo 11 de esta ley.


Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior, dicho manual considerará en su contenido:


a) Un hidrograma de crecida pluvial afluente al embalse;


b) La programación de evacuación anticipada desde el embalse para disponer del volumen de regulación que permita atenuar la crecida del o de los afluentes. Dicho programa deberá considerar las diferentes condiciones de volumen inicial del embalse; como las diferentes alternativas para el inicio del proceso de evacuación de caudales, es decir, la antelación respecto del ingreso de la crecida al embalse;


c) El tránsito de hidrograma de crecida y estado final del embalse, considerando proporcionar la información de caudal afluente, el nivel del embalse, el caudal descargado y vertido desde el embalse a nivel horario;


d) Un análisis para situaciones de retorno de 100,150, 200, 250 y 300 años y el tiempo de antelación deberá considerar desfases de 6,12, 24 y 48 horas.


Además, el reglamento contendrá un plan de contingencia de crecidas en correspondencia con las normas vigentes sobre protección civil.


En el evento que el Manual de Operación aprobado por la Dirección General de Aguas establezca de forma permanente o temporal cotas máximas de operación de un embalse de control que sean inferiores a aquéllas para las cuales el embalse está autorizado por las normas técnicas, reglamentarias y regulatorias atingentes a su actividad, ello sólo podrá acontecer en casos excepcionales y en virtud de una resolución fundada, previo informe de la Comisión Nacional de Energía y de la Dirección de Operaciones del CDEC respectivo, caso en el cual el Fisco deberá indemnizar al propietario del embalse por la no utilización de las aguas derivada del gravamen impuesto por el acto administrativo que apruebe el manual de Operación.


El Reglamento deberá detallar el procedimiento para determinar el monto de esta indemnización.”.


- Esta indicación fue retirada por sus autores.

Indicación Nº 12 a


12 a.- Del Honorable Senador señor Romero, para reemplazar el texto a continuación del inciso primero, por los siguientes incisos: 


“El Reglamento establecerá el contenido del manual de operación, el cual considerando la seguridad del embalse, deberá enmarcarse dentro de una modelación que optimice su uso desde un punto de vista social tomando en consideración los impactos de generación, riego y control de crecidas.


El contenido de dicho manual considerará una evacuación de aguas que no incremente las características naturales del afluente al embalse, así como el retorno a la cota que el embalse determinado está autorizado a operar por las normas técnicas, reglamentarias y regulatorias vigentes, en el menor tiempo posible. 


Por su parte, el plan de contingencia de dicho manual deberá establecer criterios de evacuación y embalse, considerando las restricciones constructivas propias de cada embalse, así como el nivel de cota de precrecida, la magnitud del afluente y las restricciones impuestas por los escalones de operación del vertedero.


Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior, dicho manual y su plan de contingencia de crecidas, considerará en su contenido:


a) Un hidrograma de crecida pluvial afluente al embalse;


b) La programación de evacuación anticipada desde el embalse para disponer del volumen de regulación que permita atenuar la crecida del o de los afluentes. Dicho programa deberá considerar las diferentes condiciones de volumen inicial del embalse; como las diferentes alternativas para el inicio del proceso de evacuación de caudales, es decir, la antelación respecto del ingreso de la crecida al embalse;


c) El tránsito de hidrograma de crecida y estado final del embalse, considerando proporcionar la información de caudal afluente, el nivel del embalse, el caudal descargado y vertido desde el embalse a nivel horario;


d) Un análisis para situaciones de retorno de 100, 150, 200, 250 y 300 años y el tiempo de antelación, que deberá considerar desfases de 6, 12, 24 y 48 horas.


Además, el plan de contingencia de crecidas contenido en el reglamento, guardará  correspondencia con las normas vigentes sobre protección civil.


El Manual de Operación observado por la Dirección General de Aguas no podrá establecer fuera del plan de contingencia de crecidas y en carácter permanente o temporal, cotas máximas de operación de un embalse de control que sean inferiores a aquellas para las cuales el embalse está autorizado por las normas técnicas, reglamentarias y regulatorias atingentes a su actividad.”.


El Honorable Senador señor Romero señaló que debe existir un reglamento que establezca el contenido del manual de operaciones.


No se puede establecer un modelo teórico, porque si se aplica a un embalse que tiene 30 años de existencia no será lo mismo que a un embalse nuevo.


El Director General de Aguas, señor Rodrigo Weisner, expresó que parecen razonables algunas de las restricciones contenidas en la indicación, sin embargo, hay incisos que restringen de manera fuerte lo que se debería incorporar en el manual. 


El Subsecretario de Obras Públicas, señor Juan Eduardo Saldivia, informó que es importante recoger la preocupación del Honorable Senador señor Romero, sin embargo, los términos empleados pueden ser muy complejos para la dictación del Reglamento. De este modo, señaló que el Reglamento que se haga cargo de un modelo que optimice su uso desde un punto de vista social tomado en consideración los impactos de control de crecidas es confuso.


A su vez, el inciso segundo de esta indicación desvirtúa completamente el sentido de este proyecto de ley, porque para evacuar el embalse antes de la crecida, o de la lluvia torrencial, será necesario evacuar una cantidad importante que aumente las condiciones naturales del río sin generar una inundación aguas abajo. 


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, señaló que se deben tomar en cuenta ciertos parámetros sin rigidizar la ley.


El Honorable Senador señor Romero señaló que debe considerarse en el inciso cuarto de la indicación la alusión relativa a las restricciones constructivas propias de cada embalse. 


En seguida, el señor Senador precisó que la frase del inciso segundo que establece que el Reglamento “deberá enmarcarse dentro de una modelación que optimice su uso desde un punto de vista social tomando en consideración los impactos de generación, riego y control de crecidas” corresponde a un propósito del Ejecutivo que consiste en analizar este tema desde un punto de vista social para el cual los embalses no fueron construidos.


Agregó que el Mensaje considera el concepto de optimizar desde el punto de vista social la operación de los embalses. 


Propuso aprobar la indicación, sin perjuicio de acordar una nueva redacción para esta norma.


El Subsecretario de Obras Públicas, señor Juan Eduardo Saldivia, expresó que la frase que señala la necesidad de “enmarcarse dentro de una modelación que optimice su uso” es una expresión vaga para ser considerada en el Reglamento y quedará sujeto a la interpretación de los organismos de la Administración y de la Contraloría General de la República para el trámite de toma de razón de este reglamento.


La ley tiene que entregar un mandato claro a la potestad reglamentaria del Presidente de la República y, en su opinión, esta norma contiene conceptos que no son precisos y puede significar una gran demora en la Contraloría General de la República para el trámite de toma de razón, lo que entrabará la aplicación de esta ley.


De acuerdo a los argumentos anteriores se acordó eliminar el inciso penúltimo de la indicación que señala que el plan de contingencia de crecidas contenido en el reglamento, guardará correspondencia con las normas vigentes sobre protección civil; modificar el encabezamiento del inciso quinto y eliminar los incisos sexto y séptimo. 

Se acordó dejar constancia, para la historia de la ley, que el Manual de Operación observado por la Dirección General de Aguas no podrá establecer fuera del plan de contingencia de crecidas y en carácter permanente o temporal, cotas máximas de operación de un embalse de control que sean inferiores a aquellas para las cuales el embalse está autorizado por las normas técnicas, reglamentarias y regulatorias atingentes a su actividad.


- En votación esta indicación, fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Honorables Senadores señores Letelier, Longueira y Romero.

º º º 

ARTÍCULO 6 BIS

Indicación Nº 12 b


12 b.- De S.E. la Presidenta de la República, para agregar a continuación del artículo 6º, el siguiente artículo 6° bis, nuevo:


“Artículo 6° bis.- Las resoluciones que se dicten de conformidad con el artículo 3º y 6º de la presente ley, podrán ser objeto de los recursos de reconsideración y reclamación consagrados en los artículos 136 y 137 del Código de Aguas, respectivamente. La sola interposición del recurso de reconsideración, suspenderá los efectos de la resolución administrativa impugnada.”.


El Director General de Aguas, señor Rodrigo Weisner, explicó que esta norma tiene por finalidad reiterar la facultad establecida en el Código de Aguas de presentar los recursos contra las resoluciones de la DGA.


- En votación esta indicación, fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Letelier, Longueira y Romero.

º º º 

ARTÍCULO 7º


El proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, señala que la Dirección Meteorológica de Chile (DMC), deberá informar diariamente a la DGA y a la Oficina Nacional de Emergencia del Ministerio de Interior (ONEMI), los pronósticos meteorológicos que dicha Dirección confeccione, así como también toda información relevante e inherente a eventos meteorológicos significativos.


A este artículo se presentó una indicación signada con el Nº 12 bis.

Indicación Nº 12 bis


12 bis.- Del Honorable Senador señor Horvath, para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 7°.- La Dirección Meteorológica de Chile (DMC), deberá informar diariamente a la DGA y a la Oficina Nacional de Emergencia del Ministerio de Interior (ONEMI), los pronósticos meteorológicos que dicha Dirección confeccione, así como también toda información relevante e inherente a eventos meteorológicos significativos, con una anticipación no inferior a cinco días, reportando además de manera pública y en forma periódica los niveles de acierto y falsas alarmas de dichos  pronósticos. Estos pronósticos deberán considerar cantidad de lluvia esperada, cantidad de nieve esperada y temperaturas mínimas y máximas.”.


El Director General de Aguas, señor Rodrigo Weisner, informó que el texto aprobado, en general por el Senado, establece una práctica que en la actualidad realizan la DGA y la ONEMI y la indicación propone la obligación de hacer pública y reportar cómo se operaron los pronósticos y las fallas frente a la alertas. 


Las alertas actúan sobre la base de la información que se tiene en un momento determinado y si la alerta después no se cumple no es porque el pronóstico haya fallado, sino porque se dieron condiciones de la naturaleza diversas que no son posibles de prever.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, declaró inadmisible esta indicación en virtud de lo dispuesto en el artículo 131 del Reglamento.

ARTÍCULO 8º


El proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, indica que la ONEMI, considerando todos los antecedentes del caso, tales como precipitaciones, deshielos, caudales, período del año y características de los embalses de control, declarará, mediante resolución fundada, el estado de alerta de crecidas, en el nivel correspondiente al riesgo evaluado, para una determinada zona geográfica del país. Dicha resolución no admitirá recurso administrativo alguno.


A este artículo se presentaron cuatro indicaciones signadas con los Nos 12 ter, 13, 13 bis y 13 ter.

Indicación Nº 12 ter


12 ter.- Del Honorable Senador señor Horvath, para sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 8º.- El Servicio de Alertas Hidrometeorológicas es la institución técnica responsable del monitoreo, análisis y pronósticos de condiciones crecidas. Dicha institución, considerando todos los antecedentes del caso, tales como precipitaciones, deshielos, modelos predictivos, información de estaciones de monitoreo y control de condiciones hidrometeorológicas, caudales, período del año y características de los embalses de control, declarará, mediante resolución fundada, el estado de alerta de crecidas, en el nivel correspondiente al riesgo evaluado, para una determinada zona geográfica del país. Dicha resolución no admitirá recurso administrativo alguno.”.



El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, declaró inadmisible esta indicación en virtud de lo dispuesto en el artículo 131 del Reglamento.

Indicación Nº 13


13.-  De los Honorables Senadores señores Kuschel y Romero, para intercalar, a continuación de las palabras “estado de alerta de crecidas”, la frase “en correspondencia con los planes de protección civil”, y, después de la palabra “determinada”, la frase “región del país, la que deberá fijar el plazo de duración de tal estado”.

- Esta indicación fue retirada por sus autores.

Indicación Nº 13 bis


13 bis.- De S.E. la Presidenta de la República, para intercalar, a continuación de la expresión “estado de alerta de crecidas” lo siguiente: “de conformidad a sus facultades y competencias”; y para agregar a continuación de la frase “zona geográfica del país” la frase “y/o área administrativa respectiva”.


- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Letelier, Longueira y Romero.
Indicación Nº 13 ter


13 ter.- Del Honorable Senador señor Navarro, para agregarle los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos: 


“La autoridad que no emita, que entorpezca o impida la declaración del inciso anterior, será destituida de su cargo, y será sancionado con las penas de presidio menor en su grado máximo, multa de 50 a 1000 UTM, más la inhabilitación perpetua para ejercer cargos públicos; sin  perjuicio de los delitos de homicidio, daños y otros que les sean aplicables en su caso de acuerdo a las reglas generales”. 


El que falsee datos o informes para evitar la declaración señalada en el inciso primero, será sancionado con la misma pena y multa del inciso anterior, más la inhabilitación perpetua de ejercer su profesión; sin  perjuicio de los delitos de homicidio, daños y otros que les sean aplicables en su caso de acuerdo a las reglas generales”.


El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, declaró inadmisible esta indicación, en virtud de lo dispuesto en el artículo 131 del Reglamento.

ARTÍCULO 9º


El proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, señala que la declaración del estado de alerta de crecidas para una determinada zona del país, deberá ser notificada por la ONEMI al Intendente respectivo, a la o las municipalidades respectivas, a la Comisión Nacional de Energía, a la DGA, al Centro de Despacho Económico de Carga del Sistema Interconectado Central (CDEC-SIC), a la Dirección de Obras Hidráulicas y a los operadores involucrados, en la forma y oportunidad que establezca el Reglamento.


A este artículo se presentaron tres indicaciones signadas con los Nos 14, 14 bis y 14 ter.

Indicación Nº 14

14.- De los Honorables Senadores señores Kuschel y Romero, para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 9º.- La declaración del estado de alerta de crecidas en una determinada región del país, deberá ser notificada por la ONEMI al Intendente respectivo, a la DGA, al Centro de Despacho Económico de Carga del Sistema Interconectado Central (CDEC-SIC), a la Dirección de Obras Hidráulicas y a los operadores involucrados, en la forma y oportunidad que establezca el Reglamento; sin perjuicio de las acciones de comunicación establecidas en el Plan Nacional de Protección Civil.”.


- Esta indicación fue retirada por sus autores por estar recogida en la indicación Nº 14 ter.

Indicación Nº 14 bis


14 bis.- Del Honorable Senador señor Horvath, para sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 9°.- La declaración del estado de alerta de crecidas para una determinada zona del país, deberá ser notificada por Servicio de Alertas Hidrometeorológicas al Intendente respectivo, a la o las municipalidades respectivas, a la Comisión Nacional de Energía, a la DGA, al Centro de Despacho Económico de Carga del Sistema Interconectado Central (CDEC-SIC), a la Dirección de Obras Hidráulicas, a los operadores involucrados y a la ONEMI, en la forma y oportunidad que establezca el Reglamento de dicha institución.”.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, declaró inadmisible esta indicación, en virtud de lo dispuesto en el artículo 131 del Reglamento.

Indicación Nº 14 ter


14 ter.- De S.E. la Presidenta de la República, para agregar a continuación de su frase final “en la forma y oportunidad que establezca el Reglamento”, la siguiente: “, sin perjuicio de las acciones de comunicación establecidas en el Plan Nacional de Protección Civil”.


- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Letelier, Longueira y Romero.

ARTÍCULO 11


El proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, indica que si la crecida efectivamente producida fuere menor a la pronosticada, y producto del cumplimiento de las nuevas medidas dispuestas por la DGA, de conformidad con lo establecido en el inciso primero del artículo 10 de esta ley, el embalse no recuperare el nivel de aguas que tenía antes de la aplicación de tales medidas, por haber evacuado aguas, en circunstancias que estaba en condiciones de acumularlas, el Fisco deberá indemnizar al operador, siempre que éste probare un daño o perjuicio efectivo y evaluable en dinero.


La procedencia y el monto de dicha indemnización serán establecidos de común acuerdo por las partes, y a falta de éste, por un arbitro de derecho con facultades de arbitrador en cuanto al procedimiento, designado por las partes de común acuerdo o, en caso de no producirse, por la Justicia Ordinaria de conformidad a lo dispuesto en el Título IX del Código Orgánico de Tribunales.


A este artículo se presentaron seis indicaciones signadas con los Nos 15, 15 bis, 16, 16 a, 16 bis y 16 ter.

Indicación Nº 15

15.- De los Honorables Senadores señores Kuschel y Romero, para sustituirlo por el siguiente:


"Artículo 11.- En el caso que, decretado el estado de alerta de crecidas, en aplicación de medidas fundadas y adicionales a las establecidas en el plan de contingencia del manual de operaciones, por parte de la DGA, el operador del embalse cuyo objetivo principal fuere la generación de energía hidroeléctrica, hubiere reducido el nivel de los embalses mediante la evacuación de aguas, sin que el embalse recupere el nivel óptimo de almacenamiento para los efectos de su operación durante la crecida, el Fisco deberá indemnizar al operador por el daño patrimonial producido. Si el propósito principal del embalse es la generación de energía eléctrica, el daño se determinará en su evaluación como la diferencia entre el resultado económico que se produce de la operación del embalse como consecuencia de la aplicación de dichas medidas y el resultado económico que se hubiera producido de la operación óptima del embalse, en las mismas circunstancias, atendiendo al propósito principal del mismo. La operación óptima del embalse será determinada por la Dirección de Operación del CDEC respectivo.


También procederá esta indemnización cuando el manual de operaciones mencionado en el artículo 6° de esta ley establezca de manera temporal o permanente, cotas máximas de operación inferiores a las ya autorizadas por las normas técnicas, reglamentarias y regulatorias propias de la actividad afectada.


El monto de la indemnización del daño producido será establecido de común acuerdo por las partes, y a falta de éste, por el Panel de Expertos de la Ley General de Servicios Eléctricos, de existir acuerdo en ello. De lo contrario, aquél será determinado por la Justicia Ordinaria de conformidad a lo dispuesto en el Título IX del Código Orgánico de Tribunales. Sin perjuicio de lo anterior, dentro de los 60 días siguientes a la aplicación de las medidas adicionales señaladas en el inciso anterior, que hubieren producido el resultado también señalado en esa parte de la norma, y siempre en carácter previo al acuerdo de las partes o el sometimiento de la determinación del monto de indemnización a una de las instancias jurisdiccionales antes señaladas, deberá existir sobre la materia, un informe de la Dirección de Operaciones del CDEC respectivo.


En el caso del Panel de Expertos, su dictamen deberá optar por la alternativa del operador o de la DGA, sin que pueda adoptar valores intermedios. Será vinculante para todos los que participen en el procedimiento respectivo y no procederá ninguna clase de recursos, jurisdiccionales o administrativos, de naturaleza ordinaria o extraordinaria.”.


- Esta indicación fue retirada por sus autores.

Indicación Nº 15 bis


15 bis.- Del Honorable Senador señor Romero, para sustituirlo por el siguiente:  


“Artículo 11.- En el caso que, decretado el estado de alerta de crecidas, en aplicación de medidas fundadas y adicionales a las establecidas en el plan de contingencia del manual de operaciones, por parte de la DGA, el operador del embalse cuyo objetivo principal fuere la generación de energía hidroeléctrica, hubiere reducido el nivel de los embalses mediante la evacuación de aguas, sin que el embalse recupere el nivel óptimo de almacenamiento para los efectos de su operación durante la crecida, el Fisco deberá indemnizar al operador por el daño patrimonial producido. Si el propósito principal del embalse es la generación de energía eléctrica, el daño se determinará en su evaluación como la diferencia entre el resultado económico que se produce de la operación del embalse como consecuencia de la aplicación de dichas medidas y el resultado económico que se hubiera producido de la operación óptima del embalse, en las mismas circunstancias, atendiendo al propósito principal del mismo.  La operación óptima del embalse será determinada por la Dirección de Operación del CDEC respectivo.


El monto de la indemnización del daño producido será establecido de común acuerdo por las partes, y a falta de éste, por el Panel de Expertos de la Ley General de Servicios Eléctricos, de existir acuerdo en ello. De lo contrario, aquel será determinado por la Justicia Ordinaria de conformidad a lo dispuesto en el Título IX del Código Orgánico de Tribunales. Sin perjuicio de lo anterior, dentro de los 60 días siguientes a la aplicación de las medidas adicionales señaladas en el inciso anterior, que hubieren producido el resultado también señalado en esa parte de la norma, y siempre en carácter previo al acuerdo de las partes o el sometimiento de la determinación del monto de indemnización a una de las instancias jurisdiccionales antes señaladas, deberá existir sobre la materia, un informe de la Dirección  de Operaciones del CDEC respectivo.


En el caso del Panel de Expertos, su dictamen deberá optar por la alternativa del operador o de la DGA, sin que pueda adoptar valores intermedios. Será vinculante para todos los que participen en el procedimiento respectivo y no procederá ninguna clase de recursos, jurisdiccionales o administrativos, de naturaleza ordinaria o extraordinaria.


El Honorable Senador señor Romero explicó que esta indicación pretende que se determine con claridad y exactitud que cuando existe el plan de contingencia y con medidas fundadas y adicionales a las normales se pide al operador que realice una evacuación de aguas y si ello produce una diferencia y un daño por el manejo de un embalse que está destinado a energía hidroeléctrica se debe indemnizar cuando se determine que efectivamente como producto de estas medidas adicionales fundadas los operadores de los embalses se verán obligados a realizar una determinada actividad y como consecuencia de ello se produce el daño.


El Ministro de Obras Públicas, señor Sergio Bitar, señaló que ante un riesgo de crecida si el manual indica que debe estar el embalse en el nivel 80 y con medidas adicionales se le indica que debe situarse en el nivel 70, como el embalse no se repone hasta 80 se debe indemnizar. Sin embargo, al introducir el concepto de “uso óptimo” puede ocurrir que éste no sea 70 ni 80, sino que 85, entonces será necesario pagar la indemnización de 70 a 80 o hasta 85. Si el uso óptimo es superior a lo que señala el manual se estaría pagando más de lo que propone el Ejecutivo.


El Honorable Senador señor Romero aclaró que el concepto de uso óptimo debe entenderse por la capacidad que tenía, óptimo relativo y no por su capacidad permanente. Se debe reparar el daño producido como consecuencia de medidas adicionales fundadas.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, señaló que el concepto de “nivel óptimo de almacenamiento” es confuso y genera dificultades de interpretación.


El Honorable Senador señor Longueira señaló que no comprende la razón por la cual se separa a los embalses de riego de los embalses hidroeléctricos, porque en ambos casos se produce una pérdida patrimonial por una mala decisión y la compensación se debe realizar de acuerdo al manual, porque de otro modo se pone en riesgo a la ciudadanía. 


Mediante este proyecto de ley se pretende bajar el nivel óptimo del embalse para hacerlo compatible con el riesgo de la ciudadanía, luego debe pagarse a los operadores por su actuación frente a las crecidas y no existe ninguna razón para discriminar a los operadores hidroeléctricos.


El Honorable Senador señor Romero señaló que en un embalse para riego o de generación hidroeléctrica, el daño tiene un valor distinto, por lo que propuso dejar en la historia de la ley que esta iniciativa se refiere a los embalses en general y si se trata de embalses de generación hidroeléctrica se establecerá la indemnización en base a esas características.


La norma debe quedar clara para evitar que en el futuro esto no sea fuente de una injusticia atroz para una persona que construyó un embalse para un objeto distinto y que no sea reparado por estas decisiones que se adoptan fundadamente y en forma adicional.


Se pretende hacer efectiva y real la garantía constitucional de que cuando se produce un daño patrimonial se debe reparar.


El Director General de Aguas, señor Rodrigo Weisner, reconoció que no existe diferencia en esta materia, con el texto aprobado por el Senado que establece que cuando no existe acuerdo entre las partes corresponde a un árbitro mixto resolver conforme a derecho.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, propuso establecer que lo que se paga es el diferencial no recuperado.


El Honorable Senador señor Romero expresó que no se está considerando una situación de óptimo, en un momento se puede determinar que se evacue agua cómo se puede medir sobre la base de lo que anteriormente estaba embalsado. El óptimo se pudo haber alcanzado mientras se evacuaba el agua y el embalse pudo tener un nivel óptimo que le permitía a la empresa operadora establecer una serie de rendimientos al embalse, que son distintos a los que tenía antes de esas medidas adicionales, porque mientras tanto siguió lloviendo y pudo haber subido el embalse a una cota óptima, podría ser la cota máxima, pero eso es un tema de prueba. Por ello, no se puede perjudicar a un operador que cumpliendo con los planes de contingencia se ve obligado por una decisión de la DGA, fundada y adicional, a evacuar aguas y en el intertanto pierde nivel de optimización de sus recursos de agua en el embalse.


Por lo tanto, cabe preguntarse cuál es el nivel para poder medir el perjuicio e indemnizar. El nivel es aquel en que el Panel Técnico determine cuál habría sido el óptimo de no haber mediado la evacuación del agua por estas medidas fundadas y adicionales que además deben tener consonancia con el agua que caía que también debe medirse.


El Honorable Senador señor Longueira consultó si existe alguna posibilidad de que en estado de alerta el óptimo de un embalse no sea el que establece el manual de operación.


Se respondió que los manuales señalarán que el óptimo se define por el caudal afluente del embalse.


Luego, el señor Senador señaló que ante una situación de emergencia o de alerta, el óptimo del embalse estará en la cota máxima que le permite la emergencia, aún cuando tenga más capacidad y ahí la DGA, por medidas fundadas y adicionales puede obligarlo a bajar la cota y lo indemniza siempre que no recupere la cota.


El Honorable Senador señor Romero señaló que estaría de acuerdo que el inciso primero del artículo 11, aprobado en general por el Senado, se mantuviera y agregar como un nuevo inciso el párrafo que señala: “Si el propósito principal…..”, eliminado la frase final ubicada en el último punto seguido, relativo a la operación óptima del embalse. 


En relación al Panel de Expertos se señaló que resuelve las controversias entre las empresas hidroeléctricas y se acordó dejarlo para el tema de la energía hidroeléctrica y el arbitraje en derecho para la resolución de las demás materias para no crear un nuevo Panel Técnico específico para esta ley.


El Subsecretario de Obras Públicas, señor Juan Eduardo Saldivia, recordó que el informe financiero de este proyecto de ley indica que en hidroelectricidad se pagará como indemnización los kilowats/hora no producidos y vendidos al momento de la lluvia torrencial. 


El Honorable Senador señor Ruiz Esquide recordó que esta iniciativa legal tiene su origen en la imposibilidad de establecer al responsable de los daños ocurridos como consecuencia de las inundaciones de julio de 2006 en la VIII Región. Es preciso considerar que hay un bien nacional que se usa para generar electricidad, pero es importante determinar cómo se le va a pagar a una empresa si lo único que está haciendo al restringírsele el uso del agua y del nivel es precisar la necesidad de prevenir daños a los pueblos que se ubican aguas abajo. En su opinión, parece excesivo y debe generarse una forma lo más segura posible de quién resuelve respecto del modelo que debe tener el embalse para garantizar que la empresa pierda lo menos posible y después analizar qué pasará cuando la empresa no actúe en la forma que corresponde.


El Honorable Senador señor Longueira hizo presente que se está analizando una situación en que sobra el agua, por lo tanto, se definirá en los manuales qué se debe hacer en cada embalse ante una crecida y si ENDESA hubiere tenido este manual no habría ocurrido esta situación.


Mediante esta ley se entrega a la autoridad (DGA) una facultad adicional a los manuales y en caso que cause un daño patrimonial, que será distinto según el embalse, deberá indemnizar a la empresa.


El Honorable Senador señor Romero reiteró que las inundaciones no son consecuencia de los embalses, provienen de la naturaleza y de otras fuentes.


- En votación esta indicación, fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide. 

Indicación Nº 16

16.- Del Honorable Senador señor Coloma, para suprimir, en su inciso primero, la frase “siempre que éste probare un daño o perjuicio efectivo y evaluable en dinero”.


- En votación esta indicación, fue rechazada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

Indicación Nº 16 a


16 a.- Del Honorable Senador señor Navarro, para intercalar, en el inciso primero propuesto, entre la coma (,) que sigue a la voz “operador” y la voz “siempre”, la frase “por falta de servicio”, seguida de una coma (,).


- En votación esta indicación, fue rechazada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

Indicación Nº 16 bis


16 bis.- Del Honorable Senador señor Horvath, para sustituir su inciso segundo por el siguiente:


“La procedencia y el monto de dicha indemnización serán establecidos de común acuerdo por las partes, y a falta de éste, conforme al procedimiento establecido en el Titulo V de la presente ley.”.


- En votación esta indicación, fue rechazada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

Indicación Nº 16 ter


16 ter.- Del Honorable Senador señor Navarro, para eliminar del inciso segundo, la frase “de común acuerdo por las partes, y a falta de éste, por un árbitro de derecho con facultades de arbitrador en cuanto al procedimiento, designado por las partes de común acuerdo o, en caso de no producirse,”


- En votación esta indicación, fue rechazada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

ARTÍCULO 12


El proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, señala que corresponderá a la DGA requerir del Juez a que se refiere el artículo 15 de esta ley, la aplicación de sanciones a los operadores que incumplan con las medidas de operación aprobadas u ordenadas, una vez declarado el estado de alerta de crecidas. Para este efecto, se aplicará el procedimiento contemplado en el artículo 16 de esta ley, y a los operadores responsables se les sancionará con multa a beneficio fiscal, desde 200 hasta 10.000 unidades tributarias anuales.


A este artículo se presentaron tres indicaciones signadas con los Nos 17, 17 bis y 18.

Indicación Nº 17

17.- De los Honorables Senadores señores Kuschel y Romero, para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 12.- Corresponderá a la DGA denunciar ante el Juez competente la infracción por los operadores, por incumplimiento de las medidas de operación previstas en el Manual de Operación y el Plan de Contingencia, una vez declarado el estado de alerta de crecidas. Para este efecto, se aplicará el procedimiento contemplado en el artículo 17 de la presente ley, y a los operadores responsables se les sancionará con multa a beneficio fiscal, desde 200 a 2.000 unidades tributarias anuales.”.


- Esta indicación fue retirada por sus autores.

Indicación Nº 17 bis


17 bis.- De S.E. la Presidenta de la República, para sustituir la frase final “desde 200 hasta 10.000 unidades tributarias anuales” por la siguiente: “desde 200 a 2.000 unidades tributarias anuales”.


- En votación esta indicación fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

Indicación Nº 18


18.- Del Honorable Senador señor Coloma, para agregarle el siguiente inciso nuevo:


“En el caso del inciso primero del artículo anterior, los operadores perjudicados podrán requerir ante el Juez a que se refiere el artículo 15, la aplicación de la sanción de suspensión del empleo sin goce de remuneración por un lapso de tres meses a un año, según la gravedad de la infracción determinada de acuerdo con la letra a) del artículo siguiente, a las autoridades y funcionarios de la DGA que hubieren decretado las medidas a que se refiere el citado inciso primero del artículo 11.”.


- En votación esta indicación fue rechazada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

ARTÍCULO 14


El proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, indica que el operador de un embalse de control deberá indemnizar los perjuicios ocasionados a terceros, si estos provinieren del incumplimiento de las normas contenidas en la presente ley, en su Reglamento, en el manual de operación o en las instrucciones impartidas por la autoridad respectiva.


Para acreditar el incumplimiento de las normas e instrucciones a que se refiere el inciso anterior, bastará con un informe emitido por la DGA que así lo declare, a requerimiento del tribunal respectivo.


Sin perjuicio de lo anterior, en lo no previsto por esta ley o por leyes especiales, se aplicarán las disposiciones del título XXXV del Libro IV del Código Civil.


A este artículo se presentaron cuatro indicaciones signadas con los Nos 19, 19 a, 19 b y 19 bis.

Indicación Nº 19

19.- De los Honorables Senadores señores Kuschel y Romero, para sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 14.- El operador de un embalse de control deberá indemnizar por los daños causados a terceros por las crecidas, si ellos provinieren del incumplimiento de las medidas que pudieren evitarlos o mitigarlos previstas en la presente ley, y que fuere imputable, con dolo o culpa, a su actuación, sobre la cual existirá una presunción en su contra. A tal efecto, en lo no previsto por esta ley o por leyes especiales, se aplicarán las disposiciones del Título XXXV del Libro IV del Código Civil.


Los hechos señalados en el inciso anterior, serán conocidos breve y sumariamente por el Tribunal competente.”.

- Esta indicación fue retirada por sus autores.

Indicación Nº 19 a


19 a.- Del Honorable Senador señor Navarro, para insertar en el inciso primero, entre la coma (,) que sigue a la voz terceros, y la voz “si”, la palabra “especialmente”.


- En votación esta indicación, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

Indicación Nº 19 b


19 b.- De S.E. la Presidenta de la República, para sustituir su inciso segundo, por el siguiente: 


“Se presumirá el incumplimiento de las normas e instrucciones a que se refiere el inciso anterior, con el solo informe emitido por la Dirección General de Aguas que así lo declare, a requerimiento del tribunal respectivo”.


El Honorable Senador señor Romero precisó que a través de esta norma se pretende evitar que mediante un informe administrativo se establezca la responsabilidad del operador.


El Director General de Aguas, señor Rodrigo Weisner, recordó que cuando se han producido discusiones entre los regantes ubicados aguas abajo que han sufrido los daños, el gran problema siempre fue el hecho de tener que acreditar el incumplimiento por parte de los operadores, principalmente, las empresa hidroeléctricas, con lo cual esta iniciativa legal establece que basta con el informe de la DGA que señale que incumplieron para dar por acreditado el incumplimiento y los agricultores no tendrán que acreditar el incumplimiento, sin perjuicio de que la empresa pueda presentar las excepciones y pruebas correspondientes en el juicio, sin embargo, para los agricultores perjudicados es más cómodo ampararse en un informe de la DGA.


El Subsecretario de Obras Públicas, señor Juan Eduardo Saldivia, aclaró que la conducta que amerita la sanción es el incumplimiento de la norma, sin que haya dolo o culpa, basta con el incumplimiento. El incumplimiento se prueba con un informe de la DGA que constituye una presunción simplemente legal, es decir, admite prueba en contrario y el juez decidirá.


En la práctica, ocurrirá que el operador acompañará un informe técnico, además pedirá un informe pericial, el operador tendrá que desvirtuar en el juicio con los medios de prueba existente para que el tribunal correspondiente decida.


El Honorable Senador señor Romero insistió que ese informe administrativo de la DGA debe ser reclamado porque puede ser muy seria la inculpación que pueda formular la DGA al operador de un embalse, por lo que propuso que se trate de un informe fundado.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, hizo presente que cuando se produce un daño a la población aguas abajo no se puede poner en igualdad de condiciones a los dañados con los que causaron el daño, porque para los campesinos es muy difícil probar que existió dolo o culpa por parte del operador.


Se acogió la indicación del Ejecutivo con la sola enmienda de agregar la palabra “fundado” después del vocablo “informe” y se acordó eliminar el inciso final del artículo 14 del texto aprobado en general por el Senado.


- En votación esta indicación, fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

Indicación Nº 19 bis


19 bis.-Del Honorable Senador señor Naranjo, para intercalar, en el inciso tercero, a continuación de la palabra “Civil”, la siguiente oración: “y en el caso de la responsabilidad penal que le correspondiere al representante legal de la empresa, las disposiciones del artículo 490 y siguientes del Código Penal”.





La Comisión acordó rechazar esta indicación por considerarla innecesaria.


- En votación esta indicación, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

ARTÍCULO 15


El proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, señala que será competente para conocer de las causas que se promuevan por infracción a la presente ley, con excepción de lo dispuesto en el Título III, el juez de letras en lo civil del lugar en que se encuentre el embalse de control respectivo.


A este artículo se presentó una indicación signada con el Nº 19 ter.

Indicación Nº 19 ter


19 ter.-Del Honorable Senador señor Horvath, para suprimir la frase “con excepción de lo dispuesto en el Titulo III,”.


- En votación esta indicación, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

º º º º

Indicación Nº 20

20.- De los Honorables Senadores señores Kuschel y Romero, para intercalar, a continuación del artículo 15, el siguiente, nuevo:


”Artículo...- Los actos administrativos que emanen de la DGA en aplicación de los artículos 3º y 6º podrán ser impugnados a través de los  recursos  administrativos establecidos en el Capítulo IV de la ley Nº 19.880, suspendiéndose los efectos de éstos, con la sola interposición del recurso respectivo. Asimismo, los actos administrativos podrán ser impugnados, dentro del plazo de quinto día, en cuanto a su legalidad ante el juez competente de conformidad con las reglas establecidas en el presente Título.”.

- Esta indicación fue retirada por sus autores.

º º º º

ARTÍCULO 17


El proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, señala que sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 307 del Código de Aguas, corresponderá a la DGA fiscalizar el permanente cumplimiento de las normas de operación contempladas en el manual de operación del respectivo embalse de control. En caso de incumplimiento, dicha autoridad pondrá los antecedentes en conocimiento del Juez de Letras competente, quien podrá imponer una multa a beneficio fiscal, desde 200 hasta 10.000 unidades tributarias anuales, tomando en consideración lo dispuesto en el artículo 13 de esta ley.


A este artículo se presentaron cuatro indicaciones signadas con los Nos 21, 21 bis, 21 ter y 21 quáter.

Indicación Nº 21

21.- Del Honorable Senador señor Romero, para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 17.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 307 del Código de Aguas, corresponderá a la Dirección General de Aguas fiscalizar el permanente cumplimiento de las normas de operación contempladas en el manual de operación del respectivo embalse de control. En caso de incumplimiento, dicha autoridad lo denunciará ante el juez de letras competente, quién podrá imponer una multa a beneficio fiscal, desde 200 a 2.000 UTA, tomando en consideración lo dispuesto en el artículo 13 de esta ley, el grado de negligencia o el dolo que hubiere mediado en el acto u omisión y el período de tiempo durante el cual se hubiere infringido la o las normas respectivas.”.

- Esta indicación fue retirada por sus autores.

Indicación Nº 21 bis


21 bis.- De S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar la frase ubicada a continuación del punto seguido (.) “En caso de incumplimiento, dicha autoridad pondrá los antecedentes en conocimiento del juez de letras competente, quien podrá imponer una multa a beneficio fiscal desde 200 hasta 10.000 unidades tributarias anuales, tomando en consideración lo dispuesto en el artículo 13 de esta ley” por la siguiente: “En caso de incumplimiento, dicha autoridad lo denunciará ante el juez de letras competente, quien impondrá una multa a beneficio fiscal, desde 200 a 2.000 unidades tributarias anuales, tomando en consideración lo dispuesto en el artículo 13 de esta ley y el período de tiempo durante el cual se hubiere infringido la o las normas respectivas”.


- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

Indicación Nº 21 ter


21 ter.- Del Honorable Senador señor Navarro, para insertar en el inciso primero, entre las voces “imponer” y “una”, la frase “al operador”.


- En votación esta indicación, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Letelier, Longueira y Ruiz Esquide.

Indicación Nº 21 quáter


21 quáter.- Del Honorable Senador señor Navarro, para agregar el siguiente inciso segundo, nuevo:


“El que infrinja las normas de operación contempladas en el manual de operación del respectivo embalse de control, o las instrucciones señaladas en el artículo 10, será sancionado con la pena de presidio menor en su grado máximo” (de tres a cinco años).


- En votación esta indicación, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Letelier, Longueira y Ruiz Esquide.

º º º 

ARTICULO 21, NUEVO


El artículo 172 del Código de Aguas, indica que si se realizaren obras con infracción a lo dispuesto en el artículo anterior, la Dirección General de Aguas podrá apercibir al infractor, fijándole plazo perentorio para que modifique o destruya las obras que entorpezcan el libre escurrimiento de las aguas o signifiquen peligro para la vida o salud de los habitantes.


Si el infractor no diere cumplimiento a lo ordenado, la Dirección podrá encomendar a terceros la ejecución de las obras necesarias por cuenta de los causantes del entorpecimiento o peligro. Tendrá mérito ejecutivo para su cobro la copia autorizada de la resolución del Director General de Aguas que fije el valor de las obras ejecutadas.

Indicación Nº 21 a


21 a.- De S.E. la Presidenta de la República, para incorporar, a continuación del artículo 20, el siguiente artículo 21, nuevo:


“Artículo 21.- Agrégase en la primera parte, del inciso segundo, del artículo 172, del Código de Aguas, entre las expresiones “Dirección” y “podrá”, el siguiente texto “le impondrá una multa mínima de 100 y máxima de 1.000 unidades tributarias anuales, según fuere la magnitud del entorpecimiento ocasionado al libre escurrimiento de las aguas o el peligro para la vida o salud de los habitantes y,”.


EL Director General de Aguas, señor Rodrigo Weisner, explicó que hay un gran problema por el tema de las crecidas, las intervenciones ilegales de los cauces, la extracción de áridos, construcción de muros y de caminos, en las cuales la DGA puede dictar una resolución ordenando al infractor demoler la obra dentro del plazo que se le indica. Si la persona no lo acata, la DGA debe dictar una resolución fijando el valor de las obras y encargando a un tercero que demande en un juicio ejecutivo para que se restituya el derecho.


Se explicó que esta situación surgió como consecuencia de la construcción de un camino en el alto del Río Andalien.


- En votación esta indicación, fue aprobada sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Letelier, Longueira, Romero y Ruiz Esquide.

Indicación Nº 21 b


21 b.- Del Honorable Senador señor Navarro, para incorporar a continuación del artículo 20, los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos, al artículo 172:


“Sin perjuicio de lo anterior, quien infrinja el artículo anterior y el artículo 41, se le impondrá la pena de presidio menor en su grado máximo, y una multa de hasta 10.000 unidades tributarias anuales. 


El juez, al momento de imponer las multas señaladas en el inciso precedente y con el objeto de determinar su cuantía, deberá considerar:


a) La gravedad de la infracción, para cuyo efecto se atenderá, principalmente, a las pérdidas de vidas humanas, lesiones a la salud o integridad física de las personas y daños a los bienes públicos y de los particulares.


b) La reincidencia”.



- En votación esta indicación, fue rechazada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Letelier, Longueira y Ruiz Esquide.

º º º 
ARTÍCULO ÚNICO TRANSITORIO


El proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, indica que en el plazo de 30 días, a contar de la publicación de esta ley, los Embalses y sus Operadores deberán registrarse en el Inventario Público de Obras Hidráulicas, perteneciente al Catastro Público de Aguas establecido en el artículo 122 del Código de Aguas, presentando al efecto toda la documentación que se exija de conformidad al Reglamento del Catastro Público de Aguas.


A este artículo se presentaron dos indicaciones signadas con los Nos 22 y 22 a.

Indicaciones Nos 22 y 22 a

22.- Del Honorable Senador señor Romero, y 22 a.- De S.E. la Presidenta de la República, para sustituir la frase “publicación de esta ley” por “publicación del Reglamento de esta ley”.


- En votación estas indicaciones, fueron aprobadas sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Letelier, Longueira y Ruiz Esquide.
º º º º

Indicación Nº 22 bis


22 bis.-Del Honorable Senador señor Horvath, para agregar el siguiente artículo transitorio, nuevo:


”Artículo...- Créase el Servicio de Alertas Hidrometeorológicas, organismo técnico responsable del desarrollo de modelos y métodos de monitoreo de condiciones hiodrometeorológicas que expongan a condiciones de riesgo o peligro la vida, los bienes, y el normal desarrollo las actividades del país.


Será responsabilidad exclusiva del Servicio de Alertas Hidrometeorológicas la declaración de estado de alerta de crecidas para una determinada zona del país.


Dicho organismo se define como un organismo autónomo que depende funcionalmente y administrativamente del Ministerio del Interior.


Se establece un plazo de 180 días para la elaboración de su reglamento interno, plantas profesionales, redes de monitoreo y presupuesto, una vez promulgada esta ley.”.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, declaró inadmisible esta indicación, en virtud de lo dispuesto en el artículo 131 del Reglamento.

º º º º

- - - - - -

MODIFICACIONES


Como consecuencia de lo anteriormente expuesto, vuestra Comisión de Obras Públicas tiene el honor de proponeros las siguientes modificaciones al proyecto de ley, aprobado en general por el Honorable Senado, que consta en nuestro Primer Informe:

ARTÍCULO 1º


--- Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 1°.- La presente ley regula la operación de los embalses de control que, por su capacidad de regulación o por su cercanía a lugares habitados, permita, en casos de crecidas inminentes de caudales de agua, evitar o mitigar los riesgos para la vida, la salud o los bienes públicos y privados, junto con otros derechos y obligaciones que indica.”.


(Aprobada 3 x 1 abstención. Indicaciones Nos 1 y 1 a.)

ARTÍCULO 2º

Letra c)



--- Reemplazarla por la siguiente:


“c) Embalse de control: es todo embalse que contribuya a la regulación de las crecidas, declarado como tal por la Dirección General de Aguas, en adelante DGA. Para calificarlo como de control, la DGA deberá considerar, entre otras características, el volumen de regulación del respectivo embalse y la localización de éste respecto de la cuenca hidrográfica y  que aquél, permita regular las crecidas de los caudales de agua, con el objetivo de evitar o mitigar las situaciones de peligro para la vida, la salud o los bienes de la población.”.


(Unanimidad 5 x 0. Indicaciones Nos 6 y 6 bis.)

Letra f)



--- Agregar a continuación de la frase “elaboradas por el operador y autorizadas por la DGA,”, la siguiente oración: “las que deberán velar, entre otras, por la seguridad de las presas y buenas prácticas tanto en la ingeniería de las obras civiles como en su operación,”.


(Unanimidad 5 x 0. Indicaciones Nos 2 y 2 bis.)



--- Agregar, como oración final de esta letra, la siguiente: “El mencionado Manual de Operación deberá contener un Plan de Contingencia de Crecidas.”.


(Unanimidad 5 x 0. Indicaciones Nos 3 y 3 bis.)



--- Agregar a esta letra, el siguiente párrafo segundo, nuevo:



“En los casos en que se trate de un embalse de control de generación hidroeléctrica, se requerirá la opinión previa de la Comisión Nacional de Energía, la que deberá ser emitida por ésta, dentro del plazo de treinta días contado desde la fecha en que reciba la solicitud. Dicha opinión no será vinculante para los efectos de la aprobación del Manual de Operación.”.


(Unanimidad 4 x 0. Indicación Nº 3 ter.)

Letra g)



--- Suprimirla.


(Unanimidad 4 x 0. Indicación Nº 4.)

Letra h)



--- Pasó a ser letra g), sin enmiendas.

Letra i)



---- Pasó a ser letra h), con la sola enmienda de eliminar la frase final “que estarán comprendidos en el respectivo Manual de Operación”, sustituyendo la coma final (,) por un punto (.).

(Unanimidad 4 x 0. Inciso final del artículo 121, del Reglamento del Senado.)

Letra j)



--- Pasó a ser letra i), sin enmiendas.

ARTÍCULO 3º



--- Sustituir, en su inciso primero, la expresión “10 días” por “30 días”.


(Unanimidad 5 x 0. Indicación Nº 4 ter.)



--- Reemplazar su inciso segundo, por el siguiente:



“Una vez registrado un embalse y su operador en el Inventario Público de Obras Hidráulicas, la Dirección General de Aguas calificará en el plazo de 30 días, mediante resolución, si corresponde a un embalse de control, de conformidad con lo establecido en el artículo 2º,  letra c), de esta ley.”.


(Unanimidad 5 x 0. Indicaciones Nos 5 y 5 bis y del inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado.)

ARTÍCULO 4º



--- Sustituir, en su inciso primero la oración “Dichos sistemas deberán, a lo menos, medir caudales y niveles de cotas, realizar pronósticos de caudales y generar sistemas normalizados de avisos y alertas;” por la siguiente: “Asimismo deberán, a lo menos, medir caudales y niveles de cotas y generar sistemas de información que permitan a la autoridad respectiva adoptar las medidas contempladas en los artículos 8° y siguientes de la presente ley;”.


(Unanimidad 5 x 0. Indicación Nº 8 bis.)



--- Reemplazar, su inciso segundo, por el siguiente:



“En caso de incumplimiento de la obligación señalada en el inciso anterior, la DGA denunciará la infracción ante el juez de letras respectivo, quien deberá requerir el cumplimiento dentro del plazo de 15 días hábiles, contado desde la fecha de la notificación, bajo apercibimiento de imponer multa a beneficio fiscal por un monto de 50 hasta 500 unidades tributarias anuales. En caso de reincidencia, el juez reiterará el apremio, tantas veces como sea necesario, hasta que se dé pleno cumplimiento a la resolución referida en el inciso precedente.”.



(Unanimidad 4 x 0. Indicación Nº 9 bis.)



--- Agregar, el siguiente inciso tercero, nuevo:



“Para los efectos de lo señalado en el inciso primero de este artículo, el operador deberá instalar los referidos sistemas dentro del plazo de 60 días contados desde la notificación de la resolución que califica el embalse de control.”.



(Unanimidad 3 x 0. Indicación Nº 11 bis.)

ARTÍCULO 6º



--- Reemplazar el inciso segundo, por los siguientes:


“El Reglamento establecerá el contenido del manual de operación el cual considerando la seguridad del embalse y las restricciones constructivas propias de éste, deberá tomar en cuenta los impactos de generación, riesgo y control de crecidas.



Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior dicho manual y su plan de contingencia de crecidas, considerará en su contenido:

a) Un hidrograma de crecida pluvial afluente al embalse;


b) La programación de evacuación anticipada desde el embalse para disponer del volumen de regulación que permita atenuar la crecida del o de los afluentes. Dicho programa deberá considerar las diferentes condiciones de volumen inicial del embalse; como las diferentes alternativas para el inicio del proceso de evacuación de caudales, es decir, la antelación respecto del ingreso de la crecida al embalse;


c) El tránsito de hidrograma de crecida y estado final del embalse, considerando proporcionar la información de caudal afluente, el nivel del embalse, el caudal descargado y vertido desde el embalse a nivel horario;


d) Un análisis para situaciones de retorno de 100, 150, 200, 250 y 300 años y el tiempo de antelación, que deberá considerar desfases de 6, 12, 24 y 48 horas.”.


(Unanimidad 3 x 0. Indicación Nº 12 a.)

- - - - - - -

ARTÍCULO 6º BIS



--- Consultar como artículo 6º bis, nuevo, el siguiente:



“Artículo 6º bis.- Las resoluciones que se dicten de conformidad con los artículos 3º y 6º de la presente ley, podrán ser objeto de los recursos de reconsideración y reclamación consagrados en los artículos 136 y 137 del Código de Aguas, respectivamente. La sola interposición del recurso de reconsideración, suspenderá los efectos de la resolución administrativa impugnada.”.



(Unanimidad 3 x 0. Indicación Nº 12 b.)

- - - - - -

ARTÍCULO 8º



--- Intercalar, a continuación de la expresión “estado de alerta de crecidas,” lo siguiente: “de conformidad a sus facultades y competencias,”; y agregar a continuación de la frase “zona geográfica del país” la frase “y/o área administrativa respectiva”.



(Unanimidad 3 x 0. Indicación Nº 13 bis.)

ARTÍCULO 9º



--- Agregar a continuación de su frase final “en la forma y oportunidad que establezca el Reglamento.”, la siguiente, sustituyendo su punto final (.), por una coma (,): “sin perjuicio de las acciones de comunicación establecidas en el Plan Nacional de Protección Civil.”.



(Unanimidad 3 x 0. Indicación Nº 14 ter.)

ARTÍCULO 11



--- Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 11.- Si la crecida efectivamente producida fuere menor a la pronosticada, y producto del cumplimiento de las nuevas medidas dispuestas por la DGA, de conformidad con lo establecido en el inciso primero del artículo 10 de esta ley, el embalse no recuperare el nivel de aguas que tenía antes de la aplicación de tales medidas, por haber evacuado aguas, en circunstancias que estaba en condiciones de conservarlas, el Fisco deberá indemnizar al operador, siempre que éste probare un daño o perjuicio efectivo y evaluable en dinero.


La procedencia y el monto de dicha indemnización serán establecidos de común acuerdo por las partes, y a falta de éste, por un arbitro de derecho con facultades de arbitrador en cuanto al procedimiento, designado por las partes de común acuerdo o, en caso de no producirse tal acuerdo, por la Justicia Ordinaria de conformidad a lo dispuesto en el Título IX del Código Orgánico de Tribunales.


Si el propósito principal del embalse es la generación de energía eléctrica, la evaluación del daño se determinará calculando la diferencia entre el resultado económico que se produce por la operación del embalse como consecuencia de la aplicación de las nuevas medidas y el resultado económico que se hubiera producido por la operación del embalse si hubiere estado en condiciones de conservar las aguas que se ordenó evacuar.


En el caso contemplado en el inciso precedente, el monto de la indemnización será establecido de común acuerdo por las partes, y a falta de éste, por el Panel de Expertos de la Ley General de Servicios Eléctricos, de existir acuerdo en ello. De lo contrario, el monto de la indemnización será establecido por un arbitro de derecho con facultades de arbitrador en cuanto al procedimiento, designado por las partes de común acuerdo o, en caso de no producirse, por la Justicia Ordinaria de conformidad a lo dispuesto en el Título IX del Código Orgánico de Tribunales. Dentro de los 60 días siguientes a la aplicación de las medidas adicionales indicadas en el inciso anterior, que hubieren producido el resultado también señalado en dicho inciso y siempre en carácter previo al acuerdo de las partes o al sometimiento de la determinación del monto de indemnización a una de las instancias antes señaladas, deberá existir sobre la materia, un informe de la Dirección de Operaciones del CDEC respectivo.


En el caso del panel de expertos, su dictamen deberá optar por la alternativa del operador o de la DGA, sin que pueda adoptar valores intermedios. Será vinculante para todos los que participen en el procedimiento respectivo y no procederá ninguna clase de recursos jurisdiccionales o administrativos, de naturaleza ordinaria o extraordinaria.”.


(Unanimidad. 4 x 0. Indicación 15 bis.)

ARTÍCULO 12



--- Sustituir la frase final “desde 200 hasta 10.000 unidades tributarias anuales”, por la siguiente: “desde 200 a 2.000 unidades tributarias anuales.”.



(Unanimidad 4 x 0. Indicación Nº 17 bis.)

ARTÍCULO 14



--- Reemplazar su inciso segundo, por el siguiente:



“Se presumirá el incumplimiento de las normas e instrucciones a que se refiere el inciso anterior, con el solo informe fundado emitido por la Dirección General de Aguas que así lo declare, a requerimiento del tribunal respectivo.”.



(Unanimidad 4 x 0. Indicación 19 b.)


--- Suprimir su inciso tercero.



(Unanimidad 4 x 0. Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado.)

ARTÍCULO 17



--- Reemplazar la frase ubicada a continuación del punto seguido (.) “En caso de incumplimiento, dicha autoridad pondrá los antecedentes en conocimiento del juez de letras competente, quien podrá imponer una multa a beneficio fiscal desde 200 hasta 10.000 unidades tributarias anuales, tomando en consideración lo dispuesto en el artículo 13 de esta ley.”, por la siguiente: “En caso de incumplimiento, dicha autoridad lo denunciará ante el juez de letras competente, quien impondrá una multa a beneficio fiscal, desde 200 a 2.000 unidades tributarias anuales, tomando en consideración lo dispuesto en el artículo 13 de esta ley y el período de tiempo durante el cual se hubiere infringido la o las normas respectivas.”.



(Unanimidad 4 x 0. Indicación Nº 21 bis.)

- - - - -



--- Incorporar, a continuación del artículo 20, el siguiente artículo 21, nuevo:



“Artículo 21.- Agrégase en la primera parte, del inciso segundo, del artículo 172, del Código de Aguas, entre las expresiones “Dirección” y “podrá”, el siguiente texto “le impondrá una multa mínima de 100 y máxima de 1.000 unidades tributarias anuales, según fuere la magnitud del entorpecimiento ocasionado al libre escurrimiento de las aguas o el peligro para la vida o salud de los habitantes y,”.



(Unanimidad 4 x 0. Indicación Nº 21 a.)

- - - - - - 

ARTÍCULO ÚNICO TRANSITORIO


--- Eliminar, en la expresión “artículo único transitorio”, la palabra “único”.


(Unanimidad 3 x 0. Inciso final del artículo 121, del Reglamento del Senado.)



--- Sustituir la frase “publicación de esta ley” por “publicación del Reglamento de esta ley”.


(Unanimidad 3 x 0. Indicaciones Nos 22 y 22 a.)

- - - - - - -


Como consecuencia de las modificaciones anteriores, el texto del proyecto de ley que os propone aprobar vuestra Comisión de Obras Públicas queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:

“TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES


Artículo 1°.- La presente ley regula la operación de los embalses de control que, por su capacidad de regulación o por su cercanía a lugares habitados, permita, en casos de crecidas inminentes de caudales de agua, evitar o mitigar los riesgos para la vida, la salud o los bienes públicos y privados, junto con otros derechos y obligaciones que indica.


Artículo 2°.- Para todos los efectos de esta ley, se entenderá por:


a) Crecida: aumento significativo de los caudales de los cauces que puede provocar su desborde.


b) Embalse: es toda obra que tenga un muro por sobre el nivel del terreno y que acopie aguas.


c) Embalse de control: es todo embalse que contribuya a la regulación de las crecidas, declarado como tal por la Dirección General de Aguas, en adelante DGA. Para calificarlo como de control, la DGA deberá considerar, entre otras características, el volumen de regulación del respectivo embalse y la localización de éste respecto de la cuenca hidrográfica y que aquél, permita regular las crecidas de los caudales de agua, con el objetivo de evitar o mitigar las situaciones de peligro para la vida, la salud o los bienes de la población.


d) Emergencia: grave alteración de las condiciones de vida de un colectivo social determinado, que pueda dañar los bienes físicos o ambiente, provocado por un fenómeno natural o acción humana, voluntaria o involuntaria, susceptible de ser controlado con los medios previstos en el territorio, espacio o colectivo social afectado.


e) Estado de alerta de crecidas: conjunto de disposiciones, medidas y acciones destinadas a establecer un estado de vigilancia sobre las condiciones y situaciones de riesgo, que se activan por la autoridad correspondiente para prevenir, mitigar o mejor controlar y reducir los impactos de emergencias, producto del aumento significativo, actual o futuro, de los caudales de los cauces que puede provocar su desborde.


f) Manual de operación: conjunto de normas técnicas que regulan la operación de cada embalse de control, elaboradas por el operador y autorizadas por la DGA, las que deberán velar, entre otras, por la seguridad de las presas y buenas prácticas tanto en la ingeniería de las obras civiles como en su operación, conforme al procedimiento que establezca el reglamento. El mencionado Manual de Operación deberá contener un Plan de Contingencia de Crecidas.


En los casos en que se trate de un embalse de control de generación hidroeléctrica, se requerirá la opinión previa de la Comisión Nacional de Energía, la que deberá ser emitida por ésta, dentro del plazo de treinta días contado desde la fecha en que reciba la solicitud. Dicha opinión no será vinculante para los efectos de la aprobación del Manual de Operación.


g) Operador: toda persona natural o jurídica, de derecho público o privado, que bajo cualquier título administre un embalse.


h) Plan de contingencia: procedimientos operativos específicos de coordinación, movilización y respuesta, que el operador de un embalse de control deberá implementar ante la declaración del estado de alerta de crecidas.


i) Reglamento: el dictado para la ejecución de esta ley, conforme a su artículo 18.


Artículo 3°.- Todo embalse y su respectivo operador, deberán registrarse en el Inventario Público de Obras Hidráulicas perteneciente al Catastro Público de Aguas, establecido en el artículo 122 del Código de Aguas. El registro deberá solicitarse a la DGA, dentro del plazo de 30 días, contado desde la notificación de la resolución que aprueba las obras a que se refiere el artículo 294 del Código de Aguas y, respecto de las demás obras, desde que comience el acopio de aguas.



Una vez registrado un embalse y su operador en el Inventario Público de Obras Hidráulicas, la Dirección General de Aguas calificará en el plazo de 30 días, mediante resolución, si corresponde a un embalse de control, de conformidad con lo establecido en el artículo 2º,  letra c), de esta ley.

TÍTULO II

OBLIGACIONES DE LOS OPERADORES DE EMBALSES DE CONTROL


Artículo 4°.- Los operadores de embalses de control deberán instalar y mantener sistemas de monitoreo de sus caudales de afluentes y efluentes, según los estándares establecidos por la DGA para la construcción y operación de estaciones de redes hidrométricas. Asimismo deberán, a lo menos, medir caudales y niveles de cotas y generar sistemas de información que permitan a la autoridad respectiva adoptar las medidas contempladas en los artículos 8° y siguientes de la presente ley; sin perjuicio de los requerimientos específicos que para cada caso la DGA determine, en la resolución en que se califique al respectivo embalse como de control, conforme al inciso segundo del artículo 3°. 


En caso de incumplimiento de la obligación señalada en el inciso anterior, la DGA denunciará la infracción ante el juez de letras respectivo, quien deberá requerir el cumplimiento dentro del plazo de 15 días hábiles, contado desde la fecha de la notificación, bajo apercibimiento de imponer multa a beneficio fiscal por un monto de 50 hasta 500 unidades tributarias anuales. En caso de reincidencia, el juez reiterará el apremio, tantas veces como sea necesario, hasta que se dé pleno cumplimiento a la resolución referida en el inciso precedente.

Para los efectos de lo señalado en el inciso primero de este artículo, el operador deberá instalar los referidos sistemas dentro del plazo de 60 días contados desde la notificación de la resolución que califica el embalse de control.



Artículo 5°.- Los operadores de los embalses de control deberán informar, diariamente, a la DGA los registros de los sistemas de monitoreo. Dicha información será de libre acceso público. 


Artículo 6°.- Desde la fecha en que la DGA dicte la resolución señalada en el inciso segundo del artículo 3°, los operadores de los embalses de control tendrán un plazo de 90 días para presentar su respectivo manual de operación. La DGA lo aprobará u observará, indicando las enmiendas pertinentes para su aprobación, las que deberán efectuarse dentro del plazo de 20 días, contado desde la fecha de su notificación. En caso de no presentar el manual de operación o de no efectuar las enmiendas indicadas por la DGA de conformidad con el inciso anterior, el operador será sancionado conforme al procedimiento del Título V de la presente ley, con una multa a beneficio fiscal, desde 30 hasta 300 unidades tributarias anuales.



El Reglamento establecerá el contenido del manual de operación el cual considerando la seguridad del embalse y las restricciones constructivas propias de éste, deberá tomar en cuenta los impactos de generación, riesgo y control de crecidas.



Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior dicho manual y su plan de contingencia de crecidas, considerará en su contenido:

a) Un hidrograma de crecida pluvial afluente al embalse;


b) La programación de evacuación anticipada desde el embalse para disponer del volumen de regulación que permita atenuar la crecida del o de los afluentes. Dicho programa deberá considerar las diferentes condiciones de volumen inicial del embalse; como las diferentes alternativas para el inicio del proceso de evacuación de caudales, es decir, la antelación respecto del ingreso de la crecida al embalse;


c) El tránsito de hidrograma de crecida y estado final del embalse, considerando proporcionar la información de caudal afluente, el nivel del embalse, el caudal descargado y vertido desde el embalse a nivel horario;


d) Un análisis para situaciones de retorno de 100, 150, 200, 250 y 300 años y el tiempo de antelación, que deberá considerar desfases de 6, 12, 24 y 48 horas.


Artículo 6º bis.- Las resoluciones que se dicten de conformidad con los artículos 3º y 6º de la presente ley, podrán ser objeto de los recursos de reconsideración y reclamación consagrados en los artículos 136 y 137 del Código de Aguas, respectivamente. La sola interposición del recurso de reconsideración, suspenderá los efectos de la resolución administrativa impugnada.

TÍTULO III

DE LA DECLARACIÓN DE ESTADO DE ALERTA DE CRECIDAS


Artículo 7°.- La Dirección Meteorológica de Chile (DMC), deberá informar diariamente a la DGA y a la Oficina Nacional de Emergencia del Ministerio de Interior (ONEMI), los pronósticos meteorológicos que dicha Dirección confeccione, así como también toda información relevante e inherente a eventos meteorológicos significativos.


Artículo 8°.- La ONEMI, considerando todos los antecedentes del caso, tales como precipitaciones, deshielos, caudales, período del año y características de los embalses de control, declarará, mediante resolución fundada, el estado de alerta de crecidas, de conformidad a sus facultades y competencias, en el nivel correspondiente al riesgo evaluado, para una determinada zona geográfica del país y/o área administrativa respectiva. Dicha resolución no admitirá recurso administrativo alguno.


Artículo 9°.- La declaración del estado de alerta de crecidas para una determinada zona del país, deberá ser notificada por la ONEMI al Intendente respectivo, a la o las municipalidades respectivas, a la Comisión Nacional de Energía, a la DGA, al Centro de Despacho Económico de Carga del Sistema Interconectado Central (CDEC-SIC), a la Dirección de Obras Hidráulicas y a los operadores involucrados, en la forma y oportunidad que establezca el Reglamento, sin perjuicio de las acciones de comunicación establecidas en el Plan Nacional de Protección Civil.

Artículo 10.- Decretado el estado de alerta de crecidas la DGA podrá ordenar, de manera fundada, nuevas medidas además de las ya autorizadas en el plan de contingencia del operador, las que formarán parte integrante de dicho plan.


Las resoluciones que se dicten, en conformidad con el inciso precedente, por el Director General de Aguas, por funcionarios de su dependencia, o por quienes obren en virtud de una delegación que el primero les haga en uso de las atribuciones conferidas por la ley, serán precisa e inmediatamente cumplidas. Estas resoluciones sólo podrán ser objeto de los recursos de reconsideración y de reclamación a que se refieren los artículos 136 y 137 del Código de Aguas, y su interposición en ningún caso dará a lugar a la suspensión de su cumplimiento.


Una vez finalizado el evento de crecida, la autoridad se encontrará obligada a efectuar una cuenta pública sobre su decisión de dar inicio a los mecanismos contemplados en la presente ley, así como sobre las decisiones y medidas adoptadas durante el desarrollo del evento en cuestión y la información considerada en cada caso para su aplicación.


Artículo 11.-  Si la crecida efectivamente producida fuere menor a la pronosticada, y producto del cumplimiento de las nuevas medidas dispuestas por la DGA, de conformidad con lo establecido en el inciso primero del artículo 10 de esta ley, el embalse no recuperare el nivel de aguas que tenía antes de la aplicación de tales medidas, por haber evacuado aguas, en circunstancias que estaba en condiciones de conservarlas, el Fisco deberá indemnizar al operador, siempre que éste probare un daño o perjuicio efectivo y evaluable en dinero.


La procedencia y el monto de dicha indemnización serán establecidos de común acuerdo por las partes, y a falta de éste, por un arbitro de derecho con facultades de arbitrador en cuanto al procedimiento, designado por las partes de común acuerdo o, en caso de no producirse tal acuerdo, por la Justicia Ordinaria de conformidad a lo dispuesto en el Título IX del Código Orgánico de Tribunales.


Si el propósito principal del embalse es la generación de energía eléctrica, la evaluación del daño se determinará calculando la diferencia entre el resultado económico que se produce por la operación del embalse como consecuencia de la aplicación de las nuevas medidas y el resultado económico que se hubiera producido por la operación del embalse si hubiere estado en condiciones de conservar las aguas que se ordenó evacuar.


En el caso contemplado en el inciso precedente, el monto de la indemnización será establecido de común acuerdo por las partes, y a falta de éste, por el Panel de Expertos de la Ley General de Servicios Eléctricos, de existir acuerdo en ello. De lo contrario, el monto de la indemnización será establecido por un arbitro de derecho con facultades de arbitrador en cuanto al procedimiento, designado por las partes de común acuerdo o, en caso de no producirse, por la Justicia Ordinaria de conformidad a lo dispuesto en el Título IX del Código Orgánico de Tribunales. Dentro de los 60 días siguientes a la aplicación de las medidas adicionales indicadas en el inciso anterior, que hubieren producido el resultado también señalado en dicho inciso y siempre en carácter previo al acuerdo de las partes o al sometimiento de la determinación del monto de indemnización a una de las instancias antes señaladas, deberá existir sobre la materia, un informe de la Dirección de Operaciones del CDEC respectivo.


En el caso del panel de expertos, su dictamen deberá optar por la alternativa del operador o de la DGA, sin que pueda adoptar valores intermedios. Será vinculante para todos los que participen en el procedimiento respectivo y no procederá ninguna clase de recursos jurisdiccionales o administrativos, de naturaleza ordinaria o extraordinaria.

Artículo 12.- Corresponderá a la DGA requerir del Juez a que se refiere el artículo 15 de esta ley, la aplicación de sanciones a los operadores que incumplan con las medidas de operación aprobadas u ordenadas, una vez declarado el estado de alerta de crecidas. Para este efecto, se aplicará el procedimiento contemplado en el artículo 16 de esta ley, y a los operadores responsables se les sancionará con multa a beneficio fiscal, desde 200 a 2.000 unidades tributarias anuales.

Artículo 13.- El juez, al momento de imponer las multas señaladas en el artículo precedente y con el objeto de determinar su cuantía, deberá considerar:


a) La gravedad de la infracción, para cuyo efecto se atenderá, principalmente, a las pérdidas de vidas humanas, lesiones a la salud o integridad física de las personas y daños a los bienes públicos y de los particulares.


b) La reincidencia.

TÍTULO IV

DE LA RESPONSABILIDAD DE LOS OPERADORES


Artículo 14.- El operador de un embalse de control deberá indemnizar los perjuicios ocasionados a terceros, si estos provinieren del incumplimiento de las normas contenidas en la presente ley, en su Reglamento, en el manual de operación o en las instrucciones impartidas por la autoridad respectiva.


Se presumirá el incumplimiento de las normas e instrucciones a que se refiere el inciso anterior, con el solo informe fundado emitido por la Dirección General de Aguas que así lo declare, a requerimiento del tribunal respectivo.

TÍTULO V

DEL PROCEDIMIENTO


Artículo 15.- Será competente para conocer de las causas que se promuevan por infracción a la presente ley, con excepción de lo dispuesto en el Título III, el juez de letras en lo civil del lugar en que se encuentre el embalse de control respectivo.


Artículo 16.- Las causas a que se refiere el artículo anterior se tramitarán en conformidad al procedimiento sumario, establecido en los artículos 680 y siguientes del Código de Procedimiento Civil.


En este procedimiento, será admisible cualquier medio de prueba, además de los establecidos en el Código de Procedimiento Civil.


El juez apreciará la prueba y fundamentará su sentencia conforme a las reglas de la sana crítica.


El recurso de apelación sólo se concederá en contra de la sentencia definitiva, en el solo efecto devolutivo.


Estas causas tendrán preferencia para su vista y fallo, y en ellas no procederá su suspensión. Si la Corte estima que falta algún trámite, antecedente o diligencia, decretará su práctica como medida para mejor resolver.

TÍTULO VI

DE LA FISCALIZACIÓN


Artículo 17.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 307 del Código de Aguas, corresponderá a la DGA fiscalizar el permanente cumplimiento de las normas de operación contempladas en el manual de operación del respectivo embalse de control. En caso de incumplimiento, dicha autoridad lo denunciará ante el juez de letras competente, quien impondrá una multa a beneficio fiscal, desde 200 a 2.000 unidades tributarias anuales, tomando en consideración lo dispuesto en el artículo 13 de esta ley y el período de tiempo durante el cual se hubiere infringido la o las normas respectivas.
TÍTULO VII

NORMAS GENERALES


Artículo 18.- El Ministerio de Obras Públicas, mediante Decreto Supremo, dictado en el plazo de tres meses, contados desde la fecha de publicación de esta ley, previo informe de la Comisión Nacional de Energía, dictará el reglamento de esta ley.


Artículo 19.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley se financiará con cargo al presupuesto de la DGA. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos.


Artículo 20.- Sustitúyese el inciso primero del artículo 41 del Código de Aguas por el siguiente: 


“Artículo 41.- El proyecto y construcción de las modificaciones que fueren necesarias realizar en cauces naturales o artificiales, con motivo de la construcción de obras, urbanizaciones y edificaciones que puedan causar daño a la vida, salud o bienes de la población o que de alguna manera alteren el régimen de escurrimiento de las aguas, serán de responsabilidad del interesado y deberán ser aprobadas previamente por la Dirección General de Aguas de conformidad con el procedimiento establecido en el párrafo 1 del Título I del Libro Segundo del Código de Aguas. La Dirección General de Aguas determinará mediante resolución fundada cuáles son las obras y características que se encuentran en la situación anterior.”.


Artículo 21.- Agrégase en la primera parte, del inciso segundo, del artículo 172, del Código de Aguas, entre las expresiones “Dirección” y “podrá”, el siguiente texto “le impondrá una multa mínima de 100 y máxima de 1.000 unidades tributarias anuales, según fuere la magnitud del entorpecimiento ocasionado al libre escurrimiento de las aguas o el peligro para la vida o salud de los habitantes y,”.

ARTÍCULO TRANSITORIO


Artículo transitorio.- En el plazo de 30 días, a contar de la publicación del Reglamento de esta ley, los Embalses y sus Operadores deberán registrarse en el Inventario Público de Obras Hidráulicas, perteneciente al Catastro Público de Aguas establecido en el artículo 122 del Código de Aguas, presentando al efecto toda la documentación que se exija de conformidad al Reglamento del Catastro Público de Aguas.”.

- - - - - - 


Acordado en sesiones celebradas los días 15 y 22 de enero; 4 y 11 de marzo y 1 de abril de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Ignacio Kuschel Silva (Presidente), Juan Pablo Letelier Morel, Víctor Pérez Varela, Sergio Romero Pizarro y Mariano Ruiz-Esquide Jara (Hosain Sabag Castillo) y, 8 y 29 de abril de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Pablo Letelier Morel (Presidente), Carlos Ignacio Kuschel Silva, Pablo Longueira Montes, Sergio Romero Pizarro y Mariano Ruiz-Esquide Jara.


Sala de la Comisión, a 20 de mayo de 2008.

(Fdo.): ANA MARÍA JARAMILLO FUENZALIDA, Abogado Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS SOBRE OPERACIÓN DE EMBALSES FRENTE A ALERTAS Y EMERGENCIAS DE CRECIDAS, Y OTRAS MEDIDAS QUE INDICA

(5081-15)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informaros, el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, originado en un Mensaje de S. E. la Presidenta de la República, con urgencia calificada de “suma”. 
A la sesión en que la Comisión estudió esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, del Ministerio de Obras Públicas, el Subsecretario, señor Juan Eduardo Saldivia; el Asesor de dicho Subsecretario, señor Enrique Canales; el Director Subrogante de la Dirección General de Aguas, señor Carlos Salazar; el Abogado del Departamento Legal de la Dirección General de Aguas, señor Francisco Puelma; y el Jefe de Estudios y Planificación, señor Pedro Rivera. De la Dirección de Presupuestos, el Jefe de la Unidad de Pasivos Contingentes y Garantías, señor David Duarte.

- - - 
NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

En lo relativo a las normas de quórum especial, la Comisión de Hacienda se remite a lo consignado en el informe de la Comisión de Obras Públicas.

- - -




Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, dejamos constancia de las siguientes materias:




I.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: 5º, 10, 13, 16, 18, 19 y 20.




II.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: no hay.





III.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: no hay.





IV.- Indicaciones rechazadas: no hay.





V.- Indicaciones retiradas: no hay.




VI.- Indicaciones declaradas inadmisibles: no hay.

Se hace presente que esta constancia es complementaria del cuadro reglamentario contenido en el segundo informe de la Comisión de Obras Públicas.

- - -

De conformidad con su competencia, vuestra Comisión de Hacienda se pronunció acerca de los artículos 1°, 3º, 4º, 6º, 11, 12, 17, 19 y 21 permanentes, y el artículo transitorio de la iniciativa, en los términos en que fueron aprobados por la Comisión de Obras Públicas, como reglamentariamente corresponde.

- - -

OBJETIVOS FUNDAMENTALES DEL PROYECTO

Posibilitar la detección temprana de riesgo de condiciones climáticas, especialmente de lluvias intensas que puedan incrementar extraordinariamente los caudales de ríos y la adopción de medidas preventivas tendientes a impedir o al menos mitigar sus efectos perjudiciales sobre la población. Para lograrlo, se fortalecen las potestades públicas de la Dirección General de Aguas (DGA) y se obliga a las empresas operadoras de embalses a posibilitar que dicha infraestructura sea utilizada como un dispositivo mitigador de los efectos de inundaciones, mediando la correspondiente coordinación entre ambos agentes.

- - -

         DISCUSIÓN 


La Comisión escuchó al Subsecretario de Obras Públicas, señor Saldivia, quien expuso que la presente iniciativa fue aprobada por unanimidad en la Cámara de Diputados, con 108 votos a favor, y que igual acuerdo se logró en la Comisión de Obras Públicas del Honorable Senado, luego de efectuarle algunos perfeccionamientos relativos a la redacción de la misma.
Señaló que el objetivo del proyecto es que los embalses operen de manera neutra, esto es que salga tanta agua como entra en los mismos, de forma que no se produzcan situaciones como la acaecida el año 2006 en que el embalse Rapel evacuó más agua de la que recibía provocando la inundación de Navidad.

Manifestó que para lograr el objetivo indicado precedentemente, la iniciativa pretende que si un embalse tiene copada su capacidad de acumulación de aguas y se pronostican lluvias venideras, éste evacue parte de las mismas generando el espacio para recibir las nuevas aguas, disminuyendo el riesgo para los bienes y personas que habitan en las cuencas de los ríos en los que se encuentran los referidos embalses. Agregó que el proyecto establece los procedimientos a aplicar para generar la capacidad de acumulación y contención de los embalses.

Por otro lado, la iniciativa consagra la idea de que si el pronóstico de lluvia no se cumple, el dueño del embalse sea indemnizado si fue obligado a evacuar aguas por parte de la DGA. Observó que a este punto se refiere el informe financiero acompañado.

Expresó que se crea el concepto de embalse de control, siendo aquél el que contribuya a la regulación de las crecidas, luego de ser declarado como tal por la Dirección General de Aguas, previa inscripción en el Inventario Público de Obras Hidráulicas. Junto a lo anterior los embalses deberán presentar un manual de operación que deberá contener, entre otras cosas, un Plan de Contingencia de Crecidas ante alertas metereológicas decretadas por la ONEMI, el que deberá ser aprobado por la misma Dirección General.

Añadió que las indemnizaciones se contemplan para los casos en que la DGA ordene medidas de desembalsamiento adicionales a las contempladas por el manual de operación aprobado.

Asimismo, se contemplan sanciones administrativas para situaciones como la no presentación del referido manual o habiéndolo presentado no lo ponga en práctica o no se ejecuten las medidas adicionales decretadas por la DGA y se contemplan indemnizaciones para los casos en que por la ocurrencia de alguna de las situaciones descritas se causen perjuicios a la población aguas abajo.

Planteó que adicionalmente se incorporó un artículo que modifica el Código de Aguas en cuanto a la intervención de cauces no autorizada por la DGA, entregándole la facultad de imponer multas, además de las ya existentes de ordenar la modificación o demolición de las obras de intervención, o de efectuar dicha modificación o demolición por la DGA a cuenta del propietario, y que apunta a la consecución del mismo objetivo de proteger los bienes y la vida de las personas.

El Honorable Senador señor Frei consultó porqué se produjo la situación mencionada respecto del embalse Rapel.

El Subsecretario, señor Saldivia, señaló que se debió a un error de cálculo, debido a que desembalsaron más agua de la que entraba una vez iniciadas las lluvias, a diferencia de lo que ocurrió en Pangue y Ralco que en forma previa evacuaron aguas en cantidad suficiente para poder contener la arrojada por la lluvia caída en esa época. 

El Honorable Senador señor Frei observó que las centrales hidroeléctricas lo que quieren es generar toda la energía posible sin desperdiciar nada del agua contenida en los embalses y la ONEMI no tiene la capacidad técnica para calcular cuanta agua ingresará, por lo que la actividad preventiva y de contención deberán efectuarla la DGA junto a los propietarios de los embalses.

El Subsecretario, señor Saldivia, sostuvo que la clave del asunto está en el manual de operación, que debe ser elaborado por el propietario del embalse y aprobado por la DGA, siendo el rol de la ONEMI sólo el de transmitir el pronóstico metereológico para que de acuerdo a éste opere el procedimiento establecido por el referido manual. Además, en caso de que no se cumpla el pronóstico se indemnizará al propietario del embalse en caso de que la DGA haya ordenado medidas adicionales de desembalsamiento a las contempladas en el manual.

El Honorable Senador señor Frei comentó que entonces el sistema funciona en base al autocontrol del operador del embalse.

El Subsecretario, señor Saldivia, manifestó que efectivamente es así, dado que el operador aplica su manual y la DGA controla y certifica que el operador haga una correcta aplicación del mismo. De igual forma, el otro elemento fundamental del sistema es que la DGA puede decretar medidas excepcionales no contempladas en el manual, caso en el cual se puede generar una indemnización a favor del propietario del embalse en caso de que el pronóstico metereológico que genera las referidas medidas excepcionales no se cumpla.

El Honorable Senador señor García planteó dos dudas, una, acerca de qué ocurre si se produce una situación de emergencia a causa de una actuación negligente de uno de los organismos públicos que intervienen en el procedimiento, y la segunda, relativa a la indemnización, contemplada por al artículo 14 del proyecto, que deberá pagar el operador del embalse a terceros por perjuicios causados debido al no cumplimiento de alguna de las normas contempladas en el presente proyecto, en el sentido de que debiera existir un procedimiento más expedito para lograr el pago de las indemnizaciones y así poder reparar en un tiempo prudente los destrozos ocasionados.

El Subsecretario, señor Saldivia, expresó que en la Comisión de Obras Públicas se rechazó una indicación en el sentido de modificar el procedimiento para obtener la indemnización por los daños ocasionados, porque se estimó que debían mantenerse las responsabilidades políticas y administrativas tradicionales, y en cuanto al artículo 14 del proyecto se consideró que no era correcto crear facultades jurisdiccionales especiales, sino que lo adecuado era facilitar la prueba del perjuicio y de su causa a través de la presunción que significa el informe de la DGA, por lo que será el operador el que deba probar que el perjuicio no se debió a su actuar no ajustado al procedimiento.

El Honorable Senador señor Ominami consultó cómo ha funcionado el sistema hasta ahora y cuántos embalses de control se proyecta que existirán. 

El Subsecretario, señor Saldivia, explicó que no existe una práctica uniforme en la operación de los embalses, como se demostró en el ya comentado caso del año 2006 de los embalses de Rapel, Ralco y Pangue, además que puede tratarse de obras destinadas a generación hidroeléctrica como a riego. Agregó que falta información sobre el número de los tranques existentes, especialmente de aquellos más pequeños.

Respecto del número de embalses de control señaló que no existe una cuantificación exacta pero no debieran ser más de 10, la mayoría de ellos concentrados entre la Región del Libertador General O’Higgins y la Región de Los Lagos, siendo la Dirección General de Aguas la que determine cuáles son a partir de la inscripción en el Registro.
- - -

Las disposiciones de competencia de la Comisión se reseñan de manera sumaria a continuación:

ARTÍCULO 1º


Establece que la presente ley regula la operación de los embalses de control ante la crecida inminente de caudales de agua que, por su magnitud o por su cercanía a lugares habitados, pongan en peligro la vida, salud o bienes de la población, junto con otros derechos y obligaciones que indica.


A este artículo se refieren las indicaciones signadas con los Nos 1 y 1 a.
Indicación Nº 1


De los Honorables Senadores señores Kuschel y Romero, para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 1º.- La presente ley regula la operación de los embalses de control que, por su tamaño o por su cercanía a lugares habitados, permita, en casos de crecidas extraordinarias e inminentes de caudales de agua, evitar o mitigar los riesgos para la vida, la salud o los bienes públicos y privados.”.
Indicación Nº 1 a.


De S. E. la Presidenta de la República, para sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 1°.- La presente ley regula la operación de los embalses de control que, por su capacidad de regulación o por su cercanía a lugares habitados, permita, en casos de crecidas inminentes de caudales de agua, evitar o mitigar los riesgos para la vida, la salud o los bienes públicos y privados, junto con otros derechos y obligaciones que indica.”.
En votación, la Comisión aprobó las indicaciones N°s 1 y 1 a, en los mismos términos que lo hizo la Comisión de Obras Públicas, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Frei, García, Novoa y Ominami.
ARTÍCULO 3º


Dispone que todo embalse y su respectivo operador, deberán registrarse en el Inventario Público de Obras Hidráulicas perteneciente al Catastro Público de Aguas, establecido en el artículo 122 del Código de Aguas. El registro deberá solicitarse a la DGA, dentro del plazo de 10 días, contado desde la notificación de la resolución que aprueba las obras a que se refiere el artículo 294 del Código de Aguas y, respecto de las demás obras, desde que comience el acopio de aguas.


Una vez registrado un embalse y su operador en el Inventario Público de Obras Hidráulicas, la DGA calificará mediante resolución, si corresponde a un embalse de control. Para esta calificación, se entenderá que un embalse cumple una función de control cuando permite regular las crecidas de los caudales de agua, con el objeto de evitar o mitigar las situaciones de peligro para la vida, la salud o los bienes de la población.


En este artículo recayeron cinco indicaciones signadas con los Nos 4 ter, 5, 5 bis, 6 y 6 bis.
Indicación Nº 4 ter


De S. E. la Presidenta de la República, para sustituir en su inciso primero, la expresión “10 días” por “30 días”.
En votación, la Comisión aprobó la indicación N° 4 ter, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Frei, García, Novoa y Ominami.

Indicaciones Nos 5 y 5 bis

De los Honorables Senadores señores Kuschel y Romero, y de S. E. la Presidenta de la República, respectivamente, para intercalar, en la primera oración de su inciso segundo, a continuación de la frase “la DGA calificará”, las palabras “en el plazo de 30 días”.


Estas indicaciones son concordantes con la indicación 4 ter, aprobada.
En votación, la Comisión aprobó las indicaciones N°s 5 y 5 bis, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Frei, García, Novoa y Ominami.
Indicaciones Nos 6 y 6 bis

De los Honorables Senadores señores Kuschel y Romero, y de S. E. la Presidenta de la República, respectivamente, para reemplazar la segunda oración de su inciso segundo por la siguiente: “Para efectuar esta calificación, la DGA deberá considerar, entre otras características, el volumen de regulación del respectivo embalse y la localización de éste respecto de la cuenca hidrográfica y que aquél permita regular las crecidas de los caudales de agua, con el objeto de evitar o mitigar las situaciones de peligro para la vida, la salud o los bienes de la población.”.



El Subsecretario, señor Saldivia, explicó que el artículo 2º, letra c), de esta iniciativa, que es aquel al que se remitieron las presentes indicaciones por parte de la Comisión de Obras Públicas, es el que define expresamente lo que se entiende por embalse de control.
En votación, la Comisión aprobó las indicaciones N°s 6 y 6 bis, en los mismos términos que lo hizo la Comisión de Obras Públicas, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Frei, García, Novoa y Ominami.
ARTÍCULO 4°


Indica que los operadores de embalses de control deberán instalar y mantener sistemas de monitoreo de sus caudales de afluentes y efluentes, según los estándares establecidos por la DGA para la construcción y operación de estaciones de redes hidrométricas. Dichos sistemas deberán, a lo menos, medir caudales y niveles de cotas, realizar pronósticos de caudales y generar sistemas normalizados de avisos y alertas; sin perjuicio de los requerimientos específicos que para cada caso la DGA determine, en la resolución en que se califique al respectivo embalse como de control, conforme al inciso segundo del artículo 3°. 


En caso que exista incumplimiento de la obligación señalada en el inciso anterior, la DGA pondrá los antecedentes en conocimiento del Juez de Letras respectivo, quien podrá imponer una multa a beneficio fiscal, a modo de apremio, desde 50 hasta 1.000 unidades tributarias anuales. En caso de reincidencia, el juez reiterará el apremio, tantas veces como sea necesario, hasta que se dé pleno cumplimiento a la resolución referida en el inciso precedente.
El Subsecretario, señor Saldivia, señaló que de nada sirve el proyecto si no se sabe cuánta agua entra y sale de los embalses, y es por eso que se establecen los referidos sistemas de control. Indicó que la discusión se dio en torno a si los implementos de monitoreo debían ser instalados por la DGA o por los operadores de los embalses y finalmente se optó por la segunda alternativa, debido a que más allá de las crecidas es de interés permanente de los operadores saber cuánta agua tiene el embalse, y lo que agrega la iniciativa es que la DGA establecerá un estándar al que deberán ajustarse los referidos sistemas.

Asimismo, manifestó que el requisito no representa un gran costo para los operadores, dado que la mayoría de ellos tienen instalados los equipos necesarios.


En este artículo recayeron nueve indicaciones signadas con los Nos 7, 8, 8 bis, 9, 9 bis, 10, 10 bis, 11 y 11 bis.
Indicación Nº 7

Del Honorable Senador señor Coloma, para intercalar, en la primera oración de su inciso primero, a continuación de las palabras “embalses de control”, la expresión “y la DGA”, y para sustituir el pronombre “sus” por “los”.
La Comisión no se pronunció sobre la indicación N° 7, por haber sido declarada inadmisible en el segundo informe de la Comisión de Obras Públicas.
Indicación Nº 8

De los Honorables Senadores señores Kuschel y Romero, para suprimir, en la primera oración de su inciso primero, la frase “, según los estándares establecidos por la DGA para la construcción y operación de estaciones de redes hidrométricas”, y para reemplazar, a continuación del punto seguido el texto que sigue por el siguiente: “Dichos sistemas deberán medir caudales afluentes a los embalses y niveles de cota”.

Fue retirada por sus autores, como consta en el segundo informe de la Comisión de Obras Públicas.

Indicación Nº 8 bis


De S. E. la Presidenta de la República, para sustituir en su inciso primero la frase “realizar pronósticos de caudales y generar sistemas normalizados de avisos y alertas”, por la siguiente: “realizar pronósticos de caudales y generar sistemas de información que permitan a la autoridad respectiva adoptar las medidas contempladas en los artículos 8 y siguientes de la presente ley”.
En votación, la Comisión aprobó la indicación N° 8 bis, en los mismos términos que lo hizo la Comisión de Obras Públicas, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Frei, Novoa y Ominami.
Indicación Nº 9

De los Honorables Senadores señores Kuschel y Romero, para sustituir su inciso segundo por el siguiente:


“En caso que exista incumplimiento de la obligación señalada en el inciso anterior, la DGA denunciará la infracción ante el Juez de Letras respectivo, quien, en su caso, podrá imponer una multa a beneficio fiscal por un monto de 50 hasta 500 unidades tributarias anuales y señalará al sancionado un plazo perentorio para el cumplimiento de la obligación, vencido el cual ordenará la instalación por parte de la DGA a costa del infractor.”.

Fue retirada por sus autores, como consta en el segundo informe de la Comisión de Obras Públicas.


Indicación Nº 9 bis


De S. E. la Presidenta de la República, para sustituir su inciso segundo, por el siguiente: 


“En caso de incumplimiento de la obligación señalada en el inciso anterior, la DGA denunciará la infracción ante el juez de letras respectivo, quien deberá requerir el cumplimiento dentro del plazo de 15 días hábiles, contado desde la fecha de la notificación, bajo apercibimiento de imponer multa a beneficio fiscal por un monto de 50 hasta 500 unidades tributarias anuales. En caso de reincidencia, el juez reiterará el apremio, tantas veces como sea necesario, hasta que se dé pleno cumplimiento a la resolución referida en el inciso precedente.”.


En votación, la Comisión aprobó la indicación N° 9 bis, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Frei, Novoa y Ominami.

Indicación Nº 10

Del Honorable Senador señor Coloma, para reemplazar la frase inicial de su inciso segundo “En caso que exista incumplimiento de la obligación señalada en el inciso anterior” por la siguiente: “En caso de incumplimiento de esta obligación por parte de los operadores de embalses de control”.
En votación, la Comisión rechazó la indicación N° 10, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Frei, Novoa y Ominami.


Indicación Nº 10 bis


Del Honorable Senador señor Naranjo, para reemplazar en su inciso segundo, la palabra “podrá” por “deberá”, y para intercalar, a continuación de la frase “el juez reiterará el apremio”, las palabras “en su grado máximo”.
En votación, la Comisión rechazó la indicación N° 10 bis, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Frei, Novoa y Ominami.

Indicación Nº 11

Del Honorable Senador señor Coloma, para agregarle el siguiente inciso nuevo:


“En caso de fallas de cualquier naturaleza de los sistemas de monitoreo de los caudales de afluentes y efluentes que mantenga la DGA, los operadores de embalses de control podrán requerir ante el Juez a que se refiere el artículo 15, la aplicación de la sanción de suspensión del empleo sin goce de remuneración por un lapso de tres meses a un año, según la gravedad de la falla, a las autoridades y funcionarios de la DGA responsables del mantenimiento de dichos sistemas.”.
En votación, la Comisión rechazó la indicación N° 11, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Frei, Novoa y Ominami.
Indicación Nº 11 bis


De S. E. la Presidenta de la República, para agregar el siguiente inciso tercero, nuevo:


“Para los efectos de lo señalado en el inciso primero de este artículo, el operador deberá instalar los referidos sistemas dentro del plazo de 30 días contados desde la notificación de la resolución que califica el embalse de control.”.
En votación, la Comisión aprobó la indicación N° 11 bis, en los mismos términos que lo hizo la Comisión de Obras Públicas, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Frei, Novoa y Ominami.
ARTÍCULO 6º


Establece que desde la fecha en que la DGA dicte la resolución señalada en el inciso segundo del artículo 3°, los operadores de los embalses de control tendrán un plazo de 90 días para presentar su respectivo manual de operación. La DGA lo aprobará u observará, indicando las enmiendas pertinentes para su aprobación, las que deberán efectuarse dentro del plazo de 20 días, contados desde la fecha de su notificación. En caso de no presentar el manual de operación o de no efectuar las enmiendas indicadas por la DGA de conformidad con el inciso anterior, el operador será sancionado conforme al procedimiento del Título V de la presente ley, con una multa a beneficio fiscal, desde 30 hasta 300 unidades tributarias anuales.


Asimismo, dispone que el reglamento establecerá el contenido mínimo del manual de operación.

A este artículo se presentaron las indicaciones signadas con los Nos 12 y 12 a.
Indicación Nº 12

De los Honorables Senadores señores Kuschel y Romero, para sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 6º.- Desde la fecha en que la DGA dicte la resolución señalada en el inciso segundo del artículo 3°, los operadores de los embalses de control deberán en un plazo de 90 días, presentar a dicha Dirección una propuesta de manual de operación de los embalses. La DGA podrá requerir a los operadores la presentación de antecedentes adicionales o de propuestas complementarias, señalándoles un plazo a tal efecto. La DGA, en el plazo de 30 días de recibida la propuesta o los antecedentes adicionales y con informe previo de la Comisión Nacional de Energía, en el caso de embalses de control con aptitud hidroeléctrica, elaborará el manual y dictará la resolución que lo aprueba.


En caso de no presentarse los antecedentes requeridos, el operador podrá ser sancionado conforme al procedimiento del Título V de la presente ley, con una multa a beneficio fiscal, desde 30 hasta 300 unidades tributarias anuales.


El Reglamento establecerá el contenido del manual de operación, el cual deberá enmarcarse dentro de una modelación que optimice, considerando la seguridad del embalse, la utilización del embalse desde un punto de vista social tomando en consideración los impactos de generación, riego y control de crecidas.


El contenido de dicho manual considerará, realizando el mínimo movimiento de compuertas posible según los rangos y secuencias de operación que se establecerán al efecto, una evacuación de aguas que no altere las características naturales del afluente al embalse en el efluente, así como el retorno a la cota que el embalse determinado está autorizado a operar por las normas técnicas, reglamentarias y regulatorias vigentes, en el menor tiempo posible.


Por su parte, el plan de contingencia de dicho manual deberá establecer criterios de evacuación y embalse, considerando la aplicación de los caudales de regulación máximos y mínimos que correspondan, así como escalones de operación del vertedero, para las distintas cotas que pudiera exhibir la obra de ocurrir un evento de crecidas, cuyas magnitud y punto de término deberán recoger la práctica registrada en años anteriores a la publicación de esta ley por la DGA, sobre la operación de embalses con aptitud hidroeléctrica, que dé cuenta de la no alteración de las características naturales del afluente al embalse en el efluente, frente a esta clase de eventos.


De decretarse medidas de amortiguación fuera del ámbito del plan de contingencia, ellas obedecerán a lo señalado en el inciso séptimo y en el artículo 11 de esta ley.


Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior, dicho manual considerará en su contenido:


a) Un hidrograma de crecida pluvial afluente al embalse;


b) La programación de evacuación anticipada desde el embalse para disponer del volumen de regulación que permita atenuar la crecida del o de los afluentes. Dicho programa deberá considerar las diferentes condiciones de volumen inicial del embalse; como las diferentes alternativas para el inicio del proceso de evacuación de caudales, es decir, la antelación respecto del ingreso de la crecida al embalse;


c) El tránsito de hidrograma de crecida y estado final del embalse, considerando proporcionar la información de caudal afluente, el nivel del embalse, el caudal descargado y vertido desde el embalse a nivel horario;


d) Un análisis para situaciones de retorno de 100,150, 200, 250 y 300 años y el tiempo de antelación deberá considerar desfases de 6,12, 24 y 48 horas.


Además, el reglamento contendrá un plan de contingencia de crecidas en correspondencia con las normas vigentes sobre protección civil.


En el evento que el Manual de Operación aprobado por la Dirección General de Aguas establezca de forma permanente o temporal cotas máximas de operación de un embalse de control que sean inferiores a aquéllas para las cuales el embalse está autorizado por las normas técnicas, reglamentarias y regulatorias atingentes a su actividad, ello sólo podrá acontecer en casos excepcionales y en virtud de una resolución fundada, previo informe de la Comisión Nacional de Energía y de la Dirección de Operaciones del CDEC respectivo, caso en el cual el Fisco deberá indemnizar al propietario del embalse por la no utilización de las aguas derivada del gravamen impuesto por el acto administrativo que apruebe el manual de Operación.


El Reglamento deberá detallar el procedimiento para determinar el monto de esta indemnización.”.

Fue retirada por sus autores, como consta en el segundo informe de la Comisión de Obras Públicas.

Indicación Nº 12 a


Del Honorable Senador señor Romero, para reemplazar el texto a continuación del inciso primero, por los siguientes incisos: 


“El Reglamento establecerá el contenido del manual de operación, el cual considerando la seguridad del embalse, deberá enmarcarse dentro de una modelación que optimice su uso desde un punto de vista social tomando en consideración los impactos de generación, riego y control de crecidas.


El contenido de dicho manual considerará una evacuación de aguas que no incremente las características naturales del afluente al embalse, así como el retorno a la cota que el embalse determinado está autorizado a operar por las normas técnicas, reglamentarias y regulatorias vigentes, en el menor tiempo posible. 


Por su parte, el plan de contingencia de dicho manual deberá establecer criterios de evacuación y embalse, considerando las restricciones constructivas propias de cada embalse, así como el nivel de cota de precrecida, la magnitud del afluente y las restricciones impuestas por los escalones de operación del vertedero.


Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior, dicho manual y su plan de contingencia de crecidas, considerará en su contenido:


a) Un hidrograma de crecida pluvial afluente al embalse;


b) La programación de evacuación anticipada desde el embalse para disponer del volumen de regulación que permita atenuar la crecida del o de los afluentes. Dicho programa deberá considerar las diferentes condiciones de volumen inicial del embalse; como las diferentes alternativas para el inicio del proceso de evacuación de caudales, es decir, la antelación respecto del ingreso de la crecida al embalse;


c) El tránsito de hidrograma de crecida y estado final del embalse, considerando proporcionar la información de caudal afluente, el nivel del embalse, el caudal descargado y vertido desde el embalse a nivel horario;


d) Un análisis para situaciones de retorno de 100, 150, 200, 250 y 300 años y el tiempo de antelación, que deberá considerar desfases de 6, 12, 24 y 48 horas.


Además, el plan de contingencia de crecidas contenido en el reglamento, guardará correspondencia con las normas vigentes sobre protección civil.


El Manual de Operación observado por la Dirección General de Aguas no podrá establecer fuera del plan de contingencia de crecidas y en carácter permanente o temporal, cotas máximas de operación de un embalse de control que sean inferiores a aquellas para las cuales el embalse está autorizado por las normas técnicas, reglamentarias y regulatorias atingentes a su actividad.”.
El Subsecretario, señor Saldivia, manifestó que el objetivo de la presente disposición es normar el plazo de presentación del manual de operación y las consecuencias que conlleva la no presentación del mismo. Además, la indicación presentada define que el contenido del manual será materia del Reglamento, el que deberá hacerse cargo de ciertas cuestiones fundamentales que se especifican en la misma indicación.

En votación, la Comisión aprobó la indicación N° 12 a, con las mismas modificaciones introducidas por la Comisión de Obras Públicas, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Frei, Novoa y Ominami.
ARTÍCULO 11


Indica que si la crecida efectivamente producida fuere menor a la pronosticada, y producto del cumplimiento de las nuevas medidas dispuestas por la DGA, de conformidad con lo establecido en el inciso primero del artículo 10 de esta ley, el embalse no recuperare el nivel de aguas que tenía antes de la aplicación de tales medidas, por haber evacuado aguas, en circunstancias que estaba en condiciones de acumularlas, el Fisco deberá indemnizar al operador, siempre que éste probare un daño o perjuicio efectivo y evaluable en dinero.


La procedencia y el monto de dicha indemnización serán establecidos de común acuerdo por las partes, y a falta de éste, por un arbitro de derecho con facultades de arbitrador en cuanto al procedimiento, designado por las partes de común acuerdo o, en caso de no producirse, por la Justicia Ordinaria de conformidad a lo dispuesto en el Título IX del Código Orgánico de Tribunales.


En este artículo recayeron seis indicaciones signadas con los Nos 15, 15 bis, 16, 16 a, 16 bis y 16 ter.
Indicación Nº 15

De los Honorables Senadores señores Kuschel y Romero, para sustituirlo por el siguiente:


"Artículo 11.- En el caso que, decretado el estado de alerta de crecidas, en aplicación de medidas fundadas y adicionales a las establecidas en el plan de contingencia del manual de operaciones, por parte de la DGA, el operador del embalse cuyo objetivo principal fuere la generación de energía hidroeléctrica, hubiere reducido el nivel de los embalses mediante la evacuación de aguas, sin que el embalse recupere el nivel óptimo de almacenamiento para los efectos de su operación durante la crecida, el Fisco deberá indemnizar al operador por el daño patrimonial producido. Si el propósito principal del embalse es la generación de energía eléctrica, el daño se determinará en su evaluación como la diferencia entre el resultado económico que se produce de la operación del embalse como consecuencia de la aplicación de dichas medidas y el resultado económico que se hubiera producido de la operación óptima del embalse, en las mismas circunstancias, atendiendo al propósito principal del mismo. La operación óptima del embalse será determinada por la Dirección de Operación del CDEC respectivo.


También procederá esta indemnización cuando el manual de operaciones mencionado en el artículo 6° de esta ley establezca de manera temporal o permanente, cotas máximas de operación inferiores a las ya autorizadas por las normas técnicas, reglamentarias y regulatorias propias de la actividad afectada.


El monto de la indemnización del daño producido será establecido de común acuerdo por las partes, y a falta de éste, por el Panel de Expertos de la Ley General de Servicios Eléctricos, de existir acuerdo en ello. De lo contrario, aquél será determinado por la Justicia Ordinaria de conformidad a lo dispuesto en el Título IX del Código Orgánico de Tribunales. Sin perjuicio de lo anterior, dentro de los 60 días siguientes a la aplicación de las medidas adicionales señaladas en el inciso anterior, que hubieren producido el resultado también señalado en esa parte de la norma, y siempre en carácter previo al acuerdo de las partes o el sometimiento de la determinación del monto de indemnización a una de las instancias jurisdiccionales antes señaladas, deberá existir sobre la materia, un informe de la Dirección de Operaciones del CDEC respectivo.


En el caso del Panel de Expertos, su dictamen deberá optar por la alternativa del operador o de la DGA, sin que pueda adoptar valores intermedios. Será vinculante para todos los que participen en el procedimiento respectivo y no procederá ninguna clase de recursos, jurisdiccionales o administrativos, de naturaleza ordinaria o extraordinaria.”.

Fue retirada por sus autores, como consta en el segundo informe de la Comisión de Obras Públicas.

Indicación Nº 15 bis


Del Honorable Senador señor Romero, para sustituirlo por el siguiente:  


“Artículo 11.- En el caso que, decretado el estado de alerta de crecidas, en aplicación de medidas fundadas y adicionales a las establecidas en el plan de contingencia del manual de operaciones, por parte de la DGA, el operador del embalse cuyo objetivo principal fuere la generación de energía hidroeléctrica, hubiere reducido el nivel de los embalses mediante la evacuación de aguas, sin que el embalse recupere el nivel óptimo de almacenamiento para los efectos de su operación durante la crecida, el Fisco deberá indemnizar al operador por el daño patrimonial producido. Si el propósito principal del embalse es la generación de energía eléctrica, el daño se determinará en su evaluación como la diferencia entre el resultado económico que se produce de la operación del embalse como consecuencia de la aplicación de dichas medidas y el resultado económico que se hubiera producido de la operación óptima del embalse, en las mismas circunstancias, atendiendo al propósito principal del mismo. La operación óptima del embalse será determinada por la Dirección de Operación del CDEC respectivo.


El monto de la indemnización del daño producido será establecido de común acuerdo por las partes, y a falta de éste, por el Panel de Expertos de la Ley General de Servicios Eléctricos, de existir acuerdo en ello. De lo contrario, aquel será determinado por la Justicia Ordinaria de conformidad a lo dispuesto en el Título IX del Código Orgánico de Tribunales. Sin perjuicio de lo anterior, dentro de los 60 días siguientes a la aplicación de las medidas adicionales señaladas en el inciso anterior, que hubieren producido el resultado también señalado en esa parte de la norma, y siempre en carácter previo al acuerdo de las partes o el sometimiento de la determinación del monto de indemnización a una de las instancias jurisdiccionales antes señaladas, deberá existir sobre la materia, un informe de la Dirección  de Operaciones del CDEC respectivo.


En el caso del Panel de Expertos, su dictamen deberá optar por la alternativa del operador o de la DGA, sin que pueda adoptar valores intermedios. Será vinculante para todos los que participen en el procedimiento respectivo y no procederá ninguna clase de recursos, jurisdiccionales o administrativos, de naturaleza ordinaria o extraordinaria.”.
El Subsecretario, señor Saldivia, expresó que el presente artículo señala las situaciones que dan lugar al derecho a una indemnización; la forma de determinar el monto de la misma, que en el caso de embalses para la generación eléctrica está expresada en kilowatt hora a la tarifa correspondiente. Agregó que el informe financiero dice relación específicamente con esta norma, poniéndose en el peor escenario, en que se daría lugar a indemnización cuatro veces en un año, que significarían compensaciones por $2.340 millones al año.

Indicó que las otras materias abordadas por la norma se refieren a la forma de resolver la controversia si no hay acuerdo entre las partes.

El Honorable Senador señor Ominami consideró importante destacar que en el sistema debe existir una decisión por una u otra de las propuestas formuladas por el operador o la DGA respecto al monto de la indemnización, excluyendo la posibilidad de negociar y de hacer propuestas o requerimientos excesivos en vista a la referida negociación.


En votación, la Comisión aprobó la indicación N° 15 bis, con las mismas modificaciones introducidas por la Comisión de Obras Públicas, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Frei, Novoa y Ominami.
Indicación Nº 16

Del Honorable Senador señor Coloma, para suprimir, en su inciso primero, la frase “siempre que éste probare un daño o perjuicio efectivo y evaluable en dinero”.
En votación, la Comisión rechazó la indicación N° 16, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Frei, Novoa y Ominami.
Indicación Nº 16 a


Del Honorable Senador señor Navarro, para intercalar, en el inciso primero propuesto, entre la coma (,) que sigue a la voz “operador” y la voz “siempre”, la frase “por falta de servicio”, seguida de una coma (,).
En votación, la Comisión rechazó la indicación N° 16 a, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Frei, Novoa y Ominami.
Indicación Nº 16 bis


Del Honorable Senador señor Horvath, para sustituir su inciso segundo por el siguiente:


“La procedencia y el monto de dicha indemnización serán establecidos de común acuerdo por las partes, y a falta de éste, conforme al procedimiento establecido en el Titulo V de la presente ley.”.
En votación, la Comisión rechazó la indicación N° 16 bis, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Frei, Novoa y Ominami.
Indicación Nº 16 ter


Del Honorable Senador señor Navarro, para eliminar del inciso segundo, la frase “de común acuerdo por las partes, y a falta de éste, por un árbitro de derecho con facultades de arbitrador en cuanto al procedimiento, designado por las partes de común acuerdo o, en caso de no producirse,”.
En votación, la Comisión rechazó la indicación N° 16 ter, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Frei, Novoa y Ominami.
ARTÍCULO 12


Dispone que corresponderá a la DGA requerir del Juez a que se refiere el artículo 15 de esta ley, la aplicación de sanciones a los operadores que incumplan con las medidas de operación aprobadas u ordenadas, una vez declarado el estado de alerta de crecidas. Para este efecto, se aplicará el procedimiento contemplado en el artículo 16 de esta ley, y a los operadores responsables se les sancionará con multa a beneficio fiscal, desde 200 hasta 10.000 unidades tributarias anuales.

A este artículo se presentaron las siguientes indicaciones signadas con los Nos 17, 17 bis y 18.
Indicación Nº 17
De los Honorables Senadores señores Kuschel y Romero, para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 12.- Corresponderá a la DGA denunciar ante el Juez competente la infracción por los operadores, por incumplimiento de las medidas de operación previstas en el Manual de Operación y el Plan de Contingencia, una vez declarado el estado de alerta de crecidas. Para este efecto, se aplicará el procedimiento contemplado en el artículo 17 de la presente ley, y a los operadores responsables se les sancionará con multa a beneficio fiscal, desde 200 a 2.000 unidades tributarias anuales.”.

Fue retirada por sus autores, como consta en el segundo informe de la Comisión de Obras Públicas.

Indicación Nº 17 bis


De S. E. la Presidenta de la República, para sustituir la frase final “desde 200 hasta 10.000 unidades tributarias anuales” por la siguiente: “desde 200 a 2.000 unidades tributarias anuales”.
En votación, la Comisión aprobó la indicación N° 17 bis, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Frei, Novoa y Ominami.
Indicación Nº 18


Del Honorable Senador señor Coloma, para agregarle el siguiente inciso nuevo:


“En el caso del inciso primero del artículo anterior, los operadores perjudicados podrán requerir ante el Juez a que se refiere el artículo 15, la aplicación de la sanción de suspensión del empleo sin goce de remuneración por un lapso de tres meses a un año, según la gravedad de la infracción determinada de acuerdo con la letra a) del artículo siguiente, a las autoridades y funcionarios de la DGA que hubieren decretado las medidas a que se refiere el citado inciso primero del artículo 11.”.
En votación, la Comisión rechazó la indicación N° 18, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Frei, Novoa y Ominami.
ARTÍCULO 17


Señala que sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 307 del Código de Aguas, corresponderá a la DGA fiscalizar el permanente cumplimiento de las normas de operación contempladas en el manual de operación del respectivo embalse de control. En caso de incumplimiento, dicha autoridad pondrá los antecedentes en conocimiento del Juez de Letras competente, quien podrá imponer una multa a beneficio fiscal, desde 200 hasta 10.000 unidades tributarias anuales, tomando en consideración lo dispuesto en el artículo 13 de esta ley.


A este artículo se refieren cuatro indicaciones signadas con los Nos 21, 21 bis, 21 ter y 21 quáter.
Indicación Nº 21

Del Honorable Senador señor Romero, para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 17.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 307 del Código de Aguas, corresponderá a la Dirección General de Aguas fiscalizar el permanente cumplimiento de las normas de operación contempladas en el manual de operación del respectivo embalse de control. En caso de incumplimiento, dicha autoridad lo denunciará ante el juez de letras competente, quién podrá imponer una multa a beneficio fiscal, desde 200 a 2.000 UTA, tomando en consideración lo dispuesto en el artículo 13 de esta ley, el grado de negligencia o el dolo que hubiere mediado en el acto u omisión y el período de tiempo durante el cual se hubiere infringido la o las normas respectivas.”.

Fue retirada por sus autores, como consta en el segundo informe de la Comisión de Obras Públicas.

Indicación Nº 21 bis


De S. E. la Presidenta de la República, para reemplazar la frase ubicada a continuación del punto seguido (.) “En caso de incumplimiento, dicha autoridad pondrá los antecedentes en conocimiento del juez de letras competente, quien podrá imponer una multa a beneficio fiscal desde 200 hasta 10.000 unidades tributarias anuales, tomando en consideración lo dispuesto en el artículo 13 de esta ley” por la siguiente: “En caso de incumplimiento, dicha autoridad lo denunciará ante el juez de letras competente, quien impondrá una multa a beneficio fiscal, desde 200 a 2.000 unidades tributarias anuales, tomando en consideración lo dispuesto en el artículo 13 de esta ley y el período de tiempo durante el cual se hubiere infringido la o las normas respectivas”.
En votación, la Comisión aprobó la indicación N° 21 bis, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Frei, Novoa y Ominami.
Indicación Nº 21 ter


Del Honorable Senador señor Navarro, para insertar en el inciso primero, entre las voces “imponer” y “una”, la frase “al operador”.
En votación, la Comisión rechazó la indicación N° 21 ter, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Frei, Novoa y Ominami.

Indicación Nº 21 quáter


Del Honorable Senador señor Navarro, para agregar el siguiente inciso segundo, nuevo:


“El que infrinja las normas de operación contempladas en el manual de operación del respectivo embalse de control, o las instrucciones señaladas en el artículo 10, será sancionado con la pena de presidio menor en su grado máximo” (de tres a cinco años).
En votación, la Comisión rechazó la indicación N° 21 quáter, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Frei, Novoa y Ominami.
ARTÍCULO 19
Establece que el mayor gasto que represente la aplicación de esta ley se financiará con cargo al presupuesto de la DGA. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos.
Puesto en votación el artículo 19 fue aprobado, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Frei, Novoa y Ominami.
º º º 

ARTICULO 21, NUEVO

(Introducido por la Comisión de Obras Públicas).


El artículo 172 del Código de Aguas, indica que si se realizaren obras con infracción a lo dispuesto en el artículo anterior, la Dirección General de Aguas podrá apercibir al infractor, fijándole plazo perentorio para que modifique o destruya las obras que entorpezcan el libre escurrimiento de las aguas o signifiquen peligro para la vida o salud de los habitantes.


Si el infractor no diere cumplimiento a lo ordenado, la Dirección podrá encomendar a terceros la ejecución de las obras necesarias por cuenta de los causantes del entorpecimiento o peligro. Tendrá mérito ejecutivo para su cobro la copia autorizada de la resolución del Director General de Aguas que fije el valor de las obras ejecutadas.

Indicación Nº 21 a


De S. E. la Presidenta de la República, para incorporar, a continuación del artículo 20, el siguiente artículo 21, nuevo:


“Artículo 21.- Agrégase en la primera parte, del inciso segundo, del artículo 172, del Código de Aguas, entre las expresiones “Dirección” y “podrá”, el siguiente texto “le impondrá una multa mínima de 100 y máxima de 1.000 unidades tributarias anuales, según fuere la magnitud del entorpecimiento ocasionado al libre escurrimiento de las aguas o el peligro para la vida o salud de los habitantes y,”.

El Subsecretario de Obras Públicas, señor Saldivia, planteó que la disposición se refiere a la intervención ilegal de un cauce incorporando la multa como posible sanción, lo que resulta más efectivo como forma de disuadir dichas actuaciones ilegales.
En votación, la Comisión aprobó la indicación N° 21 a, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Frei, Novoa y Ominami.
Indicación Nº 21 b


Del Honorable Senador señor Navarro, para incorporar a continuación del artículo 20, los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos, al artículo 172:


“Sin perjuicio de lo anterior, quien infrinja el artículo anterior y el artículo 41, se le impondrá la pena de presidio menor en su grado máximo, y una multa de hasta 10.000 unidades tributarias anuales. 


El juez, al momento de imponer las multas señaladas en el inciso precedente y con el objeto de determinar su cuantía, deberá considerar:


a) La gravedad de la infracción, para cuyo efecto se atenderá, principalmente, a las pérdidas de vidas humanas, lesiones a la salud o integridad física de las personas y daños a los bienes públicos y de los particulares.


b) La reincidencia”.

En votación, la Comisión rechazó la indicación N° 21 b, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Frei, Novoa y Ominami.
---

ARTÍCULO ÚNICO TRANSITORIO

Indica que en el plazo de 30 días, a contar de la publicación de esta ley, los Embalses y sus Operadores deberán registrarse en el Inventario Público de Obras Hidráulicas, perteneciente al Catastro Público de Aguas establecido en el artículo 122 del Código de Aguas, presentando al efecto toda la documentación que se exija de conformidad al Reglamento del Catastro Público de Aguas.
A este artículo se refieren las indicaciones signadas con los Nos 22 y 22 a.

Indicaciones Nos 22 y 22 a

Del Honorable Senador señor Romero, y de S. E. la señora Presidenta de la República, respectivamente, para sustituir la frase “publicación de esta ley” por “publicación del Reglamento de esta ley”.


En votación, la Comisión aprobó las indicaciones, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Frei, Novoa y Ominami.
- - -
FINANCIAMIENTO

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de fecha 5 de septiembre de 2007, señala lo siguiente:

“1.
El Proyecto de Ley  crea  mecanismos destinados a prevenir o mitigar  los efectos que los Embalses puedan ocasionar a la población y sus bienes, producto de su operación frente a fenómenos climáticos adversos.  Con esa finalidad se entregan facultades a la Dirección General de Aguas del Ministerio de Obras Públicas para coordinar y ordenar a los operadores de los Embalses un conjunto de acciones previamente establecidas en un plan de contingencias. En lo esencial, ordenar la evacuación controlada de determinados volúmenes de aguas.

2.-
En el ejercicio de esas facultades, surgen dos fuentes de requerimientos de recursos:

a.
Reforzar la capacidad de la Dirección General de Aguas para monitorear y pronosticar eventos de crecidas frente a fenómenos climáticos adversos.  Estos requerimientos  serán cubiertos con los recursos normales que anualmente le asigna la Ley de Presupuestos.

b.
Eventuales indemnizaciones a los operadores, a determinar por un juez árbitro arbitrador, producto de una sobre evacuación de aguas en relación con los niveles de embalsamiento de agua esperados. Los estudios al respecto, mediante modelaciones de eventos recientes, permiten estimar que en las condiciones más adversas significarían compensaciones del orden de $ 2.340 Millones. Estos requerimientos podrían cubrirse con recursos de la Partida Tesoro Público.”. 
En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe, no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país. 
- - -
TEXTO DEL PROYECTO




En consecuencia, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de ley en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Comisión de Obras Públicas, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

“TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES


Artículo 1°.- La presente ley regula la operación de los embalses de control que, por su capacidad de regulación o por su cercanía a lugares habitados, permita, en casos de crecidas inminentes de caudales de agua, evitar o mitigar los riesgos para la vida, la salud o los bienes públicos y privados, junto con otros derechos y obligaciones que indica.


Artículo 2°.- Para todos los efectos de esta ley, se entenderá por:


a) Crecida: aumento significativo de los caudales de los cauces que puede provocar su desborde.


b) Embalse: es toda obra que tenga un muro por sobre el nivel del terreno y que acopie aguas.


c) Embalse de control: es todo embalse que contribuya a la regulación de las crecidas, declarado como tal por la Dirección General de Aguas, en adelante DGA. Para calificarlo como de control, la DGA deberá considerar, entre otras características, el volumen de regulación del respectivo embalse y la localización de éste respecto de la cuenca hidrográfica y que aquél, permita regular las crecidas de los caudales de agua, con el objetivo de evitar o mitigar las situaciones de peligro para la vida, la salud o los bienes de la población.


d) Emergencia: grave alteración de las condiciones de vida de un colectivo social determinado, que pueda dañar los bienes físicos o ambiente, provocado por un fenómeno natural o acción humana, voluntaria o involuntaria, susceptible de ser controlado con los medios previstos en el territorio, espacio o colectivo social afectado.


e) Estado de alerta de crecidas: conjunto de disposiciones, medidas y acciones destinadas a establecer un estado de vigilancia sobre las condiciones y situaciones de riesgo, que se activan por la autoridad correspondiente para prevenir, mitigar o mejor controlar y reducir los impactos de emergencias, producto del aumento significativo, actual o futuro, de los caudales de los cauces que puede provocar su desborde.


f) Manual de operación: conjunto de normas técnicas que regulan la operación de cada embalse de control, elaboradas por el operador y autorizadas por la DGA, las que deberán velar, entre otras, por la seguridad de las presas y buenas prácticas tanto en la ingeniería de las obras civiles como en su operación, conforme al procedimiento que establezca el reglamento. El mencionado Manual de Operación deberá contener un Plan de Contingencia de Crecidas.


En los casos en que se trate de un embalse de control de generación hidroeléctrica, se requerirá la opinión previa de la Comisión Nacional de Energía, la que deberá ser emitida por ésta, dentro del plazo de treinta días contado desde la fecha en que reciba la solicitud. Dicha opinión no será vinculante para los efectos de la aprobación del Manual de Operación.


g) Operador: toda persona natural o jurídica, de derecho público o privado, que bajo cualquier título administre un embalse.


h) Plan de contingencia: procedimientos operativos específicos de coordinación, movilización y respuesta, que el operador de un embalse de control deberá implementar ante la declaración del estado de alerta de crecidas.


i) Reglamento: el dictado para la ejecución de esta ley, conforme a su artículo 18.


Artículo 3°.- Todo embalse y su respectivo operador, deberán registrarse en el Inventario Público de Obras Hidráulicas perteneciente al Catastro Público de Aguas, establecido en el artículo 122 del Código de Aguas. El registro deberá solicitarse a la DGA, dentro del plazo de 30 días, contado desde la notificación de la resolución que aprueba las obras a que se refiere el artículo 294 del Código de Aguas y, respecto de las demás obras, desde que comience el acopio de aguas.



Una vez registrado un embalse y su operador en el Inventario Público de Obras Hidráulicas, la Dirección General de Aguas calificará en el plazo de 30 días, mediante resolución, si corresponde a un embalse de control, de conformidad con lo establecido en el artículo 2º,  letra c), de esta ley.

TÍTULO II

OBLIGACIONES DE LOS OPERADORES DE EMBALSES DE CONTROL


Artículo 4°.- Los operadores de embalses de control deberán instalar y mantener sistemas de monitoreo de sus caudales de afluentes y efluentes, según los estándares establecidos por la DGA para la construcción y operación de estaciones de redes hidrométricas. Asimismo deberán, a lo menos, medir caudales y niveles de cotas y generar sistemas de información que permitan a la autoridad respectiva adoptar las medidas contempladas en los artículos 8° y siguientes de la presente ley; sin perjuicio de los requerimientos específicos que para cada caso la DGA determine, en la resolución en que se califique al respectivo embalse como de control, conforme al inciso segundo del artículo 3°. 


En caso de incumplimiento de la obligación señalada en el inciso anterior, la DGA denunciará la infracción ante el juez de letras respectivo, quien deberá requerir el cumplimiento dentro del plazo de 15 días hábiles, contado desde la fecha de la notificación, bajo apercibimiento de imponer multa a beneficio fiscal por un monto de 50 hasta 500 unidades tributarias anuales. En caso de reincidencia, el juez reiterará el apremio, tantas veces como sea necesario, hasta que se dé pleno cumplimiento a la resolución referida en el inciso precedente.

Para los efectos de lo señalado en el inciso primero de este artículo, el operador deberá instalar los referidos sistemas dentro del plazo de 60 días contados desde la notificación de la resolución que califica el embalse de control.



Artículo 5°.- Los operadores de los embalses de control deberán informar, diariamente, a la DGA los registros de los sistemas de monitoreo. Dicha información será de libre acceso público. 


Artículo 6°.- Desde la fecha en que la DGA dicte la resolución señalada en el inciso segundo del artículo 3°, los operadores de los embalses de control tendrán un plazo de 90 días para presentar su respectivo manual de operación. La DGA lo aprobará u observará, indicando las enmiendas pertinentes para su aprobación, las que deberán efectuarse dentro del plazo de 20 días, contado desde la fecha de su notificación. En caso de no presentar el manual de operación o de no efectuar las enmiendas indicadas por la DGA de conformidad con el inciso anterior, el operador será sancionado conforme al procedimiento del Título V de la presente ley, con una multa a beneficio fiscal, desde 30 hasta 300 unidades tributarias anuales.



El Reglamento establecerá el contenido del manual de operación el cual considerando la seguridad del embalse y las restricciones constructivas propias de éste, deberá tomar en cuenta los impactos de generación, riesgo y control de crecidas.



Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior dicho manual y su plan de contingencia de crecidas, considerará en su contenido:

a) Un hidrograma de crecida pluvial afluente al embalse;


b) La programación de evacuación anticipada desde el embalse para disponer del volumen de regulación que permita atenuar la crecida del o de los afluentes. Dicho programa deberá considerar las diferentes condiciones de volumen inicial del embalse; como las diferentes alternativas para el inicio del proceso de evacuación de caudales, es decir, la antelación respecto del ingreso de la crecida al embalse;


c) El tránsito de hidrograma de crecida y estado final del embalse, considerando proporcionar la información de caudal afluente, el nivel del embalse, el caudal descargado y vertido desde el embalse a nivel horario;


d) Un análisis para situaciones de retorno de 100, 150, 200, 250 y 300 años y el tiempo de antelación, que deberá considerar desfases de 6, 12, 24 y 48 horas.


Artículo 6º bis.- Las resoluciones que se dicten de conformidad con los artículos 3º y 6º de la presente ley, podrán ser objeto de los recursos de reconsideración y reclamación consagrados en los artículos 136 y 137 del Código de Aguas, respectivamente. La sola interposición del recurso de reconsideración, suspenderá los efectos de la resolución administrativa impugnada.

TÍTULO III

DE LA DECLARACIÓN DE ESTADO DE ALERTA DE CRECIDAS


Artículo 7°.- La Dirección Meteorológica de Chile (DMC), deberá informar diariamente a la DGA y a la Oficina Nacional de Emergencia del Ministerio de Interior (ONEMI), los pronósticos meteorológicos que dicha Dirección confeccione, así como también toda información relevante e inherente a eventos meteorológicos significativos.


Artículo 8°.- La ONEMI, considerando todos los antecedentes del caso, tales como precipitaciones, deshielos, caudales, período del año y características de los embalses de control, declarará, mediante resolución fundada, el estado de alerta de crecidas, de conformidad a sus facultades y competencias, en el nivel correspondiente al riesgo evaluado, para una determinada zona geográfica del país y/o área administrativa respectiva. Dicha resolución no admitirá recurso administrativo alguno.


Artículo 9°.- La declaración del estado de alerta de crecidas para una determinada zona del país, deberá ser notificada por la ONEMI al Intendente respectivo, a la o las municipalidades respectivas, a la Comisión Nacional de Energía, a la DGA, al Centro de Despacho Económico de Carga del Sistema Interconectado Central (CDEC-SIC), a la Dirección de Obras Hidráulicas y a los operadores involucrados, en la forma y oportunidad que establezca el Reglamento, sin perjuicio de las acciones de comunicación establecidas en el Plan Nacional de Protección Civil.

Artículo 10.- Decretado el estado de alerta de crecidas la DGA podrá ordenar, de manera fundada, nuevas medidas además de las ya autorizadas en el plan de contingencia del operador, las que formarán parte integrante de dicho plan.


Las resoluciones que se dicten, en conformidad con el inciso precedente, por el Director General de Aguas, por funcionarios de su dependencia, o por quienes obren en virtud de una delegación que el primero les haga en uso de las atribuciones conferidas por la ley, serán precisa e inmediatamente cumplidas. Estas resoluciones sólo podrán ser objeto de los recursos de reconsideración y de reclamación a que se refieren los artículos 136 y 137 del Código de Aguas, y su interposición en ningún caso dará a lugar a la suspensión de su cumplimiento.


Una vez finalizado el evento de crecida, la autoridad se encontrará obligada a efectuar una cuenta pública sobre su decisión de dar inicio a los mecanismos contemplados en la presente ley, así como sobre las decisiones y medidas adoptadas durante el desarrollo del evento en cuestión y la información considerada en cada caso para su aplicación.


Artículo 11.-  Si la crecida efectivamente producida fuere menor a la pronosticada, y producto del cumplimiento de las nuevas medidas dispuestas por la DGA, de conformidad con lo establecido en el inciso primero del artículo 10 de esta ley, el embalse no recuperare el nivel de aguas que tenía antes de la aplicación de tales medidas, por haber evacuado aguas, en circunstancias que estaba en condiciones de conservarlas, el Fisco deberá indemnizar al operador, siempre que éste probare un daño o perjuicio efectivo y evaluable en dinero.


La procedencia y el monto de dicha indemnización serán establecidos de común acuerdo por las partes, y a falta de éste, por un arbitro de derecho con facultades de arbitrador en cuanto al procedimiento, designado por las partes de común acuerdo o, en caso de no producirse tal acuerdo, por la Justicia Ordinaria de conformidad a lo dispuesto en el Título IX del Código Orgánico de Tribunales.


Si el propósito principal del embalse es la generación de energía eléctrica, la evaluación del daño se determinará calculando la diferencia entre el resultado económico que se produce por la operación del embalse como consecuencia de la aplicación de las nuevas medidas y el resultado económico que se hubiera producido por la operación del embalse si hubiere estado en condiciones de conservar las aguas que se ordenó evacuar.


En el caso contemplado en el inciso precedente, el monto de la indemnización será establecido de común acuerdo por las partes, y a falta de éste, por el Panel de Expertos de la Ley General de Servicios Eléctricos, de existir acuerdo en ello. De lo contrario, el monto de la indemnización será establecido por un arbitro de derecho con facultades de arbitrador en cuanto al procedimiento, designado por las partes de común acuerdo o, en caso de no producirse, por la Justicia Ordinaria de conformidad a lo dispuesto en el Título IX del Código Orgánico de Tribunales. Dentro de los 60 días siguientes a la aplicación de las medidas adicionales indicadas en el inciso anterior, que hubieren producido el resultado también señalado en dicho inciso y siempre en carácter previo al acuerdo de las partes o al sometimiento de la determinación del monto de indemnización a una de las instancias antes señaladas, deberá existir sobre la materia, un informe de la Dirección de Operaciones del CDEC respectivo.


En el caso del panel de expertos, su dictamen deberá optar por la alternativa del operador o de la DGA, sin que pueda adoptar valores intermedios. Será vinculante para todos los que participen en el procedimiento respectivo y no procederá ninguna clase de recursos jurisdiccionales o administrativos, de naturaleza ordinaria o extraordinaria.

Artículo 12.- Corresponderá a la DGA requerir del Juez a que se refiere el artículo 15 de esta ley, la aplicación de sanciones a los operadores que incumplan con las medidas de operación aprobadas u ordenadas, una vez declarado el estado de alerta de crecidas. Para este efecto, se aplicará el procedimiento contemplado en el artículo 16 de esta ley, y a los operadores responsables se les sancionará con multa a beneficio fiscal, desde 200 a 2.000 unidades tributarias anuales.

Artículo 13.- El juez, al momento de imponer las multas señaladas en el artículo precedente y con el objeto de determinar su cuantía, deberá considerar:


a) La gravedad de la infracción, para cuyo efecto se atenderá, principalmente, a las pérdidas de vidas humanas, lesiones a la salud o integridad física de las personas y daños a los bienes públicos y de los particulares.


b) La reincidencia.

TÍTULO IV

DE LA RESPONSABILIDAD DE LOS OPERADORES


Artículo 14.- El operador de un embalse de control deberá indemnizar los perjuicios ocasionados a terceros, si estos provinieren del incumplimiento de las normas contenidas en la presente ley, en su Reglamento, en el manual de operación o en las instrucciones impartidas por la autoridad respectiva.


Se presumirá el incumplimiento de las normas e instrucciones a que se refiere el inciso anterior, con el solo informe fundado emitido por la Dirección General de Aguas que así lo declare, a requerimiento del tribunal respectivo.

TÍTULO V

DEL PROCEDIMIENTO


Artículo 15.- Será competente para conocer de las causas que se promuevan por infracción a la presente ley, con excepción de lo dispuesto en el Título III, el juez de letras en lo civil del lugar en que se encuentre el embalse de control respectivo.


Artículo 16.- Las causas a que se refiere el artículo anterior se tramitarán en conformidad al procedimiento sumario, establecido en los artículos 680 y siguientes del Código de Procedimiento Civil.


En este procedimiento, será admisible cualquier medio de prueba, además de los establecidos en el Código de Procedimiento Civil.


El juez apreciará la prueba y fundamentará su sentencia conforme a las reglas de la sana crítica.


El recurso de apelación sólo se concederá en contra de la sentencia definitiva, en el solo efecto devolutivo.


Estas causas tendrán preferencia para su vista y fallo, y en ellas no procederá su suspensión. Si la Corte estima que falta algún trámite, antecedente o diligencia, decretará su práctica como medida para mejor resolver.

TÍTULO VI

DE LA FISCALIZACIÓN


Artículo 17.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 307 del Código de Aguas, corresponderá a la DGA fiscalizar el permanente cumplimiento de las normas de operación contempladas en el manual de operación del respectivo embalse de control. En caso de incumplimiento, dicha autoridad lo denunciará ante el juez de letras competente, quien impondrá una multa a beneficio fiscal, desde 200 a 2.000 unidades tributarias anuales, tomando en consideración lo dispuesto en el artículo 13 de esta ley y el período de tiempo durante el cual se hubiere infringido la o las normas respectivas.
TÍTULO VII

NORMAS GENERALES


Artículo 18.- El Ministerio de Obras Públicas, mediante Decreto Supremo, dictado en el plazo de tres meses, contados desde la fecha de publicación de esta ley, previo informe de la Comisión Nacional de Energía, dictará el reglamento de esta ley.


Artículo 19.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley se financiará con cargo al presupuesto de la DGA. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos.


Artículo 20.- Sustitúyese el inciso primero del artículo 41 del Código de Aguas por el siguiente: 


“Artículo 41.- El proyecto y construcción de las modificaciones que fueren necesarias realizar en cauces naturales o artificiales, con motivo de la construcción de obras, urbanizaciones y edificaciones que puedan causar daño a la vida, salud o bienes de la población o que de alguna manera alteren el régimen de escurrimiento de las aguas, serán de responsabilidad del interesado y deberán ser aprobadas previamente por la Dirección General de Aguas de conformidad con el procedimiento establecido en el párrafo 1 del Título I del Libro Segundo del Código de Aguas. La Dirección General de Aguas determinará mediante resolución fundada cuáles son las obras y características que se encuentran en la situación anterior.”.


Artículo 21.- Agrégase en la primera parte, del inciso segundo, del artículo 172, del Código de Aguas, entre las expresiones “Dirección” y “podrá”, el siguiente texto “le impondrá una multa mínima de 100 y máxima de 1.000 unidades tributarias anuales, según fuere la magnitud del entorpecimiento ocasionado al libre escurrimiento de las aguas o el peligro para la vida o salud de los habitantes y,”.

ARTÍCULO TRANSITORIO


Artículo transitorio.- En el plazo de 30 días, a contar de la publicación del Reglamento de esta ley, los Embalses y sus Operadores deberán registrarse en el Inventario Público de Obras Hidráulicas, perteneciente al Catastro Público de Aguas establecido en el artículo 122 del Código de Aguas, presentando al efecto toda la documentación que se exija de conformidad al Reglamento del Catastro Público de Aguas.”.

- - -
Acordado en sesión celebrada el día 2 de julio de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Eduardo Frei Ruiz-Tagle (Presidente), José García Ruminot, Jovino Novoa Vásquez y Carlos Ominami Pascual.


Sala de la Comisión, a 7 de julio de 2008.

(Fdo.): ROBERTO BUSTOS LATORRE, Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE MEDIO AMBIENTE Y BIENES NACIONALES RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES PROKURICA, ESPINA, HORVATH, ROMERO Y SABAG, QUE MODIFICA EL DECRETO LEY Nº 2.695, DE 1979, EN LO RELATIVO A POSESIÓN Y DOMINIO DE LA PEQUEÑA PROPIEDAD RAÍZ

(5417-12)

Honorable Senado:


Vuestra Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales tiene el honor de informaros respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en una Moción de los Honorables Senadores señores Baldo Prokurica, Alberto Espina, Antonio Horvath, Sergio Romero y Hosaín Sabag.

A las sesiones que vuestra  Comisión dedicó al estudio de este proyecto de ley asistieron, además de sus miembros, el Honorable Senador señor Baldo Prokurica Prokurica.

Concurrieron, asimismo, la Ministra de Bienes Nacionales, señora Romy Schmidt, la Jefa de la División Jurídica, señora Pilar Vives y la Jefa de la División de Constitución de la Propiedad Raíz, señora Lorena Escalona, de la misma cartera ministerial.

- - -

Se deja constancia que, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 36, inciso sexto, del Reglamento del Senado, este proyecto de ley se discutió sólo en general.

- - -
OBJETIVOS


Expresan los autores de la Moción que ésta persigue fortalecer el derecho de los propietarios de bienes raíces inscritos en el Registro del Conservador de Bienes Raíces, ante los abusos que se han producido por la aplicación del decreto ley N° 2.695, de 1979, que fija normas para regularizar la posesión de la pequeña propiedad raíz y para la constitución del dominio sobre ella.

Con tal propósito la iniciativa en estudio propone, entre otras medidas, que las normas del citado decreto ley N° 2.695 no sean aplicables respecto de aquellos inmuebles con inscripción de dominio anterior vigente, y cuyo impuesto territorial haya sido pagado en forma regular y continua por el titular de la propiedad.


Asimismo, propone que la posesión material del inmueble se acredite por la existencia de hechos positivos que impliquen habitación o explotación del inmueble cuyo título se pretende regularizar, o por algún título o antecedente que le dé la apariencia de dueño.

ANTECEDENTES

Para una adecuada comprensión de la iniciativa, deben tenerse presente los siguientes antecedentes:

A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

- Constitución Política de la República, en su artículo 19 número 24;


- Código Civil, Libro II, Título II Del Dominio y Título VII, De La Posesión;

- Decreto ley N° 2.695, de 1979, que fija normas para regularizar la posesión de la pequeña propiedad raíz y para la constitución del dominio sobre ella.
B.- ANTECEDENTES DE HECHO

MOCIÓN

La iniciativa en estudio señala que el derecho de propiedad y su protección constituyen presupuestos básicos para lograr el pleno desarrollo económico y social del país. Agrega que, con tal propósito, el año 1979, se dictó el decreto ley N° 2.695, que fijó normas para regularizar la posesión de la pequeña propiedad raíz y constitución del dominio sobre ella. 


Señalan los autores de la Moción que la deficiente constitución del dominio de las pequeñas propiedades raíces agrícolas y urbanas generaba problemas de índole socioeconómico, al impedir que gran número de ellas se incorporara efectivamente al proceso productivo nacional.


El decreto ley N° 2.695, de 1979, vino a resolver la situación ya descrita, al establecer un procedimiento para el saneamiento del dominio de  la pequeña propiedad, sean rurales o urbanas, y siempre que el avalúo fiscal para el pago del impuesto territorial sea inferior a 800 unidades tributarias en el caso de las propiedades rurales,  y de 380 para las urbanas.


El procedimiento de saneamiento de títulos establecido en la mencionada normativa, otorga facultades a la autoridad administrativa para ordenar la inscripción de los predios a nombre de los  poseedores materiales que cumplan con los requisitos que ella establece, y que contempla la intervención de la Justicia Ordinaria sólo en los casos de legítima oposición o para garantizar los derechos de terceros.

La Moción expresa que no obstante los innegables beneficios que ha reportado la legislación mencionada, también ésta ha permitido el abuso de la facultad que tiene el Ministerio de Bienes Nacionales de ordenar la inscripción de predios a nombre de supuestos poseedores materiales, sin que exista una posibilidad real de ejercer una oportuna y eficaz oposición, apartándose con ello de las normas sobre propiedad que informan nuestro derecho civil, que se basan en la denominada teoría de la posesión inscrita.


Hacen presente los autores de la iniciativa que el citado decreto ley N°2.695, ha privilegiado al poseedor no inscrito, en perjuicio de los derechos del verdadero dueño y/o poseedor inscrito.


Enseguida, se refiere a la manera como se acredita la posesión material del inmueble, que conforme lo dispone el inciso primero del artículo 4° del decreto ley ya citado, debe efectuarse en la forma establecida en el artículo 925 del Código Civil, el que dispone que "se deberá probar la posesión del suelo por hechos positivos, de aquellos a que sólo da derecho el dominio como el corte de madera, la construcción de edificios, la de cerramientos, las plantaciones o sementeras y otros de igual significación". De la norma transcrita se infiere que el ocupante que carece de título, por el sólo hecho de realizar alguna de las acciones descritas tiene la posibilidad de iniciar el procedimiento para inscribir la propiedad a su nombre.


Por lo anterior, la iniciativa legal en estudio propone se sustituya el inciso primero del referido artículo 4°, en el sentido de exigir que los hechos positivos antes señalados impliquen la habitación o explotación del inmueble cuya posesión se pretender sanear, o bien que se fundamente en algún título jurídico que otorgue al solicitante la apariencia de dueño.


Los autores hacen presente en la Moción que el Ministerio de Bienes Nacionales no ha fiscalizado adecuadamente la aplicación de este cuerpo legal, y que a fin de evitar que algunos inescrupulosos cometan fraude proponen  castigar al funcionario del Servicio que incumpla su deber funcionario. 


Para ello el proyecto considera tipificar un delito que sancione al funcionario del Ministerio de Bienes Nacionales, cuya actuación negligente se traduzca en perjuicio para los verdaderos dueños o poseedores inscritos, proponiendo se aplique a dichos funcionarios la sanción establecida en el artículo 228 del Código Penal.


Finalmente, la iniciativa impone al Ministerio de Bienes Nacionales la obligación de requerir del Conservador de Bienes Raíces respectivo la información relativa a las inscripciones de dominio, hipotecas y gravámenes vigentes recaídas en el inmueble cuya posesión se pretende regularizar. 

ESTRUCTURA DEL PROYECTO


Consta de un artículo único desarrollado en cuatro numerales y un artículo transitorio.


El artículo único introduce las modificaciones que más adelante se señalan al decreto ley N°2.695, de 1979, que fija normas para regularizar la posesión de la pequeña propiedad raíz y para la constitución del dominio sobre ella:

El numeral 1) intercala en el artículo 2°, un inciso tercero nuevo, con el cual se impide la regularización de la posesión de un inmueble, en el caso que el mismo se encuentre con una inscripción de dominio anterior vigente, y cuyo impuesto territorial haya sido pagado en forma regular y continua por el titular de la propiedad.

 
El numeral 2) propone sustituir el inciso primero del artículo 4°, con el propósito de establecer que la posesión material del inmueble se acredite por hechos positivos que impliquen habitación o explotación del inmueble cuyo titulo se pretende regularizar, o por algún titulo o antecedente que le dé la apariencia de dueño.

El numeral 3) agrega en el artículo 9°, un inciso final nuevo, que sanciona penalmente al funcionario público que actúe con negligencia en el procedimiento que establece esta normativa, haciéndole aplicable la sanción que prescribe el artículo 228 del Código Penal.


El numeral 4) introduce modificaciones al artículo 10°, con la finalidad de establecer la obligación para el Ministerio de Bienes Nacionales de requerir información relativa a las inscripciones de dominio, hipotecas y gravámenes que se encuentren vigentes respecto del inmueble cuya posesión se pretende regularizar.

La disposición transitoria prescribe que los procedimientos iniciados al momento de entrar en vigencia la presente ley, continuarán su tramitación conforme a las normas vigentes del decreto ley N° 2.695, de 1979, al momento en que se inició su tramitación, en tanto que las que se inicien con posterioridad se sujetarán al procedimiento establecido en la presente ley. 
- - -
DISCUSIÓN EN GENERAL

El Honorable Senador señor Prokurica expuso que los principios sobre la constitución del dominio que informan nuestro derecho civil, se basan en la teoría de la posesión inscrita, tal como lo expresó el Mensaje que acompañó al proyecto de ley sobre Código Civil, el que señaló: “La transferencia y transmisión  de dominio, la constitución de todo derecho real, exceptuados, como he dicho, las servidumbres, exige una tradición; y la única forma de tradición que para esos actos corresponde es la inscripción en el Registro Conservatorio.”.

Enseguida, señaló que el decreto ley N° 2.695, de 1979, es un cuerpo legal de carácter excepcional, que se aparta del principio ya señalado, y cuya dictación obedeció a objetivos precisos y que, sin embargo, se ha prestado para múltiples abusos.

Expresó que esta normativa ha exagerado los privilegios concedidos al poseedor, en detrimento de los derechos del propietario y del poseedor inscrito, ya que, en la práctica, se ha otorgado  primacía al principio de  la realidad sobre el principio de la seguridad jurídica, añadiendo que, en consecuencia, esta legislación debe ser interpretada y aplicada restrictivamente.


Manifestó que su aplicación constituye una paradoja, puesto que, por una parte, el Estado reputa como dueño de un inmueble a la persona que efectúa el  pago del impuesto territorial y, por la otra, le concede un título a alguien que no es dueño, el que luego de tener un título inscrito por un plazo determinado, adquiere el dominio mediante la prescripción adquisitiva. 


Señaló que el ya citado decreto ley N° 2.695, de 1979, se justifica plenamente en ciertos casos, como ocurre con aquellas familias que por tres o cuatro generaciones han poseído un determinado bien raíz, y que no han realizado la posesión efectiva ni la partición de los bienes de la herencia por carecer de recursos económicos para ello o por desconocimiento de sus derechos.


Respecto de la modificación propuesta en el numeral 1, del artículo único de la iniciativa, el Honorable Senador señor Prokurica explicó que tiene por objeto proteger al propietario de un inmueble, que amparado en la inscripción de dominio de su propiedad o posesión inscrita en el respectivo Conservador de Bienes Raíces, ha cumplido con la obligación de pagar el impuesto territorial continua y regularmente, estableciendo que en tal caso no corresponderá aplicar las disposiciones del decreto ley N° 2.659, de 1979.


La Ministra de Bienes Nacionales, señora Romy Schmidt inició su exposición realizando una breve síntesis del contenido del decreto ley N° 2.695, de 1979, expresando que éste se aplica al solicitante que en cumplimiento de los requisitos legales carece de título de dominio o los tiene imperfectos, aún cuando el inmueble en cuestión se encuentre inscrito a nombre de otro. En efecto, abundó, que el inciso segundo del artículo 2° del mencionado decreto ley dispone expresamente que no es obstáculo para el ejercicio del derecho que se reconoce, la circunstancia que existan inscripciones de dominio anteriores sobre el mismo inmueble.

Agregó que los requisitos establecidos para acceder a la regularización que contempla el decreto ley N° 2.695, de 1979, son tener posesión tranquila, continua, exclusiva y a lo menos por cinco años y, además, no tener un litigio pendiente en el que se discuta el dominio del inmueble en cuestión.


Luego, la Ministra de Bienes Nacionales expresó que la Moción plantea una modificación al artículo 2° del decreto ley N° 2.695, de 1979, la cual señala que constituirá un impedimento para el solicitante que pretende regularizar un inmueble, la circunstancia que exista propiedad inscrita y que el titular del dominio del inmueble se encuentre al día en el pago del impuesto territorial.


Sobre el particular, expresó que la modificación propuesta no desvirtúa el espíritu y la excepcionalidad del decreto ley mencionado, que se basa en principios reconocidos por el derecho común, tales como la posesión material de un inmueble por un determinado tiempo y el cumplimiento de otros requisitos para que opere la prescripción adquisitiva.


Acotó la señora Ministra que el procedimiento establecido en el mencionado decreto ley N° 2.695, de 1979, regula situaciones especiales en las cuales no es posible, o es muy oneroso, aplicar el derecho común contenido en el Código Civil. Continuó señalando que las normas sobre la materia establecidas  en el Código Civil, que preceptúan que la inscripción de un inmueble constituye garantía, requisito y prueba de la posesión, si bien se contraponen con los preceptos del citado decreto ley, éstos últimos tienen por finalidad regular situaciones de carácter excepcional. 


Concluyó aseverando que si bien comparte el fondo de la modificación propuesta, estima que ésta debe efectuarse en el artículo 4° del decreto ley N° 2.695, de 1979, puesto que en esa disposición se regula la manera como debe acreditarse la posesión material, con lo cual se otorga mayor relevancia a la  enmienda que se propone. Asimismo, manifestó que la misma idea debe quedar contenida en el artículo 8° del decreto ley citado, por cuanto esta norma se refiere a los casos en que no puede aplicarse el procedimiento establecido en este cuerpo legal.


La señora Ministra de Bienes Nacionales expresó su discrepancia respecto a la tipificación de un nuevo delito para los funcionarios públicos, dado que el que defraudare o perjudicare a otro, con dolo, engaño o uso malicioso de antecedentes, configura un tipo especial de fraude que se encuentra penado en el artículo 473 del Código Penal, independiente de quien sea el infractor. Agregó que en el caso del funcionario público, además, se puede accionar civil o administrativamente en su contra.


Enseguida, la Secretaria de Estado manifestó su desacuerdo con la proposición que obligaría al Ministerio de Bienes Nacionales a requerir información al Conservador de Bienes Raíces respectivo, relativa a las inscripciones de dominio, hipotecas y gravámenes vigentes sobre el inmueble que se pretende sanear, toda vez que nuestro sistema registral es de folio personal y no real, lo cual imposibilita la obtención de dicha información.


Respecto a la sustitución del inciso primero del artículo 4° que propone la Moción, que eliminaría la referencia que hace esta norma al modo de acreditar la posesión material que establece el Código Civil, la  titular de Bienes Nacionales aseveró que acoge parcialmente la propuesta, en el sentido que los hechos positivos que se señalan en la Moción sean considerados como elementos adicionales a los señalados por el Código Civil, a objeto de verificar la posesión, sin que ello implique consignarlos como elementos que excluyan a otros en la acreditación de la posesión. 




Concluyó la Secretaria de Estado afirmando que comparte los propósitos de la Moción, puesto que, en su opinión, fortalece el sistema y elimina eventuales injusticias e ilegalidades en la aplicación del decreto ley N° 2.695, de 1979.




Sin perjuicio de lo anterior, agregó que la Cartera de Estado a su cargo, propondrá, en la discusión particular, un conjunto de modificaciones tendientes a perfeccionar esta legislación, a saber:


1.- Establecer la prohibición de enajenar o gravar inmuebles que se encuentren en proceso de regularización, mientras subsistan las acciones para reclamar del procedimiento;


2.- Eliminar la exigencia de requerir al Servicio de Impuestos Internos determinados antecedentes que en la actualidad  pueden obtenerse válidamente por medios electrónicos;


3.- Incorporar dentro de los medios de notificación uno que considere los avisos radiales, a objeto de recoger la particular realidad del mundo rural;


4.- Complementar el artículo 22 del decreto ley N° 2.695, de 1979, estableciendo que en el caso que se hubiere recurrido a la vía judicial, y ésta termine por abandono de procedimiento, el juez de la causa devuelva, de oficio, el expediente al Ministerio de Bienes Nacionales, a objeto de continuar con el procedimiento administrativo. Ello por cuanto en la materia, la jurisprudencia no ha sido uniforme;


5.- Establecer que la oposición a la solicitud se pueda ejercer desde que la misma se acoge a tramitación, y hasta un plazo de 60 días hábiles contados desde que se efectúa la publicación de la resolución que la acogió, y


6.- Precisar que el patrocinio y representación del Ministerio, al que está obligado ante los tribunales de justicia para el peticionario de escasos recursos, pueda ser desistido por el Ministerio en caso que el oponente cuente con un mejor derecho.
- - -

- Sometida a votación la idea de legislar, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Allamand, Ávila, Horvath y Longueira.

- - -

En mérito del acuerdo consignado, vuestra Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales,  propone la aprobación, en general, del proyecto de ley cuyo texto se consigna a continuación:

PROYECTO DE LEY


"Artículo único: Modifícase el decreto ley N° 2.695, de 1979, que fija normas para regularizar la posesión de la pequeña propiedad raíz y para la constitución del dominio sobre ella, en la forma que a continuación se indica:


1) Intercálase en el artículo 2°, el siguiente inciso tercero nuevo, pasando el actual inciso tercero a ser inciso final:


"Sin perjuicio de lo anterior, no le serán aplicables las normas de la presente ley a los inmuebles con inscripción de dominio anterior vigente en que el pago del impuesto territorial, en los casos que corresponda, reúna las características de regularidad y continuidad por quien aparece como titular de la respectiva inscripción."


2) Sustitúyase el inciso primero del artículo 4°, por el siguiente: 

"Artículo 4°.- La posesión material deberá acreditarse por hechos positivos que impliquen habitación o explotación del inmueble cuyo titulo se pretende regularizar o por algún titulo o antecedente que le dé la apariencia de dueño, conforme lo señalado en el inciso segundo del artículo 3°."


3) Agrégase en el artículo 9°, el siguiente inciso final nuevo: 

"Será castigado como autor del delito del artículo 228 del Código Penal, el funcionario público que debiendo conocer de la solicitud presentada por el poseedor material de un inmueble para que se le reconozca la calidad de poseedor regular, concediere la solicitud en los casos que la ley no lo permitiere, o emitiere favorablemente el pronunciamiento solicitado, cuando ello no fuere legalmente procedente."


4) Modifícase el artículo 10°, de la siguiente forma:


a) Intercálase, el siguiente inciso segundo nuevo, pasando los actuales incisos segundo, tercero y cuarto a ser incisos tercero, cuarto y quinto respectivamente:


"De igual forma, el Servicio oficiará al Conservador de Bienes Raíces respectivo para que este organismo informe, dentro de los quince días hábiles siguientes a la fecha de recepción del oficio respectivo, sobre las inscripciones de dominio, hipotecas y gravámenes vigentes sobre el inmueble, emitiendo el correspondiente certificado."


b) Reemplázase en el nuevo inciso tercero, las expresiones "a que se refiere el inciso anterior" por las expresiones "a que se refieren los incisos anteriores".


Artículo transitorio: Las solicitudes de regularización que se encontraren en tramitación a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, continuarán sustanciándose de acuerdo a las normas vigentes del decreto ley N° 2.695, de 1979. Las que aún no hubieren sido admitidas a tramitación por el Servicio, se sujetarán al procedimiento establecido en la presente ley. 

Acordado en sesiones celebradas los días 17 de junio y 1 de julio de 2008 con asistencia de los Honorables Senadores señores Nelson Ávila Contreras (Presidente), Andrés Allamand Zavala, Antonio Horvath Kiss, Pablo Longueira Montes y Alejandro Navarro Brain.
Sala de la Comisión, a 7 de julio de 2008.
MAGDALENA PALUMBO OSSA, Secretario
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MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR PÉREZ VARELA, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL CÓDIGO PROCESAL PENAL EN MATERIA DE INTERPOSICIÓN DE QUERELLA Y FORMALIZACIÓN DE LA INVESTIGACIÓN

(5959-07)

Honorable Senado:

I. ARTICULO 111 DEL CODIGO PROCESAL PENAL. 

1.- Antecedentes generales.

El artículo 111 del Código Procesal Penal se refiere a las personas que pueden interponer querella, señalando lo siguiente: “Artículo 111.- Querellante. La querella podrá ser interpuesta por la víctima, su representante legal o su heredero testamentario. También se podrá querellar cualquier persona capaz de parecer en juicio domiciliada en la provincia, respecto de hechos punibles cometidos en la misma que constituyeren delitos terroristas, o delitos cometidos por un funcionario público que afectaren derechos de las personas garantizados por la Constitución o contra la probidad pública. Los órganos y servicios públicos sólo podrán interponer querella cuando sus respectivas leyes orgánicas les otorguen expresamente las potestades correspondientes”. 
Esta disposición en los términos en actual vigor, fue modificada por la ley Nº 20.074, publicada en el Diario Oficial de fecha 14 de noviembre de 2005, ley que sustituyó el inciso final del artículo 111 que decía lo siguiente: “Asimismo, podrá deducir querella cualquier persona capaz de parecer en juicio, domiciliada en la región, respecto de delitos cometidos en la misma, que afectaren intereses sociales relevantes o de la colectividad en su conjunto”, inciso que fue reemplazado por el siguiente: “Los órganos y servicios públicos sólo podrán interponer querella cuando sus respectivas leyes orgánicas les otorguen expresamente las potestades correspondientes”. 

Claramente, la intención del legislador al dictar la ley Nº 20.074 modificando el artículo 111 del Código Procesal Penal, fue constreñir, limitar el ejercicio de la acción penal pública a las personas, de tal manera de monopolizar al extremo, en el Ministerio Público y en la víctima, la persecución del delito. Solo las conductas terroristas y los delitos contra la probidad pública se dejaron como acciones penales punibles en que se permite la persecución de un querellante, que puede ser cualquier persona con capacidad procesal.

2.- Justificación del Proyecto de Ley.

El Código Procesal Penal que establece el nuevo sistema procesal penal en nuestro país redujo a términos menores la participación del querellante, tanto es así, que el único caso en que se utiliza el vocablo “querellante”, en el Mensaje de ese Código, es para referirse a la situación contemplada en el inciso tercero del artículo 270 del Código Procesal Penal, cuando el ente persecutor no subsana oportunamente los vicios de que adolece su acusación. Hay constancia en la historia de la ley, que en su origen, el referido proyecto no contemplaba al querellante particular lo cual redundó en que las normas que regulan su participación en el actual proceso penal, adolecen algunas de inconstitucionalidad y en general, no están claros sus derechos. 

El artículo 53 del citado Código, clasifica la acción penal en pública o privada y respecto de la primera, establece que para la persecución de todo delito que no esté sometido a regla especial, deberá ser ejercida de oficio por el Ministerio Público. Podrá ser ejercida, además, por las personas que determine la ley, con arreglo a las disposiciones de este Código. Concede siempre acción penal pública para los delitos cometidos contra menores de edad.

La estructura establecida, tanto respecto al ejercicio de la acción penal pública como de la actuación del querellante constituye una clara limitación a toda persona, que tendiendo capacidad para comparecer en juicio, quiera querellarse, pues no siendo víctima solo puede hacerlo por hechos que constituyen delitos terroristas y por delitos contra la probidad pública en que participen como sujetos activos del mismo, personas que tengan la calidad de funcionarios públicos. Esta situación vulnera claramente, el artículo 1° de la Constitución Política de la República, la cual asegura el derecho de las personas a participar con igualdad de oportunidades en la vida nacional. 

En efecto, el inciso segundo del artículo 111 del Código Procesal Penal infringe el artículo 1° de la Carta Fundamental, toda vez que mientras esta disposición constitucional impone al Estado como un deber “el asegurar el derecho de las personas a participar con igualdad de oportunidades en la vida nacional”, la disposición legal citada limita en extremo esa participación respecto a lo que es el ejercicio de la acción penal. No se trata de instaurar una acción popular, no es ese el sentido, sino que de ampliar los medios de tal forma que toda persona capaz de parecer en juicio pueda coadyuvar a la acción del Ministerio Público; es más, es un deber ciudadano el hacerlo porque muchas veces la víctima, sobre todo si es de escasos recursos, no puede accionar directamente y al no permitírselo esta disposición legal, hace que muchos hechos delictivos puedan quedar impunes; piénsese por ejemplo en un trabajador que ha sido víctima de un atentado contra su propiedad o contra el orden de la familia y su empleador quisiera perseguir el delito a través del ejercicio de la acción penal pública, no lo puede hacer, lo mismo ocurre respecto de una corporación o asociación gremial respecto de uno de sus asociados, si éste se viera afectado por un delito y recurriera a la organización a la que pertenece, esta persona jurídica no podrá interponer querella alguna. 

El Código de Procedimiento Penal, que regulaba el antiguo sistema procesal penal, reglamentaba minuciosamente el ejercicio de las acciones que nacían de todo delito y solo algunas personas, a quienes la ley por causas diversas impedía querellarse contra otro, todas las demás podían ejercitar la acción pública, ora como parte principal ora como coadyuvantes de los funcionarios encargados de acusar en nombre de la sociedad. El objetivo de ese Código era ampliar los medios de que podía disponerse para llegar a la represión del mayor número de delitos. Ese viejo Código, era sabio y prudente, toda vez que la amplitud para ejercer la acción penal pública estaba resguardada con las precauciones necesarias para impedir que su ejercicio se convirtiera en instrumento de odios o de venganzas particulares, exigiendo lo que se denominaba “Fianza de Calumnia”, que consistía en una suma de dinero que el querellante debía consignar en el tribunal, suma que regulaba el juez de la causa. 

En el actual estado de cosas, la actuación del querellante, resulta determinante, especialmente tratándose de delitos económicos, funcionarios y del orden de la familia. 
La ardua labor de los fiscales adjuntos y la cantidad de causas que hoy en día le son asignadas, les impide lograr una relación personal y efectiva, tanto con las víctimas como con los imputados, existiendo una relación despersonalizada que atenta contra una adecuada justicia distributiva en cada caso. Téngase presente que el fiscal adjunto que labora en el Juzgado de Garantía respectivo, solo conoce la carpeta del caso al momento de la realización de la respectiva audiencia; en cambio, el abogado del querellante lleva el caso personalmente y conoce a fondo la situación de que se trata el hecho punible, con todos sus anexos. 

Por consiguiente, es del todo necesario aumentar y fortalecer la posición del querellante como interviniente en el proceso penal, entendiendo como tal todas las actuaciones procesales que ello involucra, partiendo desde la posibilidad de que cualquier persona con capacidad procesal pueda ejercer la acción penal pública, en los términos establecidos en el artículo 53 del Código Procesal Penal, adoptando las precauciones necesarias para impedir que una querella se convierta en un instrumento de persecución personal, por lo que la antigua institución de “Fianza de Calumnia”, pareciera ser altamente conveniente reestablecerla, como dique de lo referido precedentemente. 

En el mismo sentido de lo señalado precedentemente, se propone en el siguiente proyecto de ley, eliminar la expresión “testamentario” que está en el inciso primero del artículo 111 del Código Procesal Penal por “herederos”, para así concordarlo con el artículo 108 del mismo Código. 

Consecuentemente con la modificación del artículo del artículo 111 del Código Procesal Penal, se debe modificar el artículo 113 del mismo Código, en el sentido de agregar un requisito a la querella, esto es, el ofrecimiento de fianza de calumnia. 
II. ARTICULO 232 DEL CODIGO PROCESAL PENAL. 

1. Antecedentes generales.
La formalización de la investigación, cuyo concepto se establece por el artículo 229 del Código Procesal Penal, requiere de una audiencia ante el Juez de Garantía competente, actuación judicial que regula el artículo 232 del citado Código y que señala lo siguiente: “Artículo 232.- Audiencia de formalización de la investigación. En la audiencia, el juez ofrecerá la palabra al fiscal para que exponga verbalmente los cargos que presentare en contra del imputado y las solicitudes que efectuare al tribunal. Enseguida, el imputado podrá manifestar lo que estimare conveniente. A continuación el juez abrirá debate sobre las demás peticiones que los intervinientes plantearen. El imputado podrá reclamar ante las autoridades del ministerio público, según lo disponga la ley orgánica constitucional respectiva, de la formalización de la investigación realizada en su contra, cuando considerare que ésta hubiere sido arbitraria”.
Esta disposición que establece claramente la forma en que se debe desarrollar la audiencia de formalización de la investigación, audiencia que se centra principalmente en la discusión de los intervinientes en cuanto a las medidas cautelares que regularmente solicitan, tanto el Ministerio Público como el querellante y que el defensor del imputado, sea público o privado refuta, se ha ido extendiendo la discusión también a la formalización propiamente tal. Por lo que es menester recoger la realidad procesal penal en los términos que se plantean a continuación. 

2.- Justificación del Proyecto de Ley 
Esta audiencia en lo que se refiere específicamente a la formalización, conforme al artículo 232 del Código Procesal Penal, debiera consistir en que el fiscal le señala al imputado, a  través del Juez de Garantía, los hechos por los cuales se le investiga, el delito que se le imputa, el grado de desarrollo del mismo y la calidad de autor, cómplice o encubridor que se le atribuye. 

No obstante esta teoría legal, en la práctica las cosas no se ajustan a la disposición legal, más bien se está recogiendo una práctica que es menester adecuar a la disposición referida. 

Está ocurriendo que, en la audiencia de formalización de la investigación, el fiscal lee la formalización que contiene los hechos por los cuales se está siendo formalizado y el delito, que a juicio del ente persecutor se ajustan los hechos que ha referido. El juez de garantía da la palabra al defensor del imputado, quien refuta, tanto en el hecho como en el derecho, lo reseñado por el Ministerio Público y la tipicidad de la conducta del sujeto activo, configurándose una verdadera controversia teórica frente al Juez de Garantía, el cual es un mero espectador atendido, lo establecido en el párrafo V del Libro II del Código Procesal Penal, lo cual a esta altura del desarrollo del nuevo proceso penal resulta del todo conveniente conferirle participación activa al Juez de Garantía, y es más, debe darse, en virtud del principio de la doble instancia facultades jurisdiccionales respecto a esta actuación procesal a las respectivas Cortes de Apelaciones, lo cual no infringe de modo alguno el principio de inmediación que sustenta el actual sistema procesal penal de nuestro país. 

Se debe aplicar el aforismo jurídico, donde hay la misma razón debe haber la misma disposición, toda vez que las medidas cautelares personales decretadas o denegadas por el Juez de Garantía son susceptibles del recurso de apelación, igualmente lo debiera ser el delito, su participación  el desarrollo del delito, por el cual queda formalizado un imputado. En otro orden de ideas, es público y notorio que la formalización es una actuación de alto impacto mediático, solo equiparable en el antiguo proceso a la dictación del auto de procesamiento contra una persona, lo que va en desmedro del imputado y del principio de presunción de inocencia que rige en su favor durante todo el proceso penal mientras no exista sentencia condenatoria en su contra. Quien es formalizado sufre un atentado a su dignidad de persona en términos muy similares a lo que en el pasado ocurría con la dictación del auto de procesamiento en términos de dañar la imagen de la persona afectada. 

Siendo que, en nuestro Código Procesal Penal se garantiza la dignidad de las personas en todos sus aspectos, resulta particularmente importante, el evitar la lesividad de los actos procesales en el procedimiento penal. Y está ocurriendo que con el acto de formalización de la investigación, que éste está dañando gravemente la reputación del imputado, lo que no es concordante con el principio de inocencia consagrado en nuestro ordenamiento procesal penal. 

Por las consideraciones anteriormente expuestas, se propone el siguiente proyecto de ley: 

PROYECTO DE LEY. 

Artículo Uno: Se modifica el artículo 111 del Código Procesal Penal en los siguientes términos: 

“Artículo 111.- Querellante. La querella podrá ser interpuesta por la víctima, su representante legal o sus herederos. 
También se podrá querellar cualquier persona capaz de parecer en juicio por si misma, ejercitando la acción penal pública de que trata el artículo 53 de este Código. 

En este último caso, el querellante deberá ofrecer fianza de calumnia para responder por las responsabilidades eventuales que pudieran originarse en el caso de que la querella resultare calumniosa. 

El juez de garantía calificará la fianza ofrecida por el querellante y fijará su cuantía, tomando en cuenta la gravedad del delito y las circunstancias que lo hagan verosímil. 

La fianza se extenderá en un acta suscrita ante el administrador del tribunal y se presentará al juez para que proceda a pronunciarse respecto de la admisibilidad de la querella. 

Estarán exentos de la fianza de calumnia, el Consejo de Defensa del Estado, las municipalidades, la Contraloría General de la República y los órganos y servicios públicos en las querellas que interpusieren en el carácter de tales”. 

Artículo Dos: Agrégase en el artículo 113 del Código Procesal Penal, como letra e) lo siguiente:

 “e) Ofrecimiento de fianza de calumnia, si el querellante no estuviere exento de ella;”

 Pasen las letras e) y f) del artículo 113 del Código Procesal Penal a ser letras f) y g) respectivamente. 

Artículo Tercero: Se modifica el artículo 232 del Código Procesal Penal en los siguientes términos: 

“Artículo 232.- Audiencia de formalización de la investigación. En la audiencia, el juez ofrecerá la palabra al fiscal para que exponga verbalmente los cargos que presentare en contra del imputado y las solicitudes que efectuare al tribunal. Enseguida, abrirá debate respecto a la calificación jurídica, el grado de desarrollo del delito y la participación en los hechos del imputado y sobre las demás peticiones que los intervinientes plantearen. 
Una vez concluido el debate, el juez determinará el o los delitos por el cual el imputado quedará formalizado, el desarrollo de los mismos y la participación del imputado, y resolverá las otras peticiones. 

Contra la resolución que califica jurídicamente los hechos de la formalización, el grado de desarrollo y la participación del imputado, los intervinientes podrán interponer recurso de apelación. 

El imputado podrá, siempre que lo haga fundadamente, reclamar de la formalización de la investigación realizada en su contra, en la misma audiencia a que se refiere este artículo, cuando considerare que ésta es arbitraria.

El juez podrá, en auto motivado, acoger el reclamo del imputado, contra cuya resolución procederá apelación”.

(Fdo.): Victor Pérez Varela, Senador
mlp/pog


S. 47ª





mlp/pogS.47ª

















mlp/pogS.47ª
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